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Para Julián

Democratic governance is a quaint topic, more consistent with 
the elaborate conversations of an eighteenth-century salon

than the sound bites of contemporary television. It evokes images 
of archaic philosophers lost in the erudition of their distinctions 

and romantic patriots lost in the enthusiasm of their rhetoric. 

James G. March and Johan P. Olsen, 
Democratic Governance (1995: 241).
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Este libro es el resultado de una investigación de cinco años sobre el papel
de la sociedad civil en la gobernabilidad democrática de los países andi-
nos, a través de las políticas petroleras. Continúa en este sentido el traba-
jo publicado por Guillaume Fontaine en El precio del petróleo (reimpreso
en 2007). 

El trabajo de campo fue financiado principalmente por la FLACSO,
a través del Fondo de Desarrollo Académico y del Observatorio Socio-
Ambiental. Se benefició también de los aportes complementarios del
Instituto Francés de Estudios Andinos y del Banco Interamericano de
Desarrollo. 

Culminó con la obtención del Diploma de Habilitación para dirigir
investigaciones en Ciencia Política, por el Instituto de Estudios Políticos
de París (Francia) que faculta al autor a dirigir tesis doctorales en el siste-
ma francés de educación superior. 

Adrián Bonilla
Director

FLACSO-Ecuador
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Es un gran placer para mí presentar el libro de Guillaume Fontaine. Tuve
el privilegio de dirigir su investigación para conseguir el título de Director
de investigación, que le da el derecho a coordinar tesis de doctorado en el
Instituto de Estudios Políticos de Paris (“Sciences Po”), y fue una expe-
riencia sumamente enriquecedora. El trabajo de Guillaume Fontaine fue
muy bien recibido por el jurado y ahora Sciences Po se enorgullece de
tenerlo como miembro de su comunidad académica.

La obra de Guillaume Fontaine se destaca por varios motivos.
En primer lugar, representa una valiosa síntesis sobre una realidad

compleja: ciertos países andinos, como otros en el mundo, tienen muchas
dificultades en concebir la mejor manera de sacar provecho de sus recur-
sos petroleros. El público interesado en esta temática tan importante para
los países, encontrará en el libro una información completa y un análisis
riguroso, basándose sobre numerosos y minuciosos estudios de casos.

Más allá de la temática energética, se presenta la “petropolítica” como
un excelente revelador de una serie de características de los países. Gracias
a este libro, el lector tendrá acceso a un conocimiento avanzado de la eco-
nomía política de los países, así como de las movilizaciones sociales, las
relaciones internacionales o el medio ambiente. El trabajo se encuentra al
punto de intersección de varias problemáticas, de tal forma que el lector
tiene una perspectiva sumamente rica de cada uno de los países estudiados.
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Pero aún hay más. Para la comunidad académica, incluyendo la que
no tiene curiosidad alguna para la zona andina, ni para la petropolítica, la
obra será de mucho interés porque Fontaine viene con una propuesta teó-
rica. En la primera parte del libro, el autor discute una serie de enfoques
que se encuentran en la literatura y propone usar el concepto de gober-
nanza para dar cuenta de la compleja regulación del sector energético en
los Andes. El concepto de gobernanza energética que se construye y so-
mete a prueba en el trabajo es bastante convincente. 

En comparación con otros trabajos que hacen un uso a veces inapro-
piado e impreciso de la noción de gobernanza, el libro de Fontaine toma
la pena de definir la noción y demostrar su gran poder explicativo. El
concepto permite tomar en cuenta la gran diversidad de actores a diver-
sos niveles que intervienen en la fábrica de decisiones relativas a un sec-
tor determinado, y también analizar las interacciones entre los actores. 

El trabajo ilumina las interacciones entre el Estado, la sociedad y la
economía. Y lo hace basándose sobre estudios de casos y no postulados
ideológicos.

Esta postura le permite en particular destruir un “mito” que ha sido
vehiculado por muchos analistas: el “vaciamiento” del Estado. Para Fon-
taine, insistir sobre la diversidad de actores no equivale a menospreciar el
papel del Estado, ya que ha jugado y sigue jugando un papel importante
en la petropolítica.

No me cabe duda que el libro de Guillaume Fontaine se va rápida-
mente a convertir en una referencia obligatoria para todo analista de la
región. 

París, 6 de enero de 2010

Prefacio
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La zona andina agrupa a cinco países –Venezuela, Colombia, Ecuador,
Perú y Bolivia– cuya población totaliza unos 121,2 millones de personas.1

Estos cinco países formaban parte de la Comunidad Andina de Naciones
(CAN) hasta mayo de 2006, cuando Venezuela salió de esta organización
tras un diferendo político con el Perú y Colombia, que habían manifesta-
do su intención de firmar un tratado de libre comercio con los Estados
Unidos. Aunque dista mucho de constituir un actor mayor en el escenario
mundial de la energía, la zona depende cada vez más de los hidrocarburos,
sea para satisfacer la creciente demanda interna para financiar el gasto
público de cada país gracias a los ingresos de las exportaciones y el recaudo
fiscal. 

La política del petróleo, o “petropolítica”2, conlleva dos tipos de pro-
blemas: por una parte, la abundancia de hidrocarburos genera relaciones
asimétricas entre los países y coadyuva a la aparición de relaciones de
hegemonía y subordinación entre los estados, debido a la dependencia de
los importadores hacia los exportadores; por otra parte, la renta percibida
por el gobierno de un Estado petrolero puede ser utilizada por este últi-
mo para ejercer presión sobre otros gobiernos o manipular grupos de opo-
sición de otros países (Arriagada Herrera, 2006a).

Introducción:
un cambio de paradigma

1 Según los censos nacionales, en 2005, los datos demográficos para cada país eran los siguientes:
44,9 millones para Colombia, 27,3 millones para el Perú, 26,7 millones para Venezuela, 13,1
millones para el Ecuador y 9,2 millones para Bolivia (UNDP, 2007: 246-247).

2 Esta expresión es una traducción del inglés petropolitics, término acuñado por el periodista
Thomas L. Friedman, en un editorial publicado en “Foreign Policy” (Friedman, 2006).

El espacio falta para expresar mi gratitud a todas las personas e insti-
tuciones que me abrieron sus puertas durante la fase de levantamiento de
información. No obstante quisiera citar particularmente a las personas
responsables de los centros de documentación de la Agencia Internacional
de Energía y del Instituto Francés de Petróleo, así como el personal de las
bibliotecas de la Escuela doctoral de Sciences-Po y de la FLACSO, por su
indispensable ayuda. Asimismo destaco la valiosa colaboración de mi asis-
tente, Maytté Gavilanes, que me permitió viajar y trabajar con el espíritu
tranquilo sin perjuicio para la gestión de la Coordinación de Investiga-
ción de la FLACSO. 

Estoy infinitamente agradecido a María José Calderón, mi esposa y
mejor amiga, y Julián, mi hijo, por la comprensión que supieron mostrar
ante mis repetidas ausencias. Quisiera expresarles aquí mi profundo amor,
así como a María y María Belén Calderón, a Cécile y Guy Garnier y a mi
madre, Chantal Fontaine, por estar siempre a mi lado, aunque sea en el
pensamiento. 

Finalmente tengo una gran deuda con mis estudiantes, que pagaron
por los primeros ensayos de sistematización y me ayudaron a manudo a
mejorarlos, en el seminario de investigación “Gobernanza” y en los cur-
sos de “Sociología de los conflictos ambientales” y de “Políticas petrole-
ras”. ¡Ojalá el resultado esté a la altura de sus expectativas! 

Quito, el 20 de febrero de 2010
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En realidad, en el centro de estos conflictos se encuentra la lucha por
la definición de un modelo de desarrollo que nunca es objeto de un con-
senso general, ya que los actores que se oponen están animados por dis-
tintas visiones del mundo y lógicas de acción. Lo que está en juego aquí
es el control de la historicidad, es decir la capacidad de la sociedad en su
conjunto de reproducirse, transformarse e incrementar su acción y par-
ticipación. En este sentido, los conflictos ambientales relacionados con
la extracción de hidrocarburos en los países andinos constituyen un pro-
blema para la democracia. No obstante, el radicalismo de ciertos movi-
mientos ecologistas o indígenas, el clientelismo y el paternalismo de nu-
merosas empresas, así como el autoritarismo de ciertos gobiernos tienden
a incrementar la polarización de los conflictos, mientras que los arreglos
amigables los vuelven a menudo invisibles y ahondan los déficits demo-
cráticos.

En teoría, para alcanzar un nivel de legitimidad satisfactorio y reducir
el nivel de conflictividad, el lugar de deliberación de las políticas públicas
–en este caso energéticas, ambientales, sociales, económicas y exteriores–
es la esfera pública que privilegia la participación de la sociedad civil, en
interacción con las instituciones estatales y los actores económicos. La
sociedad civil –aquí entendida como un tejido de asociaciones, organiza-
ciones, redes y movimientos sociales que actúan como tantos intermedia-
rios entre la ciudadanía y el Estado, entre lo público y lo privado– asume
un papel importante en este proceso, en general, y en la institucionaliza-
ción de los arreglos procedentes de los conflictos sociales, en particular.

En efecto, por un lado trae las demandas y los problemas de la socie-
dad, de lo privado hacia lo público; por el otro informa a la sociedad de
las respuestas y soluciones formuladas por el Estado y los actores econó-
micos. Ahora bien, la principal causa estructural de estos conflictos radi-
ca en el hecho de que el debate alrededor de las políticas públicas está a
menudo desarticulado entre tres tipos de espacios: el legislativo (donde
dominan intereses corporativos y locales), el ejecutivo (donde dominan
tendencias al autoritarismo y la burocracia) y el espacio informal de la
opinión pública (donde las demandas y necesidades de la sociedad están
captadas por sectores organizados, por cierto, pero que no siempre gozan
de una gran legitimidad).

Introducción: un cambio de paradigma
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Ahora bien, los grandes proyectos de industrias extractivas en los paí-
ses andinos suscitan una oposición difusa y multiforme por parte de las
comunidades locales y una parte de la sociedad civil, en particular por las
organizaciones sociales (campesinas, indígenas, etc.) y las organizaciones
no-gubernamentales (ONG) ecologistas o de desarrollo. Ello se puede
explicar en parte por el desfase entre las expectativas generadas por los
ingresos de exportación de gas y petróleo, por un lado, y la satisfacción de
las necesidades fundamentales de la población, por el otro. Otro factor
explicativo es el efecto negativo de los impactos ambientales de la explo-
tación de hidrocarburos en esta zona desde cuatro décadas, en particular
en la selva amazónica. Aquella oposición da lugar a conflictos que se pue-
den calificar de sociales o ambientales, según la apuesta en la cual se pre-
tende hacer hincapié. 

En semejante contexto, los métodos de negociación y de la llamada re-
solución “alternativa” de conflictos3 pueden, por cierto, ser eficaces desde
un enfoque instrumental, pero presentan efectos perversos desde un enfo-
que político, en sociedades que padecen fuertes déficits democráticos. En
efecto, tienden a fortalecer la postura de los actores dominantes a costa de
los más débiles o a generar bloqueos institucionales al confortar la postu-
ra de los veto players en las negociaciones. Por otro lado, es cierto que los
métodos de gestión comunitaria de conflictos4 presentan el mérito de
compensar hasta cierto punto el desequilibrio de poderes entre los acto-
res. Sin embargo favorecen a su vez la aparición de posturas políticas
extremas, y hasta antisistémicas, y de subastas que radicalizan los conflic-
tos a costa de la institucionalización de los arreglos.

3 Por “métodos alternativas de resolución de conflictos”, se entiende generalmente el uso de téc-
nicas como la mediación y la facilitación, que permiten resolver unas disputas colectivas o inter-
personales, sin acudir al aparato judicial. Estos métodos se aplican también en relaciones inter-
nacionales a conflictos armados o a crisis diplomáticas. Entre las “escuelas” más influyentes en
este ámbito se encuentran: la Universidad de Harvard (Cf. Fisher et al., 1991; Fisher et al.,
1996) y la de Maryland (Azar, 1990).

4 Por “métodos de gestión comunitaria de conflictos” se entiende generalmente el uso de técnicas
participativas como las discusiones de grupo, las campañas de prensa y los movimientos de pro-
testa para mediatizar y politizar los problemas locales. Estos métodos de incidencia para el ajus-
te de la agenda (framing) son particularmente utilizadas por las ONG de apoyo a los movimien-
tos indígenas y el movimiento ecologista, del que trata este capítulo (Cf. Sabatier y Jenkins-
Smith, 1993; Cohen et al., 2004).



debe al hecho de que derivan de la ubicación de las reservas, de las rutas
comerciales y de los mercados de consumo. En efecto, la explotación del
petróleo, la primera fuente de energía usada en el mundo, se globalizó
desde el primer cuarto del siglo XX, cuando sustituyó al carbón en el sec-
tor del transporte y la generación de electricidad. En cambio, el enfoque
sociológico hace hincapié en la dimensión doméstica de estos problemas,
la diversidad de los instrumentos que permiten resolverlos y las apuestas
sociales que determinan. Ello nos ha llevado a relacionar los conflictos
ambientales con el paradigma de la gobernanza (Fontaine, 2005).

Sin desconocer la literatura prolífica sobre el tema, podemos definir
de manera operativa la gobernanza como un modo de regulación de las
interacciones entre el Estado, la sociedad, los actores económicos y los
actores internacionales. Las reflexiones teóricas alrededor de este concep-
to se han multiplicado en particular desde la década de 1980, en el ámbi-
to de la gestión, luego de las políticas públicas y las interacciones socia-
les en torno a los recursos naturales y el medio ambiente. Podemos dis-
tinguir tres tipos de apuestas en lo que atañe a su aporte al estudio de los
conflictos ambientales relacionados con los hidrocarburos y las políticas
energéticas. En primer lugar, las apuestas epistemológicas llevan a distin-
guir el uso de este concepto en sociología política de aquel que prevale
en economía, en relaciones internacionales o en derecho. Luego, las
apuestas metodológicas llevan a distinguir el uso de este concepto según
el objeto estudiado (instrumentos, instituciones, actores, procesos, regí-
menes), para superar el uso prescriptivo, difundido por las agencias de
cooperación y las ONG internacionales, y hacer de él un uso más bien
analítico. Finalmente, las apuestas teóricas llevan a distinguir el uso de
este concepto según las corrientes que atraviesan el debate sobre la trans-
formación del Estado (en particular bajo el efecto de la globalización
económica y financiera, la extensión de los poderes locales o aún de la
irrupción de los actores sociales en los sistemas institucionales estatales):
neoinstitucionalismo, nueva administración pública, neocorporativismo
y hasta neopopulismo.

Introducción: un cambio de paradigma
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Las políticas energéticas frente a la globalización

Las problemáticas abordadas en este estudio son: ¿Qué relaciones mantie-
nen los actores de los conflictos ambientales relacionados con los hidro-
carburos en los países andinos? ¿Cómo trata estos conflictos el Estado?
¿Cuáles son las condiciones necesarias para institucionalizar los arreglos
que de ellos resultan? ¿En qué medida permiten a los actores sociales –lo-
cales y trasnacionales– ejercer una influencia positiva sobre la acción pú-
blica? ¿Cuán extenso es el poder del Estado al respecto? Ante estas pregun-
tas, el abanico de hipótesis que orientan nuestra reflexión nos lleva a
observar, no tanto el conflicto en sí, sino las políticas públicas de las cua-
les este resulta o en las cuales intenta incidir. En lugar de enfocar el aná-
lisis en la acción de un sector, nos preocupamos entonces por las interac-
ciones entre los actores sociales, políticos y económicos. Ahora bien, estas
interacciones son particularmente complejas respecto en lo que atañe a los
hidrocarburos, no sólo porque se inscriben a la vez en un entorno global
y local, sino también porque plantean problemas de orden económico,
geopolítico, social y ambiental. En los conflictos ambientales relacionados
con el petróleo y el gas natural, los factores exógenos –como la evolución
de los precios del petróleo o del peso de la deuda pública externa– son en
general más decisivos que los factores endógenos –sociológicos, culturales
y ambientales– de los cuales se preocupa la ecología política. Es más, estos
conflictos resultan a menudo de disfuncionamientos sistémicos exacerba-
dos por las actividades extractivas y su carácter de economía de enclave
(como la extrema pobreza, los déficits de democracia, etc.), lo cual nos
obliga a mirar más allá del conflicto. Con este cambio de perspectiva, el
conflicto ya no está en el centro del universo social sino que se reubica en
un acervo de fenómenos estructuradores y de interacciones sociales y polí-
ticas.

Tradicionalmente, los problemas relacionados con la energía se abor-
dan desde el enfoque de la geopolítica5 o de la economía política. Ello se

5 La geopolítica define la rivalidad entre dos o más actores internacionales, por el control de terri-
torios, recursos naturales, accidentes geográficos vitales (como los ríos o los estrechos marítimos)
y otros puntos privilegiados del punto de vista económico o militar (Klare, 2004: 223).
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Las tensiones de la gobernanza energética

Las políticas energéticas de los países andinos no escapan a las contradic-
ciones que caracterizan el discurso de los organismos internacionales
sobre la “buena” gobernanza”. Así es como la “buena” gobernanza energé-
tica, según la Agencia estadounidense de Ayuda Internacional para el
Desarrollo (USAID) se topa con los límites sociales y ambientales del cre-
cimiento, planteados por el “Informe sobre la gobernanza energética
mundial” del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD), los cuales coinciden en parte con los límites de la competencia
evidenciadas por el Grupo de Lisboa, en su propuesta de agenda de coo-
peración internacional de lucha contra la pobreza, el dualismo económi-
co, la contaminación, etc. (USAID, 2002; UNDP, 2000; Petrella et al.,
1995). Estos estudios plantean también un problema de compatibilidad
con los objetivos de desarrollo sostenible fijados por la “Agenda 21” al
finalizar la Cumbre de la Tierra de 1992, y hasta una contradicción con
aquellos de la lucha contra el cambio climático, definidos por el “Pro-
tocolo de Kioto” (UNDP, 2007). De hecho, el acceso masivo a la energía
doméstica barata es uno de los “objetivos del milenio”, empero este obje-
tivo no deja de plantear un problema al desarrollo sostenible, ya que el
90% del consumo mundial de energía primaria6 (unos 9.000 millones de
toneladas de equivalente petróleo (TEP)7) depende de los combustibles
fósiles, principales fuentes de emisiones de gases a efecto invernadero. A
su vez, los hidrocarburos representan dos terceras partes de los combusti-
bles fósiles así consumidos, es decir 5.400 millones de TEP (Tissot, 2005:
157). Ahora bien, ninguna solución alternativa puede, por ahora, compe-
tir con estas fuentes de energía en términos de costos de extracción, segu-
ridad y comodidad de transporte. Por lo tanto, una implicación concreta
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de la gobernanza global consiste en identificar las fuentes de energía, a la
vez más “limpias” y tan económicas como el petróleo, el gas o el carbón,
pero menos peligrosas que la nuclear. El problema es aún más complejo,
para las instituciones del sistema internacional, ya que ni el mercado, ni
la industria privada están en condición de integrar las externalidades
sociales y ambientales, tampoco el Estado –especialmente en América
Latina y el Caribe– está dispuesto a asumir estos costos.

Al fin y al cabo, la búsqueda de soluciones a los problemas del cambio
climático coincide con la crisis energética y la reactivación de políticas
energéticas que valoran los recursos renovables (tales como la energía
hidroeléctrica) o los recursos no-renovables que generan menos emisiones
de gases con efecto invernadero (como el uranio), en particular en los paí-
ses importadores netos de petróleo. El primer problema de la gobernanza
energética atañe a la seguridad de abastecimiento, en un contexto de alza
acelerada de la demanda mundial, entre otras cosas procedente de países
emergentes del grupo BRIC (Brasil, Rusia, India y China)8. El segundo
problema consiste en satisfacer estas necesidades sin sacrificar el desarro-
llo humano ni el medio ambiente. El tercer problema consiste, finalmen-
te, en definir en qué condiciones, según qué orientaciones y prioridades
la industria de hidrocarburos es susceptible de insertarse en los mercados
mundiales y escapar a la dependencia externa –tecnológica y financiera–
y captar las inversiones necesarias para adaptar las infraestructuras del ups-
tream (exploración y producción) y del downstream (transporte, refina-
ción y comercialización) (Willems y Pershing, 2002: 6), sin perjudicar a
la democracia.

Metodología

La metodología elegida busca dotar a la sociología del conflicto de con-
ceptos e instrumentos de análisis que coadyuven a la comprensión de la
manera en que evolucionan la acción pública y los modos de gobierno,

8 Más de 2.000 millones de personas no tenían acceso en ese entonces a fuentes de energía eco-
nómicas, aunque ello sea considerado como una necesidad fundamental y, por lo tanto, una
apuesta mayor en la lucha contra la pobreza.

6 La energía primaria es aquella extraída directamente de un yacimiento natural, en contraposi-
ción con la energía secundaria, conseguida por la transformación de una energía primaria, y la
energía final, que es facturada al usuario (Durand, 2007: 16 y 21). Salvo indicación contraria,
todas las medidas indicadas en esta sección se refieren a la energía primaria.

7 Una tonelada de equivalente de petróleo es la cantidad de energía producida por la combustión
de una tonelada de petróleo, es decir 41.800 millones de julios (Durand, 2007: 4). Siguiendo
la AIE, utilizaremos esta unidad de medición para comparar los datos estadísticos entre países,
en particular por la estructura de consumo y de producción.

 



1998-2007, complementado con una descripción de la importancia de
los hidrocarburos en sus economías y de la evolución de la intensidad
energética de su producto interno bruto (PIB). La elección del período de
estudio se justifica en primer lugar por la importancia del año 1998 en la
evolución de los precios mundiales del petróleo. En efecto, este año regis-
tra el nivel más bajo de precios (con 16 USD/barril para el Brent, a pre-
cios constantes del 2006), tras casi veinte años de declive, y antecede un
crecimiento tendencial de los precios hasta la fecha actual. Por otra parte,
la elección del año 2007 como cierre del período se justifica por la nece-
sidad de disponer de datos para el conjunto del área de estudio, suscepti-
bles de ser comparados. Aunque utilizaremos algunos datos estadísticos
del año 2008 (en particular los publicados por BP y los datos macroeco-
nómicos publicados por los bancos centrales de la zona andina en el
2009), nos apoyaremos generalmente en series estadísticas hasta el 2007
para el análisis de los balances y de las matrices energéticas. Finalmente,
analizamos las interacciones sociopolíticas en estos países a partir de una
caracterización de los problemas, los instrumentos y las apuestas de la go-
bernanza energética. Esta sección del estudio se basa en parte en la explo-
tación de fuentes de información secundarias y en dos nuevos estudios de
caso, realizados en el Ecuador y el Perú.

Contenido de la obra 

El texto presentado aquí está organizado en seis capítulos, agrupados en
dos partes.

Los conflictos de la gobernanza energética

La primera parte está dedicada a la elaboración del marco conceptual y
teórico del estudio. 

En el primer capítulo planteamos los fundamentos de una sociología
de los conflictos ambientales. Partimos de un estado del arte sobre la eco-
logía política de este tipo de conflictos en América Latina y el Caribe,
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bajo la influencia de los actores sociales. Se trata entre otras cosas de defi-
nir el concepto de gobernanza en relación con las políticas sectoriales, con
el afán de reubicarlo en el debate contemporáneo sobre las políticas ener-
géticas y ambientales. Expondremos luego las implicaciones metodológi-
cas del concepto para el estudio de la acción pública, una vez definidas las
variables dependientes e independientes que permiten circunscribir la
gobernanza energética. Esta aproximación nos permite caracterizar las es-
tructuras y los procesos de elaboración, de desarrollo y reforma de las po-
líticas energéticas, en particular aquellas de los hidrocarburos.

No se trata, aquí, de realizar una comparación sistemática de las polí-
ticas públicas entre los países andinos, sino más bien de analizar los even-
tos significativos que afectaron la gobernanza energética desde medianos
de la década de 1990. Nos preocupamos en primer lugar por la manera
en que los actores sociales inciden en las decisiones de los actores econó-
micos y políticos. Al respecto, en lugar de concentrarnos en los procesos
de toma de decisión o la dinámica interna de las organización, nos inte-
resarnos en los determinantes estructurales de las políticas energéticas y en
los impactos sociales, económicos, políticos y éticos que se encuentran en
el centro de los conflictos ambientales por la explotación de hidrocarbu-
ros en la Amazonía andina.

El estudio de este tipo de conflictos en Colombia y en el Ecuador nos
ha permitido identificar tres tipos de problemas, relacionados con las di-
mensiones estructurales (sociales, económicas, políticas y éticas), las inte-
racciones sociales y económicas, así como los procesos políticos en obra
en los países andinos (Fontaine, 2003a). Este estudio nos ayudó también
a evidenciar los límites heurísticos de la ecología política y de las discipli-
nas de las que se inspira (antropología cultural y economía ecológica).
Para complementar este trabajo, presentamos aquí un estado del arte
sobre las teorías de la gobernanza, articulado con una teoría política de la
sociedad civil. Luego, el análisis de los determinantes de las políticas ener-
géticas en los países andinos nos lleva a confrontar los aportes de la geo-
política y la economía política con el estudio de la gobernanza energéti-
ca. Por ello, describimos los elementos críticos de las matrices energéticas
nacionales a través de un análisis cuantitativo de la evolución de la pro-
ducción de energía primaria y del consumo de energía final en el período
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conceptos depende de tres tipos de literaturas: la de las ciencias sociales
(en particular la sociología de las organizaciones, la sociología política y
las relaciones internacionales) y de la microeconomía, aquella de los orga-
nismos internacionales (especialmente los organismos financieros multi-
laterales) y aquella de las ONG (sobre todo las ecologistas). Tras recordar
el origen de los conceptos de gobernanza y gobernabilidad, en particular
desde su redescubrimiento por la sociología política a medianos de los
años setenta, presentamos las principales aproximaciones sistémicas que
caracterizaron el debate en ciencia política, en torno a las transiciones
democráticas que intervinieron en la década de los años ochenta en Amé-
rica Latina y el Caribe. Luego mostramos cómo este debate se enriqueció
del aporte de los análisis de la gobernanza en relación con la globalización
y la cooperación internacional al desarrollo. Por último, analizamos las
implicancias normativas –para las políticas públicas– de la generalización
de las teorías de la gobernanza, haciendo hincapié en las políticas energé-
ticas y ambientales. A continuación explicamos cómo ambos conceptos
pueden utilizarse de manera complementaria, mostrando que la evolu-
ción de la acción pública está influenciada por fenómenos simultáneos
como la globalización, la incidencia de la sociedad civil y la descentraliza-
ción de los mecanismos de poder. Luego discutimos la tesis de un supues-
to vaciamiento del Estado, recordando que existen varios modos (jerár-
quico, autónomo y otros) de gobernanza, que asocian a los actores priva-
dos y públicos, así como varios órdenes de gobernanza (en relación con
los problemas, los instrumentos, las políticas y los valores compartidos
por los miembros de una sociedad). Mostramos finalmente que el nuevo
papel del Estado no consiste tanto en borrarse sino más bien en desarro-
llar nuevos instrumentos susceptibles de mejorar su capacidad de acción.

Los determinantes y los modos de gobernanza energética 

La segunda parte describe los determinantes estructurales y las tendencias
seguidas por las políticas energéticas en los países andinos. 

El capítulo cuatro muestra que el contexto global de la gobernanza
energética está marcado por una creciente interdependencia entre países
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haciendo hincapié en los aportes de la economía ecológica y de la antro-
pología cultural. Luego nos interesamos por los aportes de la sociología
política y de la economía política a la sociología de los conflictos. En este
capítulo evidenciamos en particular que el carácter normativo y los lími-
tes de la ecología política, impiden considerar los elementos estructurales
y los procesos de los conflictos ambientales vinculados con las actividades
de hidrocarburos.

En el capítulo dos proponemos un marco teórico para analizar el papel
de los actores sociales en la elaboración de las políticas públicas, a partir
de una discusión de los aportes de las teorías de los movimientos sociales
y de la incidencia de las redes de actores sociales en el espacio de forma-
ción de la opinión y voluntad política. Tras evidenciar el nuevo papel asu-
mido por el Estado, podemos en efecto preguntarnos cuál es aquel de los
actores no-estatales en la gobernanza energética, en particular del movi-
miento ecologista. A partir de una síntesis de las lógicas de acción que
condicionan la institucionalización de los arreglos en varios conflictos
ambientales analizados anteriormente, mostramos que este movimiento
está integrado por cuatro grandes sectores, que se diferencian por sus
orientaciones ideológicas y sus objetivos, aunque compartan ciertos valo-
res. Luego desarrollamos la hipótesis según la cual este movimiento arti-
cula una ética de responsabilidad con una ética de convicción, para inter-
pelar al Estado en torno al modelo de desarrollo de los países andinos
contemporáneos. Proponemos reinterpretar su papel en el contexto más
amplio de las interacciones entre sociedad civil, Estado y economía, a par-
tir de la teoría de la fundamentación del derecho en términos de ética dis-
cursiva. Finalmente, explicamos porqué el análisis de aquellas interaccio-
nes nos lleva a un cambio de enfoque del análisis de las políticas públicas
(energética y ambiental) a la sociología de la acción pública.

En el capítulo tres, sintetizamos los aportes de las teorías de la gober-
nanza para complementar nuestra propuesta teórica con la toma en cuen-
ta de los determinantes exógenos y endógenos de la acción pública. De-
finimos la gobernanza como un modo de regulación de las interacciones
entre el Estado, la sociedad y la economía. Empezamos recordando cómo
los conceptos de gobernanza y gobernabilidad han evolucionado en fun-
ción de las influencias epistemológicas y políticas. La evolución de estos
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texto latinoamericano y caribeño, luego en Colombia y el Perú, donde la
“apertura” continúa en la actualidad. Luego presentamos los procesos de
nacionalización en Bolivia, Venezuela y el Ecuador, mostrando que éstos
persiguen lógicas distintas según el país y no pueden, por lo tanto, con-
fundirse en una sola modalidad. En tercer lugar mostramos que la gene-
ralización de tesis de una “maldicción de los recursos” a la zona andina no
se justifica, sino que la resolución de la dependencia energética es un pro-
blema de gobernanza democrática.

En el capítulo seis, estudiamos los riesgos que presentan la petropolí-
tica para la gobernabilidad en los países andinos y la integración regional,
así como el papel de los actores sociales en la gobernanza energética. La
importancia de la renta generada por el comercio de petróleo y gas natu-
ral en la zona es a la vez una apuesta para el desarrollo y una fuente de
conflictos sociales e internacionales, que puede a veces convertirse en un
factor de crisis de gobernabilidad. Recordamos en primer lugar que las
consecuencias nefastas de la dependencia hacia los hidrocarburos no son
sino un factor entre otros de la crisis de gobernabilidad, que afectó a
América Latina y el Caribe en su conjunto. Desde luego, mostramos que
la creciente politización de la integración energética regional, que conlle-
va la diplomacia petrolera de Venezuela, trae consigo consecuencias nega-
tivas para la gobernabilidad regional, en particular por la integración
energética. Por otro lado, evidenciamos que los actores sociales ejercen
una incidencia cada vez más notoria en la agenda de las políticas públicas,
lo cual confirma su papel clave en la gobernanza energética. Para eso nos
apoyamos en una comparación entre los modos de gobernanza energéti-
ca en el Perú y el Ecuador. 

Introducción: un cambio de paradigma

27

productores y consumidores de hidrocarburos. Esta última se debe a la
importancia de estos recursos energéticos en el funcionamiento de la eco-
nomía mundial, la localización de los yacimientos en lugares políticamen-
te inestables así como la vulnerabilidad de las infraestructuras de trans-
porte. Empezamos con resumir la discusión sobre las reservas de petróleo,
que tiene que ver con su doble naturaleza de recurso natural y de materia
prima, luego analizamos los determinantes de la oferta y la demanda, que
inciden en los precios. En un segundo momento, ubicamos en una pers-
pectiva histórica y geopolítica el papel de la Organización de los Países
Exportadores de Petróleo (OPEP) en la oferta global actual y futura.
Luego ubicamos en la misma perspectiva el papel de los Estados Unidos
en la seguridad de abastecimientos, explicando la relación entre la políti-
ca energética y la política exterior de este país. A continuación mostramos
que la creciente complejidad de los mercados petroleros desde la década
de los años ochenta pone a prueba la eficacia de los regímenes internacio-
nales, tanto de la oferta como de la demanda.

En el capítulo cinco demostramos que la gobernanza energética en los
países andinos está condicionada, por un lado, por el papel marginal de
estos países en la geopolítica y en los mercados internacionales del petró-
leo y, por el otro, por su creciente dependencia hacia el petróleo y el gas
natural, tanto para satisfacer su demanda interna como para financiar su
gasto público gracias a los ingresos de las exportaciones. Tras evaluar la
importancia de cada país en la geopolítica del petróleo, mostramos que su
rango en el comercio internacional sigue dependiendo esencialmente de
los Estados Unidos. Luego analizamos la evolución de las matrices ener-
géticas nacionales en el período 1996-2007, comparando la estructura de
la producción de energía primaria y del consumo de energía final de cada
país con aquella de América Latina y el Caribe. A continuación, mostra-
mos que la gobernanza energética de los países andinos ha seguido dos
vías desde la década de los años noventa: la de la regulación por el merca-
do mediante una política de “apertura” del sector de hidrocarburos a los
capitales privados, que continúa hasta la fecha en ciertos países, y aquella
de la regulación por el Estado, entre otras cosas con el retorno del nacio-
nalismo petrolero en los años dos mil. Evocamos las principales reformas
de modernización y sus efectos en el sector de hidrocarburos, en el con-
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Primera parte 
Los conflictos de la 

gobernanza energética



La multiplicidad de conflictos sociales relacionados con las actividades de
hidrocarburos en los países andinos puede ser analizada, al nivel macro,
por la economía y la geopolítica de los recursos naturales, o al nivel micro,
por la ecología política de los conflictos. Sin embargo, ambos enfoques
padecen de límites metodológicos, en particular para el análisis de las
interacciones entre el Estado, la sociedad y la economía en este tipo de
conflicto. Para superar estos límites, proponemos sacar provecho de los
aportes de la sociología política y de las teorías de la gobernanza, a una
sociología de los conflictos ambientales.

Los conflictos ambientales y la renta de hidrocarburos

La economía política y la geopolítica de los conflictos por hidrocarburos

Muchos conflictos sociales que afectan a los países andinos desde varias
décadas mantienen un vínculo, más o menos directo, con la gestión de la
renta de hidrocarburos. Ello se debe al hecho de que los beneficios gene-
rados por los hidrocarburos en estos países no llegan a todas las capas de
la población, que los ve entonces como una promesa futura nunca cum-
plida (Beltrán y Zapater, 2006: 266). Tal es particularmente el caso del
Ecuador, en el Perú y en Bolivia, donde las transiciones democráticas fue-
ron obstaculizadas por problemas económicos que conllevaron a la radi-
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que resultaría de la dependencia de las economías andinas hacia los hidro-
carburos, se conocen en economía política como la y la “maldición de los
recursos” (Auty, 1993). La segunda alude a la dependencia hacia los ciclos
de precios de materias primas y a las rigideces presupuestarias introduci-
das por una política estatal financiada por ellas (las deudas contractadas
por el Estado cuando los precios suben, tienden a ahondarse cuando los
precios refluyen, lo cual genera conflictos sociales a veces violentos). Está
derivada de la noción de “enfermedad holandesa, o desequilibrios macro-
económicos generados por la renta de materias primas (inflación, depre-
ciación de los términos de cambio, pérdida de actividad en los sectores
tradicionales, déficits fiscal y comercial, etc.).

Los primeros trabajos llevados a cabo en América Latina tomaron so-
bre este tema como ejemplo a Venezuela, cuyo Estado presenta los rasgos
de un “Estado petrolero” (Karl, 1997: 189-221). Muestran que la magni-
tud de los efectos de abundancia para la economía de este país se explica
por tres factores: el ingreso de compañías multinacionales en un país
donde el Estado era “débil”, la imposición de tasas a estas empresas como
fuente principal de ingresos fiscales y el cambio de régimen en el sentido
de una modernización encabezada por el Estado. El choque petrolero de
1979 llevó a que Venezuela enfrentara una crisis de gobernabilidad, tras
facilitar el incremento del gasto público y la desorganización de la admi-
nistración, que exacerbaron la necesidad de captar la renta y dejaron sen-
tadas las bases de la crisis económica de los años ochenta (Karl, 1997:
161-185). La capacidad del gobierno de compensar el decrecimiento de
la producción por un incremento de los impuestos encontró sus límites
con el contrachoque petrolero, cuando el valor de las exportaciones petro-
leras de Venezuela cayó en un 50% en términos reales, mientras que el
gasto público seguía alto. El endeudamiento sirvió entonces en un primer
momento a suplir la insuficiencia de los ingresos fiscales para financiar las
inversiones del 5º Plan Nacional, hasta que el segundo gobierno de Carlos
Andrés Pérez tuviera que aceptar el plan de ajuste estructural del FMI (en
1989), lo que conllevó a protestas masivas, dos intentos de golpes de Es-
tado (el primero orquestado por Hugo Chávez en febrero de 1992) y una
crisis política que llevó a la Corte Suprema a condenar al presidente de la
República por corrupción.
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calización de movimientos populares y al rechazo a las reformas neolibe-
rales de los años noventa (Cotler, 2005; Pérez Liñán, 2001). En el
Ecuador, la década de los levantamientos indígenas llevó al derrocamien-
to de tres presidentes entre 1997 y 2005 y culminó con la expulsión de
Occidental Petroleum del país. En Bolivia, la “guerra del gas” conllevó la
caída de dos más entre 2003 y 2004 y culminó con la nacionalización del
sector de hidrocarburos y la ocupación militar de las instalaciones de va-
rias empresas multinacionales (Costa Benavides, 2005; Poupeau, 2005).
En el Perú, aunque este país fuese menos dependiente de la renta petro-
lera, el proyecto Camisea se volvió el proyecto “faro” del gobierno de tran-
sición de Valentín Paniagua, tras el derrocamiento de Alberto Fujimori, y
de su sucesor Alejandro Toledo. En Venezuela, el movimiento popular
que llevó a Hugo Chávez al poder se enfrentó con violentas huelgas orga-
nizadas por funcionarios de Petróleos de Venezuela Sociedad Anónima
(PdVSA), lo cual conllevó al despido masivo de ejecutivos y técnicos de
esta empresa y su toma de control, manu militari, en 2002-2003 (Isbell,
2007a). 

Finalmente, en Colombia, el conflicto armado que desató en la déca-
da de los años cincuenta conoció un cambio brusco en los años ochenta,
con el descubrimiento de los yacimientos de Caño Limón, Cusiana y
Cupiagua, entre otras cosas porque permitió al Ejército de Liberación
Nacional (ELN) financiarse gracias a los secuestros y a los atentados en
contra de los oleoductos (Fontaine, 2003a: 301-306). De tal manera, el
petróleo se volvió una apuesta estratégica para el Estado colombiano, que
acudió a la ayuda financiera de los Estados Unidos mediante el Plan
Colombia (en 2000), no sólo para luchar contra el narcotráfico organiza-
do por la otra guerrilla, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia (FARC) y los movimientos paramilitares, sino también para asegurar
la protección militar de las infraestructuras petroleras con el apoyo finan-
ciero y técnico de empresas como Occidental.

Estos conflictos muestran que la captación de la renta petrolera y su
distribución siguen siendo el objeto de una lucha feroz entre diversos sec-
tores. El aporte de la economía política y la geopolítica al estudio de estos
conflictos radica en haber identificado una relación inversa entre la abun-
dancia de recursos y el grado de gobernabilidad democrática. Este efecto,
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to una fuente de vulnerabilidad y de exceso, que afecta a la economía y la
política de los países exportadores. Generan más conflictos territoriales
que otros recursos y son el objeto de una menor rendición de cuentas por
parte de las elites en el poder. La explotación de hidrocarburos, que cons-
tituye una actividad localizada y cerca de las infraestructuras estatales,
propicia la extorción y las intervenciones foráneas o los golpes de Estado.

Finalmente, algunos autores intentaron medir la relación entre los
ciclos de precios y el nivel de democracia en los países ricos en recursos
minerales (Ross, 2003). Según ellos, la abundancia de petróleo conlleva-
ría cinco tipos de efectos perversos para la democracia: generaría un gasto
público excesivo y una falta de efectividad en la política fiscal, alentaría la
formación de grupos de presión y de captación de los recursos estatales,
coadyuvaría a regímenes autoritarios cuyo poder se asienta en la represión
y postergaría los esfuerzos necesarios a la modernización de la economía.
Algunos pretendieron incluso demostrar una correlación entre la varia-
ción de los precios petroleros y la variación de la libertad en los países
petroleros (Friedman, 2006). Se formuló una “ley de la petropolítica”
según la cual el precio del petróleo y el grado de libertad en un país petro-
lero variarían en correlación inversa.

Este breve estado de la cuestión nos lleva a preguntarnos si todos los
conflictos relacionados con los hidrocarburos se pueden analizar en una
misma perspectiva. En particular, más allá del aspecto descriptivo de estos
enfoques, nos preocupa entender qué relaciones entretienen los actores en
estos conflictos, cómo el Estado los resuelve, cuáles son las condiciones
necesarias a la institucionalización de sus arreglos, en qué medida permi-
ten a los actores sociales –locales y transnacionales– incidir de manera
positiva en la acción pública, y cuál es el margen de maniobra del Estado
al respecto. Ahora bien, el principal límite de la economía política y de la
geopolítica de los conflictos relacionados con los hidrocarburos procede
del nivel macro de análisis en el cual se ubica. Esta aproximación impide,
por ejemplo, explicar el entramado de lógicas racionales en juego en este
tipo de conflictos. Otro límite radica en el reduccionismo economicista,
que hace de aquellos conflictos una mera lucha por el acceso a recursos
escasos, menoscabando su dimensión ética y el aspecto meramente am-
biental de este tipo de conflictos. En este sentido, no dista mucho de los
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Otros trabajos siguieron y que abarcan la economía de los recursos
naturales y los obstáculos al desarrollo (Auty, 2001). Estos estudios mues-
tran que el impacto de la renta es cuanto más fuerte que el Estado adop-
ta una conducta “predadora”. Conforme esta aproximación, este compor-
tamiento sería propio de los países ricos en recursos naturales y se contra-
pondría a la acción pública del Estado benefactor, en los países menos
dotados en recursos de este tipo. En este último caso, la presión en los
recursos naturales haría que la población tolerase menos la distribución
desigual de la renta y controlase más el uso que de ella hace la adminis-
tración en poder. En el primer caso, la renta podría estar captada por una
minoría, debido a una menor presión para hacer coincidir los intereses del
Estado con aquellos de la población. Este tipo de estados tendería a refle-
jar las preocupaciones de la elite en el poder, sea que desviaría los ingre-
sos, sea que crearía una forma de patronazgo mediante los empleos públi-
cos. Sin embargo, en los países donde abundan los recursos naturales, el
Estado es generalmente faccional, sea democrático u oligárquico.

Dos mecanismos de redistribución se utilizan en los “estados petrole-
ros”: el proteccionismo de industrias nacientes (influenciado por el mode-
lo económico de sustitución de importaciones, elaborado por Raúl
Prebisch y difundido por la Comisión Económica para América Latina
(CEPAL), en los años cincuenta) y la creación de empleos públicos. La
dificultad de pasar de una economía rentista a una productiva viene de
que, en el primer caso, las industrias no maduran o demoran varias déca-
das en hacerlo, y en el segundo, aparecen desequilibrios en los mercados
de trabajo a causa del incremento de los salarios urbanos. Por otro lado,
los efectos de exceso crónico y de déficit de la demanda no son simétri-
cos. En efecto, el exceso de gasto producido por la abundancia de recur-
sos naturales o el alza de su precio, crea una inercia de la demanda, que
prolonga los elevados niveles de gasto público y prepara las condiciones
de desequilibrios macroeconómicos identificados en el caso de Venezuela.

Un tercer tipo de estudios se interesa por el financiamiento de los con-
flictos armados por la renta proveniente de los recursos naturales estraté-
gicos (Klare, 2002; Le Billon, 2005; Dunning y Wirpsa, 2004) y subraya
que ésta constituye una apuesta de numerosos conflictos armados desde
los años ochenta. Con el fin de la Guerra Fría, estos recursos se han vuel-
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estudios procedentes de la ecología política, que se ubica en el nivel micro
de análisis.

La ecología política de los conflictos ambientales en América Latina

El estudio de los conflictos ambientales en América Latina parte por lo
esencial de dos disciplinas: la economía ecológica y la antropología cultu-
ral. En su conjunto éstas se presentan como una “ecología política de los
conflictos”, que hace más hincapié en las causas de los conflictos, toman-
do a menudo partido, que en sus efectos y las modalidades de su resolu-
ción duradera y equitativa, que constituye la preocupación de este libro.

Tradicionalmente, la ecología política presenta a los movimientos eco-
logistas como el producto de una reacción a la “crisis ambiental” que atra-
viesa el mundo. Encabezados por un sector “ilustrado”, estos movimien-
tos cargarían una crítica al modelo de desarrollo promovido por el capi-
talismo global (Leff, 2001). Están integrados en lo esencial por ONG
especializadas en los problemas ambientales desde las décadas de los años
setenta y ochenta, por científicos y defensores de los derechos humanos
(Leff, 2001: 372). En algunos países latinoamericanos, como Colombia,
estas organizaciones convergieron en un movimiento que dispone de una
amplia base social, la cual ha penetrado las estructuras del poder estatal,
aunque no logra estructurarse en un movimiento político, ejerciendo así
una incidencia duradera en las políticas públicas (Tobasura Acuña, 2006:
91-213). A partir de la crítica anticapitalista de numerosas comunidades
campesinas e indígenas de América Latina y el Caribe, algunos autores lle-
garon a formular la hipótesis de una “racionalidad ambiental”, según la
cual la salida de la crisis ambiental implica integrar a la diversidad cultu-
ral y las relaciones no-capitalistas entre naturaleza y cultura en la valora-
ción del medio ambiente (Leff, 2004: 396-456).

Otros han reformulado los principios heurísticos de la ecología políti-
ca a partir de la noción de “ecologismo popular” o “ecologismo de los po-
bres”. Al origen, esta expresión designa a movimientos colectivos de la In-
dia, que elaboraron tácticas de acción directa para oponerse a proyectos
productivos y extractivos que representarían un elevado costo para el
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medio ambiente, con el afán de conseguir “justicia social” (Guha, 1994).
Este tipo de movimientos sociales se contrapone al ecologismo de tipo
“conservador” o “naturalista”, desarrollado en Europa y los Estados Uni-
dos, y presenta cierta semejanza con el movimiento por la “justicia am-
biental” en los Estados Unidos y el Reino Unido. Esta aproximación pre-
tende refutar la tesis según la cual el ecologismo surgió en los países ricos,
debido a un cambio intergeneracional hacia valores “postmaterialistas”1

(Martínez-Alier, 2002). A partir de la premisa según la cual la economía
de mercado y el control del Estado sobre los recursos naturales implican
una lógica a corto plazo de “externalización” de los costos ambientales,
intenta demostrar que las poblaciones pobres contribuyen a la conserva-
ción de los recursos al luchar contra el Estado o las empresas por su acce-
so. En este sentido, la “ecología de la supervivencia” volvería a los pobres
conscientes de la necesidad de conservar estos recursos (Martínez-Alier,
1994: 326-327).

Un segundo argumento procede de la economía “ecológica”, que con-
trapone a la noción de desarrollo sostenible “débil”, asumida por los orga-
nismos internacionales de cooperación al desarrollo, un desarrollo soste-
nible “fuerte”, que tomaría en cuenta las dimensiones “ilimitadas”, tanto
de la diversidad biológica y humana como del metabolismo social de la
economía mundial. Critica en particular la aproximación al desarrollo
sostenible formulada por el “Informe Brundtland”2 y la economía neoclá-
sica, considerando que esta última no toma suficientemente en cuenta los
efectos perversos del desarrollo, tales como la “internalización de las exter-
nalidades ambientales”, la pérdida de diversidad cultural y demás valores

1 Esta tesis considera que el ecologismo forma parte del cambio hacia valores post-materialistas,
que se observa en la generación del baby boom (nacidos después de la segunda guerra mundial)
en los países industrializados (Inglehart, 1977).

2 Este informe debe su nombre a Gro Harlem Brundtland, entonces Primera Ministra de
Noruega y presidenta de la comisión de la ONU que entregó el informe titulado Our Common
Future (1987), donde se encuentra la definición más usada del desarrollo sostenible:
“Sustainable development is development that meets the needs of the present without compro-
mising the ability of future generations to meet their own needs. It contains within it two key
concepts: the concept of ‘needs’, in particular the essential needs of the world’s poor, to which
overriding priority should be given; and the idea of limitations imposed by the state of techno-
logy and social organization on the environment’s ability to meet present and future needs.”
(UNO, 1987: “Chapter 2: Towards Sustainable Development”).

 



Esta aproximación, que procede de la antropología cultural, sale de la
constatación según cual el concepto de naturaleza se ha politizado para
dar lugar a una reinterpretación de la relación entre naturaleza y cultura
(Escobar, 1999a: 273-315). El ecologismo formaría parte de un conjun-
to más amplio de movimientos sociales, cuya estrategia consistiría en “cul-
tivar” la política y contraponer la diversidad de identidades culturales
colectivas a la homogeneización que conlleva la globalización (Álvarez et
al., 1998). Los movimientos ecologistas latinoamericanos y caribeños en-
carnarían entonces una figura contemporánea de la resistencia de las
comunidades locales y sus aliados, en contra de la imposición de “regíme-
nes” de relaciones entre lo biológico y lo histórico, llamados “regímenes
de la naturaleza capitalista” (para designar la valoración económica del
medio ambiente por el mercado) y “tecnonaturaleza” (para designar por
ejemplo la investigación en biología) (Escobar, 1999b: 3-5). Mediante
esta resistencia lo que se expresaría es la defensa de una “naturaleza híbri-
da”, o intento de incluir múltiples construcciones de la naturaleza para
negociar con fuerzas exógenas, mientras preservando una mínima auto-
nomía y cohesión cultural (Escobar, 1999b: 13). A partir de una herme-
néutica de los discursos indígenas y ecologistas, esta corriente presenta a
los movimientos indígenas como tantos actores políticos emergentes en
América Latina, que se apropian el discurso del ecologismo para resistir
una suerte de “colonialismo ecológico”, aquí llamado “ecogubernamenta-
lidad” (Ulloa, 2004), término derivado del concepto de “gubernamenta-
lidad” elaborado por Michel Foucault para designar una forma de racio-
nalidad política que se constituyó en los siglos XVII y XVIII, sucediendo
al Estado de justicia de la Edad Media y al Estado administrativo de los
siglos XV y XVI (Lascoumes, 2004). Se interpreta la convergencia entre
los discursos y las prácticas de la etnicidad y del ecologismo como una es-
trategia política de los grupos étnicos, en particular mediante organizacio-
nes como la Coordinadora de Organizaciones Indígenas de la Cuenca
Amazónica (COICA), inmersas en la “sociedad civil global”. Siguiendo
este análisis, las organizaciones ecologistas y los organismos de conserva-
ción habrían elaborado un discurso en el cual la figura del “nativo ecoló-
gico” (sic.) aparece en respuesta a las amenazas que afectaban a la Ama-
zonía. Sin embargo, las organizaciones indígenas habrían instrumentali-
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defendidos por muchas comunidades locales en los países “pobres”, afec-
tados por el desarrollo de los países industrializados (Martínez-Alier,
1994). En esta perspectiva, la economía ecológica estudia las tensiones
entre el desarrollo y el medio ambiente, mientras que la ecología política
estudia los conflictos ambientales como un problema de distribución de
recursos. Esta especialización descansa en dos premisas: por un lado, el
abandono de cualquier esfuerzo para corregir la contabilidad macroeco-
nómica para “internalizar las externalidades ecológicas” (sic.); por el otro,
la idea según cual el valor de las externalidades depende de la fuerza de los
movimientos ambientales (Martínez-Alier, 1997: 42). 

El tercer argumento, que deriva de los dos anteriores, establece un vín-
culo entre problemas ambientales globales, como el cambio climático, y
locales, como la contaminación o la deforestación. Así es como el “ecolo-
gismo popular” ve en la acción de ciertas ONG o redes transnacionales
como Rainforest Action Network, Friends of the Earth o Greenpeace, la ex-
presión de un movimiento ecologista que relacionaría lo local y lo global
a través de programas y campañas temáticas coordinadas a escala mun-
dial. En este escenario, la particularidad de ciertas redes, como Oilwatch,
radica en el hecho de haber nacido en países del Sur (en este caso, en el
Ecuador y Nigeria), para dar a conocer los conflictos locales generados
por la extracción de hidrocarburos en el mundo (Martínez-Alier, 2002:
23). Entonces, a partir de una lectura anarquizante de los movimientos
colectivos, el argumento del “ecologismo popular” revierte el sentido del
lema que, de la Conferencia de Estocolmo (1972) a aquella de Rio de
Janeiro (1992), se repitió hasta la saciedad: la pobreza es el primer factor
de degradación del medio ambiente y el principal obstáculo al desarrollo
sostenible. En lugar de considerar a los pobres como una amenaza por la
diversidad biológica, se los convierte en defensores de un “nuevo orden
ecológico” internacional. Frente a la pobreza, la degradación ambiental y
la explotación, asistiríamos por lo tanto al surgimiento de un “gran movi-
miento neonarodnista ecológico” o un “neozapatismo ecológico”, entre
los intelectuales y activistas, los grupos étnicos, los campesinos y los po-
bres de las ciudades (Martínez-Alier, 1997: 332).

Otra corriente de la ecología política interpreta los conflictos ambien-
tales como la expresión de relaciones entre historia, biología y cultura.
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denciado otras dimensiones, en particular culturales. Ahora bien, en la
medida en que estas dimensiones no tienen ningún valor económico, el
análisis de conflictos ambientales a partir de la economía ecológica lleva a
un callejón sin salida. En efecto, esta perspectiva no da suficiente impor-
tancia a las estrategias de poder ni a las formas de racionalidad que orien-
tan las acciones. En este sentido, no conviene reducir el campo de la eco-
logía política al de los conflictos por el acceso a los recursos naturales. Los
“nuevos” movimientos sociales incorporan demandas relacionadas con el
medio ambiente en luchas que no son solamente por defensa de este últi-
mo, sino también por la democracia, la autonomía y la autogestión (Leff,
1997: 73).

Por otro lado, la teoría de los “regímenes de la naturaleza” es contra-
dictoria. En efecto, si los paisajes son construcciones sociales, como lo
recuerda con oportunidad esta teoría, entonces el concepto de “régimen
orgánico” de la naturaleza no tiene cabida y el concepto de “naturaleza
híbrida” es entonces tautológico. Tampoco es muy útil al análisis de con-
flictos ambientales, ya que se trata ontológicamente de una construcción
sujeta a las modificaciones cognitivas que conlleva el cambio social en las
comunidades. En realidad, no se podría oponer un régimen de la natura-
leza orgánica o híbrida (dotado con una fuerte connotación esencialista)
sin reificar a las comunidades que se supone las defienden en contra de
regímenes de la naturaleza capitalista o tecnológica. Desde luego, la pro-
puesta de pensar el lugar de la naturaleza más allá de su dimensión obje-
tiva –la naturaleza como lugar– cae en un razonamiento circular.

Asimismo, la tesis de la lucha del “nativo ecológico” contra la “ecogu-
bernamentalidad” es muy discutible. Según ésta, el indígena sería objeti-
vado –o instrumentalizado– tanto por las políticas públicas como por los
movimientos colectivos exógenos. Ahora bien, no se entiende cómo
lograría transformarse en sujeto de su propia historicidad. El problema
que plantea este concepto es que no se puede hablar de una identidad eco-
logista en los mismos términos que de la identidad étnica o indígena. El
ecologismo es el producto de una construcción discursiva moderna y de
una visión del mundo, que no descansan en criterios ontológicos ni en
rasgos culturales, sino más bien en una “nueva racionalidad”, en los tér-
minos de Leff. Es el producto de una crítica de la modernidad y de un
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zado esta figura para formular sus reivindicaciones identitarias, culturales
y políticas en el sistema internacional.

Al fin y al cabo, la ecología política introduce una confusión entre los
niveles de análisis, no sólo entre lo que es y lo que debería ser un conflic-
to ambiental, sino también entre las razones que motivan una población
pobre a oponerse al Estado y los actores del mercado, por un lado, y el
nivel de consciencia ecológica que asume, por el otro.

Por una sociología del conflicto ambiental

Los límites de la ecología política

El análisis de los conflictos ambientales desde la ecología política padece
severas críticas, algunas de las cuales fueron formuladas desde la historia
y la sociología. Una crítica general se dirige explícitamente contra el uso
abusivo de la expresión “ecologismo de los pobres”. A partir de varios
estudios empíricos en Chile, algunos han mostrado que los conflictos am-
bientales no necesariamente contraponen a los ricos con los pobres; inclu-
so cuando tal es el caso, los pobres no desarrollan necesariamente una
“consciencia ecológica” (Folchi, 2001: 94). Es más, la lucha o los conflic-
tos que atañen a la relación entre sociedad y cultura, cuyo carácter ecoló-
gico es innegable, no necesariamente convierten en “movimiento ecolo-
gista”. El argumento planteado aquí es que todo proceso de cambio eco-
lógico (y no sólo los daños ambientales) puede generar un conflicto, inde-
pendientemente de la valoración de la naturaleza. Luego, establece una
distinción entre una “tensión ecológica”, es decir la situación que antece-
de un conflicto, y un “conflicto de naturaleza ecológica”, que designa los
casos donde no interviene una ideología ecologista anclada en el conflic-
to social (Folchi, 2001: 92).

Una segunda crítica atañe al reduccionismo que implica la categoría
de conflictos “de distribución ecológica”, en la medida en que esta última
sigue siendo una forma de racionalidad instrumental (Leff, 1997: 72). Se
admite generalmente que la lucha por el acceso a los recursos escasos es
una dimensión central de aquellos conflictos, empero la sociología ha evi-
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protección de la biodiversidad dentro de espacios protegidos implicaría
que aquellas poblaciones estén confinadas o desplazadas hacia “zonas de
amortiguamiento” –espacios intermedios entre la frontera agrícola y los
parques naturales– a cambio de compensaciones bajo la forma de pro-
yectos de ecodesarrollo o cargos de guardaparques (Dore y Nogueira,
1994; Lovejoy, 1985). Esta aproximación no descarta la colaboración de
los organismos de conservación con las poblaciones locales, empero con-
sidera que estas últimas son vulnerables ante las grandes compañías y
demás actores exógenos, con los cuales negocian directamente la venta de
sus recursos (Redford y Sanderson, 2000). Por lo tanto, no sólo los par-
ques naturales no deberían estar administrados por estas comunidades
sino que la delimitación de territorios indígenas (como en Bolivia y en
Colombia) o de reservas extractivas (como en Brasil) no es sino un medio
o una medida provisional en la política de conservación de la Amazonía
(Terborgh, 2000: 1359).

Los partidarios de una aproximación más cultural de la conservación
hacen hincapié en la interacción entre la humanidad y la naturaleza y va-
loran la transmisión intergeneracional de conocimientos y creencias, que
atestigua la capacidad de los indígenas de vivir y reproducirse en un
entorno frágil (Gadgil et al., 1993). Conforme esta aproximación, la pro-
tección de la biodiversidad pasaría entonces por el reconocimiento de la
propiedad intelectual, la delimitación de territorios indígenas y el uso
colectivo de recursos naturales (Brush y Stabindky, 1996; Gray, 1991).
Por un lado, el fracaso de la estrategia de conservación basado en la deli-
mitación de parques desocupados lleva a repensar la colaboración con las
comunidades locales, haciendo de estas últimas los socios de las ONG de
conservación y reconociendo su capacidad, así como su derecho, de apli-
car métodos modernos de planificación y de gestión del medio ambiente
(Alcorn, 1993). Por otro lado, la política de demarcación de territorios
indígenas en la Amazonía, que se superponen mayoritariamente con los
espacios que albergan la diversidad biológica a proteger, convierte a las
comunidades locales en socios imprescindibles de la cooperación interna-
cional para la conservación (Peres, 1994). Esta aproximación coincide
con aquella de los indigenistas, según quien la principal amenaza al medio
ambiente viene de los cambios en la organización sociopolítica de las
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razonamiento teleológico, que lo lleva a proponer diversas respuestas a la
“crisis ambiental”. Ahora bien, el actor ecologista no puede asumir seme-
jante construcción sin establecer una distancia mínima con la sociedad en
la cual vive, sus valores, sus prácticas culturales y su identidad colectiva.
En cambio, la etnicidad, a menudo performativa, se construye a partir de
una diferenciación con el otro y de criterios culturales propios al grupo
que produce el discurso “identitario étnico”. Dicho de otra manera, no
existe una “identidad ecologista” en sí, puesto que el ecologismo es una
categoría sui generis de acción colectiva; mientras que la identidad étnica
es una identidad por sí, que se convierte en identidad para sí, como medio
de emancipación para un actor dominado.

Sea lo que fuere, el papel de las comunidades indígenas en la preser-
vación del medio ambiente sigue siendo un objeto de controversia; la
interpretación del discurso ecologistas de la etnicidad dista de ser unáni-
me entre los expertos en conservación. Los partidarios de una aproxima-
ción estrictamente biológica de la conservación muestran una preocupa-
ción particular por la conservación de todas las especies y sus variaciones
genéticas en un acervo de ecosistemas, lo que excluye cualquier actividad
humana “significativa” en un parque natural (Redford y Stearman,
1993a: 252). Ahora bien, según ellos, las comunidades indígenas estarí-
an irresistiblemente absorbidas por la economía de mercado y el cambio
social conllevaría a una modificación de sus prácticas tradicionales.
Condenadas a asimilarse con la sociedad moderna, ellas ejercerían enton-
ces una creciente presión en el medio ambiente, tanto por el crecimien-
to demográfico como por el uso de tecnologías e instrumentos moder-
nos (armas de fuego, herramientas, etc.), que amenazan directamente a
los grandes predadores y animales de monte (Bodmer et al., 1997).
Desde luego, su organización social deja de estar adaptada a la preserva-
ción del medio ambiente, pese a la retórica y las buenas intenciones que
caracterizan las declaraciones de las conferencias internacionales sobre
los pueblos indígenas y su papel de “guardianes de la Tierra”, o aún el in-
forme “Amazonía sin mitos” publicado por el Tratado de Cooperación
Amazónica en 1991 (Redford y Stearman, 1993b: 428). En este sentido,
el “saber indígena” no puede considerarse como una garantía por la con-
servación ni por el desarrollo sostenible. Por lo tanto, para algunos, la
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tes, como Shell, Chevron-Texaco y British Petroleum, con las cuales la
COICA está precisamente en conflicto (Chapin, 2004: 25).

El aporte de la sociología política

El análisis de los conflictos locales considera las múltiples dimensiones
de los conflictos ambientales. En efecto, además de su aspecto distribu-
tivo, en el sentido de tomar en cuenta los impactos ambientales, socia-
les, culturales y económicos, estos conflictos son también políticos. Im-
plican relaciones de fuerzas desiguales (por ejemplo entre los conoci-
mientos tradicionales y el conocimiento técnico y científico), son terri-
toriales (sobre todo cuando involucran a grupos autóctonos) y conllevan
un potencial político de transformación social. Esta aproximación reto-
ma de la economía ecológica el concepto de conflictos de distribución
pero considera que las preocupaciones políticas de las comunidades van
más allá de la expresión de un “ecologismo de los pobres”. En este senti-
do, subrayan el pragmatismo de los actores sociales y el potencial de los
conflictos ambientales locales de convertirse en vectores del cambio
social (Sabatini, 1997: 55). Lo que está de por medio, más que la valo-
ración de los costos ambientales para alcanzar el desarrollo sostenible
“fuerte”, es forzar las negociaciones con los actores políticos y económi-
cos para redistribuir los costos y beneficios ambientales, económicos y
sociales de cualquier proyecto de inversión (Sabatini, 1997: 63). Varios
tipos de tensiones se han identificado, que pueden dar lugar a conflictos
ambientales, por ejemplo, entre el papel de mediador y de negociador
asumido por las autoridades locales, por un lado, y la voluntad de parti-
cipación y negociación directa expresada por las comunidades, por el
otro. Existe también tensiones entre las aspiraciones democráticas de las
organizaciones de la sociedad civil y las relaciones internas de poder que
las caracterizan; entre la defensa de la economía territorial y la defensa
del medio ambiente; o entre la ecología stricto sensu y la ecología políti-
ca (Sabatini, 1997: 64-69).
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comunidades indígenas y de la reforma al régimen de propiedad territo-
rial en sus respectivos países. Hace hincapié en la dimensión política de
los procesos de decisión y advierte, ante todo, contra los riesgos que repre-
sentan los grandes proyectos de infraestructuras y extracción minera en la
Amazonía. El desarrollo sostenible dependería entonces de la realización
de reformas agrarias que privilegiasen la participación y la consulta previa
de los primeros interesados (Colchester, 1994; Colchester y Lohmann,
1993), y hasta el derecho a la autodeterminación (Schwartzman et al.,
2000a y 2000b), en el centro del discurso de la etnicidad en la Amazonía.

Alianzas de este tipo se encuentran en Brasil, en particular con la
explotación selectiva de la caoba por los kayapó y la regulación de la caza
por los xavantes (Peres y Zimmerman, 2001; Schwartzman y Zimmer-
man, 2005). En el Perú, la regulación de los espacios protegidos ofrece
ciertas garantías a los indígenas contra la explotación petrolera, sino una
absoluta seguridad jurídica para los territorios étnicos (Chicchón, 2000).
En Venezuela, la creación de la reserva de la biosfera del Alto Orinoco-
Casiare, protege a los yanomami y ye´kuana contra el desarrollo de pro-
yectos mineros en sus territorios (Colchester, 2000). Sin embargo, según
algunos autores, los programas integrados de conservación y desarrollo
realizados en la década de los años noventa eran, por lo general, de corte
paternalista y respondían ante todo a las prioridades en la agenda de los
“bingos” o grandes ONG internacionales de conservación, dejando poco
espacio a la iniciativa de las comunidades locales (Chapin, 2004: 20). Este
resultado mitigado se debe tanto a la falta de preparación de las ONG por
el trabajo social y económico, cuanto a la evolución de la cooperación
internacional al desarrollo, cada vez más guidada por una estrategia glo-
bal y proyectos a gran escala, trátese de los hotspots y “corredores biológi-
cos” definidos por Conservation International, de las “ecoregiones” y los
global 200 del World Wildlife Fund (WWF) o aun de los paisajes vivos de
la Wildlife Conservation Society (WCS). Por un lado, estas estrategias
movilizan financiamientos multimillonarios por los cuales el Banco Mun-
dial, USAID, el Global Environmental Facilities (GEF) y los organismos
de cooperación bilateral confiarían ante todo en la capacidad de los “bin-
gos”; por el otro, coincidiría con el creciente recurso a financiamientos de
origen privado, por parte de empresas cuyas actividades son contaminan-
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al nivel internacional para promocionar causas e ideas que descansan en
principios y normas. Su inserción en este ámbito produce un “efecto
bumerang”, según cual la incidencia política de los actores locales puede
pasar por una internacionalización de sus demandas, para luego volver al
ámbito nacional y obligar al Estado a modificar su política (Keck y
Sikkink, 2000: 26-27 y 32). Varios estudios de caso llevados a cabo en
América Latina y el Caribe han complementado estos aportes teóricos.
Algunos mostraron que la metáfora del “efecto bumerán” no basta para
explicar los procesos de transformación de las políticas públicas en rela-
ción con los movimientos ecologistas locales. En realidad, la capacidad de
incidencia de las “redes transnacionales de defensa” depende de factores
institucionales y políticos locales. En efecto, los conflictos como aquel
que opuso a los ecologistas de Brasil y Argentina al proyecto de hidrovía
en el río La Plata, en los años ochenta, muestran que lo que ocurre des-
pués del “efecto bumerán” dependen tanto del grado de aceptación de las
normas legales internacionales por parte del Estado, como de la existen-
cia de la capacidad nacional de procesamiento de las demandas sociales
(Hochstetler, 2002). Otros estudios han mostrado que una democracia
estable facilita la colaboración entre sectores de la sociedad civil y el go-
bierno, como lo ilustra el ejemplo de Costa Rica (Christen et al., 1998).
Otros más han mostrado que la institucionalización del ecologismo (entre
otras cosas con la presencia de las ONG ecologistas en ministerios o den-
tro de las asambleas constituyentes) puede incidir de manera negativa en
la capacidad crítica y la autonomía del movimiento, como lo muestra la
experiencia de Venezuela después de la constituyente de 1999 (García
Guadilla, 2001).

Por lo demás, la cooperación entre el Norte y el Sur a través de las re-
des de defensa ecologistas no puede ser considerada como una variable
constante. Ésta descansa en una suerte de división internacional del tra-
bajo, donde las ONG del Norte tienden a actuar en el ámbito internacio-
nal y a especializarse en el financiamiento de sus homólogas del Sur, que
actúan ante todo en el ámbito nacional o local y se especializan en la pro-
ducción y la difusión de información (Rohrshneider y Dalton, 2002).
Pese a esta complementariedad de roles, no deja de existir cierta tensión
entre las organizaciones ecologistas, respecto de sus prioridades de acción.
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Algunos cuestionan la validez del concepto de “actores clave” (stake-
holder) en la generación de políticas públicas, en particular en el ámbito
del medio ambiente (Gudynas, 2001). Según ellos, el ecologismo agrupa
a un acervo heterogéneo de actores (estratégicos o no), que incluye a acti-
vistas de movimientos sociales, organizaciones barriales, grupos indíge-
nas, así como a partidos políticos, personalidades científicas y hasta a eje-
cutivos empresariales. Esta aproximación, influenciada por el estudio del
“movimiento verde” alemán (Offe, 1988; Galtung, 1990), se interesa más
bien por las experiencias de conflictos de cooperación entre los movi-
mientos ecologistas y el Estado. Subraya que, cuando penetran el sistema
institucional, las demandas de estos actores rebasan las meras reivindica-
ciones por el derecho a un estilo de vida e interpelan al Estado para obli-
garle a consolidar la normativa legal y llevar a cabo políticas públicas que
regulen el mercado (Gudynas y Santandreu, 1998). Por lo tanto, los con-
flictos ambientales deben analizarse a partir de las interacciones entre tres
niveles de acción: institucional estatal, institucional no-gubernamental y
no-institucional. A partir de la premisa según cual la elaboración de una
política ambiental requiere la participación de los actores a cada nivel,
estos autores consideran que el ecologismo comprueba que aquellas polí-
ticas pueden también elaborarse gracias a contribuciones no-estatales.
Desde luego, la noción de “actor clave” constituye un aporte limitado en
la medida en que implica anular las demás esferas de acción o imponer
una a las demás. En lugar de identificar este tipo de actores, este enfoque
invita a estudiar las condiciones políticas que permiten la expresión de
una gran diversidad de intereses (Gudynas, 2001: 18-19). Los niveles de
institucionalización de los conflictos ambientales dependen entonces de
su interacción entre las comunidades locales, los demás movimientos co-
lectivos y el sistema de partidos políticos.

Por otro lado, el análisis de las dimensiones transnacionales de los con-
flictos ambientales permite evidenciar la acción de las “redes de defensa”
o “estructuras comunicativas”, que se esfuerzan con incidir en la política,
gracias a la información, la política simbólica, el apoyo y la presión, la res-
ponsabilización moral, etc. (Keck y Sikkink, 2000: 20, 36). Estas redes,
que cabe distinguir de las coaliciones, de los movimientos sociales y de la
sociedad civil, interactúan mediante “campañas”, o actividades articuladas
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normativa que afecta el análisis, entre otras cosas porque impide entender
las alianzas entre distintos sectores, que atraviesan a los movimientos eco-
logistas. Estos límites nos prohíben sacar conclusiones definitivas en
cuanto a las relaciones entre los diversos sectores de estos movimientos en
América Latina y el Caribe, por un lado, y entre aquellos movimientos y
los actores económicos y políticos por el otro. 

En cambio, la sociología de los conflictos ambientales se interesa por
las interacciones entre los actores sociales, estatales y económicos sin la
pretensión normativa ni el sesgo ideológico que caracterizan la ecología
política. Estas interacciones pueden orientarse hacia la resolución del con-
flicto por distintos medios, que van desde los arreglos informales o ami-
gables a las reformas institucionales y legales. Entre estos extremos, hemos
visto que los conflictos ambientales son un medio –y no un fin– para pu-
blicitar y politizar problemas locales, a veces mediante estrategias de inter-
nacionalización. En este contexto, el grado de organización de los actores
locales, la articulación de sus acciones con aquellas de actores o redes
transnacionales de defensa son a menudo decisivos para la evolución del
conflicto hacia la institucionalización de los arreglos. También afectan la
capacidad de incidencia de los actores sociales sobre las políticas públicas,
sea en la elaboración de la agenda del Estado y de los actores económicos,
sea en la ocupación y en la ampliación de los espacios de participación
social, sea en la utilización de los instrumentos de coordinación, control
y seguimiento, o sea en la reforma de aquellos instrumentos. Ello nos lle-
vará a continuación a estudiar con mayor detenimiento el papel de la
sociedad civil en la institucionalización de los arreglos. 
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Así es como, en la medida en que la prioridad dada por las organizacio-
nes del Norte al financiamiento para la conservación de los ecosistemas
tropicales húmedos orienta por parte la agenda de las organizaciones y de
los gobiernos del Sur. En los países que reciben estos financiamientos, las
políticas ambientales pueden entonces orientarse más hacia la conserva-
ción de espacios protegidos en detrimento de la rehabilitación y el man-
tenimiento del medio ambiente urbano, como en Costa Rica, en México,
en Venezuela y en Brasil (Christen et al., 1998). Por último, la eficacia de
una campaña internacional depende de la existencia de un movimiento
local dotado con un alto nivel de organización y una gran capacidad de
movilización. No obstante, la unidad de los movimientos locales dista
mucho de ser permanente. Cierto es que la fortaleza de este movimiento
en Brasil, que se incrementó en la preparación de la Cumbre de la Tierra
de 1992 y se mantuvo durante la siguiente década, explica en parte el
éxito de las campañas contra el proyecto de autopista BR364 en el Acre,
el proyecto de desarrollo “Polonoroeste” en Rondonia, así como la explo-
tación de la caoba en el Pará (Barbosa, 2003; Moog Rodrígues, 2004;
Worcman, 1990). Sin embargo, los movimientos ecologistas en América
Latina y el Caribe padecen, en general, una gran fragmentación entre
unos sectores que defienden intereses y posturas ideológicas distintas, y
hasta opuestas, como lo muestran los estudios llevados a cabo en Chile
(Folchi, 2001), en Colombia (Tobasura Acuña, 2002), en el Ecuador
(Fontaine, 2003a) y en Venezuela (García Guadilla, 1998). 

Inspirada de la economía marxista o de la antropología cultural, la
ecología política tiende a ver en los movimientos ecologistas únicamente
los actores de conflictos radicales, cuya apuesta es una lucha contra el
modelo de desarrollo capitalista y la ideología neoliberal. No obstante, no
explica cómo los procesos de conflicto y de colaboración coadyuvan a la
redefinición de las políticas públicas. Por otro lado, en esta representa-
ción, los activistas ecologistas asumen un papel de intermedio cultural,
pero no se sabe si otros agentes del cambio pueden asumir un papel com-
parable en el sentido de la modernidad capitalista. Tampoco se justifica
en sí la oposición entre ecologismo “de los pobres” y otras formas de ex-
presión del ecologismo, como aquellas que predominan en los países
industrializados a economía de mercado: se trata más bien de una opción
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Los actores del conflicto ambiental se enfrentan a partir de racionalidades
distintas. En este capítulo empezaremos por caracterizar estas lógicas de
acción racional, destacando el lugar y el papel de los actores sociales a tra-
vés del ecologismo. Luego nos detendremos en analizar los fundamentos
éticos de los derechos abogados por la sociedad civil, en particular los sec-
tores que componen un “movimiento ecologista”. Finalmente, reinterpre-
taremos el papel de la sociedad civil en el marco más amplio de la acción
pública, a partir de sus interacciones con el Estado y la economía.

Los actores en conflicto y sus lógicas racionales

Sociedad civil, movimientos sociales y ecologismo 

En un Estado de derecho, la esfera pública se divide en dos grandes espa-
cios: el sistema institucional y la sociedad civil. Entre ambos circulan
informaciones e ideas gracias a la prensa, a los medios audiovisuales y las
redes de comunicación alternativa como el Internet. Sin embargo, la fun-
ción comunicativa de cada espacio es diferente. Por un lado, la sociedad
civil procesa y organiza las necesidades expresadas por la sociedad en su
conjunto; por el otro, el sistema institucional delibera sobre las decisiones
tomadas por los actores políticos (en el Congreso, el Parlamento o la
Asamblea Nacional). Cuando responden a las necesidades expresadas, las
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civil articula el campo social y el campo ético. Cada uno es el lugar pri-
vilegiado de la acción de un actor estratégico, que entra en relación con
los demás, no sólo durante el conflicto sino también después. En este
sentido, la institucionalización de los acuerdos incide en la resolución
duradera del conflicto.

El campo político es tradicionalmente el lugar de la estructuración del
Estado; el campo económico es aquel de las empresas públicas y privadas,
nacionales o multinacionales. Por otro lado, en el campo ético se arraigan
las comunidades indígenas y campesinas; y en el campo social se estructu-
ran las actividades de las ONG. Cada actor estratégico así identificado actúa
en función de una racionalidad propia, que condiciona su visión del mundo
(en términos de situación, alteridad, etc.), sus valores morales (el bien, lo
justo, etc.) y sus demandas (a partir de las necesidades y los intereses).

El Estado sigue una lógica de acción racional de tipo burocrático, en
el sentido dado por Weber (1995), de un tipo de dominación cuya legi-
timidad descansa en el monopolio de la fuerza y la mediación institucio-
nal de las relaciones interpersonales. Esta lógica ordena y regula las con-
ductas, a la vez entre los sectores del Estado y entre estos últimos y el resto
de la sociedad (actores sociales y económicos, sistema de partidos) y hasta
entre el Estado y los estados de otros países. Las empresas siguen una lógi-
ca de acumulación, que busca la maximización de los beneficios y la mini-
mización de los costos. Así como la lógica burocrática, esta última regula
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decisiones tomadas pueden ser validadas; caso contrario, pueden surgir
desacuerdos y hasta conflictos. Esta situación es la que lleva a los conflic-
tos ambientales, en particular aquellos vinculados con la extracción de
hidrocarburos en la Amazonía andina (Cf. Figura 1).

Nuestros estudios empíricos sobre los conflictos contra empresas petro-
leras multinacionales como Texaco (Fontaine, 2003b), Agip Oil (Fon-
taine, 2004) y Petrobras en el Ecuador (Fontaine, 2007b), Occidental en
Colombia (Fontaine, 2003c) y Shell en el Perú (Fontaine y Le Calvez,
2010) muestran que las interacciones entre los actores sociales, económi-
cos y políticos resultan de lógicas de acción racional y representaciones
del mundo antinómicas, confrontativas o cooperativas según el momen-
to y el lugar, definiendo así niveles de conflictividad y grados de polari-
zación. En estos conflictos, observamos que la complementariedad entre
el sistema institucional y sociedad civil refleja la oposición de cuatro
campos estructurales (Cf. Tabla 1). Por un lado, el sistema institucional
articula el campo político y el campo económico; por el otro, la sociedad
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Figura 1. Interacciones entre sistema institucional y sociedad civil
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Tabla 1. Dimensiones estructurales del conflicto ambiental

Elaboración: G. Fontaine.

Campo
Político Económico Social Ético

Actor Estado Empresas Organizaciones Comunidades 
locales

Proyecto Unidad Libertad de Democracia Desarrollo
territorial nacional inversión participativa sostenible

Lógica Instrumental Instrumental Instrumental Orientada
racional burocrática crematística movilizadora por valores

Apuesta de Institucionalización Resolución al menor Consulta Identidad
conflicto arreglos costo y participación y estilo de vida



democracia; mientras que para las comunidades, la principal apuesta de
estos conflictos es la duración de una generación a otra. Para las empre-
sas, se trata de lograr una mayor responsabilidad social y ambiental; mien-
tras que para las organizaciones se trata de ampliar los espacios y los pro-
cesos de consulta y participación.

Una vez identificadas las lógicas de acción racional que orientan a los
actores estratégicos, se vuelve más fácil entender cómo estos últimos enta-
blan interacciones con los demás en los cuatro campos identificados como
las dimensiones estructurales del conflicto ambiental. Al punto de parti-
da del análisis de estas interacciones está la apuesta que motiva la institu-
cionalización de los arreglos. Luego, cabe identificar las dimensiones inte-
ractivas entre los campos, en las cuales los actores se enfrentan o coope-
ran (Cf. Figura 2).

Para las comunidades, se trata de la defensa de la identidad y de un
estilo de vida particular, que constituye el núcleo de sentido del campo
ético, es decir el principal motivo que lleva al actor comunitario a actuar.
Ahora bien, estas últimas encaran procesos de intercambio desigual o de
integración acelerada al mercado, que pueden debilitarlas si no están
canalizados en el sentido de un desarrollo controlado. Desde luego, ellas
buscan fortalecerse mediante un proceso de organización que les permi-
te procesar sus demandas de manera directa o indirecta –sea a través de
sus organizaciones representativas o sea acudiendo a la mediación de
ONG locales, nacionales o internacionales. Se amparan en unos dere-
chos y deberes (reconocidos por las constituciones políticas de sus res-
pectivos países o por convenciones y tratados internacionales reconoci-
dos por estos últimos), como el derecho a la consulta previa y a la parti-
cipación, el derecho a vivir en un medio ambiente sano y libre de conta-
minación, y aun el deber del Estado de reconocer y proteger la diversi-
dad cultural y étnica.
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las relaciones entre los actores pero esta vez la legitimidad del poder se
ampara en un contrato. Así, las empresas rinden cuenta de sus decisiones
de inversión o de política corporativa, ante un directorio o una asamblea
de accionistas. Las comunidades locales obedecen a una lógica racional
ética, que persigue la defensa de una identidad colectiva. Esta lógica regu-
la las relaciones interpersonales –directas o indirectas– fundadas en el
parentesco, la religión, el idioma, etc. Ampara además la creciente media-
tización del poder, por los usos y costumbres, luego por el derecho posi-
tivo. Finalmente, las organizaciones sociales y las ONG siguen una lógi-
ca de movilización, que organiza las acciones en función de los objetivos
y fines políticos. Esta lógica regula las relaciones entre la comunidad o el
individuo por un lado, y los actores del sistema político y de la economía
por el otro. Se trata entonces de fundamentar la acción colectiva gracias a
la información, la movilización, la manifestación, etc.

La institucionalización de los arreglos procedentes de un conflicto
ambiental es posible siempre y cuando las apuestas del conflicto estén
coherentes con las lógicas de acción racional de los actores. Esta última se
expresa a través de la formulación de un proyecto que el conflicto eviden-
cia, sea al nivel del discurso, sea al nivel de las acciones emprendidas por
los protagonistas. Este proyecto puede ser, por ejemplo, el mejoramiento
de la gestión ambiental de una empresa y de las políticas ambiental y
energética del Estado, como lo veremos más adelante. En este sentido, dos
actores persiguen un proyecto a largo plazo: el proyecto del Estado se
expresa comúnmente en términos de unidad del Estado-nación y del
territorio nacional; el de las comunidades se refiere a la defensa de un esti-
lo de vida particular, asociado con una identidad y un espacio de vida
(hábitat o territorio). Dos actores persiguen proyectos a corto o mediano
plazo: el proyecto de las empresas consiste a priori en maximizar sus
ganancias al menor costo, mediante la inversión; el de las organizaciones
consiste en incrementar la participación y la incidencia de la sociedad civil
en los procesos de toma de decisión de los actores estatales y económicos.
El desfase entre los distintos alcances temporales de las interacciones en el
conflicto ambiental se traduce por unas apuestas distintas del conflicto y
de su conclusión para cada actor. Para el Estado, la apuesta mayor consis-
te en la consolidación o la creación de las condiciones óptimas de la
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Frente a las comunidades y a las organizaciones, las empresas defien-
den un proyecto de acumulación de capital. Sin embargo, la gestión cor-
porativa se enfrenta cada vez más con las necesidades del desarrollo soste-
nible que implican nuevas responsabilidades y constituyen, en este senti-
do, la dimensión ética del campo económico en los conflictos ambienta-
les. Ellas tienen que responder por los impactos sociales y ambientales que
generan sus actividades, a menudo denunciados por las organizaciones
sociales y no-gubernamentales en el campo social. Bajo estas presiones,
tienen que obedecer a regulaciones sociales y ambientales cada vez más
apremiantes –de nivel nacional o internacional– que se suman a las ya
conocidas modalidades de la globalización (lucha por la conquista de
mercados y la competitividad, contra actores sociales transnacionales,
etc.). Finalmente, la democracia puede identificarse como el núcleo de
sentido de la acción del Estado en los conflictos ambientales. En el ámbi-
to económico, este último enfrenta presiones por la deuda externa y la
globalización, en particular los procesos de integración comercial regio-
nal. En el ámbito social, el principal reto que plantean los conflictos
ambientales y su resolución duradera y equitativa es la creciente comple-
jidad de los mecanismos de rendición de cuentas. Empero es en el ámbi-
to ético que la institucionalización de los arreglos encuentra su plena
importancia para el Estado, ya que se trata de fortalecer la legitimidad de
sus acciones y decisiones, más allá de las modalidades de la democracia
representativa.

Caracterización del ecologismo

Desde finales de los años sesenta, la internacionalización del ecologismo
descansaba en la toma de consciencia por los actores sociales e institucio-
nales de los riesgos transfronterizos relacionados con el medio ambiente,
como son la contaminación o la desaparición de ecosistemas y de especies
animales o vegetales. A ello se añade, desde los años noventa, la toma de
consciencia al nivel internacional de los efectos del cambio climático y de
la importancia de los combustibles fósiles en la emisión de gases a efecto
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Por su lado, las organizaciones sociales y no-gubernamentales encuentran
el núcleo de sentido de su acción en la participación y la incidencia, es
decir el motivo esencial que impulsa la acción de los actores organizados
en asociaciones, sindicatos, etc. Ellas buscan la legitimidad frente a las
comunidades, mediante la defensa de la equidad y la justicia, que consti-
tuye la dimensión ética del campo social. Desde luego, interpelan al
Estado para conquistar nuevos derechos o profundizar la aplicación de
derechos existentes, lo que se conoce como la “exigibilidad” de los dere-
chos y acompaña a menudo las acciones de incidencia política. Desde
luego ellas se apoyan en la asesoría técnica y la profesionalización de sus
miembros, lo que les acerca a los actores económicos, aunque sean orga-
nizaciones sin fines de lucro. 
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Figura 2. Interacciones y lógicas racionales en conflicto
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Vicepresidente democráta de los Estados Unidos, Albert Gore (Gore,
2007), que les llevó a recibir el premio Nobel de la paz en 2007.

Aquellos actores de los movimientos ecologistas proceden de una
nueva “clase de conocimiento” (Yearley, 1994: 157), cuya actividad cen-
tral es la producción y la difusión de saber simbólico. Pueden ser intelec-
tuales o asalariados del sector terciario, cuyo conocimiento en general no
se aplica a la producción material sino más bien a la educación, la aseso-
ría o la comunicación en las agencias burocráticas de la “sociedad progra-
mada” (Touraine, 1973). Estos “nuevos sabios” producen un discurso
universalista legitimador, que asocia la protección del medio ambiente
con la supervivencia de la humanidad, sin por lo tanto perseguir la con-
quista del poder, ya que consideran que “el saber en sí, es el poder”
(Breyman, 1993: 125). Sin embargo estos activistas no escapan a ciertas
contradicciones, pues gozan de una situación social privilegiada, que des-
cansa en el “capital cultural” (Bourdieu, 1994) valorado por el sistema de
“valores post-materialistas” de las sociedades de capitalismo avanzado
(Inglehart, 1977).

En esta perspectiva, el hecho que los científicos y activistas de las orga-
nizaciones ecologistas sean tan críticos hacia el capitalismo se puede expli-
car por un “habitus” propio al campo social en el cual ellos evolucionan.
Así, los agentes del campo económico actúan conforme un habitus dife-
renciador marcado por el nivel de riqueza material y el poder, mientras
que aquellos del campo científico, artístico o cultural tienen interés en
aparecer como generosos o altruistas. En este sentido, el aparente desin-
terés de estos últimos obedecería más a una lógica de reproducción social
que a una redefinición de los valores morales de la humanidad, pese al
“giro ecocéntrico” que ocurrió en la última década. Esta hipótesis está
confirmada por el desfase entre la práctica y la ideología ecologista, en
particular en la medida en que se trata de explicitar el paso del grupo de
presión al movimiento social. En efecto, aunque ciertos activistas puedan
prevalerse de una orientación anarquista o marxista leninista, no se puede
decir necesariamente lo mismo de sus simpatizantes –o electores, en el ca-
so de los partidos verdes europeos. Además, cabe reconocer que los mayo-
res avances que se realizaron en la prevención de catástrofes ambientales
y la toma en cuenta del medio ambiente en los procesos de producción y
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invernadero (Le Treut y Jancovici, 2004)1. Asistimos entonces a un doble
efecto de difusión política y de convergencia de intereses, que modifica las
representaciones del papel de la cooperación internacional en el ámbito
del medio ambiente y del desarrollo sostenible (Smouts, 2008)2. Este
fenómeno tiene consecuencias en el papel de los movimientos ecologistas
en la elaboración y la ejecución de las políticas públicas.

En efecto, por un lado, el ecologismo adquiere una legitimidad nueva
frente a la opinión pública, mediante un discurso crítico hacia el modelo
de desarrollo capitalista postindustrial, que coincide en parte con el dis-
curso alter mundialista (en contra de la globalización económica y finan-
ciera de corte neoliberal). Por otro lado, existe un acervo de normas y
organizaciones internacionales que se dedican a la protección del medio
ambiente, cuya legitimidad descansa en la universalidad del derecho a
vivir en un ambiente sano. Cierto es que no existe una orientación global
de las políticas ambientales, en el sentido en que existe una orientación
global de las políticas económicas o comerciales. En otros términos, a la
“comunidad global de riesgo” (Beck, 1998a) no corresponde una “comu-
nidad global de interés”. Sin embargo, la emergencia del discurso políti-
co sobre el cambio climático altera esta situación –en particular gracias a
la acción del Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático
(IPCC, por sus siglas en inglés), luego la campaña orquestada por el ex
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1 Los efectos del cambio climático en el desarrollo humano pueden medirse en cinco ámbitos: la
pérdida de seguridad alimentaria debido a trastornos en la producción agrícola, el acceso ame-
nazado al agua debido a los cambios en los ecosistemas, la exposición a los desastres meteoroló-
gicos relacionados con la elevación del nivel del mar, la pérdida de diversidad biológica y la vul-
nerabilidad ante las epidemias, agravada por la ineficacia de los sistemas de salud pública
(UNDP, 2007: 9).

2 Podemos identificar al menos tres líneas de interpretación del concepto de desarrollo sostenible.
La primera hace hincapié en la participación de las comunidades locales en el desarrollo, al tra-
tar de desarrollar la agricultura a pequeña escala y considerar que estas soluciones para el desa-
rrollo no pueden generalizarse, teniendo cuenta de la inmensidad y de la heterogeneidad de la
cuenca amazónica. La segunda aproximación valora la dimensión económica de los recursos
naturales, al tratar de calcular el valor del capital natural o ambiental, en términos de costos y
beneficios externalizados. La tercera opción insiste en la necesidad de conservar los ecosistemas,
mediante la maximización del uso de la biomasa y la limitación de la deforestación, en particu-
lar gracias a programas agroforestales a escala local (Becker, 1994: 174-176; Colchester y
Lohmann, 1993: 62).



ta por algunas organizaciones europeas. Los actores más politizados esta-
blecen una relación entre la crisis económica de los países pobres y la cri-
sis ambiental, siguiendo el círculo vicioso entre la deuda pública y la des-
trucción del medio ambiente, que se explica racionalmente por la presión
de la deuda externa sobre las “economías periféricas” (Wallerstein, 1984)
y la necesidad de aprovechar las ventajas relativas que representa la abun-
dancia de recursos naturales. Defienden a la cultura en contra del merca-
do, la “justicia ambiental” en contra de la crisis ambiental, mediante el
activismo cultural o político y la producción de nuevos esquemas de rela-
ciones sociales que descansan en el igualitarismo. Estas desviaciones coin-
ciden con las divergencias políticas y filosóficas que atraviesan a los movi-
mientos ecologistas, las cuales derivan de diferentes aproximaciones eco-
nómicas del ecologismo: la protección del medio ambiente, la gestión de
recursos naturales o el ecodesarrollo. 

Sin lugar a duda, estas divergencias remiten a la ética de convicción
que caracteriza la vitalidad y la profusión de posibilidades del movimien-
to ecologista tomado en su conjunto. En efecto, de manera general, todos
aquellos actores valoran el desarrollo personal en contra de la “pérdida de
sentido” (o anomia social) provocada por la vida moderna –no sólo por la
contaminación sino también por el estrés, la competencia, etc. Esta di-
mensión ética explica porqué, en lugar de desarrollar un discurso de rei-
vindicaciones susceptible de modificar la relación entre costos y benefi-
cios, el ecologismo aboga por la libertad, el proyecto de vida y el respeto
por los derechos fundamentales, que no se reducen a ganancias políticas
o materiales; afirma el “valor de uso de la vida” en contra de los intereses
de la riqueza, el poder y la tecnología (Castells, 2000: 157). 

Los estudios de movimientos colectivos inspirados por el paradigma
de las elecciones racionales (Neveu, 1996) se preocupan ante todo por
describir los movimientos sociales a través de sus “repertorios de acción”
(Tilly y Tarrow, 2008: 101-104), en términos de oportunidades y “movi-
lización de recursos” (MacAdams et al., 1999: 23-25)3. En los conflictos
ambientales por hidrocarburos, nos interesa más bien explicar la conver-
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de consumo resultan más de reformas legales e institucionales que del
triunfo de un “nuevo orden ecológico”, que algunos oponen al “nuevo
orden mundial” de la post-Guerra Fría.

Podemos distinguir cuatro orientaciones que atraviesan los movimien-
tos ecologistas internacionales. El movimiento por la “ecología profunda”
pretende redescubrir una “igualdad biosférica” entre los seres humanos y
los organismos vivos del planeta. Al inspirarse del budismo y el chamanis-
mo, reinventando de paso la antropología para valorar unos conocimien-
tos tradicionales reificados, plantea el principio de una responsabilidad de
la humanidad hacia la naturaleza. En cambio, el “ecologismo radical” in-
siste más bien en la necesidad de un desarrollo sostenible. En este senti-
do, invoca la alianza entre organizaciones de los países del Sur y del Norte,
al boicoteo de las multinacionales interpeladas por los movimientos eco-
logistas, así como al no-pago de la deuda externa de los países en desarro-
llo. Por su lado, el “ecologismo social” asume la expresión mediática de la
Conferencia de Estocolmo sobre la relación entre pobreza y la degrada-
ción del medio ambiente –“la pobreza es la peor forma de contamina-
ción” –aunque sin aplicar una estrategia contra las empresas privadas u
Occidente. Por último, el sector de la “conservación” tiende a enfocar su
acción en las regiones tropicales, alrededor de un eje Norte-Sur, según
cual las organizaciones financiadas por sus miembros o por agencias de
ayuda de los países industrializados se sustituyen al mundo industrial y
pretenden proteger los recursos de los países en desarrollo en contra de la
depredación de sus propias poblaciones (Fontaine, 2003a: 320-332).

Cierto es que estas corrientes convergen, al nivel operativo, para con-
siderar que son necesarias la descentralización de las políticas ambientales
y la cooperación entre el Estado y los actores locales. Existe cierta articu-
lación entre estas corrientes del ecologismo contemporáneo, que procede
de una preocupación común por la destrucción del medio ambiente y de
su visión holista del desarrollo (Castells, 2000: 39). No obstante, siguen
caminos muy distintos al nivel institucional y organizativo. Sus divergen-
cias abarcan al conjunto de posturas públicas en cuanto al modelo de
desarrollo considerado como “sostenible” –el cual va del antropocentris-
mo característico de las políticas de desarrollo de la post-guerra, al eco-
centrismo de la ecología profunda o radical, difundida en los años seten-
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3 Para una revisión crítica de las principales aproximaciones a los movimientos sociales, consultar
Fontaine (2003: 145-150).



con la fuerza de producción multiplicada, que nace de la obra de la coo-
peración entre los individuos mediante la división del trabajo, lo ubica-
ba al margen de los individuos y lo consideraba como un poder ajeno,
que los individuos ya no podían dominar. Por lo tanto, la sociedad civil
tan sólo se desarrollaba con la burguesía, al igual que el conjunto de
intercambios materiales entre los individuos y el conjunto de la vida
mercantil e industrial, por lo cual servían el Estado y la nación. Para el
autor del Capital, la única salida era el derrumbe del sistema y el adveni-
miento del comunismo. 

Si bien es cierto esta propuesta sigue seduciendo a ciertos intelectua-
les y teóricos de los movimientos sociales, la crítica del concepto marxis-
ta de crisis (Habermas, 1999: 15-48) es lo suficiente contundente como
para evitar retomar aquí los largos debates en torno a la naturaleza anti-
sistémica o sistémica del movimiento ecologista (Guido Béjar et al.,
1990). La transformación del Estado liberal en Estado social tras la crisis
de 1929 y la segunda guerra mundial ampliaron aún más la publicidad y
el papel de la sociedad civil en la democracia. En la situación actual de la
vida política y social, es la única que puede participar a un proceso de
publicidad crítica, con la legitimidad necesaria como para imponerse a las
organizaciones del Estado y de la sociedad (Habermas, 1999: 41). 

Para algunos, el llamado al sujeto es una forma común de resistencia
a cualquier forma de dominación (trátese del totalitarismo o de la moder-
nización represiva), que se apoya en una ética de convicción y se opone a
la ética de responsabilidad de los empresarios o de los políticos (Touraine,
1997). La diferencia radica en el grado de racionalización introducido en
la norma que regula las relaciones de coexistencia entre los miembros de
una sociedad y hace que estos últimos respeten dichos valores. Así es
como la ética de convicción prescinde de normas escritas porque se ampa-
ra en un consenso en el seno de la comunidad o la sociedad, que deriva
de un sustrato religioso o mítico y se constituye en norma consuetudina-
ria. En cambio, la ética de responsabilidad descansa en un contrato o un
acta formal, que subraya las obligaciones y los derechos de cada parte. La
ética ecologista llamaría a un sujeto que no se confunde con el principio
de organización de una cultura o una sociedad, mas evoca a un actor en
situación social de resistencia al orden y al poder. Se define como la bús-

Capítulo 2: El conflicto social en la acción pública

63

gencia o la oposición de actores sociales, como un producto de sus distin-
tas lógicas de acción, para incidir en las políticas públicas, bien sea a tra-
vés de “coaliciones de interés” y grupos de presión (Sabatier, 1993) o a tra-
vés de “redes transnacionales” (Keck y Sikkink, 2000) que amplían el
campo de acción de las “comunidades epistémicas” (Haas, 1992).

El recentraje del análisis de aquellos conflictos en torno a la inciden-
cia de la sociedad civil en las políticas públicas permite tomar en cuenta
la doble naturaleza –defensiva y ofensiva– de los movimientos sociales, en
lugar de obviar su dualidad e idealizarlos. De hecho, la acción colectiva es
defensiva en la medida en que busca conservar y desarrollar estilos de
vida, redes de comunicación y modos de relaciones interpersonales. Sin
embargo, también es ofensiva en la medida en que busca influenciar a la
política y la economía, a reformar las instituciones del Estado, a desarro-
llar los procesos democráticos formales. Asumimos, desde luego, que los
movimientos ecologistas llevan a cabo una política dual de identidad e
incidencia, dirigida a la vez hacia el sistema de organizaciones políticas (o
sociedad política) y hacia la sociedad civil (Cohen y Arato, 2000: 567-
568). Estos movimientos pueden ser defensivos o reactivos, pero rara vez
están cerrados o tradicionales, ya que defienden espacios por la creación
de nuevas identidades y solidaridades, y hasta luchan por la inclusión y la
incidencia política. Esta política de incidencia y las políticas de identidad
abogan por la autonomía de los sujetos y la democratización de las rela-
ciones sociales, fuera del sistema político. 

La clave para entender las metamorfosis del concepto de desarrollo
sostenible en los discursos de las organizaciones de la sociedad civil radi-
ca en la evolución de la publicidad del debate democrático. Recordemos
que el siglo de la Ilustración fue una etapa fundamental para enfrentar el
poder absoluto y plantear conceptos programáticos para la estructura-
ción del poder social (Boladeras, 1996: 38). Sin embargo, ya en el siglo
XIX se formuló una primera crítica de la modernidad, que denunciaba
la usurpación de la publicidad por la “burguesía” convertida en “clase
dominante”. De ello resultaron enfrentamientos de clases que surgieron
en la continuidad de la industrialización masiva. Por esta razón, Karl
Marx consideraba a la sociedad civil como la expresión de una falsa con-
ciencia (Marx, 1982). En la medida en que él asimilaba el poder social
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la fuerza de impulso característica de los motivos empíricamente eficaces.
En ello radica, por ejemplo, la diferencia entre el ecologismo de tipo
NIMBY (del inglés not in my backyard, que significa literalmente “fuera
de mi patio trasero”) y aquel de las campañas para salvar a las ballenas;
cada uno se caracteriza por un grado diferente de abstracción y de distan-
cia con la realidad empírica del sujeto hablando. A su vez, esta división
conlleva a un cambio de reflexividad en relación con “el mundo de la vi-
da”; es decir que los deberes atañen cada vez más a hábitos concretos. 

El espacio social donde se forma la opinión pública se genera por la
“acción comunicativa”, es decir una acción racional orientada por la pre-
tensión de validez de los discursos y la comprensión recíproca entre los
miembros de una sociedad (Habermas, 1990: 440-443). En las socieda-
des complejas, este espacio se inserta en un entramado (o una red) de
espacios culturales, internacionales, nacionales, regionales y locales, mu-
tuamente permeables, proveídos de un potencial de autotransformación,
lo que da lugar a una comunicación cuya complejidad, contenidos y den-
sidad varían en función de los contextos. Los actores asumen papeles dife-
rentes ahí, según su grado de autonomía. Así, los actores colectivos (par-
tidos y grandes grupos de interés), los grupos identitarios y los movimien-
tos sociales pueden ejercer sus derechos de comunicación en contra de la
represión y la exclusión, mientras que los publicistas (medios) luchan por
la despolitización de la comunicación pública, la libertad de la prensa y el
autoentendimiento ético del periodismo. Asimismo, la inscripción de los
temas a la agenda depende del origen de los actores. La iniciativa, al res-
pecto, dará un direccionamiento particular a la comunicación, según si
está tomada por unos dirigentes políticos o por unas fuerzas ajenas al sis-
tema político. Según el caso, orientará los debates, sea hacia el gobierno o
la administración, sea hacia la presión de la opinión pública. 

Habermas invita a reconsiderar la relación entre ética y moral a partir
de las operaciones de abstracción, que separan la justicia y el concepto
aristotélico de “buena vida”4, entendido como “autorrealización” (Pía
Lara, 1992: 69-70). Asume con Kant que la fundamentación racional de
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queda por el individuo de las condiciones que le permiten volverse un
actor de su propia historia, en contra del “sufrimiento” provocado por la
pérdida de identidad e individuación. Ello equivale a invertir en parte el
proceso de la modernización, ya que la subjetivación se vuelve un princi-
pio de resistencia a la pérdida de identidad y autonomía, en un proceso
donde la “protesta moral” supera a la “protesta social” (Touraine, 1997:
98-99 y 103). 

Sin embargo, en el caso del movimiento ecologista ambos tipos idea-
les de éticas se articulan en la acción. En efecto, por un lado este movi-
miento defiende a un acervo de valores que aluden al límite subjetivo
entre lo que es justo o injusto, el bien y el mal, etc., y por el otro, movi-
liza recursos y se organiza para incidir en la política del Estado y las deci-
siones de los actores económicos (empresas, organismos financieros, etc.)
conforme una ética de responsabilidad. Ahora bien, es menestar analizar
en qué medida el discurso ético del ecologismo se puede generalizar a la
esfera pública e incidir en las políticas de desarrollo, en particular aque-
llas que atañen a la energía. 

La fundamentación ética de los derechos

Ética y moral

La relación entre ética y moral forma parte del contexto más amplio de
“racionalización de la sociedad” y de “subjetivación” (Weber, 1995), que
lleva a la especialización de las culturas en función de tres preguntas: la
verdad, el gusto y la justicia. Mientras que la racionalización hace posible
la mediación entre moral y ética, la subjetivación conlleva al paso a una
etapa post-convencional de la consciencia moral, una separación del jui-
cio moral y de las convenciones locales. Este doble proceso conlleva a una
separación de las esferas de valor, entre la producción científica y la cul-
tura, el arte y la crítica de arte, el derecho y la moral, etc. Ello provoca la
desaparición de evidencias de fondo, que caracterizaban al “mundo de la
vida” –entendido como el espacio en el cual evolucionan los sujetos co-
municantes (Habermas, 1990: 169). Por lo tanto, provoca una pérdida de
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4 Este concepto, asimilado al “buen vivir” por el premio Nóbel de economía Amartya Sen, fue
redescubierto en los países andinos con las reformas constitucionales de Bolivia luego del
Ecuador. 



jantes convicciones morales? La hipótesis de la “ética discursiva” es que la
moral universalista constituye el núcleo de formas históricas variables,
bajo un velo de formas éticas, necesario para encontrar un criterio racio-
nal de juicio de aquellas formas de vida. Descansa en un doble principio
–proveniente de la ética formalista– según cual, por un lado, las normas
válidas son aquellas que pueden recibir la aprobación de todos los afecta-
dos como participantes de un discurso práctico (“principio D”) y, por el
otro, deben poder ser aceptados por todos sin coacción los resultados y
efectos secundarios que resultan de la aplicación universal de una norma
válida para la satisfacción de los intereses de todos, (“principio U”)
(Habermas, 1984: 16). El juicio moral no puede confundirse con la ética
de convicción, puesto que el principio fundamental de la ética discursiva,
el “principio D”, no puede regular los problemas de su propia aplicación
(Habermas, 1984: 87). 

La eficacia de este principio depende de la asociación de juicios mora-
les con convenciones locales, en la perspectiva de un tercero. Las normas
fundamentales, como son el derecho ambiental o los derechos humanos,
sólo empiezan a ser institucionalmente reconocidas cuando están trata-
das como “cuestiones de principio”; desde luego, su aplicación sigue el
curso de una orientación cada vez más consistente con su contenido uni-
versalista. Ahora bien, si el “test revelador” de la universalización de una
norma es la historia (o las experiencias históricas), el medio de universa-
lización es el aprendizaje, que se añade a la unión entre la facultad de jui-
cio y la razón práctica. Por lo tanto, el aprendizaje de principios univer-
sales depende de la interacción entre las ideas jurídicas y las institucio-
nes, y determina la conversión de estos principios en normas. Lo mismo
se puede decir de la relación entre motivación e ideales morales (Haber-
mas, 1984: 88). En efecto, la separación de la moral y de la ética conlle-
va a la pérdida de apoyo traído por las pruebas culturales y las certidum-
bres del mundo de la vida. A su vez, este epifenómeno de la modernidad
conlleva a la separación entre los juicios morales y las acciones morales,
lo que implica la necesidad de un sistema de control interno del compor-
tamiento. En otros términos, semejante sistema responde a unos juicios
morales dirigidos por unos principios (o convicciones racionalmente
motivadas) que hacen posible la autorregulación del comportamiento.
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los juicios morales no puede descansar en la fe ni en consideraciones de
felicidad o de prudencia, ni tampoco en consideraciones sustantivas sobre
la naturaleza o el bien, y con Hegel que la socialización es necesaria como
para que un sujeto que juzga moralmente pueda actuar conforme su pro-
pio juicio. La “ética discursiva” define una forma de vida como un con-
texto de convicciones morales gobernadas por principios universalistas y
traducidos en prácticas (Habermas, 1984: 84). Ahora bien, la transforma-
ción de los principios universalistas y de las convicciones morales en prác-
ticas depende también del contexto contingente, lo que significa que el
cambio de práctica condiciona y depende de los principios universalistas.
En esta perspectiva, la ética de una forma de vida no es sino la expresión
de una moral universal (es decir con pretensión de validez universal). La
esfera de la ética es un mundo distanciado, que incluye autoevidencias de
tipo moral, cognitivo y expresivo. Sin embargo, no suele fundamentarse
en cuestiones relativas a la “buena vida” que no hayan sido ya resueltas
por la norma. La distinción entre la validez “normativa” y la validez
“social” se opera simultáneamente con la distinción entre la práctica “en
normas” y la práctica “en valores”. Ello significa en particular que las nor-
mas pueden someterse a criterios de justificación moral, a diferencia de
los valores, que no son susceptibles de moralización mas incluyen las
orientaciones evaluativas particulares que son parte de una forma de vida.

Siguiendo esta teoría, los valores culturales son síndromes históricos o
biográficos con orientaciones evaluativas, que permiten distinguir la
“buena vida” de la “simple vida”. Empero los principios de la “buena vida”
no resultan de un deber-ser abstracto. En realidad, la formación del jui-
cio moral acompaña la distinción práctica entre las cuestiones morales y
evaluativas. Las cuestiones morales dependen de la definición de la justi-
cia y de los intereses universalizables, mientras que las cuestiones evalua-
tivas dependen de la definición del concepto de “buena vida”. Según
Habermas, es necesario que la moral universal compense la pérdida de
“ética concreta” como para ser eficaz en el plano práctico, es decir, es
menester que neutralice la abstracción en relación con las actitudes empí-
ricas. Ello plantea un doble problema: ¿En qué condiciones pueden las
formas de vida dar lugar a una práctica que permita asociar juicios de va-
lores con principios universales? ¿Cómo actuar en conformidad con seme-
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sociedad (caracterizada por el pluralismo de sistemas de valores y modos
de vida e identidades individuales), que están afectados por decisiones po-
líticas y leyes. En efecto, a través del discurso, los individuos se afirman e
indican bajo qué leyes quieren convivir, a pesar de sus identidades parti-
culares y de sus diferencias (Cohen y Arato, 2000: 416).

Para que los derechos fundamentales se institucionalicen, es preciso
estén establecidos por procesos discursivos, sea al nivel del origen consti-
tucional de los derechos, o sea al nivel de la argumentación y de la parti-
cipación en la discusión pública. La calidad de la argumentación y de la
participación en esta discusión dependen de las oportunidades de reu-
nión, de asociación y de articulación de posiciones en el terreno de la
sociedad civil (Cohen y Arato, 2000: 442). En semejante contexto, el
papel de la sociedad civil es luchar por la realización, la expansión y la
reinterpretación de aquellos derechos. Con los movimientos sociales que
forman parte de ella, se vuelve el factor dinámico de este proceso y con-
tribuye a asociar indirectamente la cultura política y la institucionaliza-
ción democrática. Así es como la ética discursiva daría cuenta del proce-
so sociopolítico de creación y amplificación de los derechos fundamenta-
les, que asocian “el derecho a tener derechos” con la autonomía de los
individuos. Esta propuesta teórica pretende superar así el dilema forzado
entre revolución, resignación o reforma. Por otro lado, la separación de la
sociedad civil, del Estado y de la economía permite descartar la objeción
marxiana y hegeliana de una identidad ontológica entre la primera y la
burguesía capitalista. Esta separación conlleva a ver a la institucionaliza-
ción de la sociedad civil como un proceso que implica la estabilización de
las instituciones de la sociedad, en base a unos derechos, un proceso que
siempre puede ser más democrático y cuyas normas requieren de la demo-
cratización interna y externa (Cohen y Arato, 2000: 447, 456-457).

Concebida de esta manera, la sociedad civil sería el campo de posibi-
lidades de cualquier ética política moderna. No obstante, a diferencia de
las éticas naturalistas, utilitaristas, neocontractualistas o neoaristotélicas,
la ética discursiva se enfoca en la necesidad normativa y la posibilidad
empírica de democratizar esta sociedad civil, lo que permitiría conciliar
democracia “representativa” y democracia “directa” (Cohen y Arato,
2000: 460). La sociedad política organizada en democracia representati-

Capítulo 2: El conflicto social en la acción pública

69

Sin embargo, obedece a dos condiciones previas: por una parte, es nece-
sario que pueda funcionar de manera autónoma, por otra parte, es pre-
ciso que integre principios abstractos y generales (es decir unos presu-
puestos o implicaciones del procedimiento de la fundamentación de las
normas).

Al fin y al cabo, la eficacia de la moral universal depende de la socia-
lización y la formación si –y solo si– la individuación supera la identidad
convencional (Habermas, 1984: 89). Eso introduce una tercera condi-
ción para la elaboración de una teoría política preocupada a la vez por la
legitimidad democrática y los derechos fundamentales, y es la necesidad
de asociar un modo reflexivo de la tradición, caracterizado por la reno-
vación de tradiciones, con la disponibilidad a la crítica y la capacidad de
innovación individual. Así, la transformación de la tradición resulta del
incremento de la innovación o de la conjunción de la socialización y de
la formación, que fortalecen la subjetivación a costa de la identidad con-
vencional.

Ética discursiva y sociedad civil 

A pesar de la tendencia a la profesionalización que acompaña la raciona-
lización de la vida social, en un Estado de derecho, es la opinión pública
la que puede definir la validez de las normas. No se trata aquí de un jui-
cio de valor sino de una constatación en cuanto a la secularización que
resulta de la racionalización producida por la modernidad desde la Ilus-
tración. Habermas coincide con Marx en subrayar que es difícil encontrar
algo como la “voluntad general” de los contractualistas, que no se confun-
da con la voluntad de una clase dominante. En este sentido, la opinión
pública no constituye un conjunto social homogéneo susceptible de dele-
gar su poder de decisión una vez para siempre. Es en este punto que es
preciso destacar el papel de la sociedad civil en la promoción o la discu-
sión de las normas. Algunos intentaron ubicar a la sociedad civil en el
centro de esta teoría política, al sustituir al concepto de interés general
aquel de “identidad común” (Cohen y Arato, 2000). La ética discursiva
permitiría descubrir los elementos comunes entre los miembros de una
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bros, ni a los riesgos de manipulación por unos actores hegemónicos. Por
lo tanto, fuera de ciertos sectores no suele encarnar una voluntad de de-
mocratización, ni siquiera representar una garantía por la democracia.
Quizá sea el caso de los movimientos de defensa de los derechos huma-
nos o de los derechos cívicos, o aún de los movimientos feministas, pero
es menos obvio para los movimientos ecologistas o pan-étnicos.

Además, la ética discursiva no es una ética práctica sino una teoría de
la fundamentación de la legitimidad de las normas sociales. Los principios
U (i.e.: los efectos que resultan de la aplicación de una norma deben
poder ser aceptados por todos sin coacción) y D (sólo se considera válida
aquella norma que puede recibir la aprobación de todos los afectados en
tanto participantes de un discurso práctico), que están en el fundamento
de la legitimidad democrática y de los derechos fundamentales, no se apli-
can empíricamente al conjunto de una sociedad. Haría falta, en efecto,
que todas las partes presentes lleguen a un consenso mínimo –que puede
ser la diversidad o el pluralismo– y reconozcan mutualmente la preten-
sión de validez de sus discursos. Ahora bien, en el caso de los conflictos
ambientales, ello no siempre es el caso, entre otras cosas en los conflictos
que involucran a empresas petroleras y comunidades indígenas que de-
fienden un territorio ancestral. No todos los conflictos sociales desembo-
can en arreglos institucionales, por lo tanto no necesariamente contribu-
yen a la estabilización del sistema social ni a la democratización de la
sociedad.

Por último, la pretensión de conciliar democracia representativa y
democracia directa a través de la sociedad civil no escapa a las críticas for-
muladas en contra de la segunda (Pierre y Peters, 2000: 140). Por un lado,
la complejidad de los procesos de toma de decisión en las sociedades
modernas es tal, que restringe considerablemente el ámbito de la partici-
pación directa de los ciudadanos. Por el otro, la cuestión de la represen-
tación de los intereses no suele resolverse por la multiplicación de los par-
ticipantes ni de los canales de comunicación, sin plantear un problema de
viabilidad de los procesos y de las decisiones. Finalmente, en contextos de
confrontación extrema, como en algunos conflictos ambientales, desem-
boca a lo mejor en situaciones irrevertibles de bloqueo, y en el peor caso
a la irrupción de la violencia entre las partes adversas.

Capítulo 2: El conflicto social en la acción pública

71

va y la sociedad civil moderna comparten dos instituciones mediadoras:
las esferas públicas y las asociaciones voluntarias. Al nivel jurídico, esta
dualidad se traduce, por un lado, por la existencia de derechos políticos
que permiten y regulan la participación de los ciudadanos mediante la
representación parlamentaria y local y, por el otro, por la existencia de
derechos privados y de comunicación que garantizan la autonomía de las
personas y las asociaciones de la sociedad civil. La articulación de la legi-
timidad democrática con los derechos fundamentales, en el sentido de la
ética discursiva, implica entonces una pluralidad de democracias, por la
cual la sociedad civil representa un terreno institucional que incrementa
el potencial democrático de dos maneras. Por un lado, su separación con
el Estado y la economía permite definir a la democracia y la democratiza-
ción según las lógicas respectivas de estas esferas institucionales; por el
otro, las estructuras del pluralismo permiten democratizar la esfera social
mediante la participación y la publicidad de las instituciones culturales y
la comunicación (Cohen y Arato, 2000: 464).

Esta propuesta presenta sin embargo ciertos límites. En primer lugar,
descansa en una premisa equivocada, y es la orientación de la sociedad
civil hacia la armonía. Aunque podemos admitir que toda sociedad se
fundamenta en una identidad común, no se puede decir lo mismo de la
sociedad civil, al no ser que se reduzca la noción de identidad a una mera
comunidad de lenguaje. Hemos visto, por ejemplo, que el ecologismo
está atravesado por tendencias más o menos irreductibles, que le impiden,
en general, superar un grado de consenso relativamente débil y, a fortiori,
desarrollar un argumento único frente al Estado y al mercado –entre otras
cosas para definir el desarrollo sostenible. Es más, en las sociedades mul-
ticulturales o pluriétnicas, como las sociedades de los países andinos, el
pluralismo es más a menudo un factor de divisiones que un vector de con-
vergencia, que se repercuta igualmente en las relaciones con la sociedad
política y la economía.

En segundo lugar, descansa en una representación ideal de la sociedad
civil, que presta a esta última unas virtudes improbables. La sociedad civil
no es democrática en sí, ni tampoco tiene vocación a ser un agente de
democratización en sí. Obedece más frecuentemente a unas lógicas cor-
porativas y no escapa a los conflictos de intereses de algunos de sus miem-
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Ello nos lleva a revisar el papel de la sociedad civil en el espacio públi-
co de formación de opinión y de voluntad política, como un papel deli-
berativo mas no ejecutivo, por tan democratizador que sea.

La sociedad civil en la esfera pública

La política deliberativa

La legitimidad de las decisiones de carácter coactivo, tomadas en el seno
del Estado, depende de procesos más o menos espontáneos, que se desa-
rrollan en su periferia y llevan a la formación de opinión y voluntad polí-
tica (la opinión pública). Sin embargo, estos procesos dependen tanto de
las expectativas de la ciudadanía y del anclaje social de los espacios donde
se desenvuelven, cuanto de las estructuras del “mundo de la vida”, que
escapan por parte a la intervención administrativa y a la regulación polí-
tica y jurídica. Por lo tanto, la sociedad civil no suele ubicarse en el cen-
tro de la política sino en el centro de la interacción entre lo público y lo
privado. Al redefinir el papel de la sociedad civil en términos de inciden-
cia y de vínculo entre el “mundo de la vida” y el sistema socioeconómico
que estructura las relaciones sociales, podemos redefinir el contenido de
la democracia representativa sin sustituirla por la democracia directa. Tal
es el propósito de la “política deliberativa”, que combina los principios U
y D de la ética discursiva con los procedimientos democráticos participa-
tivos. De esta manera, la política deliberativa pretende superar la separa-
ción irreductible entre concepciones liberales y republicanas de la demo-
cracia, entre la “libertad de los modernos” (amparada en un compromiso
entre intereses), en la cual la formación de opinión y voluntad política es
una manera para la sociedad de garantizar el bien común, y la “libertad
de los ancianos” (amparada en el autoentendimiento ético y político), en
la cual la formación de la opinión y voluntad política es una manera para
la sociedad de constituirse en un conjunto políticamente estructurado
(Habermas, 1998: 372) (Cf. Figura 3).
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Figura 3. Una concepción procedimental de la democracia
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represión y de la exclusión, frutos de la distribución desigual del poder
social, al poder estructurado y a la comunicación sistemáticamente distor-
sionada. Empero es el lugar de comunicación sin restricciones, que per-
mite la expresión de nuevos problemas, de discursos de autoentendimien-
to más expresivos y extensivos, así como una articulación de las identida-
des colectivas y una interpretación de las necesidades más espontáneas
(Habermas, 1998: 385.)

Al fin y al cabo, la asociación de los procesos informales de formación
de opinión y de voluntad política con aquellos de la comunicación regu-
lada por los procedimientos democráticos permite asociar a la opinión
pública con las deliberaciones orientadas hacia la toma de decisión, mien-
tras tomando la medida de la complejidad social. Es aquí donde la socie-
dad civil asume un papel decisivo en la legitimación de las normas y del
derecho positivo. Las asociaciones que conforman la sociedad civil repre-
sentan grupos de interés claramente definidos, algunos con fines políticos
y partidarios, otros de inspiración cultural o de utilidad pública, otros
más de obediencia religiosa, que ejercen un poder de comunicación gene-
rado democráticamente, frente a la aspiración de autonomía del poder
administrativo y del poder social (Habermas, 1998: 438). El papel de
estas asociaciones consiste en identificar y tematizar los problemas laten-
tes de integración de la sociedad, luego introducirlos en el sistema políti-
co e institucionalizar los discursos solucionadores de problemas, que abar-
can cuestiones de interés general, en el ámbito de espacios públicos más
o menos organizados (Habermas, 1998: 447). 

Sin embargo, tres condiciones son necesarias para que la sociedad civil
cumpla con esta función en un Estado de derecho de manera indepen-
diente y libre de coacción (Habermas, 1998: 452-453). En primer lugar
es necesario que exista un “mundo de la vida” ya racionalizado, para evi-
tar que surjan movimientos defensivos antidemocráticos, angustiados por
la modernización capitalista. Por otro lado, la sociedad civil tan sólo pue-
de ejercer incidencia (y no el poder político), para generar debates en las
instituciones democráticamente estructuradas de la formación de opi-
nión. Finalmente, ésta tiene que autodelimitarse para transformarse direc-
tamente u operar indirectamente en la transformación del sistema políti-
co estructurado: ni en el plano conceptual ni el político suele ocupar el
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La ética discursiva parte de la premisa según cual la acción orientada al
entendimiento mutuo es el procedimiento ideal para la deliberación y la
toma de decisión (Habermas, 1998: 373-375). Establece una conexión
interna entre las consideraciones pragmáticas, los compromisos y los dis-
cursos de entendimiento y de justicia, lo que lleva a una fundamentación
racional de la equidad. El efecto producido en la opinión pública por
estas interacciones depende de la institucionalización de los procedimien-
tos y de las deliberaciones institucionalizadas, pero de manera general se
trata de un modelo de sociedad descentrada, donde la intersubjetividad
de orden superior se rige por los procesos de comprensión, mediante los
procedimientos democráticos o las redes de comunicación de los espacios
políticos públicos. Los instrumentos legislativos ejercen una incidencia en
el espacio de formación de la opinión pública y contribuyen a convertir
el poder generado por la comunicación en poder utilizable administrati-
vamente mediante la actividad legislativa. La sociedad civil constituye por
lo tanto la base social de espacios públicos autónomos, diferentes de la
sociedad económica y la administración pública, contribuyendo al despla-
zamiento de la relación entre el saber, el poder y la solidaridad. En efec-
to, la formación democrática de voluntad política constituye una etapa en
la racionalización de las decisiones administrativas y del gobierno, relacio-
nada con el derecho y la ley, que contribuye a la legitimación y al ejerci-
cio de la soberanía popular (Habermas, 1998: 376.)

La política deliberativa asocia en realidad dos tipos de procedimientos:
por un lado, procedimientos democráticos formales, que estructuran la
formación de la opinión y la voluntad política con la finalidad de coope-
rar para problemas prácticos; por el otro procesos informales que involu-
cran a los “públicos débiles” (Fraser, 1992), como son las minorías étni-
cas y los grupos no-representados políticamente, en procesos de forma-
ción de opinión y voluntad desconectados de la toma de decisión. En el
primer caso, el espacio público se estructura como un contexto de justifi-
cación (Parlamento, etc.) y depende del contexto de descubrimiento
(espacio público no-regulado, conformado por el conjunto de la ciudada-
nía); en el segundo, se trata de una red abierta e inclusiva de espacios
públicos culturales cuyos límites temporales, sociales y objetivos son flui-
dos. El espacio público informal es el más expuesto a los efectos de la
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contrapone una “ciencia de la acción”, preocupada por las interacciones
entre el sistema político y administrativo y los actores privados (Muller y
Surel, 1998: 14-15). Esta aproximación, inspirada por la sociología de las
organizaciones y (en menor medida) de la teoría crítica, otorga una ma-
yor importancia a los actores que a las instituciones en la definición de
las políticas. Distingue dos grupos de actores de las políticas públicas en
función de su naturaleza pública o privada (Muller y Surel, 1998: 53).
Por un lado, los actores políticos y administrativos están encargados del
poder público; por el otro, los actores privados pertenecen a las esferas
socio-económica y socio-cultural. A su vez, estos últimos se reparten en
tres tipos de actores: grupos metas (al origen de un problema público),
beneficiarios finales de una política y gupos terceros (afectados indirecta-
mente).

Complementario de este enfoque, el análisis cognitivo de las políticas
públicas considera a estas últimas como el lugar donde las sociedades defi-
nen su relación con el mundo y con ellas mismas (Muller, 2008: 33). Esta
aproximación comparte con el método de coalición de defensa una preo-
cupación por el cambio de políticas públicas, pero hace hincapié en la ela-
boración de las categorías de percepción o marcos (framing) a partir de
“referenciales” globales y sectoriales. Un referencial es a la vez una repre-
sentación de la realidad construida por los actores –que incluye una ima-
gen del sector, de los actores, de los roles y de las relaciones hegemóni-
cas–, una imagen dominante y negociada del grupo hegemónico en un
determinado sector y una matriz cognitiva que da sentido a una política
pública y se impone a los actores (Zittoun, 2008: 77-78). Su construcción
permite a los actores públicos y privados de incidir en la elaboración de la
agenda política, en particular al contribuir en convertir problemas de
sociedad en problemas públicos, que darán lugar a una acción del Estado.
En este sentido, se podría analizar la creciente preocupación de los acto-
res sociales, políticos y económicos por el medio ambiente como la emer-
gencia de un nuevo referencial global: la sostenibilidad.

Finalmente, a las dimensiones cognitiva, normativa e instrumental de
los referenciales, se añade una preocupación por las condiciones de su
producción y del tipo de relación entre la sociedad civil y el sistema ins-
titucional (Jobert, 2008). Esta dimensión, llamada “referencial civil”,
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lugar de un sujeto histórico cuya misión sería a la vez colocar al conjun-
to de la sociedad bajo su control y actuar legítimamente en nombre suyo.
Ello nos lleva a integrar el problema de la incidencia política en el ámbi-
to general de la acción pública.

Conflicto y acción pública

Hemos visto que la emergencia del ecologismo en los países industrializa-
dos, en la década de los años sesenta, había permitido publicitar los pro-
blemas ambientales (locales y transnacionales), hasta convertirlos en pro-
blemas políticos, luego inscribirlos a la agenda de muchos gobiernos, como
en los Estados Unidos, en el Reino Unido y en Francia. En América Latina
y el Caribe, este fenómeno se difundió en la década de los años noventa,
en particular a través de los conflictos ambientales y de campañas de opi-
nión pública orquestadas por redes transnacionales de ONG y de organi-
zaciones indígenas. En la actualidad, la incidencia de este movimiento des-
borda el ámbito de acción de la sociedad civil (el espacio no-regulado de
formación de opinión y voluntad política) e irrumpe en la esfera pública
regulada para conformar nuevas “coaliciones de defensa” (advocacy coali-
tions), siguiendo a Sabatier y Jenkins-Smith. Estas coaliciones, que proce-
den de diversas instituciones públicas y privadas comparten un acervo de
objetivos políticos y percepciones, intervienen a todos los niveles del go-
bierno y buscan manipular las reglas, el presupuesto y el personal de las
instituciones gubernamentales para lograr sus metas (Sabatier y Jenkins-
Smith, 1993: 5). No obstante, el marco analítico de las coaliciones de
defensa no da cuenta de los roles distintos de los “defensores”, que consis-
te en abogar por la ejecución de políticas particulares por coaliciones gana-
doras, y de los “gobernantes”, que radica en mejorar las condiciones para
descubrir y arreglar coaliciones ganadoras (March y Olsen, 1995: 13). Por
otra parte, este método de análisis de los procesos políticos se enfoca en el
cambio de política, mientras la sociología de los conflictos ambientales se
enfoca en las condiciones de institucionalización de los arreglos.

Al análisis de las políticas públicas centrado en las teorías del Estado,
el funcionamiento de la acción pública y la evaluación de sus efectos, se
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ellas sean cada vez más el producto de las relaciones entre los actores y el
sistema institucional, que el dominio de la administración pública y de la
gestión privada (Aguilar Villanueva, 1992) o la traducción de una serie
secuencial que va de la elaboración de la agenda al cambio de política,
pasando sucesivamente por la formulación de soluciones, la ejecución de
decisiones y la evaluación de resultados (Roth Deubel, 2002). Esta evolu-
ción hace que prefiramos enfocar el análisis en la “acción pública” en lugar
de las “políticas públicas”.

De manera general, la acción pública se refiere a un acervo de inicia-
tivas multipolares e intentos explícitos de coordinación, en los cuales se
insertan las políticas públicas; en cambio, estas últimas se refieren a accio-
nes o programas dirigidos por el gobierno y su administración, a nombre
de distintos públicos (administrados, beneficiarios, usuarios, etc.) (Gau-
din, 2004: 1-2). Las relaciones sociales que atañen a los procesos de polí-
ticas públicas se caracterizan por la “multiplejidad” (multiplexité).

Este neologismo alude a un triple fenómeno: la pertinencia reciente-
mente adquirida por nuevos actores que estructuran las políticas públicas,
la multiplicación de los espacios públicos como lugares de intercambio y
de controversia en torno a los problemas públicos y sus modos de resolu-
ción, el aspecto policéntrico y negociado de la acción pública, que con-
vierte el gobierno en un ejercicio de administración de la acción colecti-
va (Massardier, 2003: 75). En este contexto, el proceso de las políticas
públicas ya no consiste en la voluntad de un actor público sino más bien
en la capacidad de este último de coordinar o regular la acción de las
empresas, asociaciones y las instituciones que participan en el dispositivo
de una política pública. La acción pública consiste entonces en adminis-
trar la acción colectiva, ya no por la autoridad sino tomando en cuenta las
racionalidades de acción de los actores económicos, sociales, etc. (Massar-
dier, 2003: 85). Este cambio de enfoque corresponde al paso de una con-
cepción estado-céntrica a una colectiva de las políticas públicas; da mejor
cuenta de la descentralización de los procesos de toma de decisión, hacia
niveles y actores que no pertenecen a la esfera pública (regulada o no), ni
tampoco disponen de un poder de coerción sobre los individuos, mas
ejercen un poder de incidencia (Hassenteufel, 2008: 23). 
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remite en lo esencial al problema de la legitimidad de los mediadores que
intervienen en la esfera pública y la esfera de acción pública. El modo de
involucramiento de la sociedad civil se analiza a partir de cinco criterios
–su rol en el diagnóstico de un problema, el rol de lo político en su cons-
titución, el campo abierto a su participación, la relación con los saberes y
la relación con los intereses– y desemboca en una tipología de los mode-
los de referenciales cívicos: el de modernización tutelar, el neoconserva-
dor, la “tercera vía” y el modelo integrador (Jobert, 2008: 409-411). 

El cambio de referencial se opera a través de dos tipos de escenarios:
los foros (científicos, de comunicación política y de comunidades de polí-
ticas públicas), donde se construye la imagen de la realidad (Muller, 2008:
51) y las arenas, donde se confrontan las posturas divergentes que se
expresan sobre una apuesta (Lascoumes y Le Galès, 2009: 75). Las arenas
de políticas son espacios donde se negocian las políticas públicas, para lle-
gar a compromisos mediante intercambios políticos y cadenas de deci-
sión; las comunidades de políticas públicas se componen de múltiples
actores que participan a la regulación en un sector determinado; los foros
de comunicación política son lugares de producción de un discurso nor-
mativo, retórico, con el afán de conquistar el poder; finalmente los foros
científicos son espacios donde se confrontan las producciones científicas
(Barbier, 2008: 217-218).

Estas aproximaciones son particularmente útiles para pensar el papel
del Estado en términos de “intervención”, que establece cómo un proble-
ma colectivo puede ser mitigado o resuelto por una política pública.
Entonces puede aplicarse a las políticas “reglamentarias”, “distributivas” o
“redistributivas”, según la tipología clásica elaborada por Lowi5. Sin
embargo, la “hipótesis de la intervención” (Muller y Surel, 1998: 67) no
resulta tan aplicable al análisis de la política energética, de tipo constitu-
tivo o procedimental. En efecto, la incidencia del ecologismo hace que

5 Las políticas reglamentarias consisten en dictar reglas obligatorias que se aplican a cualquier
individuo en una situación particular; las políticas distributivas se amparan en la asignación de
autorizaciones y permisos o de prestaciones particulares; las políticas redistributivas consisten en
fijar reglas que atañen a un grupo específico (según criterios definidos por el Estado); las polí-
ticas constitutivas o procedimentales dictaminan reglas sobre el poder, elaboran procedimientos
contractuales o de concertación (por ejemplo para el debate público para proyectos de infraes-
tructuras) (Lowi, 1972 citado en Hassenteufel, 2008: 10-11).



está conformada por valores, perspectivas y visiones del mundo compar-
tidas; por lo tanto, es necesario un consenso mínimo alrededor de valo-
res y reglas compartidas, una mínima comprensión común alrededor de
prácticas y rutinas. Las instituciones son aquellas prácticas y rutinas (a
veces plasmadas en reglas informales o poco específicas) basadas en estos
consensos, que amortizan y regulan los conflictos de valores y percepcio-
nes (March y Olsen, 1995: 35).

Por otra parte, contrario a los postulados del paradigma de las eleccio-
nes racionales y a la escuela de las elecciones públicas (public choice), el
análisis neo-institucionalista de la acción pública asume que los cálculos
y las anticipaciones de los actores surgen en un marco más amplio de
reglas, roles e identidades y que el intercambio racional se inscribe en un
acervo de normas políticas, identidades e instituciones, donde el cálculo
interesado es uno entre muchos sistemas de reglas (March y Olsen, 1995:
28-34). La acción humana está orientada por “una lógica de lo adecuado”
o de adecuación entre un comportamiento y una situación, cuya acepta-
ción depende de fines internalizados, de códigos de derechos y ocupacio-
nes, de las prácticas, de los métodos y de las técnicas de un grupo o indi-
viduo. En este sentido, los actores no son sólo individuos que actúan para
maximizar sus beneficios personales, sino también personas que reflejan
los valores de las organizaciones (o instituciones formales) a las cuales
están vinculados (Peters, 2003: 47). 

Hemos visto que los conflictos ambientales por hidrocarburos en la
Amazonía andina nacen de una tensión entre lógicas de acción racional,
propias de los actores sociales, políticos y económicos, que ponen en cues-
tión la validez del modelo de desarrollo económico basado en la indus-
trialización y la extracción de recursos naturales (renovables o no). Ahora
bien, incluso en los casos de extrema polarización, cualquier conflicto que
surge en un Estado de derecho puede ser procesado en la esfera pública
(regulada o no) y dar lugar a una solución democrática y duradera. Eso
explica porqué la resolución duradera y equitativa de estos conflictos pasa,
a menudo, por una redefinición de las políticas públicas, una regulación
más estricta, instrumentos de gestión más adaptados a las poblaciones lo-
cales y procesos más participativos que aquellos que caracterizan los mo-
dos tradicionales de gobierno. 
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El caso particular de la incidencia del ecologismo en las políticas ener-
géticas constituye un objeto de estudio particularmente interesante para
el análisis de los modos de regulación de la economía, de los efectos de
larga duración del Estado, de las instituciones, de los grupos de interés y
de la interacción entre estructuras sociales e instituciones (Le Galès, 1998:
206-208). Si la acción pública es el lugar donde se articulan la regulación
social y la política (Lascoumes y Le Galès, 2009: 17), la existencia de un
movimiento ecologista en los países exportadores de hidrocarburos inte-
resa a las políticas energéticas en varias dimensiones: la elaboración de la
agenda política, la ejecución de las políticas, la transformación de los ins-
trumentos, etc. Esta interacción entre el actor ecologista y el sistema ins-
titucional ilustra por consiguiente las tres dimensiones de la regulación: el
modo de coordinación, la asignación de recursos y la estructura de los
conflictos (Le Galès, 1998: 207). Además, la comparación entre los paí-
ses andinos ofrece un marco idóneo para contrastar las diferentes formas
de regulación: estatal o jerárquica, por el mercado, por la cooperación y
la reciprocidad.

Por último, el anclaje territorial característico de la explotación de los
hidrocarburos hace de este problema de políticas públicas un caso para el
estudio de la “territorialización” o de la “desterritorialización” de las dis-
tintas formas de regulación (Le Galès, 1998: 221). Eso nos llevará en par-
ticular a reformular el problema de la acción pública en términos de
gobernanza en el siguiente capítulo.

Desde una perspectiva heurística, el “neo-institucionalismo sociológi-
co” (Muller y Surel, 1998: 104) responde en parte a nuestra preocupa-
ción por la institucionalización de los arreglos, en la medida en que asig-
na un papel central a las normas y a los valores dentro de las organiza-
ciones para explicar las conductas y el cambio institucional. Contrario al
institucionalismo clásico, este enfoque no se restringe al análisis del fun-
cionamiento de las instituciones formales, sino que desarrolla una con-
ceptualización de las instituciones más amplia. Asume que las institucio-
nes legislativas, ejecutivas y judiciales forman parte de sistemas legales,
de organización social (con los medios, el mercado y la familia) y de
identidades y roles (del ciudadano, del funcionario público, del indivi-
duo, etc.) (March y Olsen, 1995: 27). La base de los sistemas políticos
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Una vez evidenciado el papel asumido por los actores no-estatales, en par-
ticular el movimiento ecologista, en los conflictos ambientales por hidro-
carburos, es preciso analizar cómo interactúan con el Estado y los actores
económicos. Por el efecto definimos la gobernanza como un modo de
regulación de estas interacciones. Veremos en primer lugar cómo este con-
cepto he evolucionado en las últimas décadas. Luego mostraremos porqué
la acción pública constituye el núcleo duro de la gobernanza.

Las vicisitudes de la gobernanza

Las dimensiones sistémicas de la gobernanza

La etimología de la palabra “gobernanza” tiene que ver con la navegación
y la conducción de una nave en antiguo griego (Jessop, 1998: 30). En el
siglo XIII se usaba como sinónimo de “gobierno” en francés, en español
y en inglés (Kazancigil, 2002 citado por Hermet, 2005: 24). Tras caer en
desuso por lo que atañe a la acción pública, el término volvió a ser intro-
ducido en el entre-dos guerras mundiales, en el vocabulario de las empre-
sas, para designar un “modo de gestión” propio del capitalismo (Hermet,
2005). De estas tres fuentes, conserva la traza hasta hoy, sea desde un
punto de vista metafórico, para designar el arte de enfrentar lo imprevis-
to y el riesgo (Calame, 2003), teórico, para designar los cambios en la
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Así, los actores de la sociedad civil operan un vínculo entre el “mundo
de la vida” y el sistema socioeconómico que estructura las relaciones socia-
les. Cuatro procesos afectan actualmente esta relación en la zona andina:
la globalización, la emancipación de los espacios de formación de volun-
tad y opinión pública de los mecanismos de control y regulación tradicio-
nales, la influencia de la sociedad civil a escala internacional y los conflic-
tos sociales que implican a actores locales y redes transnacionales de
defensa. Por otro lado, la institucionalización de los arreglos productos de
estos conflictos y la incidencia de los actores sociales en la acción pública
son el producto de tres tipos de fenómenos: las interacciones entre las
políticas energéticas y otras políticas sectoriales (económicas, fiscales,
ambientales, sociales, etc.), la manera cómo esta política afecta a los esti-
los de vida de las comunidades locales y la manera cómo esta política res-
ponde al contexto económico y geopolítico. 

Estos procesos afectan a la vez a las organizaciones, las instituciones
formales, las reglas y las estructuras de la gobernanza democrática, que
analizaremos en el siguiente capítulo. Por lo tanto, la validez de las polí-
ticas energéticas depende no sólo de las funciones sistémicas del Estado,
del mercado y de la sociedad, sino también de las interacciones entre estas
tres dimensiones de la acción pública. Contra las teorías críticas y post-
modernas, proponemos reubicar el Estado en el centro de la acción públi-
ca, aunque admitiendo que este hace sistema con la sociedad y la econo-
mía. Ello nos lleva a analizar las políticas públicas como un producto de
la gobernanza. 
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go. Constituye un instrumento analítico para entender cómo funciona un
sistema social o político. Es reflexiva, puesto que cada modelo de gober-
nanza es el fruto de las interacciones sociales y el medio gracias al cual los
actores pueden interpretar este modelo. En efecto, si la gobernanza está
afectada por la gobernabilidad y la relación de fuerzas entre los actores,
esta última a su vez está afectada por cualquier cambio en el sistema y las
reglas de juego institucional. En este sentido, la gobernanza puede coad-
yuvar a la democratización o al autoritarismo, bien sea al abrir el sistema
electoral a los outsiders, marcando la separación estricta entre los poderes
ejecutivo, legislativo y judicial, y facilitando la rendición de cuentas hori-
zontal, bien sea al cerrar el sistema electoral, concentrando los poderes y
reduciendo los mecanismos de rendición de cuentas.

En cambio, en la literatura hispanohablante de los años noventa, el
concepto de gobernabilidad se usaba comúnmente como sinónimo de
gobernanza, gobierno o aún gobernación (Deferrari, 1996; Solà, 2000)2.
La gobernanza designaba entonces las condiciones financieras, sociales y
administrativas necesarias a la instrumentalización y la aplicación de deci-
siones políticas, así como al ejercicio de la autoridad, en analogía con la
gobernabilidad, que designaba hasta ese entonces las condiciones políti-
cas para la mediación de intereses y el apoyo político para gobernar (Sosa
Martínez, 2000). A lo mejor, esta traducción impropia introducía una
confusión al llamar de una misma manera los efectos de la salida de las
dictaduras y la liberalización de la economía en Bolivia (Mayorga, 1992),
la gestión autoritaria de Fujimori en el Perú (Sagasti et al., 1995; Panfichi,
2002), la inestabilidad política y la crisis económica en el Ecuador (Vega,
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acción de gobernar que resultan de las interacciones entre el Estado y los
actores no-estatales (Mayntz, 2002), o ideológico, para expresar la despo-
litización de una acción pública regida por la lógica instrumental del mer-
cado (Kazancigil, 2005: 54).

El debate sobre la gobernanza moderna arrancó en 1975, con la opor-
tunidad de la entrega del informe sobre la crisis de la democracia a la
Comisión Trilateral1 (Crozier et al., 1975). Este estudio se interesaba por
los retos planteados por la crisis económica de los años setenta a los regí-
menes democráticos de Europa, Estados Unidos y Japón, que clasificaba
en tres grupos. Un primer tipo de desafíos llamados “contextuales” atañe
a los cambios en la distribución de poder económico, político y militar, y
a los problemas de inflación, incremento del precio de las materias pri-
mas, inestabilidad monetaria, interdependencia económica y seguridad
militar colectiva. Un segundo deriva de fenómenos sociales como la emer-
gencia de nuevos movimientos sociales, la evolución del papel de los inte-
lectuales en la sociedad y el acceso masivo a la educación superior. El ter-
cero tiene que ver con el mero funcionamiento de las democracias con-
temporáneas, que es acompañado por un cambio en los modos tradicio-
nales de control, con el retroceso de la legitimidad de la autoridad políti-
ca y la sobrecarga de demandas en relación con la capacidad de respuesta
de los gobiernos. En este contexto, los actores del informe subrayaron que
el dilema central de la “gobernabilidad de la democracia” que se había
impuesto en Europa, en América del Norte y en Japón en los años seten-
ta radicaba en el creciente desfase entre el nivel de demandas de la socie-
dad y la limitada capacidad de respuesta de los gobiernos.

En la literatura anglosajona, la distinción entre los conceptos de
gobernabilidad y gobernanza permite separar dos tipos de problemas: los
procesos de ajuste frente a los sistemas sociopolíticos (gobernabilidad) y
el modelo que emerge de estos procesos (gobernanza) (Kooiman, 1993b:
46). La gobernanza en tanto estructura o modelo que resulta de los es-
fuerzos de intervención de todos los actores (sociales, políticos y econó-
micos) en la actividad de gobernar (o el gobierno) define las reglas de jue-

1 La Comisión Trilateral fue creada en 1973 por un grupo de intelectuales de los Estados Unidos,
Europa occidental y Japón. En 30 años, se abrió a ciudadanos de Canadá, la Unión Europea,
Asia y el Pacífico.

2 El debate sobre la gobernanza democrática en América Latina y el Caribe se desarrolló princi-
palmente en los años noventa, a propósito de la salida de los regímenes autoritarios en la región
y de las dificultades económicas que obstaculizaron la consolidación de los regímenes democrá-
ticos. Por una aproximación general a este debate, consultar en particular Albala-Bertrand
(1992), Mayorga (1992), Nogueira (1995), Palacios (1996), Vega (1996), Pachano (1999),
Camou et al. (2000), Messner (2001) y Camou (2001b). Una segunda serie de estudios sobre
la relación entre gobernanza, economía y democracia se difundió en el marco del Instituto
Internacional de Gobernanza (IIG) de Barcelona, gracias al financiamiento del PNUD.
Consultar por ejemplo, los documentos de trabajo y artículos especializados publicados enton-
ces por el Internet: Rosales (1998), Altman y Castiglioni (2000), Altman (2001), Cruz (2001),
Cerrillo (2001), Pérez Liñán (2001), Santiso (2001), Torrijos (2001), Messner (2003), Molina
(2004), Saldomando (2000b), Prats (2003), García Samaniego (s/f ), Lasagna (s/f ), Cruz (s/f ).



hasta el cual un sistema se institucionaliza, es decir, sigue un proceso por
el cual las organizaciones y los procedimientos adquieren valor y estabili-
dad (Coppedge, 2001). Esta aproximación considera que la gobernanza y
la democracia se fundamentan en principios distintos: mientras que la
democracia implicaría una representación de los grupos en proporción
con su número de integrantes o simpatizantes, la gobernanza implicaría
una representación efectiva de estos grupos, en función de su poder. A lo
mejor, la democracia no sería sino una forma particular de gobernanza
(Coppedge, 1996). La gobernanza “ejecutiva” democrática significaría
que las autoridades civiles electas controlan la burocracia y las fuerzas
armadas, mientras que la gobernanza “legislativa” democrática requeriría
un Parlamento fuerte, y la gobernanza “social” democrática implicaría el
respeto de la ley, la legitimidad de las reglas de juego.

Un segundo enfoque considera que la evolución del papel del Estado
–en el ámbito de la salud, la educación, el transporte, la protección del
medio ambiente, etc.– está vinculado con la evolución de sus relaciones
con una sociedad cada vez más compleja, dinámica y diversa (Kooiman,
1993b). La complejidad se aplica en particular a los niveles de interdepen-
dencia entre los actores, mientras que el dinamismo es producido por las
interacciones que los unen y la diversidad resulta del hecho de que los acto-
res, de sus representaciones del mundo y del sentido que dan a su actuar.
El dinamismo, la complejidad y la diversidad que afectan las relaciones
entre el Estado y la sociedad conllevan a un cambio en la actividad de go-
bernar (el gobierno), que pasaría de modo unilateral, basado en la direc-
ción y el control, a un modo multilateral según cual la calidad del sistema
depende del reconocimiento mutuo de las capacidades y necesidades de
cada uno (Estado y sociedad). Esta teoría se pretende dinámica, puesto que
acude a la noción de equilibrio de manera sistemática, compleja, puesto
que distingue varios niveles de gobernabilidad y gobernanza, y diversa por-
que parte de la diversidad de las situaciones, de los problemas y de los acto-
res. Su problemática principal es saber en qué medida un sistema de gober-
nanza puede crear y preservar las condiciones en las cuales los actores pue-
den enfrentar una gran variedad de potenciales soluciones.

En una perspectiva complementaria, aunque menos influenciada por
las teorías sistémicas, algunos autores se interesan al “equilibrio dinámi-
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1996; Pachano, 1999; Burbano de Lara, 2003), y hasta la apertura del sis-
tema bipartidista en Colombia (Rivera et al., 2000). En el peor caso, im-
ponía una visión institucionalista de los problemas sociales, al reducir la
“crisis de gobernabilidad” a meros problemas de fragmentación de los
partidos políticos, de división de los poderes y de limitaciones del presi-
dencialismo, etc. (Alcántara Sáez, 1997; Coppedge, 2001; Pérez Liñán,
2001; Altman, 2001; Feldman, 2001). Al fin y al cabo, el concepto de
gobernabilidad se volvió un concepto “atrápalo-todo” (Oszlak, 2001),
inadecuado para explicar, ni siquiera para describir las dificultades de con-
solidación de las democracias latinoamericanas o las tensiones generadas
por las políticas de ajuste estructural.

Tan sólo en 1997, con la oportunidad de la traducción español de un
libro sobre la reforma del sistema de Naciones Unidas (South Center,
1996), se impuso la necesidad de usar un término más específico para
resolver lo que se había vuelto un rompecabezas para los traductores de la
ONU. Así es como se redescubrió el término gobernanza, definido por el
Diccionario de la Real Academia Española como la “acción y efecto de
gobernar o gobernarse”, cuyo significado greco-latino fue enriquecido
con el aporte de la economía política anglosajona para luego designar
“[el] arte o [la] manera de gobernar que se propone como objetivo el
logro de un desarrollo económico, social e institucional duradero, promo-
viendo un sano equilibrio entre el Estado, la sociedad civil y el mercado
de la economía”3. Esta traducción se generalizó tras la publicación del
“Libro blanco sobre la gobernanza europea” en 2000 (Comisión de las
Comunidades Europeas, 2001). 

Más allá de estas consideraciones semánticas, la gobernanza es en sí el
objeto de un debate teórico en el cual se refleja la diversidad de tradicio-
nes y de corrientes en ciencias sociales. Un primer tipo de análisis se pre-
ocupa por los cambios que afectan la relación entre el Estado y la socie-
dad, en el contexto de la democracia. Entre estos últimos, un primer
enfoque deriva de la concepción de la acción pública en términos de or-
den y poder (Huntington, 1990). Define la gobernanza como el grado
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3 En: Diccionario de la lengua española, 22a edición. Disponible [01/2010] en:
http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=cultura 

 



y de su rendimiento, pero aquella del sistema político depende de los
mecanismos de decisión y de realización de un gobierno.

El efecto de la globalización y la cooperación al desarrollo

Un segundo tipo de análisis, que procede de las relaciones internaciona-
les, se desarrolló particularmente en el contexto de la globalización de los
intercambios económicos y de reestructuración de las relaciones interna-
cionales que se observó en la década de los años noventa. El impacto de
la globalización en las sociedades nacionales y el sistema internacional fue
objeto de un amplio debate en todas las disciplinas de las ciencias socia-
les desde finales de los años ochenta. En sociología, este interés se carac-
terizó por estudios enfocados en la modernidad (Giddens, 1993), las
redes de empresas y de actores sociales (Castells, 2000; 2002), los riesgos
políticos, ambientales y sociales transnacionales (Beck, 1998b) o aun la
traducción política del neoliberalismo (Beck, 1998a). Por su lado, la cien-
cia política se preocupó desde muy temprano por las consecuencias del
“nuevo orden mundial” por la democracia, entre otras cosas de la interfe-
rencia del mercado en las orientaciones de las políticas públicas (Rhodes,
1997), las interacciones entre el Estado y la sociedad (Kooiman, 1993a)
o aún la reforma del Estado (Pierre y Peters, 2000). Empero, tradicional-
mente, donde el debate ha sido más prolijo es en relaciones internaciona-
les, en particular alrededor de la reconfiguración del sistema internacio-
nal y de su capacidad de enfrentar los desafíos de la “gobernanza global”
(Rosenau y Czempiel, 1992; Young, 1999), la seguridad (Diehl, 1997) y
la “gobernanza multiniveles”, entre otras cosas en los países de la Unión
Europea (Mayntz, 2002). 

En el debate sobre la globalización (en sí, global), las interpretaciones
divergen en cuanto a las prioridades que cabe dar al trato de los problemas
de la gobernanza global. Este debate prolonga la reflexión alrededor de los
regímenes internacionales y transnacionales, en el sentido de arreglos ins-
titucionales entre estados o entre actores no-estatales (Keohane, 1988;
Young, 1992). Algunos consideran que la gobernanza conforma en sí un
sistema eficaz, en la medida en que descansa en objetivos comunes que no
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co” entre el nivel de demandas provenientes de la sociedad, y la capacidad
del sistema institucional de tratarlas de manera legítima y eficaz (Camou,
2001a). Este nivel depende, por un lado, de la percepción, de los valores
y de las creencias de la sociedad, en una situación sociopolítica concreta,
y por el otro, de la capacidad de presión sobre el gobierno y del grado de
organización de la sociedad civil y de los actores políticos. 

Desde luego, se identificarían varios grados de gobernabilidad. Al
nivel mayor, la gobernabilidad “ideal” implica un equilibrio entre deman-
das de la sociedad y las respuestas del sistema institucional. Un nivel de
gobernabilidad “normal” se logra cuando los desacuerdos entre demandas
y respuestas están en equilibrio dinámico. Si las demandas no están aten-
didas inmediatamente, los desacuerdos con el sistema institucional pue-
den convertirse en conflictos “tolerables”. Sin embargo, cuando se multi-
plican las “anomalías” en el ámbito económico, social o político, estos
conflictos suelen convertirse en crisis, cuya solución implica un cambio
en la relación entre el Estado y la sociedad. Por último, una situación de
“crisis de gobernabilidad” surge cuando aquellas anomalías se multiplican
y constituyen una serie de desequilibrios inesperados o intolerables entre
las demandas sociales y las respuestas gubernamentales.

Otros autores se preocupan más bien por las condiciones de la gober-
nanza en el contexto de “sociedades pobres y subdesarrolladas” (Salgado,
1999). Ellos proponen analizar la gobernanza en función del rendimien-
to y de los resultados del sistema político para lograr objetivos comunes
desde el punto de vista social. Según ellos, el funcionamiento del sistema
político obedece a dos prioridades: por un lado, la capacidad de recibir y
atender las demandas sociales; por el otro, la capacidad de asumir los con-
flictos y tratarlos para encontrar una solución por consenso o mayoría. Si
la unidad de análisis sigue siendo el sistema político –que incluye al régi-
men político, los factores sociales, la cultura política y el entorno interna-
cional– las calidades de la gobernanza pasan a ser la eficacia, la legitimi-
dad y la sostenibilidad. La prioridad de la gobernanza es la modernización
social mediante la organización estatal; y los elementos críticos del siste-
ma político son aquellos que interactúan con el sistema económico. Por
lo tanto, la pertinencia del sistema económico depende de sus resultados
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los consejos ciudadanos, el mercado nacional de valores, los organismos
públicos, los grupos industriales, etc. Luego, puede aludir a la acción de
los actores y mecanismos internacionales o globales, como son las rela-
ciones intergubernamentales, las ONG, los movimientos ciudadanos, las
empresas multinacionales, los mercados financieros, los medios, etc. Por
último, puede designar la articulación entre ambos niveles de acción
–global y local– a la manera de las campañas internacionales en contra
de proyectos de desarrollo local, violaciones de derechos fundamentales
en ciertas comunidades o países, etc.

Podemos identificar tres tipos de aproximaciones a la gobernanza
entre estos organismos, los cuales reflejan tantas maneras de caracterizar
la relación entre la política y la economía o, más precisamente, entre la
democracia y la economía de mercado (Saldomando, 2000a). Estas últi-
mas se expresan en el punto de partida del análisis, en los fundamentos
del orden social, en las informaciones requeridas para un diagnóstico o
aún en los instrumentos de resolución de problemas propuestos. Un pri-
mer tipo, llamado “neo-liberal” y que se inscribe en la línea del “consenso
de Washington6”, sería integrado por los documentos del Fondo Mone-
tario Internacional (FMI), del Banco Mundial o aún de la Organización
de Cooperación Económica y del Desarrollo (OCDE). Un segundo tipo,
calificado de “neo-institucionalista” porque se inspira de los trabajos de
Douglass North en economía institucional (North, 1990), agruparía a los
estudios y documentos de política del PNUD, del Banco Interamericano
de Desarrollo (BID) y a las reformas de segunda generación del Banco
Mundial (i.e.: orientadas hacia la descentralización y la desconcentración
de ingresos del Estado). Un tercer tipo de aproximaciones, llamado “regu-
lacioncita” sería aquel de la Unión Europea y de la CEPAL. 
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derivan necesariamente de obligaciones legales o formalmente prescritas
por las leyes o las constituciones políticas. Ven en ella un sistema de reglas
que funcionaría mientras esté aceptado por la mayoría o los más podero-
sos que afecta, un sinónimo de orden. Desde luego, en vez de hablar de
“gobernanza ineficaz”, estos autores prefieren hablar de “caos” o “anarquía”
(Rosenau, 1992: 4-5). Otros interpretan la gobernanza como la capacidad
de hacer que las cosas se realicen, sin tener necesariamente la competencia
legal de ordenar que se hagan. Según ellos, los gobiernos aplicarían reglas
mientras que la gobernanza utilizaría el poder (sic.), por lo tanto, el siste-
ma internacional sería “un sistema de gobernanza”, así como los conflictos
que se producen en este sistema (Czempiel, 1992: 250).

Los organismos internacionales de cooperación han contribuido
notablemente a la divulgación del concepto de gobernanza, entre otras
cosas mediante numerosos estudios sobre el desarrollo4, previo una rede-
finición de su papel en la cooperación internacional. En esta mutación,
aparece que el concepto de gobernanza suplantó aquel de gobernabili-
dad, lo cual no coadyuva a la claridad del enunciado. A falta de algo
mejor, muchos textos de la literatura “gris” de los gobiernos y de las
ONG citan la definición de la Comisión mundial de la gobernanza glo-
bal, según cual la gobernanza refiere a un nuevo acervo de medios por
los cuales los individuos y las instituciones privadas y públicas resuelven
sus problemas, un proceso continuo mediante el cual se pueden conci-
liar intereses divergentes e instaurarse una cooperación entre los indivi-
duos y las instituciones5. Sin embargo, detrás de su aparente simplicidad,
esta definición disimula implicaciones políticas contradictorias. En pri-
mer lugar, la gobernanza puede aludir a la acción de los actores y meca-
nismos locales, como son las asociaciones o cooperativas de vecindario,

4 En 1998-1999 los proyectos en relación con la gobernanza representaban 4,4% de la ayuda al
desarrollo otorgada por la OCDE (Cerrillo, 2001); más de 90 proyectos de este tipo existían en
América Latina y unos 1.000 en Europa (Saldomando, 2000a).

5 “Governance is the sum of the many ways individuals and institutions, public and private,
manage their common affairs. It is a continuing process through which conflicting or diverse
interests may be accommodated and co operative action may be taken. It includes formal ins-
titutions and regimes empowered to enforce compliance, as well as informal arrangements that
people and institutions either have agreed to or perceive to be in their interest.” (Commission
on Global Governance 1995: Chapter 1).

6 La expresión “consenso de Washington” fue acuñada en 1989 por el economista John
Williamson para designar un acervo de reglas económicas de orientación neoclásica, sistemati-
zadas por el Banco Mundial y el FMI. Se refiere a las 10 medidas prescritas por estos organis-
mos para estimular la liberalización del comercio y de los capitales: flexibilidad de las tasas de
cambio, elevación de las tasas de interés, incentivos a las exportaciones, racionalización de la
inversión pública y reducción del gasto salarial del Estado, mejoramiento de la recolección de
los impuestos, incremento de los precios de bienes y servicios públicos (en particular para los
productos petroleros), liberalización del comercio, reforma de las tasas y privatizaciones.

 



cuenta su identidad y de la relación particular que mantienen con el
medio ambiente (BID, 2006a: 5)7.

Pese a las diferencias de perspectivas o de problemáticas, todos estos
organismos coinciden en identificar una relación positiva entre la calidad
del sistema político y el nivel de desarrollo económico. Cierto es que la
cuestión del orden en el cual intervienen la una y la otra no está resuelta,
y persiste el riesgo de ver en la agregación de indicadores de la “buena”
gobernanza un efecto performativo o de reificación de características par-
ticulares de cada sociedad, por heredarse de su historia y anclarse en su
cultura; pero está demostrado que la gobernanza y los resultados econó-
micos se influencian mutuamente, para lo mejor y lo peor. En otros tér-
minos, lejos de limitarse a un concepto “atrápalo-todo” (Oszlak, 2001), la
gobernanza sí importa (Kaufmann et al., 1999b).

Las implicaciones normativas para las políticas sectoriales

La influencia de los enfoques instrumentales adoptados por los organis-
mos de cooperación internacional en el debate sobre la gobernanza no se
limita a las reformas institucionales ni a las grandes orientaciones de los
sistemas políticos. A los programas de ingeniería institucional que se mul-
tiplicaron en los años ochenta en América Latina y el Caribe, sucedieron
recomendaciones en cuanto a la “buena” gobernanza sectorial, en particu-
lar a la gobernanza “ambiental” y la “energética”.

La gobernanza ambiental

La gobernanza ambiental despierta un creciente interés en la literatura de
las ONG y de los organismos internacionales preocupados por la comple-
ja relación entre la humanidad y el medio ambiente (Bridge y Perreault,
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Como muchas tipologías, ésta presenta la ventaja de proponer una lec-
tura unificada de un problema. Empero peca por su simplismo, ya que
pretende que cada aproximación se preocupe por un aspecto particular de
la gobernanza para medir su eficacidad: reformas económicas, reglas o
interacciones sociales, etc. En realidad, si los organismos internacionales
acuden a definiciones de la gobernanza más normativas que analíticas, es
porque pretenden a la vez designar por este concepto los instrumentos y
los objetivos de sus políticas. 

Desde luego, no importa tanto estudiar la definición semántica de la
palabra sino el uso que de ella hacen estos organismos, que expresa por lo
general la aposición de distintos epítetos al concepto mismo. Así es como,
para algunos la gobernanza “democrática” depende de cinco principios: la
transparencia, el pluralismo, la implicación de los ciudadanos en la toma
de decisión, la representación y la rendición de cuentas (USAID, 1998).
Para otros, descansa más precisamente en la apertura del sistema de par-
tidos políticos, la participación, la responsabilidad, la eficacia y la cohe-
rencia entre las políticas públicas (Comisión de las Comunidades
Europeas, 2001: 4). Algunos miden la “buena” gobernanza por los meca-
nismos, los procesos y las instituciones a través de las cuales los ciudada-
nos articulan sus intereses, resuelven sus desacuerdos y ejercen sus dere-
chos y obligaciones legales, el uso óptimo y equitativo de sus recursos
(UNDP, 1997). Otros consideran que la “buena” gobernanza depende de
la libertad de expresión y la rendición de cuentas, la estabilidad política y
la ausencia de violencia, la eficacidad del gobierno, la calidad de la regu-
lación, el Estado de derecho y el control de la corrupción (Kaufmann et
al., 1999a). Algunos abogan por un sistema de gobernanza global “efi-
caz”, gobernado en función de reglas y mecanismos definidos conjunta-
mente por los ciudadanos y las instituciones, de manera a garantizar que
todos contribuyen a (y beneficien de) una economía mundial eficaz, una
justicia social universal, una libertad y una verdadera diversidad cultural
y democrática (Petrella, 1995: 111-112). Otros hablan de gobernanza
“indígena” para referirse al marco de gestión de los pueblos autóctonos
que les permite controlar su desarrollo económico, social y cultural, ad-
ministrar sus territorios conforme sus usos y costumbres, teniendo en

7 Este organismo, que financia proyectos de desarrollo en todos los países de América Latina
incluso produjo documentos de política en el sentido de una “buena gobernanza económica”
para los pueblos indígenas (BID, 2006b).



cas y regulan sus interacción. Algunas forman parte de regímenes de regu-
lación, en el sentido de definir reglas que descansan en el principio de ads-
cripción voluntaria (como el Convenio sobre el Comercio Internacional
de Especies de Fauna y Flora Salvaje Amenazadas (CITES), el Protocolo
de Kioto, el Convenio sobre Diversidad Biológica o el Proyecto de
Convenio Internacional sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, elabo-
rado por la UICN). Otras son acuerdos sobre los procedimientos o sobre
acciones conjuntas (como son el Tratado del Antártico, la regulación eu-
ropea sobre la contaminación atmosférica, etc.). Otras más dependen de
programas, como son la Declaración de Estocolmo (1972), la Carta
Mundial de la Naturaleza (1982), la Declaración de la Tierra (1992) o
aún la Declaración del Milenio (2000). Por último otras son al origen de
la creación de espacios donde se desarrollan nuevas reflexiones sobre los
problemas del medio ambiente, a semejanza de la comisión dirigida por
Gro Brundtland, al origen del informe del mismo nombre (1987), del
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) y
del PNUD, y hasta del IPCC.

Los estados que firman estos documentos –que participarían de este
“régimen internacional”– son responsables ante la comunidad internacio-
nal y deben, por lo tanto, escoger la mejor forma de resolver los proble-
mas ambientales, gracias a normas legales y políticas públicas explícitas.
Cierto es que las políticas ambientales siguen siendo ante todo de su
dominio reservado, pero responden cada vez más a preocupaciones y pro-
cesos globales de toma de decisión, aunque estas últimas no sean necesa-
riamente apremiantes. Según la UICN, en el actual estado de la regula-
ción internacional, muchos de estos principios emergentes de legislación
internacional tienen una creciente incidencia moral en la aproximación a
los temas ambientales y la “buena” gobernanza. En el futuro, los gobier-
nos, las empresas y demás actores involucrados en la conservación del me-
dio ambiente deberían tomarlos en cuenta, aunque dejen al Estado una
gran libertad y cierta flexibilidad para administrar los espacios protegidos
al nivel nacional (Jeffery, 2004: 14-16).

En una perspectiva complementaria a la de la UICN, algunos autores
han elaborado una lista de criterios de gobernanza ambiental “eficaz”
(Graham et al., 2003), que descansa en los cinco principios de “buena”
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2008). Ello deriva de la irrupción de nuevos actores no-estatales en el
escenario político (ONG, movimientos ecologistas, etc.) y a la emergen-
cia de nuevas demandas cada vez más globales, como son la protección de
espacios naturales, la preservación de recursos naturales no-renovables y
la lucha contra el cambio climático (Haas et al., 2004). Los procesos de
conservación e institucionalización de los arreglos ayudaron a traducir
ciertas de estas demandas en políticas públicas, siguiendo un mecanismo
de respuesta efectiva e inmediata a estas preocupaciones. 

La Unión Mundial para la Conservación de la Naturaleza (UICN)
considera que los acuerdos de la gobernanza ambiental se expresan
mediante marcos legales y políticos, estrategias y planes de acción, e inclu-
yen los acuerdos de organización para el seguimiento de las políticas, la
ejecución de programas y la evaluación de los resultados (Scanlon y
Burhenne-Guilmin, 2004: 2). La gobernanza interesa entonces las reglas
de toma de decisión, los actores que tienen acceso a la información y par-
ticipan en los procesos, así como las decisiones mismas. Este enfoque no
restringe la gobernanza a un problema de gobierno, sino que toma cuen-
ta, también, de la participación de otros actores en estos procesos. Más
allá de la definición de la Comisión sobre la Gobernanza Global, se asume
aquí que la articulación entre varios niveles de responsabilidad y de com-
promiso es crucial como para determinar la eficacidad de la gobernanza,
pues en esta perspectiva el compromiso y la capacidad de respetarlo de-
penden de lo que está comprometido y de la manera en que se toman las
decisiones. Si la capacidad de gobernanza es débil a cualquier nivel, ello
comprometerá los resultados. La “buena” gobernanza al nivel nacional y
local condicionaría entonces la rendición de cuentas de los poderes públi-
cos hacia las comunidades locales, mientras dependiendo de la capacidad
de organizar, financiar y asumir responsabilidades (Scanlon y Burhenne-
Guilmin, 2004: 2).

No obstante, la gobernanza ambiental se inscribe cada vez más en un
acervo de medidas tomadas al nivel internacional, que algunos califican
de “régimen ambiental internacional” (Young, 1999: 5-6). En su conjun-
to, estas medidas constituyen un sistema horizontal de reglas, procedi-
mientos de toma de decisión y programas de acción que dan lugar a prác-
ticas sociales, atribuyen nuevos papeles a los participantes en estas prácti-
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ONG o agencias) o aún comunitaria (por comunidades locales o pueblos
indígenas). En el contexto de los espacios protegidos, la gobernanza am-
biental debería integrarse al nivel local, regional y global de la sociedad
civil (Jeffery, 2004 11).

Como se pudo ver, estos criterios normativos de gobernanza ambien-
tal hacen poco caso de las modalidades de participación de los actores en
los procesos mencionados. Esta limitación se debe en gran parte al enfo-
que sistémico adoptado por la UICN, que encontramos también aplica-
do a la gobernanza energética por otros organismos internacionales. 

La gobernanza energética

Algunos autores ven en la gobernanza energética un acervo de institucio-
nes y procesos que contribuyen a la definición de reglas colectivas y es-
tructuran las relaciones energéticas en el mundo (Kérébel, 2009: 33). Más
allá de su aparente funcionalidad, sin embargo, esta aproximación sisté-
mica es equívoca, puesto que deja suponer que existe una lógica estructu-
radora en las interacciones globales que caracterizan los mercados energé-
ticos. Ahora bien, el sistema de gobernanza energética –es decir el dispo-
sitivo institucional y legal que enmarca las políticas energéticas naciona-
les y los intercambios económicos– es generalmente más complejo que su
equivalente ambiental. Incluye no sólo el régimen general de la ley, que
enmarca las políticas sectoriales, sino también regímenes más específicos
como son los reglamentos ambientales y los reglamentos de consulta pre-
via a las poblaciones. Este sistema enfrenta numerosos problemas de apli-
cación en los países andinos, debido a las modalidades contractuales muy
variables, a los retrasos en la modernización del sector de hidrocarburos,
de la fuerte politización de las empresas públicas, y también la falta de cla-
ridad en cuanto al cálculo de la renta petrolera o a sus mecanismos de dis-
tribución.

Una primera reflexión se desarrolló al respecto, en relaciones interna-
cionales, a partir de los cambios intervenidos tras el doble choque petro-
lero de la década de los años setenta. Se centraba en las apuestas de la
interdependencia energética mundial y la evolución de los regímenes
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gobernanza generalmente tomados en cuenta por los organismos de desa-
rrollo: la legitimidad y la representatividad, la orientación o la dirección, la
eficacia, la responsabilidad y la equidad (UNDP, 1997). Cada uno de estos
principios respondería a criterios de evaluación de la gobernanza ambiental. 

La legitimidad y la representatividad del sistema político se medirían
por el marco democrático establecido y el grado de respeto de los derechos
humanos. En este sentido, para ser eficaz, la gobernanza ambiental impli-
caría descentralizar la toma de decisión y privilegiar la participación de los
ciudadanos en todos los niveles. Estos criterios dependerían a su vez de la
existencia de actores independientes en la sociedad civil y de un alto nivel
de confianza entre los miembros de la sociedad. Por otro lado, la capaci-
dad de orientación o dirección del sistema institucional dependería de la
coherencia entre las orientaciones nacionales e internacionales y la existen-
cia de orientaciones normativas y de un poder efectivo, así como de la exis-
tencia de planes generales para los sistemas nacionales de espacios protegi-
dos y planes individuales para cada área así definida. Los criterios de efica-
cia incluirían la eficiencia de los costos, la capacidad y la coordinación
entre los actores estratégicos, la publicidad de la información sobre los
resultados (transparencia), la capacidad de respuesta frente a las críticas y a
los reclamos de los demás actores, así como la posibilidad de llevar a cabo
el seguimiento y la evaluación de la gestión. Todos estos criterios de efica-
cia estarían garantizados por una administración flexible y una buena ges-
tión del riesgo, cuya responsabilidad y capacidad de rendición de cuentas
se medirían por la claridad y la coherencia de las decisiones tomadas por
los dirigentes políticos. Ello supondría, además, la existencia de institucio-
nes públicas de rendición de cuentas y de medios independientes y efica-
ces. Por último, la equidad sólo podría lograrse mediante un sistema judi-
cial eficaz, en función de criterios que coadyuven al fortalecimiento de
reglas justas, imparciales y efectivas, e impliquen procesos de creación de
espacios protegidos y de administración justos (Graham et al., 2003).

Los sistemas de gobernanza ambiental pueden combinar varios mode-
los de ordenamiento territorial y de espacios protegidos. Estos modelos
pueden responder a una lógica espacial (nacional, local o por delegación)
asociada con formas específicas de gestión: alianza público-privado (ges-
tión conjunta o en asociación), gestión privada (por personas físicas,
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Por otro lado, USAID mide la gobernanza energética en función del
grado de regulación de las inversiones privadas, la independencia del
poder judicial, la comercialización de las ganancias, la privatización de
los activos existentes y el nivel de competencia en los mercados (USAID,
2002: 3-6). Establece también un vínculo directo entre el nivel de inver-
sión directa extranjera y los resultados de la gobernanza energética. Sin
embargo, nada permite establecer una relación mecánica entre estas
variables, teniendo en cuenta la complejidad de las apuestas y de los de-
terminantes de las políticas nacionales. De hecho, las reformas que se lle-
varon a cabo en la década de los años noventa en el sector energético,
dieron resultados contrastados en términos de inversión en América
Latina y el Caribe. En efecto, Brasil aventaja a los demás, con 30.000 a
35.000 millones de USD, seguido por Argentina (10.000 millones de
USD), Colombia y Chile (entre 5.000 y 10.000 millones de USD) y
Guatemala y El Salvador (menos de 2.000 millones de USD) (USAID,
2002: 3-3).

Aparentemente, las inversiones directas extranjeras presentan varias
ventajas en relación con el endeudamiento (Hausmann y Fernández-
Arias, 2001), ya que conllevan tecnologías, competencias y el acceso a
mercados, lo que coadyuva a la aceleración del crecimiento y el desarro-
llo8. Se supone además que son menos volátiles que los préstamos, pues
conllevan la confianza a largo plazo en las instituciones de un país. En
cambio, el endeudamiento estaría motivado por la especulación basada en
los diferenciales de tasas de interés y de previsiones de variación de las tasas
de cambio a corto plazo. Estaría responsable de los ciclos de expansión y
de recesión de la década de los años noventa en la zona. Sin embargo, un
alto nivel de inversiones directas extranjeras no constituye necesariamen-
te un indicador de estabilidad política e institucional, ni siquiera del nivel
de desarrollo económico. Tampoco estas inversiones constituyen el mejor
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internacionales (Keohane, 1988: 51). En este contexto apareció la tesis
según cual la creación de la OPEP en 1960, y luego aquella de la Agencia
Internacional de Energía (AIE) en 1974 por los países de la OCDE –en
gran parte importadores netos de petróleo– obedecieron a unas lógicas
no-jerárquicas de cooperación y de oposición de bloques. Por un lado, la
OPEP estaría al origen de un “régimen de producción”; por el otro, la AIE
habría creado un “régimen de seguridad”. Ambos permitirían reducir los
costos transaccionales entre los gobiernos, gracias a la cooperación, el
intercambio de información y la elaboración de reglas prácticas destina-
das a orientar las decisiones (Keohane, 1988: 275-276).

Desde inicios de la década del dos mil, se volvió a abrir la discusión
sobre la interdependencia energética, esta vez en un contexto de alza ten-
dencial de los precios petroleros (y no de choques). Los organismos inter-
nacionales de cooperación que se interesan por esta discusión intentan
integrarla en el ámbito más amplio del debate sobre la gobernanza global.
Una vez más, el enfoque instrumental de estos organismos es a menudo
un factor adicional de confusión, pues cada uno pretende formular solu-
ciones generales a los problemas planteados por la interdependencia ener-
gética, de orden tanto doméstico como internacional.

Por un lado, el PNUD inició una serie de reuniones en torno al vín-
culo entre el “desarrollo humano sostenible” y el acceso de los países po-
bres a la energía (UNDP, 2002). Estimula la creación de alianzas estraté-
gicas entre el sector privado y el público, mediante nuevos mecanismos
destinados a amparar las políticas públicas, la racionalidad del mercado,
los objetivos nacionales de desarrollo y las inversiones privadas directas
(UNDP, 2002: 15). Durante la preparación de la Cumbre de la Tierra de
Johannesburgo (septiembre 2002), este organismo se asoció con la
Comisión de Asuntos Económicos y Sociales de la ONU y el Consejo
Mundial de Energía para producir un informe sobre la gobernanza ener-
gética global. Los autores de este informe destacan que las reservas de
petróleo, gas y uranio deberían alcanzar a satisfacer la creciente demanda
de energía hasta por lo menos 2020. Sin embargo, añaden que más de dos
mil millones de personas no tienen acceso a fuentes de energía barata, que
se consideran vitales y constituyen por lo tanto un reto en la lucha con-
tra la pobreza (UNDP, UNDESA, World Energy Council, 2000; 2004).
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8 La IDE en América Latina y el Caribe proviene de cuatro fuentes: la reinversión de ganancias,
los préstamos internos a las empresas multinacionales, el aporte de capitales nuevos y los prés-
tamos externos de los bancos nacionales y extranjeros (esta última fuente no está contabilizada
como IDE por los estados, puesto que se la considera una forma de endeudamiento) (Grosse,
2001: 120).



El mito del “vaciamiento” del Estado

Las críticas que se multiplicaron a lo largo de la última década en el deba-
te sobre la gobernanza muestran a contrario su interés por las ciencias
sociales. Algunas abarcan la falta de precisión del vocabulario de la gober-
nanza, que originaría ambigüedades para el análisis del sistema institucio-
nal y de la acción pública. La gobernanza sería en cierta manera víctima
de su propio éxito, porque es a la vez una referencia de acción y una cate-
goría de análisis, cuya difusión se realizó a costa de una creciente confu-
sión de roles entre el sabio y el político entre sus promotores (Gaudin,
2002: 52, 63). A pesar de los esfuerzos de sistematización consentidos por
numerosos autores, seguiría siendo un concepto descriptivo o prescripti-
vo, cuyo aporte es limitado para el entendimiento de los procesos de coor-
dinación, aunque sí es útil para describirlos (Gaudin, 2004: 216). Esta
crítica invita a superar la gobernanza para enfocarse en las condiciones
actuales de la acción pública, en particular completando los enfoques
neoinstitucionalistas y la sociología de las organizaciones con una socio-
logía crítica de los papeles y del involucramiento de los actores.

Según otros autores, el uso del vocabulario de la gobernanza procede-
ría de una voluntad difusa, pero patente, de socavar los fundamentos de
la legitimidad del Estado. No sólo la gobernanza sustituiría al debate
democrático una visión tecnocrática de la acción pública, supuestamente
apolítica, sino que desvirtuaría la mera noción de democracia pluralista,
al dejar lugar a una concepción autoritaria de la política, a nombre de la
eficacia (Kazancigil, 2005; Hermet, 2005). En América Latina y el Ca-
ribe, muchos autores consideran que los chantres de la gobernanza insis-
ten demasiado en la capacidad de los gobernantes a mantener las estruc-
turas de poder establecidas, a costa de una creciente separación entre la
administración pública y la política (Nogueira, 1995: 55). Más allá de
esta nueva forma de legitimación de los modelos conservadores de domi-
nación, algunos la ven incluso como una justificación del neoliberalismo,
a nombre de la eficacia económica (Stolowicz, 1996; Torres-Rivas, 2001).
Asimismo, algunos autores detectan en las medidas prescritas por los or-
ganismos internacionales, a nombre de la “buena” gobernanza”, una
manera de aplicar las medidas del “consenso de Washington”, sin cuestio-
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tipo de inversión para favorecer la productividad, el crecimiento y la inver-
sión a largo plazo, que garantizan la competitividad de una economía en
los mercados mundiales (Hausmann y Fernández-Arias, 2001). Incluso, el
incremento de su participación en el PIB podría ser un indicador de baja
eficacia de la gobernanza económica, aunque refleje una tendencia al
mejoramiento o un medio de mejorarla (Hausmann y Fernández-Arias,
2001: 32). Por último, no hay correlación entre la calidad de las institu-
ciones y el conjunto de los flujos de capitales.

Al fin y al cabo, aunque todo gobierno enfrente la necesidad de cap-
tar las inversiones necesarias para adaptar las infraestructuras de produc-
ción y transporte de energía (Willems y Pershing, 2002: 6), ello no signi-
fica que la calidad de la gobernanza dependa exclusivamente, ni siquiera
esencialmente, de la liberalización de los mercados, la privatización del
sector ni de la desregulación (que son tantas medidas de ajuste inspiradas
por el neoliberalismo, que subtienden el enfoque de USAID), ni que estas
últimas generen automáticamente inversiones directas extranjeras en este
sector. En realidad, lo que el estudio de USAID sobre la “buena” gober-
nanza energética mide, es la relación entre el grado de apertura del sector
energético a los capitales privados y la afluencia de inversiones extranje-
ras. Sin embargo, este estudio no anticipó el regreso del nacionalismo
petrolero que se observa en la zona andina en la década del dos mil, y que
se considera como una expresión de la “buena” gobernanza energética
desde el punto de vista estatal en Venezuela, Ecuador y Bolivia.

La gobernanza como modo de coordinación 
de la acción pública

La acción pública evoluciona bajo el efecto de fenómenos concomitantes,
como son la globalización, la incidencia de la sociedad civil y la descen-
tralización de los mecanismos de poder. Por lo tanto, es cada vez más el
producto de interacciones entre el Estado, la sociedad y la economía. 
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linealidad en la evolución del concepto en ambas dimensiones, tienden a
confundir el fondo y la forma en un mismo análisis. Desde luego, hacen
de la gobernanza una palabra fetiche, e imitan paradójicamente aquellos
que lo utilizan sin discriminación. La prolija reflexión en torno a la natu-
raleza de las reformas introducidas bajo el vocablo “gobernanza”, iniciada
en 1998 por la “Revista Internacional de Ciencias Sociales” y continuada
desde ese entonces por muchos centros de investigación universitaria en
Europa, Estados Unidos y América Latina y el Caribe, termina reducién-
dose a una disputa sobre el sentido dado a esta palabra por los expertos y
demás consultores del mundo político. Una historia que no deja de recor-
dar las discusiones bizantinas en torno al desarrollo sostenible, los movi-
mientos sociales, la globalización o aún la democracia.

Por otro lado, el análisis sociológico de las regulaciones no puede esca-
par a un entendimiento global de los factores exógenos que determinan
las modalidades de la gobernanza. Desde este punto de vista, el interés de
la gobernanza rebasa su uso instrumental por los actores, y también el
efecto de análisis generado por la referencia indiscriminada a la cibernéti-
ca o a la racionalidad instrumental para explicar las conductas sociales.
Permite en primer lugar interpretar el desplazamiento del papel del Es-
tado, que enfrenta la creciente influencia de los organismos internaciona-
les, de los poderes locales y de las ONG, al tomar en consideración los
cambios que surgen al nivel internacional, nacional y local en la defini-
ción de los problemas y estilos de políticas (Pierre y Peters, 2000). Por
otro lado, coadyuva a rendir cuenta de varios fenómenos derivados de
aquellos cambios, como son el borrado de los límites y responsabilidades
entre lo público y lo privado en la resolución de problemas económicos y
sociales, la interdependencia entre las instituciones involucradas en la ac-
ción colectiva, la autonomía de las redes de actores o aún la evolución de
la capacidad de acción del gobierno por el pilotaje (Stoker, 1998). Ayuda
también a explicar cómo las interacciones entre el Estado, la sociedad y la
economía inciden en la definición de los problemas y de las oportunida-
des, el papel de las instituciones y la generación de consenso sobre valo-
res y tradiciones (Kooiman, 2002).

Por último, es útil distinguir el carácter analítico, normativo o pres-
criptivo de una teoría o de una política. En política, la prescripción es
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nar la estabilidad política ni la globalización y la desregulación de los mer-
cados (Hewitt De Alcántara, 1998). Ellos contraponen en particular dos
argumentos a la “buena” gobernanza”: por un lado, las políticas públicas
nacionales responderían a demandas sociales y movilizarían recursos de-
terminados por los contextos locales; por el otro, los conflictos sociales
traducirían a menudo los límites del dominio de la acción política y de la
capacidad del Estado a llevar a cabo políticas autoritarias (aunque éstas
fuesen las más eficaces desde el punto de vista tecnocrático).

Un tercer tipo de críticas se empeña a mostrar que los esfuerzos para
definir luego medir la eficacia de la gobernanza solo cobran sentido en
función de las variables clave utilizadas para el análisis (Saldomando,
2000a). Estas variables pueden ser la validación social del modelo de desa-
rrollo, la resolución de los conflictos, en el sentido de acuerdos sociales
ampliados, y el pluralismo democrático, asociado a la integración políti-
ca. Indican el grado de eficacidad de la gobernanza en función de los
modos de regulación o combinaciones de instituciones, políticas y acuer-
dos sociales, cuya función consiste en instituir estructuras para regular las
relaciones entre la democracia y el mercado. En este sentido, los modos
de regulación no son sino instrumentos al servicio de la administración y
del orden social y de los problemas políticos. El punto de partida pro-
puesto para el análisis de la eficacia de la gobernanza es entonces la situa-
ción social, en lugar de los modos de regulación que la modifican. Luego,
esta aproximación privilegia los recursos políticos y sociales para caracte-
rizar los fundamentos del orden social, frente a las condiciones de funcio-
namiento de las instituciones y del gobierno. Por otro lado, parte de la
situación de cada sociedad para definir el tipo de intervenciones y de con-
figuraciones que se producen entre las políticas, las dimensiones institu-
cionales y los acuerdos sociales. Por último, en esta aproximación, la po-
breza –que afecta los modos de regulación– se ubica en el centro de la
relación entre democracia y mercado, lo que hace de ella el principal indi-
cador de calidad de la gobernanza.

Mientras tomando en consideración la diversidad de las disciplinas
convocadas a este debate de ideas, las críticas que hemos mencionado par-
ticipan a menudo de una confusión entre el sentido del concepto en cien-
cia política y su uso por los actores políticos. Al pretender identificar una
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bienestar. El fin de la guerra fría, en los años ochenta cuestionó la legitimi-
dad del Estado para representar o defender los intereses de sociedades en
creciente interdependencia al nivel internacional. Estas evoluciones conlle-
van a un triple cambio en la naturaleza, el papel y el ámbito de acción del
Estado. En efecto, pone en duda tanto la exclusividad de un poder basado
en la jerarquía en las tomas de decisión, como la capacidad financiera del
sistema institucional y la referencia “estado-céntrica” de lo político.

Algunos quieren ver en estos cambios la señal de un “vaciamiento del
Estado”, que ilustra en particular el ejemplo británico de la década de los
años ochenta. Este fenómeno resultaría de la privatización de la acción
pública, del retroceso de los gobiernos centrales y locales frente a las agen-
cias externas, de la pérdida de competencias de los gobiernos centrales en
beneficio de las instituciones de la Unión Europea, además de la pérdida
de poderes discrecional de los funcionarios públicos (en particular los
altos funcionarios), que ahora tienen que rendir cuentas de sus actas y de
su gestión (Rhodes, 1997: 53-54). En estas condiciones, la gobernanza
sustituiría el modelo tradicional de gobierno, que se caracterizaba por la
soberanía parlamentaria, un poderoso gabinete ministerial, unos mecanis-
mos de rendición de cuentas limitados a las elecciones, el control del eje-
cutivo por el partido mayoritario, unos convenios por la conducta de los
asuntos parlamentarios, una oposición institucionalizada y unas reglas de
debate (Gamble, 1990 citado en Rhodes, 1997: 5). Desde luego, el cen-
tralismo dejaría paso a la administración en redes, consideradas como una
alternativa al gobierno por las leyes del mercado o la jerarquía política.

El concepto de redes deriva de las nociones más clásicas de grupos de
interés y de la metáfora de los “triángulos de hierro”, que designa en los
Estados Unidos la relación entre aquellos grupos, los comités del Con-
greso y las agencias administrativas (Peters, 1998). Antes de aplicarse a las
comunidades políticas, ya interesaba a la sociología de las relaciones inter-
nacionales (Colonomos, 1995). Designaba interacciones temáticas, entre
otras cosas en el ámbito de las políticas ambientales, característica de las
“comunidades epistémicas” en la elaboración de las agendas (Haas, 1992;
1989), de la incidencia de las ONG en la internacionalización de los con-
flictos locales (Keck y Sikkink, 2000) y también de las coaliciones de
actores sociales, políticos y económicos para la defensa de intereses comu-
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condicionante, como lo ilustra en particular la ayuda al desarrollo
(USAID, 1998). El problema radica entonces en la definición de los cri-
terios de evaluación, no en la evaluación en sí, pues estos últimos condi-
cionan los resultados y la acción que evalúan. Tal es el caso de los crite-
rios de la “buena” gobernanza. Si bien es cierto el concepto de gobernan-
za es un instrumento de análisis, eso no impide usarlo para elaborar una
teoría normativa y prescriptiva (Kooiman, 1993c: 255, 258). Esta opción
es tan legítima que aquella de la neutralidad axiológica defendida por la
teoría de las elecciones racionales, que hace de la descripción una forma
de validación. Lo que vuelve dudosa la conceptualización de la “buena”
gobernanza no es tanto su carácter normativo cuanto su propensión a rei-
ficar las prácticas alrededor de un pequeño número de criterios como son
la eficacia, la rentabilidad, la rendición de cuentas, la participación o aún
la transparencia. Ahora bien, estos criterios no tienen ningún valor fuera
del contexto sociopolítico en el cual se observan. 

Los cambios de las últimas décadas, en el entorno del Estado, intervi-
nieron a tres niveles –internacional, local y no-gubernamental–, operando
un desplazamiento de su autoridad por arriba, por abajo y por el exterior
(Pierre y Peters, 2000: 84-90). En efecto, la creciente importancia de los
organismos y de los regímenes –internacionales y transnacionales– altera la
autoridad del Estado en sus dominios tradicionales de intervención, como
ya lo hemos subrayado a propósito de las políticas ambientales y energéti-
cas, así como en la lucha contra el narcotráfico y la seguridad internacio-
nal. Al opuesto, la descentralización de la capacidad de acción de los
gobiernos nacionales al nivel de las comunidades y de los poderes locales
da lugar a una acumulación de experticia y contribuye por lo general a
adaptar el presupuesto del Estado y el gasto público por una nueva divi-
sión de tareas entre los organismos públicos. Finalmente, el involucra-
miento de la sociedad civil y de las empresas en la vida política local y
nacional borra parcialmente los límites entre lo público y lo privado.

La emergencia de los nuevos movimientos sociales en los años sesenta
cuestionó la autoridad del Estado en la conducta de las políticas públicas,
al ampliar el espacio de formación de la opinión y voluntad política. La cri-
sis económica de los años setenta, por su lado, cuestionó la capacidad del
Estado a financiar las políticas públicas basadas en el modelo del Estado de
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instituciones que coadyuvan a la estabilización de las relaciones entre el
Estado, la sociedad y los actores del mercado (Blom-Hansen, 1995).

Un nuevo papel para el Estado 

La gobernanza en redes es sólo una manera entre otras, para el Estado, de
adaptarse a los cambios en su entorno, por la colaboración, la coopera-
ción y la coordinación entre actores privados y públicos. Además de las
redes, este tipo de arreglos ha dado lugar a la cogestión y a los regímenes
(además de las alianzas público-privado), que se ubican en el centro de un
modo específico de gobernanza –la “cogobernanza”– en contraposición
con la gobernanza “jerárquica”, característica de los gobiernos tradiciona-
les, y la gobernanza “autónoma”, característica de las empresas privadas
(Kooiman, 2002). Frente a la cogobernanza, la gobernanza jerárquica
forma parte de una categoría más amplia de interacciones de la sociedad:
las intervenciones (en particular las intervenciones públicas), cuyas
dimensiones política y administrativa son el pilotaje y el control. Al res-
pecto, podemos distinguir niveles de acción “intencionales” y “estructu-
rales” en función de los actores (elites, movimientos colectivos y organi-
zaciones), de las dimensiones sistémicas (horizontales, jerárquicas o autó-
nomas) y de la eficacia de la acción pública frente a los retos planteados
por la complejidad, la diversidad y el dinamismo de las sociedades con-
temporáneas (Kooiman, 1993b).

En el nivel estructural de las interacciones de gobierno, la cogobernan-
za designa la interdependencia y la interpenetración entre el Estado, la so-
ciedad civil y el mercado, que vuelven porosos los límites entre estos tres
tipos de actores institucionales (Kooiman, 2002: 111). En la gobernanza
jerárquica, el Estado interviene en la esfera privada de los individuos
mediante el dominio legal. Sin embargo, esta interacción entre lo privado
y lo público evoluciona bajo el efecto de la complejidad, del dinamismo y
de la diversidad crecientes de las sociedades. La regulación “reactiva”,
característica del modelo corporativo, se vuelve entonces “participativa”,
incluyendo a grupos de ciudadanos. A pesar de que su papel evoluciona, el
Estado constituye una figura mayor de este modo de gobernanza, pues
sigue siendo una entidad intervencionista por antonomasia, para cuatro

Capítulo 3: La gobernanza como modo de regulación

107

nes (Sabatier, 1993; 1988). Su introducción en el debate sobre las políti-
cas públicas (Le Galès y Thatcher, 1995; Marsh, 1998) alimenta la discu-
sión sobre la naturaleza y el alcance de las alianzas público-privado, que
está atravesada por tres tipos de registros: el discurso tecnócrata vincula-
do con la “nueva administración pública”, de inspiración neoliberal, el
discurso corporativo vinculado con las negociaciones entre elites y grupos
sociales y el discurso político vinculado con la participación democrática
(Skelcher et al., 2005).

Siguiendo lo que algunos han bautizado “la escuela de la anglo-gober-
nanza” (Marinetto, 2003), la administración en redes y el diálogo inter-
sectorial serían más eficaces que la acción jerárquica y las negociaciones
corporativas, para consolidar la legitimidad de las políticas públicas gra-
cias a la generación de consenso (Bevir, 2006). Aquella “nueva” gobernan-
za se basa en tres tipos de redes: las redes de comunidades políticas, las
redes profesionales y las redes intergubernamentales (Rhodes, 1997: 38).

Esta aproximación es doblemente reductora, en la medida en que
ve en la gobernanza una mera forma de organización de las “redes de inte-
rorganizaciones” (Rhodes, 1997: 51) y tiende a confundir el análisis de
políticas públicas con aquel de estas redes (Rhodes, 2006). En el mejor
caso, consiste en reformular problemas ya conocidos, por ejemplo aque-
llos que atañen a la alianza entre los sectores público y privado, o aque-
llos que atañen a la gestión de colectividades locales (Gaudin, 2002: 44 y
s.). No obstante no puede confundirse con una defensa de la “nueva
administración pública”. Cierto es que esta teoría se inspira en las refor-
mas inauguradas por Margareth Thatcher y Ronald Reagan en el Reino
Unido y los Estados Unidos, que dieron lugar a una multiplicación de las
agencias semipúblicas (o quango en inglés, por quasi non-governmental
organizations), empresas terciarias, corporaciones y demás ONG encarga-
das de asesorar técnicamente, planificar, y hasta ejecutar programas que,
anteriormente, formaban parte del dominio reservado del Estado. Sin
embargo, admite que las redes de políticas públicas, lejos de constituirse
en instrumentos neutrales de gobiernos neoliberales, dependen de creen-
cias y valores compartidos entre los individuos que las integran; de la
misma manera estas redes originan tradiciones y elecciones que alteran la
política (Bevir et al., 2003a; 2003b). Entonces, se las puede analizar como
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Vemos entonces que el Estado sigue asumiendo un papel central en la
economía, las relaciones internacionales y muchos ámbitos de la vida po-
lítica y de las políticas nacionales; pero este papel consiste en adaptarse a
los cambios que intervienen en su entorno, particularmente en el ámbito
internacional, más que en imponer su voluntad a los actores sociales y
económicos. La nueva configuración de la autoridad, en la cual intervie-
nen actores privados y públicos al nivel local, nacional e internacional, no
constituye un juego de suma nula, pues el poder no es un depósito que se
dividiría a favor de unos y a costa de otros, sino el producto de una com-
binación entre un estilo de gobierno y una manera de definir los proble-
mas, de implicar a los actores y de responsabilizarles a diferentes niveles
de ejecución de la acción pública. 
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tipos de tareas: la definición de los límites de la sociedad, el proceso polí-
tico, la concepción del aparato de Estado y las decisiones del Estado que
tienen un impacto general en la sociedad (Cerny, 1990 citado en
Kooiman, 2002: 119).

En el nivel intencional de las interacciones de gobierno, la cogober-
nanza define alianzas “horizontales”, semiformalizadas, relativamente fle-
xibles y orientadas hacia la realización de objetivos concretos, aunque
negociables (Kooiman, 2002: 108). Para la gobernanza jerárquica, las po-
líticas públicas son un instrumento mayor de intervención del Estado,
aunque el descubrimiento del marco institucional y el reconocimiento de
la sobrecarga de capacidad del Estado tengan un efecto en la percepción
y el análisis de estas políticas (Kooiman, 2002: 126-129). En efecto, las
políticas pueden analizarse como sustanciales para la planificación (agen-
das), como procesos para la evaluación (variables independientes y depen-
dientes) o como interacciones para la participación de las comunidades o
de las redes. Frente a los problemas generados por la resistencia de los
gobernados ante las iniciativas de los gobernantes, este modo de gober-
nanza acude a políticas “interactivas”, lo que subraya la importancia del
involucramiento de la ciudadanía, de las organizaciones sociales, de las
empresas y demás agencias de gobierno, desde el inicio del proceso. El
resultado esperado es una disminución de la resistencia o de los desfases
entre aquellas políticas y las demandas sociales.

En este contexto es que cabe ubicar al Estado, no sólo como principal
agente de la acción pública sino también, y quizá más que todo, como
garante de la estabilización de las interacciones entre la sociedad y la eco-
nomía (Cf. Figura 4). Entre el Estado y la sociedad, estas interacciones
afectan el poder y la incidencia; entre el Estado y la economía, atañen a
la forma de regulación y financiamiento; entre la sociedad y la economía,
toman la forma del control y de la participación. Los actores ubicados en
cada polo de este “triángulo de la gobernanza” movilizan instrumentos
distintos: políticas públicas y normas jurídicas para el Estado; organiza-
ciones sociales y asesoría técnica para la sociedad; gestión administrativa
y financiera para las empresas. Sin embargo, la relación reflexiva entre la
acción de gobernar y el sistema de gobernanza (donde la calidad de la ac-
ción y aquella del sistema se alteran mutuamente) amenaza con llevar a
un razonamiento circular si se menoscaba el papel de los actores.

Petropolítica. Una teoría de la gobernanza energética

108

Figura 4. Interacciones entre sociedad, Estado y mercado
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redes). Éstas se combinan con tres maneras de definir los problemas polí-
ticos en función, sea de la actividad del gobierno (para la regulación o la
asignación de subsidios), sea de factores sociales (población de destino y
fuerzas movilizadas para producir el cambio político), sea de objetivos
políticos que definen los motivos de invertir capital político y recursos
financieros en la solución a un problema. Esta aproximación complemen-
ta oportunadamente el análisis neo-institucionalista de la acción pública,
según cual la gobernanza no se confunde con la gestión de coaliciones
políticas eficientes, mas consiste también en influenciar el proceso que
condiciona las premuras y en moldear la vida política y social. 

El enfoque neo-institucionalista de la gobernanza refleja e incluye un
debate histórico sobre el rol adecuado de la gobernanza en la democracia.
En este sentido, el diseño de la gobernanza –que afecta a la historia pues-
to que ésta no es ni completamente determinada ni tampoco aleatoria–
incluye cuatro tareas (March y Olsen, 1995: 44-47). Implica en primer
lugar el desarrollo de identidades de ciudadanos y grupos en el entorno
político. Si las preferencias, las expectativas y los intereses son elementos
endógenos de la historia política, las acciones están orientadas por las
identidades formadas por las instituciones y los procesos políticos. Desde
luego, un gobierno democrático crea y sostiene las instituciones democrá-
ticas que posibilitan la construcción y el desarrollo de identidades demo-
cráticas. En segundo lugar, la gobernanza implica el desarrollo de capaci-
dades para que los ciudadanos, los grupos y las instituciones desempeñen
una acción política adecuada. En este sentido, la gobernanza democráti-
ca conlleva una responsabilidad para responder a la distribución de capa-
cidades en la vida política y para modificar esta distribución en el sentido
de hacerla más consistente con las necesidades de las identidades demo-
cráticas. En tercer lugar, implica el desarrollo de explicaciones de los even-
tos políticos, asociados a procedimientos de interpretación que mejoren
la transmisión, la retención y la recuperación de las lecciones de la histo-
ria susceptibles de mejorar la democracia. Por último, la gobernanza
implica el desarrollo de un sistema político adaptativo, que tome en cuen-
ta la evolución de las demandas y del entorno.

Históricamente, se pueden distinguir cuatro tipos de programas para
la gobernanza democrática: minimalista, redistributivo, desarrollista y
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Esta aproximación, además de contradecir la tesis de un “vaciamiento del
Estado”, incita a repensar el papel de las elites políticas, el funcionamien-
to de la administración y las relaciones entre el Estado y la sociedad
(Peters y Pierre, 2006). En primer lugar, el estilo de política evoluciona
desde la dirección y el control hacia la regulación. En segundo lugar, el
Estado se concentra en sus dominios fundamentales y su papel tradicio-
nal en la sociedad. Finalmente, la formulación de las políticas públicas se
vuelve el producto de negociaciones entre las instituciones políticas y los
actores de la sociedad, no sólo para identificar los problemas o elaborar la
agenda, sino también para llevar a cabo y evaluar las políticas. La prime-
ra particularidad de estos cambios es que van a la par con la creciente
importancia del mercado en el manejo de los asuntos públicos. Además,
la necesidad para el Estado de negociar con actores sociales no organiza-
dos tiene consecuencias para los objetivos y las elecciones de los instru-
mentos de su actuar. Por lo tanto, asistimos a una nueva forma de insti-
tucionalización de las relaciones entre el Estado, la sociedad y la econo-
mía. Ello afecta al estudio de las políticas públicas, que se preocupaban
tradicionalmente por los procesos de elaboración y ejecución, por los
modelos de toma de decisión, por el análisis sectorial o aún por el papel
de las instituciones políticas en el acompañamiento y la determinación de
las políticas públicas.

Finalmente, la capacidad de gobernar depende de dos tipos de facto-
res: el estilo de gobierno dominante frente al mercado y la naturaleza de
los problemas específicos de políticas públicas (Pierre y Peters, 2006: 200
y s.). El primero es en parte un problema ideológico que opone a parti-
darios de la eficacidad en la asignación de recursos (gobernar por los mer-
cados), aquellos que denuncian las desigualdades producidas por la eco-
nomía de mercado (gobernar de manera jerárquica) y aquellos que abo-
gan por un mejor balance de fuerzas (gobernar por las redes políticas). La
elección de uno u otro de estos estilos de gobierno depende por lo tanto
de los grupos que gobiernan e influencian los resultados de política y con-
trol de la sociedad. A las políticas centralistas o dirigistas, entrenadas por
el Estado, se oponen entonces políticas descentradas por arriba o por
abajo (características de la gobernanza multiniveles) o políticas descentra-
das por el exterior hacia los actores privados (típicas de la gobernanza en
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políticas energéticas (por naturaleza, multisectoriales), de los determinan-
tes de estas políticas y de las innovaciones institucionales y legales que las
acompañan desde dos décadas en la zona andina, que los enfoques tradi-
cionales de la acción pública (institucionalistas, corporativistas o regula-
cionistas). El uso de la gobernanza como concepto analítico nos ayudó a
dar cuenta de los factores que inciden en la acción pública en tres órde-
nes de cambio que se han vuelto manifiestos desde hace tres décadas. La
gobernanza es multiniveles pues da cuenta de la articulación entre lo local
y lo global; es interactiva pues regula las interacciones del Estado, la socie-
dad y la economía; es reflexiva pues explica la retroalimentación mutua
entre los procesos y las estructuras de la acción pública.

Desde un enfoque normativo, asumimos que la gobernanza puede
medirse y evaluarse, independientemente de su uso instrumental para la
ayuda al desarrollo. En esta perspectiva, la hipótesis de una “buena”
gobernanza refleja ante todo la preocupación política por enfrentar retos
de sociedad como son la lucha contra la pobreza, las desigualdades socia-
les, la contaminación, la violencia, etc. Contrario a lo que deja entender
una concepción meramente económica de la gobernanza, la “buena” go-
bernanza energética no es aquella que da la prioridad a las inversiones
directas extranjeras ni a la privatización del sector energético, sino aque-
lla que garantiza a la vez la seguridad de abastecimientos, la protección del
medio ambiente y el mejoramiento de las condiciones de vida de las po-
blaciones locales. Asimismo, varias razones se oponen a la tesis de una
gobernanza sin gobierno en este ámbito. En primer lugar, la legitimidad
del Estado suplanta aquella de cualquiera, no sólo en el concierto inter-
nacional sino en el contexto nacional, donde se llevan a cabo las políticas
energéticas. Por otro lado, en cualquier conflicto ambiental por hidrocar-
buros, en la zona andina, los actores sociales interpelan al Estado y las
empresas acuden ante todo a él para atender las demandas de las pobla-
ciones locales. Por último, sin gobierno, lo “no-gubernamental” reivindi-
cado por las organizaciones de la sociedad civil no cabe, esta última se di-
suelve y, con ella, el Estado de derecho.

Por último, desde un enfoque analítico, hemos mostrado la oportuni-
dad de separar dos tipos de problemas: por un lado, aquellos que atañen
a las estructuras institucionales en las cuales se elaboran, ejecutan y evalú-
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estructuralista (March y Olsen, 1995: 241-248). La agenda minimalista
orienta la gobernanza hacia la organización de la negociación y del inter-
cambio, además de la formación de coaliciones para reducir los costos
necesarios a los arreglos satisfactorios entre ciudadanos. Su principal obje-
to es reducir las ineficiencias en los intercambios privados. La agenda
redistributiva orienta la gobernanza hacia la distribución equitativa de
recursos económicos y sociales, lo que afecta las capacidades de los grupos
en la sociedad. Las instituciones políticas deben contribuir al desarrollo
humano y al bienestar público, además de corregir las inequidades
mediante aquella redistribución. La agenda desarrollista orienta la gober-
nanza hacia una sociedadad justa, con base en una cultura de valores y
hábitos democráticos. Moldea así las identidades para crear ciudadanos y
funcionarios virtuosos. Por último, la agenda estructuralista orienta la go-
bernanza hacia la construcción de estructuras políticas (instituciones for-
males) a través de las cuales los ciudadanos pueden definir la naturaleza
de la vida política a la cual aspiran. Tiende a ver las oportunidades de afec-
tar a las identidades y las capacidades para responder a demandas políti-
cas y estructurarlas.

El enfoque neo-institucionalista de la gobernanza combina elementos
de estos cuatro tipos de programas para definir las instituciones políticas
y una agenda de la gobernanza democrática. Por un lado, las institucio-
nes políticas son a la vez instrumentos de mando y coherción, de resolu-
ción de problemas colectivos, arreglos para facilitar los intercambios y
vehículos para la construcción de sentido y la definición de comporta-
mientos adecuados. Por otro lado, la agenda de la gobernanza democráti-
ca construye la democracia con base en cinco elementos: la educación y
la socialización, la alocación de recursos, la lógica de lo adecuado, los re-
sultados logrados mediante un proceso político y social y los equilibrios
múltiples de transformación o dependencia al sendero (path dependence).
Al fin y al cabo, la gobernanza democrática incluye la creación de identi-
dades, la creación y la limitación de capacidades, la creación de resultados
de la relación entre la acción humana y la historia, además de la adapta-
bilidad, el cambio sostenido y la estabilidad, etc. 

Hemos visto que las aproximaciones en términos de “gobernanza” y de
“gobernabilidad” dan mejor cuenta de los problemas planteados por las
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Segunda parte 
Los determinantes y los modos 

de gobernanza energética

an las políticas públicas (gobernanza), y por el otro, aquellas que atañen
a procesos sociopolíticos por los cuales estas políticas se elaboran, ejecu-
tan y se reforman (gobernabilidad). Hemos visto que los problemas de
gobernanza, que enmarcan la acción social, económica y política, atañen
a la naturaleza del régimen político, el grado de separación de los pode-
res, el sistema electoral, la organización de la administración pública, de
los instrumentos de validación de las decisiones institucionales, y hasta los
procedimientos de pilotaje y control. En cambio, los problemas de gober-
nabilidad atañen a las confrontaciones y las negociaciones entre los acto-
res (sociales, económicos y políticos), abarcan al contexto económico, la
legitimidad de los partidos políticos representativos, la orientación ideo-
lógica del partido en poder, la autonomía y la expresividad de los actores
y movimientos sociales, la intermediación de las demandas sociales, y
hasta los conflictos y los arreglos que derivan de ellos. Ambas dimensio-
nes se articulan en función de la capacidad de la sociedad de lograr la esta-
bilidad, la integración social y política, y de manejar los conflictos de una
manera que incentiva la institucionalización de los arreglos y a la respon-
sabilidad de las instituciones públicas y privadas. Por lo tanto, los proble-
mas de la “buena” gobernanza sectorial (energética, ambiental, etc.) son
también problemas de gobernanza “democrática”.
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La interdependencia de los países consumidores y productores de petró-
leo se debe a la importancia de esta fuente de energía en el funcionamien-
to de la economía mundial, a la ubicación de los yacimientos en áreas
políticamente inestables y a la vulnerabilidad de las infraestructuras de
transporte. Siguiendo a la teoría de los regímenes internacionales, la ofer-
ta y la demanda de petróleo en el mundo se regularían por dos tipos de
entendimientos: entre los países productores por un lado y entre los im-
portadores por el otro (Keohane, 1988). Ahora bien, la evolución de los
ciclos de producción desde la década de los años ochenta muestra que la
eficacia de estos regímenes es muy limitada, lo que se traduce por un esca-
so control en los mecanismos de formación de los precios. 

La interdependencia entre los países productores y 
consumidores de petróleo

La doble naturaleza del petróleo

La importancia estratégica del petróleo se debe a su doble naturaleza: físi-
ca y económica. Esta dualidad conlleva una discusión técnica entre geó-
logos y economistas, alrededor de la noción de “pico de producción”1 de
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1 Esta noción, que fue acuñada por el geólogo King Hubbert, designa el momento cuando la
mitad de las reservas probadas de un yacimiento ya fue extraída. Una vez pasado este “pico”, la 
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petróleo y de la disponibilidad de los hidrocarburos a mediano y largo
plazo. En efecto, para los geólogos, la información pertinente atañe al
volumen total existente en el entorno, mientras que los economistas se
interesan por el volumen explotable, que varía en función de las tecnolo-
gías disponibles y del costo de extracción. Para estos últimos, cuando el
precio del petróleo sube o cuando se elaboran nuevas tecnologías (o cuan-
do ciertas tecnologías existentes se vuelven rentables gracias a los altos
precios del petróleo), el volumen de reservas explotables a un costo renta-
ble aumenta, lo que es un contrasentido para los geólogos (Laherrère,
2005: 174). En este debate, se califica a los economistas de “optimistas”
puesto que predicen una abundancia de hidrocarburos, mientras que los
geólogos pasan por unos “pesimistas” que subrayan que los descubrimien-
tos de yacimientos gigantes se rarifican (Favennec, 2007).

Esta doble naturaleza lleva a distinguir las “reservas” (cantidades de
petróleo recuperable) y los “recursos” (cantidades de petróleo identifica-
das en el subsuelo) (Favennec, 2007: 67). De hecho, según las condicio-
nes geológicas y las tecnologías de exploración y explotación disponibles,
la tasa de recuperación de un yacimiento (es decir el ratio entre la canti-
dad técnicamente recuperable y la cantidad total in situ) puede variar,
según el tipo de roca, entre 5% (en un calcáreo compacto fracturado) y
85% (en un antiguo arrecife o un gres muy poroso) (Durand, 2007: 68-
69). Entre 1970 y 2000, la tasa promedio de recuperación en el mundo
subió de 20% a 35%; podría seguir incrementándose hasta 50% hacia el
2020, gracias a las investigaciones sobre las rocas reservorios (Tissot,
2005: 160).

Para medir el volumen de las reservas, varias definiciones se usan, que
crean cierta confusión cuando se pretende convertirlas en cifras. Según el
método escogido para medir las reservas de petróleo en el mundo, en fun-
ción del ritmo de producción del momento, se alcanzaría entonces el
“pico de producción” entre 2010 y 2037. Un primer método de cuantifi-
cación contrapone los petróleos convencionales, que son explotables en
las condiciones económicas y técnicas del momento, con los petróleos no-
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convencionales (hidrocarburos extrapesados, breas y arenas bituminosas)
y sub-convencionales (hidrocarburos ubicados en áreas poco accesibles
como el alta mar y los glaciales del Árctico). Un segundo método se basa
en la noción de reservas últimas, que se descomponen en dos elementos:
la producción acumulada en la fecha de evaluación de estas reservas y las
reservas identificadas, teniendo en cuenta la tecnología y los conocimien-
tos sobre el yacimiento en el momento de evaluación. Para calificar las
reservas identificadas, se distinguen entonces tres situaciones, en función
de la probabilidad de que las cantidades recuperadas sean iguales o supe-
riores a su cantidad estimada (Durand, 2007: 70). Cuando esta probabi-
lidad supera o iguala el 90%, se habla de reservas “probadas” (anotadas 1P
o P90 según la nomenclatura técnica). Cuando esta probabilidad se ubica
entre el 50% y el 90% se habla de reservas “probables” (2P o P50).
Finalmente cuando esta probabilidad se ubica entre el 10% y el 50%, se
habla de reservas “posibles” (3P o P10).

Adicionalmente, varios factores contribuyen a complejizar este razona-
miento2. En primer lugar, la evolución de la producción y de la deman-
da, depende del crecimiento demográfico y del crecimiento económico.
Ahora bien, aunque la primera sea relativamente constante, la segunda es
menos predecible a mediano plazo, como lo recordó el receso que ocurrió
en el mundo en el segundo semestre de 2008. En segundo lugar, las reser-
vas “probadas” pueden ser el objeto de imprecisiones puesto que los esta-
dos pueden subestimar o sobrestimar el volumen, con fines especulativos:
publicar datos sobre las reservas es un acto político (Laherrère, 2005:
171). En tercer lugar, la oferta de petróleo está alterada por variables
como el alza de los costos de producción cuando un yacimiento llega a su
madurez (es decir cuando se haya explotado más de la mitad de las reser-
vas recuperables), el incremento del volumen de reservas probadas (parti-
cularmente gracias a innovaciones tecnológicas), el mejoramiento de la
tasa de recuperación o aún la baja de los costos de exploración y explota-
ción de los petróleos sub-convencionales (particularmente aquellos ubica-

2 En realidad, el cálculo de ese momento está sometido a muchas vicisitudes entre los cuales la
disponibilidad de información no es la menor. Es lo que ha dado lugar a la creación de la ASPO
(Association for the Study of Pick Oil).

producción entra entonces en una fase de declive más rápida que la fase de crecimiento, debi-
do a las características técnicas del reservorio (baja de presión, creciente mezcla de agua con
hidrocarburos, etc.). 

       



En cambio, el Medio Oriente produce actualmente menos de una ter-
cera parte (31,9%) del petróleo comercializado en el mundo (que repre-
senta 81,8 millones de barriles diarios), delante de Europa (21,7%),
América del Norte y México (15,8%), África (12,4%), Asia y el Pacífico
(9,7%) y América Latina (sin México) y el Caribe (8,5%). Es más, el
Medio Oriente absorbe apenas 7,8% del consumo mundial (que repre-
senta 84,4 millones de barriles diarios), delante de África (3,4%) y
América Latina (sin México) y el Caribe (6,9%), pero detrás de Europa
(24,3%), América del Norte y México (27,4%) y Asia y el Pacífico
(30,1%) (BP, 2009: 6, 8 y 11.). (Cf. Gráficos 1a-1c.).
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dos en alta mar) y no-convencionales (como los aceites extrapesados de la
Faja del Orinoco, en Venezuela, y las arenas bituminosa de Athabasca, en
Canadá). En cuarto lugar, los esfuerzos de inversión para la exploración
de nuevos yacimientos dependen de las anticipaciones del precio de venta
por actores económicos. Estos cálculos están vinculados con las tensiones
técnicas, aunque varían sobre todo en función del entorno político, jurí-
dico y económico. Por último, la demanda evoluciona al ritmo de las polí-
ticas de ahorro energético o del uso de fuentes de energía alternativa en
los países importadores.

El papel de la OPEP en la oferta global

A inicios del siglo XXI (2004), el informe geológico de los Estados Unidos
(US Geological Survey) estimaba que las reservas “probables” alcanzaban
2,6 billones de barriles, es decir 20% más que en 1994, gracias a la reeva-
luación del potencial en el Oriente Medio, en alta mar en el Atlántico y
África, y a pesar de la revisión a la baja de las reservas de México y China
(De Lestrange et al., 2005: 17-19). Por su lado, el Instituto Francés de
Petróleo evalúa las reservas últimas a 4,1 billones de barriles, de los cuales
24,4% ya se habían consumido, 29,27% eran reservas probadas, 24,4%
eran reservas por descubrir y 21,95% eran de recuperación mejorada
(Favennec, 2007: 68). En 2008, las reservas “probadas” de petróleos o
petróleos “convencionales” representan 1,26 billón de barriles (1012 b), es
decir 17,7% más que en 1998 y 26% más que en 1988 (BP, 2009: 6).

La conjunción de los factores económicos y geológicos da al Medio
Oriente un papel preponderante en la geopolítica de los hidrocarburos.
Con un volumen estimado en 754.100 millones de barriles en 2008, esta
región concentra alrededor de dos terceras partes (59,9%) de las reservas
probadas mundiales, lejos delante de Europa y Eurasia (142.200 millones
de barriles), África (125.600 millones de barriles), América Latina (sin
México) y el Caribe (123.200 millones de barriles), América del Norte y
México (70.900 millones de barriles) y Asia y el Pacífico (40.200 millo-
nes de barriles).
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Gráfico 1a. Reservas de petróleo en el mundo
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El crudo del Medio Oriente no es sólo el más abundante, sino también el
más rentable, tanto por su calidad3 como por la tasa de recuperación ele-
vada de los yacimientos. En la actualidad, se censan unos 30.000 yaci-
mientos comerciales en el mundo, de los cuales 400 “gigantes” (cuyas
reservas recuperables superan 500 millones de barriles) representan 60%
de las reservas mundiales y 50 “supergigantes” (cuyas reservas recuperables
superan 5.000 millones de barriles) representan 40% de las reservas mun-
diales (Sébille-López, 2006: 36). Las condiciones de explotación de aque-
llos yacimientos son las más favorables y exigen menos inversiones que los
yacimientos menores. Ahora bien, cerca de la mitad de los “supergigan-
tes” se ubican en los países de Mesopotamia (norte de Irak y noreste de
Siria) y del Golfo Pérsico (Irak, Irán, Kuwait, Omán, Arabia Saudita,
Bahréin, Emiratos Árabes Unidos y Qatar).

Hasta mediados del siglo XX, los países importadores intentaron con-
trolar los efectos de su dependencia geopolítica hacia el Medio Oriente,
por una política de ocupación territorial y de alianzas con los países pro-
ductores. Eso lo atestiguan las rivalidades entre el Reino Unido y Francia
en Irak durante la primera guerra mundial, la ofensiva alemana en el Me-
dio Oriente durante la segunda guerra mundial y el pacto sellado entre los
Estados Unidos y Arabia Saudita después de los Acuerdos de Yalta (firma-
dos entre los Estados Unidos, el Reino Unido y la Unión Soviética en
febrero 1945). Por su lado, los países productores se esforzaban por valo-
rar sus recursos a través de un régimen de concesiones negociadas con
empresas nacionales, como Anglo Iranian Oil Company en Irán y Standard
Oil Company of California en Arabia Saudita. En general los acuerdos
entre las “mayores”, aquellas empresas que controlaban en ese entonces el
mercado mundial de hidrocarburos, y las autoridades de los países pro-
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3 La calidad del petróleo crudo depende de su densidad y de su tenor en azufre. Ambas determi-
nan el costo de refinación: la primera por la cantidad de productos derivados que se puede obte-
ner; la segunda por el costo de los tratamientos necesarios que serán aplicados a los productos
derivados. Mientras más pesado y viscoso es el petróleo extraído, más caro será de transportar y
refinar; a mayor tenor de azufre, más contaminante el crudo. La densidad se mide en grados
API (American Petroleum Institute) y define las categorías de petróleo “ligero” (>31,1° API),
“mediano” (22,3-31,1° API), “pesado” (10,1-22,3° API) y “extra pesado” (>22,3° API). El tenor
en azufre es un porcentaje del producto bruto y define las categorías de petróleos “no sulfuro-
sos” (sweet crudes) (<1%) y “sulfurosos” (sour crudes) (>1%) (Legaut, 2007: 111-113).

Gráfico 1b. Producción de petróleo en el mundo
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Producción (103 barriles/día)

Gráfico 1c. Consumo de petróleo en el mundo
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millones de barriles diarios, luego se estabilizó alrededor de aquella cifra
hasta 1979 (salvo en 1975, cuando la producción bajó a 27,5 millones de
barriles diarios). Entre 1976 y 1985 la política de cuotas aplicada por la
OPEP llevó a una disminución de la producción hasta 17 millones de
barriles diarios. El abandono de esta política desde luego provocó una
nueva alza de la producción hasta 26 millones de barriles diarios en 1992
y 31 millones de barriles diarios en 1998. A continuación, la tendencia se
revirtió y el volumen de producción se ubicó alrededor de 27,5 millones
diarios (Maurice, 2001: 36-37).

Al fin y al cabo, los países exportadores han hecho todo lo posible para
aprovechar su control sobre las reservas de crudo más accesibles y renta-
bles del mundo. La adhesión de un segundo país andino a la OPEP (el
Ecuador) dio un fuerte impulso a la nacionalización del petróleo en este
país, a partir de 19724. Entre tanto, ya en 1965, la cooperación entre las
empresas públicas –a las cuales pronto se sumaron las principales multi-
nacionales presentes en América Latina y el Caribe– se amparó en la cre-
ación de la Asociación regional para la energía latinoamericana (ARPEL)5.
Lanzada en 1965 por Pérez Alfonzo (igualmente muy activo en la crea-
ción de la OPEP), este proyecto buscaba coordinar la comercialización
del petróleo y de los productos derivados, al determinar las condiciones
de producción y refinación al nivel regional. Seguía la primera conferen-
cia regional de empresas públicas petroleras latinoamericanas, organizada
en 1961 por el ministro de Rómulo Betancourt, para hacer un balance de
las fuerzas y debilidades de la industria y lanzar un debate sobre el desa-
rrollo del mercado regional y la participación de la industria petrolera en
el desarrollo económico. 

El uso del petróleo como “arma” política por los países árabes, en 1973
y en 1979, concluyó este proceso de cierre de las actividades del upstream
al sector privado. Tras un primer intento de utilizar el petróleo como un
medio de presión en contra de los aliados de Israel, en la guerra de los Seis
Días (en 1967), para protestar contra la presencia del ejército israelí en los
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ductores, favorecían a las primeras. Empero esta situación cambió tras la
Conferencia de Bandung (en 1955), cuando el nacionalismo petrolero se
conyugó con la lucha anticolonial en ciertos países productores, confor-
me una doble lógica: el cuestionamiento del reparto de la renta y la nacio-
nalización del sector.

La nacionalización del sector de hidrocarburos, que afecta en particu-
lar las actividades de río arriba (upstream) (exploración y explotación), es
a la vez un medio tradicional de preservar o instaurar la independencia
nacional y de controlar el financiamiento del desarrollo económico (De
Lestrange et al., 2005: 22). Aparte el caso de expropiación precoz de
Shell, Nobel y Standard Oil tras la revolución bolchevique, en junio
1918, los primeros movimientos nacionalistas petroleros aparecieron en
América Latina. En 1937, la creación de la empresa nacional Yacimientos
Petrolíferos Fiscales de Bolivia (YPFB) intervino después de la expropia-
ción de Jersey Oil of Bolivia. En 1938, la nacionalización del sector petro-
lero en México desembocó en la creación de Petróleos Mexicanos
(PEMEX). Esta política no siempre fue efectiva, como lo ilustra el fraca-
so de la nacionalización iraní, entre 1950 y 1953. En otros casos, las auto-
ridades prefirieron negociar un mejor reparto de la renta. Así es como en
1943, Venezuela negoció un nuevo tipo de contratos con las empresas
multinacionales que instauró un reparto de las ganancias a la par entre
estas últimas y el Estado. Luego este sistema, llamado “50-50”, fue adop-
tado por Arabia Saudita, Irak y Qatar entre 1950 y 1952 (Dubois, 2007:
47-47 y 50-51).

A medida que avanzaba el proceso de descolonización en estos países,
aparecieron nuevos actores que modificaron el equilibrio de fuerzas entre
países productores y consumidores, a favor de los primeros. En ese enton-
ces, Arabia Saudita, Kuwait, Irak, Irán y Venezuela crearon la OPEP (al
finalizar el segundo congreso de petróleo árabe, en septiembre 1960), tras
una reducción unilateral de precios de 20% a 25%, decidida por las mul-
tinacionales (Dubois, 2007: 52-54). Entre 1972 y 1976, el fin del régi-
men de concesiones conllevó a una ola de nacionalizaciones en Irak,
Libia, Kuwait, Arabia Saudita y Venezuela. Desde luego, la OPEP se
esforzó por controlar los precios al actuar en el volumen de producción
de sus miembros. Entre 1964 y 1973, este aumentó de 15 millones a 32

4 El Ecuador salió de la OPEP entre 1992 y 2007. Su reintegración a esta organización fue el
hecho de la administración Correa, con el apoyo de Hugo Chávez en Venezuela.

5 La sigla ARPEL significó en primer lugar “Asistencia recíproca petrolera estatal latinoamericana”. 

         



El uso del petróleo como “arma política” se volvió más difícil y la acción
diplomática de los países consumidores se volvió menos determinante
con la globalización de los mercados económicos y financieros (De
Lestrange et al., 2005: 45). Gracias a la diversificación de los instrumen-
tos (como los contratos a término) y de los actores económicos (públicos
y privados), los productos petroleros se encuentran ahora en una situa-
ción comparable con aquella de otras materias primas, donde la compe-
tencia entre productores limita los riesgos de ruptura física de abasteci-
mientos para los países importadores. De hecho, estos últimos asumen un
papel en la regulación de los intercambios, al controlar el transporte marí-
timo por medios militares y jurídicos, al mantener una presencia en el
Golfo Pérsico y al acudir a medidas de sanciones o embargo contra cier-
tos países productores.

La hegemonía de los Estados Unidos 

El papel hegemónico de los Estados Unidos en la geopolítica de los hidro-
carburos está relacionado a la vez con su rango de primer país consumi-
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territorios ocupados, Libia, Argelia e Irak, a los que se sumó luego Arabia
Saudita, lograron imponer un embargo en contra de los Países Bajos, los
Estados Unidos, África del Sur, Portugal y Rodesia (actual Mozambique),
en la guerra del Kipur (en 1973). Esta iniciativa dio origen al primer
“choque petrolero”, que multiplicó los precios del petróleo por cuatro,
hasta superar 10 USD por barril en 1974. En 1979 un segundo choque
petrolero fue provocado por el inicio de la guerra entre Irak e Irán, tras la
revolución islámica en Irán. En esta oportunidad, el precio del barril de
petróleo duplicó y alcanzó 38 USD en 1980.

Sin embargo, el fracaso de la política oligopólica de la OPEP se volvió
patente en 1985, cuando Arabia Saudita y los Emiratos Árabes Unidos
decidieron unilateralmente aumentar su producción y abandonar la polí-
tica de cuotas establecida por la OPEP diez años antes. Arabia Saudita es
un actor clave (swing player) en la regulación de los mercados petroleros,
gracias a su capacidad de producción (10,5 millones de barriles diarios en
2000) que, en esa época, ya superaba ampliamente aquella de grandes
productores mundiales como los Estados Unidos, Irán, Irak y Venezuela
(cuya producción alcanzaba respectivamente 6,9 millones, 3,73 millones,
3 millones y 2,95 millones de barriles diarios) (Maurice, 2001: 38). En
1985, este país propuso a los refinadores cederles petróleo con una garan-
tía de margen fijo por barril. 

Según los términos de este contrato, llamado netback, se calculaba el
precio con base en el precio de venta de los productos (una vez deducidos
los costos de refinación y transporte), lo cual garantizaba la estabilidad
para el refinador. Sin embargo, este mecanismo traía consigo efectos per-
versos puesto que incitaba a los productores a incrementar su volumen de
producción para optimizar sus ganancias (Amic et al., 2006: 35). Ello
conllevó a una sobre producción, cuyo principal efecto fue el acelerar la
reducción del precio del crudo, que ya se veía como una consecuencia de
las nuevas políticas energéticas de los países importadores. De tal modo,
al cabo de pocos meses estos precios había vuelto a un nivel inferior al de
1978, es decir antes del segundo choque petrolero (Cf. Gráfico 2a.).
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Gráfico 2a. Precios de referencia del petróleo crudo (USD/barril)
1972-1986
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fuerza asociada de despliegue rápido (Rapid deployment joint task force),
que disponía de bases en Omán, Kenia y Somalia.

Esta política de armamento de los países aliados y de intensificación
de la presencia militar en la región se prosiguió con la administración
Reagan, con dos innovación cuyos efectos se harían sentir unos años más
tarde: por un lado, la inclusión del empresario saudita, Osama Bin Laden,
en la campaña de reclutamiento de voluntarios musulmanes para luchar
contra el régimen afgán (entonces amparado por los soviéticos) y, por el
otro, la asignación de una ayuda al presidente iraquí, Saddam Hussein,
bajo forma de créditos, servicios de inteligencia y armas vendidas en secre-
to, además de la protección de los buques iraquíes en contra de los ata-
ques iraníes en el Golfo. El apoyo de Irak sólo se detuvo después de la in-
vasión de Kuwait lanzada por Saddam Hussein en agosto 1990, mientras
que la ONU adoptaba la resolución 661 por la cual imponía un embar-
go a las exportaciones de petróleo6. En ese momento el discurso oficial de
la primera administración Bush empezó a invocar la defensa de la liber-
tad y la soberanía de Kuwait, mientras se aplicaba una estrategia de con-
tención para aislar a Irak de la comunidad internacional (Le Billon y El
Khatib, 2004). La presencia de los marinos en Arabia Saudita y Kuwait
coadyuvó entonces al bloqueo naval y aéreo en contra de este país, pese al
compromiso de retirarse de Arabia Saudita después de la operación “Tem-
pestad en el Desierto”, lo que exacerbó entre otras cosas la hostilidad de
los islamistas radicales en contra de los Estados Unidos, explotada por Bin
Laden (Klare, 2004: 92). Ello lo atestigua la multiplicación de los atenta-
dos en contra de ciudadanos (en 1995 y 1996) y las embajadas (en 1998
y 2000 en el Yemen) de este país, hasta el triple ataque del 11 de septiem-
bre 2001, perpetrado por el movimiento Al Qaeda contra el World Trade
Center y el Pentágono.
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dor mundial de petróleo y con su dependencia hacia los abastecedores
extranjeros. En la actualidad, sus reservas probadas representan apenas un
2,4% del total mundial (con 30.500 millones de barriles) y su producción
representa menos de 8% del total (con 6,74 millones de barriles diarios)
mientras que absorbe cerca de un cuarto de volumen consumido en el
mundo (19,42 millones de barriles diarios) (BP, 2007: 6, 8 y 11). Esta
dependencia obliga a los Estados Unidos a adoptar una “visión política
mundial” (Sébille López, 2006: 40) y considerar el acceso a la energía co-
mo un problema de seguridad nacional, incluso a costa de involucrarse en
conflictos armados en las zonas de producción. Ello explica en gran parte
la política exterior y militar de este país desde la segunda guerra mundial
(Klare, 2004: 34). En efecto, ya en febrero 1945, en un encuentro entre
el presidente Roosevelt y el rey Ibn Saúd, los Estados Unidos y Arabia
Saudita sellaron un pacto –llamado “Pacto del Quincy”, por el nombre
del barco donde se celebró el encuentro– en el cual los primeros se com-
prometían a proteger al segundo contra cualquier forma de agresión mili-
tar, a cambio de la protección de los intereses privados de su sector petro-
lero y de la seguridad de sus abastecimientos (Klare, 2004: 65; Furfari,
2007: 142). 

Las “doctrinas” adoptadas luego por los presidentes Truman, Eisen-
hower, Nixon y Carter muestran una constante preocupación por contro-
lar estos recursos, tanto en contra de la Unión Soviética como de los
países árabes (Klare, 2004: 67-83). En la administración Truman, la asis-
tencia militar y la venta de armas a Grecia, Turquía e Irán se ampliaron a
Arabia Saudita, mediante un “Acuerdo de asistencia mutua para la defen-
sa” formalizado en 1951. Bajo Eisenhower, en 1957, el Congreso estadou-
nidense autorizó al presidente recurrir a las fuerzas armadas para defender
a los “países amigos” del Oriente Cercano contra la amenaza soviética;
gracias a eso, Arabia Saudita pudo modernizar sus fuerzas armadas terres-
tres y aéreas, y crear una guardia nacional y una flota marítima. En 1969,
bajo Nixon, la ayuda militar estadounidense se incrementó aún más a
beneficio de Arabia Saudita e Irán, desde luego encargados de la paz y la
estabilidad de la región del Golfo Pérsico. Finalmente, en la administra-
ción Carter, tras la revolución iraní, los Estados Unidos asumieron una
responsabilidad directa en la defensa del Golfo, con la creación de una

6 Esta medida fue luego moderada por el programa “petróleo por alimentos”, que inició a finales
de 1996 y preveía fases de negociación de 180 días. El anuncio por Arabia Saudita y Kuwait, en
2000, de incrementar su producciaón si Irak ejecutaba su amenaza de suspender sus exportacio-
nes de petróleo, en la 9ª fase de negociaciones de este programa, es una ilustración más del papel
de swing player que juega el mayor productor mundial, aliado de los Estados Unidos. En efec-
to, este anuncio neutralizó el efecto de inflación esperado por Saddam Hussein, obligándole a
reiniciar su producción (Maurice, 2001: 38).

         



mayo 2001, y que sirvió de base a la Ley de energía votada en julio 2005.
Lejos de proponer una reducción del consumo nacional, este documento
plantea en realidad aumentar las importaciones de petróleo provenientes
de los países del Golfo Pérsico. Entre las recomendaciones del “Informe
Cheney”, las más importantes en lo que atañe al papel de los Estados
Unidos en la geopolítica del petróleo buscaban el levantamiento de los
obstáculos jurídicos, económicos, logísticos y políticos que limitaban el
acceso a aquellas regiones (Sébille López, 2006: 76). Esta tendencia fue
aún más acentuada por el incremento de los precios del petróleo, que
financiaba las inversiones de exploración realizadas por las empresas mul-
tinacionales. Por otro lado, la diversificación geográfico estaba motivada
por los embargos contra los “estados forajidos” (rogue states) como Irak,
Libia e Irán. La ocupación de Irak, en 2003, es una consecuencia directa
de esta política, aunque no haya sido motivada exclusivamente por la
seguridad de abastecimientos en energía. En efecto, por un lado el “punto
de equilibrio” del mercado mundial de petróleo se ubica en el Oriente
Medio (Sébille López, 2006: 41), por el otro, ciertos productores “alter-
nativos” como aquellos del mar Caspio, del Golfo de Guinea o de la zona
andina, se ubican en zonas de alto riesgo político.

Los regímenes internacionales puestos a prueba por los mercados 

La limitada eficacia de los regímenes petroleros

Creada en el contexto de la descolonización y de la ampliación del dere-
cho de los pueblos a la autodeterminación en las décadas de los años cin-
cuenta y sesenta, la OPEP expresó en un primer momento la demanda de
equidad de reparto de las ganancias petroleras a nombre de sus miembros.
Hasta 1975, la declaración solemne de la primera cumbre de jefes de
Estado de esta organización proclamaba el principio de justicia distribu-
tiva, que dio lugar a la creación de un Fondo de desarrollo internacional
y del Banco islámico de desarrollo (De Lestrange et al., 2005: 101). Sin
embargo, desde el contrachoque petrolero, estas preocupaciones fueron
sustituidas más bien por una estrategia de estabilización de la oferta
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Incluso antes de los atentados del 11 de septiembre y el lanzamiento
de la lucha antiterrorista, la política exterior y de seguridad de los Estados
Unidos obedecía entonces a tres prioridades: garantizar el acceso al petró-
leo gracias a la multiplicación de los abastecedores en el extranjero, forta-
lecer la capacidad de proyección militar, e intensificar las operaciones
antiterroristas (Klare, 2004: 116-117). Aunque la importancia estratégica
del petróleo para los Estados Unidos y sus lazos con la diplomacia en el
Oriente Próximo no constituyan ninguna novedad, la situación ha ido
empeorando desde 1998, cuando la participación de las importaciones en
el consumo de petróleo superó el 50%. Sin embargo, a diferencia de los
países de la Unión Europea, los Estados Unidos no consideraron la reduc-
ción de la demanda de productos derivados de petróleo como una priori-
dad, hasta la administración de Barack Obama, en parte teniendo en
cuenta de la importancia del automóvil en el estilo de vida de sus habi-
tantes. En efecto, la política exterior del presidente demócrata William
Clinton no rompió con aquella de sus antecesores republicanos, puesto
que este último se esforzó por favorecer la integración hemisférica para
“santuarizar” (De Lestrange et al.,2005: 172) a los productores de América
Latina, del Caribe y de Canadá, mientras se fortalecía el dispositivo mili-
tar en el Oriente Medio y se desarrollaba el acceso a zonas de abasteci-
miento alternativo, como el Golfo de Guinea y África del Norte, la
Siberia Oriental y las antiguas repúblicas soviéticas de Asia Central.

Los apagones de luz en California y la escasez de gas en el Middle West,
en el verano 2000, luego la evolución errática del precio de la gasolina,
debida a una ruptura de abastecimiento tras la modificación de las carac-
terísticas de los carburantes7 confortaron la convicción del presidente
George Bush Jr. según cual los Estados Unidos necesitaban de “más fuen-
tes de energía” (citado en Klare, 2004: 93). La política energética nacio-
nal de la segunda administración Bush fue consignada en un documento
entregado por el grupo de desarrollo de la política energética nacional
(NEPG por sus siglas en inglés), conocido como el “Informe Cheney”, en
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7 La adaptación de las refinerías a las normas de los productos derivados de petróleo en los
Estados Unidos llevó a un incremento del precio del West Texas Intermediate (WTI) a causa de
la elevación de los márgenes de refinación entre 1999 y 2000, de 0,30 a 2,30 USD/barril
(Maurice, 2001: 30).

            



Por último, los actores se han multiplicado. Además de las empresas
petroleras y los negociantes de petróleo físico han aparecido bancos de in-
versión (Goldman Sachs, Morgan Stanley), administradores de fondos
(Pimco, Fidelity), compañías de seguro (AIG) y fondos especulativos
(Citadel, Tudor Jones) (Amic et al., 2006: 31).

Desde la década de los años setenta, la vulnerabilidad frente a la polí-
tica de la OPEP ha dado lugar a importantes reformas de políticas ener-
géticas en los países industrializados importadores de petróleo. Para diver-
sificar sus fuentes de abastecimiento en energía primaria, estos últimos
han incrementado sus inversiones en la exploración de nuevos yacimien-
tos, especialmente en la cuenca amazónica y en alta mar. También han
invertido en el desarrollo de tecnologías necesarias para el uso de fuentes
de energía alternativa, renovable (como la hidro-electricidad) o no (como
el nuclear). Finalmente, para coordinar sus políticas energéticas y facilitar
los intercambios de información, se apoyaron en agencias como la AIE,
creada en 1974 por los países de la OCDE, y la Organización Latinoame-
ricana de Energía (OLADE), creada por los ministerios de energía de esta
región en 1972, para desarrollar la cooperación técnica y jurídica, por un
lado, y coordinar las políticas energéticas de los países miembros, por el
otro.

En estos países, las políticas energéticas nacionales para regular la
interdependencia con los productores siguen actualmente dos modalida-
des: por un lado, la desregulación y la liberalización de los mercados
domésticos y el desarrollo del accionariado en las empresas multinaciona-
les y, por el otro, la gestión de la crisis. Bajo el efecto de la globalización
económica y financiera, el papel del Estado también está cuestionado por
los mecanismos del mercado, lo que limita el alcance de un análisis en tér-
minos de “régimen” de consumo. Adicionalmente, la distancia entre las
grandes empresas y el Estado se ha incrementado. Desde luego, este últi-
mo asume un papel de facilitador en la conquista de nuevos mercados y
de policía en las zonas de conflictos armados. En el ámbito de la gestión
de crisis, además de las políticas de incitación a la desregulación de los
mercados, el Estado lucha contra la inestabilidad de los precios por una
política de depósitos y reservas estratégicas. Estos depósitos pueden ser
privados (como en el Reino Unido y en Bélgica) pero más a menudo son
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mediante una política de cuotas individuales, una política que ha produ-
cido resultados inciertos, según el momento. Cierto es que, dada la
importancia de las reservas de sus países miembros, la OPEP ha de asu-
mir un papel cada vez más importante en los mercados, a medida que la
explotación de las reservas de otras áreas se encarece, empero el control
impuesto a los países importadores por este “régimen” de productores ya
no es tan eficaz como en los años setenta. Esta limitación se debe en par-
ticular a dos fenómenos. En primer lugar, los países de la OPEP sólo con-
trolan un 40% del volumen comercializado en el mundo, e incluso esta
participación cayó a 30% en la década de los años ochenta, contra 50%
en la década anterior (Favennec, 2007: 90). Además, defienden intereses
divergentes, según la capacidad de producción de cada uno, sus reservas,
la evolución demográfico y las demandas sociales que el Estado debe aten-
der. Ahora bien, estas divergencias se exacerban en las fases de baja de los
precios, que afectan más a los pequeños productores que a los grandes.
Tradicionalmente, los países de pequeño tamaño demográfico, como Ara-
bia Saudita, los Emiratos Árabes Unidos y Kuwait defienden una estrate-
gia de participación en los mercados mundiales, mientras que países más
poblados, como Venezuela, Irán y Nigeria son partidarios de defender
precios altos (De Lestrange et al., 2005: 103-104).

Los mecanismos de formación de los precios ponen en juego dos tipos
de variables que afectan a los “factores fundamentales” determinantes de
la demanda y la oferta. Por un lado, la evolución del consumo de energía
de un país a mediano y largo plazo depende de variables estructurales,
como la estructura del aparato productivo y los hábitos de consumo.
Además, las variaciones del consumo a corto plazo dependen de variables
coyunturales (a veces cíclicas), como los fenómenos estacionales, los inci-
dentes climáticos o los conflictos internacionales. Por esta razón, las evo-
luciones estructurales son muy lentas pero las evoluciones coyunturales
son muy bruscas (Michel Didier citado en Maurice, 2001: 73). Por otro
lado, estos mecanismos implican un creciente número de variables. A los
factores fundamentales se suman la capacidad de refinación de los países
o de las empresas y la calidad del petróleo crudo disponible. Los tipos de
contratos se han diversificado. Los mercados se han segmentado, particu-
larmente con el desarrollo de los mercados a término físicos y financieros.
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en 1984) y Texaco (que iba a fusionar con Chevron en 2000); las dos
otras eran europeas: Anglo-Persian (futura British Petroleum) y Royal
Dutch Shell. En septiembre 1928, estas empresas firmaron el “Acuerdo de
Achnacarry” según cual el precio del petróleo se fijaba en relación con
aquel del Golfo de México sumado con el costo de transporte. Este siste-
ma caducó en 1945, mientras que los Estados Unidos se volvían impor-
tadores netos de petróleo y aparecía un punto de referencia en el Oriente
Medio para fijar el precio del crudo. No obstante, hasta 1956, el comer-
cio internacional se limitaba a pocos intercambios entre unas empresas
integradas verticalmente (Amic et al., 2006: 32-34).

Entonces aparecieron nuevos actores que negociaron el reparto más
equitativo de las ganancias con los estados productores, con el afán de
acceder a los yacimientos más rentables del Oriente Medio (Dubois,
2007: 54). Así es como la empresa pública italiana ENI-Agip entró a Irán,
donde fundió la Sociedad Iraní-Italiana de Petróleos, que dejaba al Estado
iraní 75% de las ganancias de la explotación petrolera. En 1960, la
empresa japonesa Japan Petroleum empezó a producir en Arabia Saudita y
Kuwait, donde cedía al Estado 56% y 57% de las ganancias de explota-
ción. En ese año, como ya se mencionó, la OPEP apareció en reacción a
la baja de los precios decida unilateralmente por las Siete Hermanas. Des-
de luego, la transformación de los mercados petroleros se aceleró, con la
nacionalización de las instalaciones petroleras en los países de la OPEP y
bajo el efecto del doble choque petrolero de 1973 y 1979. Hasta 1988,
un precio oficial del petróleo crudo estaría establecido en las reuniones
semestrales de la OPEP, en función del curso del Arabian Light, en fun-
ción de la calidad de las materias primas vendidas. Luego, nuevos “mar-
cadores” estandarizados aparecerían (el Brent y el WTI), a partir de los
cuales se calcularían los precios de petróleos de otras calidades.8
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de origen público (como en los Estados Unidos, en Alemania, en Japón o
en Francia). Desde 2000, se usan en los Estados Unidos para regular los
precios, sea mediante el desalmacenamiento para hacerles bajar, o sea
mediante el aumento de depósitos para sostenerlos. En cambio, los países
miembros de la Unión Europea administran sus depósitos de manera des-
centralizada para anticipar eventuales rupturas de abastecimiento. En
2005, los depósitos estratégicos de la AIE alcanzaban 4.100 millones de
barriles, de los cuales 1.400 millones estatales (Furfari, 2007: 245). Este
instrumento de regulación encuentra sin embargo limitaciones estructu-
rales, debido al alto costo de su mantenimiento y al efecto relativo de su
utilización más allá de crisis coyunturales (De Lestrange et al., 2005: 79).

En efecto, la OPEP puede anular los efectos de desalmacenamiento al
incrementar su producción. Además, la venta de los depósitos públicos en
los mercados plantea problemas técnicos y logísticos de transporte y refi-
nación. Sobre todo, la comercialización de estas reservas puede provocar
efectos especulativos a la alza.

La multiplicación de los actores e instrumentos 
en los mercados petroleros

Hasta la década de los años setenta, los mercados petroleros se organiza-
ban alrededor de unos pocos actores y obedecían a reglas bastante simples.
En el siglo XIX, el mercado se concentraba en los Estados Unidos y un
primer experimento de bolsa se inauguró con el New York Mercantile
Exchange (NYMEX). El monopolio adquirido por John D. Rockefeller,
que controlaba la refinación y el transporte, puso un término a este pri-
mer intento: que el precio era colocado por el comprador a la entrada de
la refinería, sin mayor discusión. La división de su empresa, Standard Oil,
en 34 sociedades, tras la Ley anti-trust de 1911 anunció el reino de las
“Siete Hermanas” en el mercado mundial del petróleo. Las tres principa-
les provenían del gigante Standard Oil: Standard Oil of New Jersey (futu-
ra Esso, luego Exxon), Standard Oil of New York (futura Mobil) y
Standard Oil of California (futura Chevron); dos nuevas llegadas se radi-
caban en los Estados Unidos: Gulf (que iba a ser absorbida por Chevron

8 Existen 400 variedades de petróleo crudo en el mundo, según su calidad. La densidad del WTI,
que sirve de referencia a los refinadores de los Estados Unidos, es de 38 a 40° API y su tenor en
azufre de 0,3%. Esta calidad es comparable con aquella del Brent, que sirve de referencia para
el petróleo producido en el Mar del Norte. El Dubái, de una densidad 32° API y un tenor en
azufre de 2%, sirve de referencia para los precios de los petróleos crudos del Oriente Medio.
Además de estos crudos de referencia, los mercados “spots” son el lugar de intercambio de petró-
leos crudos del Mar del Norte (Forties, Oseberg), de Rusia (Ural), Asia (Tapis, Minas), Estados
Unidos (West Texas Sour, ANS) y África (Bonny Lights, Forcados) (Amic et al., 2006: 46 y 48).

                           



entregas físicas) y el mercado derivado (donde se intercambian productos
financieros como los swaps y las “opciones”10) (Amic et al., 2006: 15).
Desde 1992, el incremento de la participación de los fondos especulati-
vos en los mercados internacionales conllevó a una creciente volatilidad
de los precios del petróleo. Estos fondos se interesan también en los pro-
ductos refinados pero en lugar de especular en contra de los factores fun-
damentales de los mercados físicos, anticipan más bien los puntos de
reversión de tendencia (Maurice, 2001: 35). Están al origen del fuerte
incremento de precios del petróleo que ocurrió en 2007 y de su tan fuer-
te decrecimiento en el segundo semestre de 2008.

Los determinantes de la demanda y oferta de hidrocarburos 

La importancia del petróleo y del gas natural en la demanda de energía
mundial se explica por sus características físicas, que facilitan su transpor-
te y su almacenamiento, y por sus propiedades termodinámicas. No obs-
tante no hay una relación mecánica entre la disponibilidad física de los
hidrocarburos y su demanda. Excepto en escasos períodos –como en los
años 1970– el mercado internacional de hidrocarburos está orientado por
la demanda. Ahora bien, ésta varía sobre todo en función del crecimien-
to económico y, en menor medida, en función del precio del petróleo
crudo. El uso intensivo de los productos petroleros en el sector de trans-
portes y en ciertas industrias conlleva a una baja elasticidad de la deman-
da en relación con los precios y, por lo tanto, una escasa sustitución posi-
ble del petróleo por otras fuentes de energía (De Lestrange et al., 2005:
35). En efecto, el volumen y la estructura de la demanda de energía pri-
maria son relativamente estables puesto que dependen, por un lado, del
depósito de capital instalado y de los modos de consumo del pasado y, por
el otro, de los estilos de vida y de las preferencias de los consumidores o
de sus hábitos. Por lo tanto, cuando el precio del petróleo aumenta, el
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El mercado oficial, que entonces representaba 98% del comercio, esta-
ba complementado por el mercado spot, donde el precio del petróleo se
fijaba en función del equilibrio entre la oferta y la demanda (Amic et al.,
2006: 34). Hasta la fecha, este último funciona con base en transacciones
“por cargamento” a unos precios desconectados de los contratos, entrega-
bles a corto plazo (es decir menos de un mes). En el contexto del embar-
go decretado por la OPEP en 1979 y de la interrupción de las exportacio-
nes por Irán, los precios spots superaron a los precios oficiales. Por consi-
guiente, los volúmenes vendidos por contratos a largo plazo se desplaza-
ron hacia este mercado, lo que incrementó considerablemente los volú-
menes de transacciones. En 1986, la OPEP renunció a imponer contra-
tos a largo plazo a precio fijo; desde luego, el precio de 80% del petróleo
crudo comercializado en el mundo se estableció en función de los precios
en los mercados spots (en Londres, Nueva York y Singapur)9. Sin embar-
go, a pesar de su influencia en la determinación de los precios, el merca-
do spot sólo representa un 30% de las transacciones en el mundo. Más de
la mitad de estas transacciones (55%) se negocia bajo la forma de contra-
tos a largo plazo, llamados futures (aparecidos en 1980, de una duración
de un año reconductible), en las bolsas de comercio de Nueva York
(NYMEX), Londres (IPE) y Tokio (TOCOM). El resto se negocia según
tres modalidades: los contratos llamados forward (en el mercado físico a
término o “no-organizado”), para unos cargamentos cuya entrega se difie-
re de varios meses; los contratos de uno a uno, llamados over the counter
(OTC) (fuera de los mercados organizados), donde las condiciones son
establecidas por el comprador y el vendedor; y los acuerdos de trueque,
donde el petróleo se intercambia contra armas, equipos industriales, etc.

Por último, a los mercados tradicionales –“spot”, OTC, bolsas de
comercio y forward– se sumaron recientemente el mercado financiero a
término (donde se intercambian contratos que pueden dar lugar, o no, a
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9 De hecho, la influencia de estos mercados se ha extendido al conjunto de los combustibles pri-
marios. Así es como los contratos a largo plazo de gas natural en Europa dependen de los pre-
cios del fuel y del gasóleo; los precios del gas natural líquido (GNL) dependen de aquellos del
petróleo crudo. Asimismo, en los Estados Unidos, el precio del gas natural sigue una evolución
paralela a estos últimos, puesto que los arbitrajes de los usuarios dependen de los precios rela-
tivos del uno o del otro (Amic et al., 2006: 36.)

10 Una “opción” sobre un contrato a plazo permite comprar o vender un producto a un precio
especificado o hasta una fecha determinada. Un “swap” es un contrato financiero de cobertura
de riesgo (Amic et al., 2006: 191-192).

                    



consumo energético desacelera a medida que el crecimiento económico
depende más del desarrollo de actividades de servicios, por naturaleza
menos consumidoras de energía que las industriales. No obstante, la
intensidad energética mide más la productividad que la eficacia y refleja a
la vez la eficacia de conversión de las fuentes primarias en energía útil y la
composición del PIB. Por lo tanto, su reducción puede ser la señal de una
mayor eficiencia de la “cadena de conversiones energéticas”, de una “des-
materialización del PIB” o de una combinación de ambos factores
(Martin-Amouroux, 2005: 68).

Desde hace varias décadas, en los países industrializados con economía
de mercado, la creciente importancia del sector terciario en el PIB ha teni-
do por efecto el disminuir aquella intensidad. En cambio, el peso de las
industrias pesadas y de la industria electrónica en el crecimiento de cier-
tos países emergentes coadyuva al incremento de la intensidad petrolera
del PIB. En efecto, entre 1990 y 2000, la intensidad energética aumentó
en los países de América Latina (+0,6%) y Europa Oriental (+0,8%),
mientras disminuía en América del Norte (-1,7%), en Asia (-1,5%) y Eu-
ropa Occidental (-1,3%). El aumento de los unos se explica en parte por
la crisis económica, como aquella que padeció América Latina, y por la
importancia relativa de la industria pesada en Europa Oriental. La dismi-
nución de los otros se debe en parte a la desaceleración del crecimiento
demográfico, como en Europa Occidental, o las menores inversiones
industriales, como en Japón (Martin-Amouroux, 2005: 69).

Al fin y al cabo, por falta de consenso en su seno, la OPEP no pudo
evitar la baja de los precios del petróleo durante dos décadas. En 1998, los
precios de referencia alcanzaron su nivel más bajo desde 1978, con un
promedio anual por barril de 12,21 USD para el Dubái, 12,72 USD para
el Brent y 14,39 USD para el WTI (BP, 2007: 16). En este contexto, la
organización abrió una negociación con Rusia, Omán, México y No-
ruega, cuya importancia económica no ha dejado de aumentar desde el
doble choque petrolero de los años setenta y el derrumbe del bloque
soviético. Tras haber padecido una década y media de decrecimiento, con-
secutivo de la liberalización de los precios en los mercados spots y de la
situación de capacidad de producción excedentaria de Arabia Saudita, en
la 107ª conferencia de la OPEP (en marzo 1999), estos países y algunos
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usuario está dispuesto a pagar más para seguir aprovechando las ventajas
que derivan de su uso.

Esta baja “elasticidad-precio” (que expresa la relación entre la variación
de la demanda y la variación de los precios) contrasta con la alta “elastici-
dad-ingreso” (que expresa la relación entre la variación marginal del PIB
y la evolución del consumo de energía). En este sentido, la tasa de creci-
miento del PIB es el mejor indicador a largo plazo de la evolución de la
demanda de petróleo e, indirectamente, de su precio en los mercados
internacionales. Dos factores relativizan sin embargo la relación entre cre-
cimiento económico y demanda de energía: la eficacia energética y la
intensidad energética. La eficacia energética alude a la energía “útil” o la
parte del consumo final de energía que se incorpora realmente en un bien
o un servicio. No es la misma, según si la energía final se consume para
producir el calor necesario a la cocción de alimentos o al calentamiento
de locales, a la producción de una fuerza motriz o fija, al alumbramiento
o al funcionamiento de aparatos electrodomésticos. Por ejemplo, en
1998, en Francia, la conversión de fuentes finales en energía útil alcanza-
ba 41% para la calefacción, 25% para los transportes viales y aéreos,
13,5% para la cocción y el funcionamiento de hornos y convectores,
10,5% para el funcionamiento de motores eléctricos y los equipos elec-
trodomésticos y ascensores y 10% para el alumbramiento (Martin-
Amouroux, 2005: 56). Teniendo en cuenta la diversidad de variables y de
usos –térmicos y mecánicos– de las fuentes de energía, esta eficacia es en-
tonces el objeto de importantes variaciones en el tiempo y el espacio,
según las políticas energéticas llevadas a cabo.

La intensidad energética designa el volumen de energía necesaria (en
toneladas de equivalente de petróleo) para producir una fracción del PIB
(1.000 USD o 1.000 € por convención). También puede variar en el
tiempo y el espacio, no sólo en función de la política energética sino tam-
bién de la política económica y del modelo de desarrollo adoptado por un
país. Aumenta generalmente a medida que la economía se industrializa,
luego tiende a decrecer cuando la participación del sector terciario en el
PIB aumenta (Rojey, 2008: 86-87). En efecto, en un primer momento, el
crecimiento del PIB y del nivel de vida de la población conlleva a un
mayor consumo de energía global. Luego, el ritmo de crecimiento del
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Esta evolución coincide con tres fenómenos contingentes (Sébille-López,
2006: 31-32). En primer lugar, el hecho de que la producción mundial
de hidrocarburos pueda haber llegado a su “pico” histórico anuncia el
agotamiento a mediano plazo de las reservas mundiales y define por lo
tanto las circunstancias dramáticas en las cuales se perfila la transición
energética hacia unas fuentes alternativas a los hidrocarburos líquidos. Por
otro lado, la falta de inversiones en las actividades del upstream (transpor-
te y refinación) en las décadas de los años ochenta y noventa origina una
tensión entre la capacidad de oferta y la demanda, especialmente en los
Estados Unidos. Por último, el aumento súbito de la demanda mundial
de energía primaria, en particular debido al crecimiento económico de la
China desde hace una década, escapa a todo tipo de acuerdos mutuos
entre exportadores e importadores, lo que reduce aún más el margen de
incidencia de estos últimos en las decisiones de los otros. 

En conclusión, dos tipos de factores inciden en las relaciones de fuer-
zas entre países exportadores e importadores: por un lado, la estructura
del mercado internacional, caracterizado por una concentración de la
oferta disponible en zonas aledañas de los sitios de consumo de produc-
tos derivados; por el otro, las variables estratégicas y militares relacionadas
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productores independientes (México, Rusia, Omán y Noruega) firmaron
un acuerdo de disciplina de precios, con el afán de alcanzar a mediano
plazo una estabilización de los precios entre 22 y 28 USD. Ello permiti-
ría garantizar el financiamiento de las infraestructuras sin perder partici-
paciones en los mercados. Ahora bien, este precio de referencia fue rápi-
damente abandonado por la OPEP, que prefirió recuperar cierta libertad
de decisión en el ámbito, al fijar cuotas de producción en sus reuniones
semestrales. 

En un primer momento, la baja de la producción de la OPEP (-2,1
millones de barriles diarios) ayudó a elevar el precio hasta 20 USD (en
1999) luego a 35 USD (en 2000). No obstante, la revisión de las perspec-
tivas de crecimiento tras los atentados del 11 de noviembre de 2001 con-
llevó a una nueva baja de los precios a corto plazo, lo que obligó a la
OPEP a revisar sus cuotas hacia abajo (-1,5 millón de barriles diarios) y
llevó a 8 millones de barriles diarios la capacidad de producción inutiliza-
da. Sin embargo, esta decisión no convenció a los productores no-miem-
bros de la OPEP de reducir a su vez su producción, lo que marca los lími-
tes de esta nueva forma de cooperación.

El año 1999 cargó las premisas de una nueva crisis energética, carac-
terizada por el incremento de los precios tras una década y medio de
declive. En efecto, a partir de esta fecha, los precios del petróleo en los
mercados internacionales volvieron a subir, tras una década y media de
baja debida a la liberalización de los precios en los mercados “spots” y a la
capacidad excedentaria de producción de Arabia Saudita. Ni la estagna-
ción de los precios en 2000, ni su baja en 2001 revirtieron la tendencia al
alza a mediano plazo. Cierto es que factores coyunturales –como la crisis
del sector aeronáutico, posterior a los atentados del 11 de septiembre, o
el no-respeto de las cuotas que la OPEP se ha esforzado imponer en varias
oportunidades– han provocado una baja temporal de los precios; pero
estos últimos volvieron a subir en 2002, siguiendo una tendencia estruc-
tural que se confirmó hasta 2008, cuando el precio del barril de referen-
cia superó la barra simbólica de 100 USD (Cf. Gráfico 2b).
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Gráfico 2b. Precios de referencia del petróleo crudo (USD/barril)
1984-2008
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Pese a a su importancia para los Estados Unidos, la zona andina ocupa un
lugar secundario en la geopolítica del petróleo, debido a la relativa baja
importancia de sus reservas y de su producción a escala mundial. No obs-
tante la evolución de la matriz energética de sus países muestra una cre-
ciente dependencia hacia los hidrocarburos, tanto la producción de ener-
gía primaria como por el consumo de energía final. Desde la década de
los años noventa, la gobernanza energética de estos países sigue dos vías:
aquella de la regulación por el mercado, a través de una política de aper-
tura a los capitales privados, que se prosigue hasta hoy en ciertos países; y
aquella de la regulación por el Estado, con el renacimiento del naciona-
lismo petrolero durante los años 2000 en otros países. La creciente depen-
dencia por los hidrocarburos en el consumo energético, que se puede
observar en todos los países de la zona, es un factor agravante para los pro-
blemas relacionados con la renta de explotación de aquellos recursos pues-
to que los ingresos del petróleo o del gas para su economía son relativa-
mente importantes. Sin embargo, más que una fatalidad, como lo deja
entender la tesis de la “maldición de los recursos”, se trata de un proble-
ma de gobernanza. 
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con la potencia de los Estados Unidos, de los que dependen ciertos países
productores, y con la polarización del conflicto árabe-israelí. Esta situa-
ción y los conflictos que de ella derivan afectan los intercambios interna-
cionales, como lo muestran los choques petroleros de la década de los
años setenta, la invasión de Kuwait en 1991 y hasta la ocupación de Irak
desde 2003. No obstante, más que una de “regímenes petroleros”, la
situación actual es aquella de una interdependencia entre exportadores e
importadores. En efecto, la eficiencia de los regímenes petroleros frente a
los mecanismos de los mercados petroleros está relativamente limitada y
tanto los acuerdos entre países productores como las acciones concertadas
entre países consumidores tienen un efecto marginal en la regulación de
los precios y la gobernanza energética global.
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Capítulo 5
La gobernanza energética andina

    



El papel de América Latina y el Caribe en la geopolítica del gas es aún
menor. Evaluadas en unos 7,81 billones de metros cúbicos (1012 m3), las
reservas de la región representan apenas 4,2% del total mundial (estas
últimas evaluadas en unos 185,02 billones de m3. La zona andina concen-
tra la mayor parte de estas reservas, con 6 billones de m3 (3,2% del total
mundial). Nuevamente, Venezuela aparece como el mejor dotado, con
4,84 billones de m3 (2,6% del mundo), mas esta vez le siguen Bolivia y
el Perú, cuyas reservas alcanzan respectivamente 710.000 millones y
330.000 millones de m3 (es decir 0,4% y 0,2% de las reservas mundia-
les). Colombia y el Ecuador son países marginales, al respecto, con menos
de 0,1% de las reservas mundiales. En el período que va de 1998 a 2008,
las reservas regionales han seguido una tendencia similar a la evolución
mundial (+26,1% frente a +25%), con un crecimiento muy superior a la
evolución de las reservas de la región (+8,5%). Este fenómeno se explica
por los importantes descubrimientos hechos en Bolivia (lo que multipli-
có las reservas de este país por cinco, hasta llegar a 560.000 millones de
m3), en Venezuela (690.000 millones de m3, es decir un incremento de
16,6%) y en el Perú (80.000 millones de m3, es decir un incremento de
32%) (BP, 2009: 22. Cf. Anexo I.2.).

Al igual que las reservas, la producción de hidrocarburos en América
Latina y el Caribe es relativamente baja a escala mundial, aunque el reti-
ro de este volumen del mercado podría afectar los precios mundiales por
un momento. En efecto, con 9,8 millones de barriles diarios (106 b/d),
alcanza sólo un 12% de la producción mundial de petróleo crudo (la cual
es de 81,8 millones de b/d). La producción de los países andinos supera
ligeramente los 3,8 millones de b/d (4,7% del total mundial). No obstan-
te, se considera a Venezuela como un gran productor mundial, con un
volumen promedio de 2,6 millones de b/d (3,1% del mundo), de lejos
delante Colombia y el Ecuador, que producen respectivamente 0,6 millón
y 0,5 millón de b/d. Con 120.000 b/d, el Perú es un productor marginal,
aún en el mercado regional. Entre 1998 y 2008, la producción regional
siguió un declive más marcado (-20%) que América Latina y el Caribe
(-5,4%), mientras que la producción mundial subía (+8,3%). Ello se
explica por la reducción de la producción de Venezuela (-26,3%) y Co-
lombia (-20,3%), que no se compensó con el incremento de la produc-
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La dependencia de la zona andina hacia los hidrocarburos

La zona andina y los mercados mundiales de hidrocarburos

Aunque sea muy exagerado afirmar que América Latina constituye “un
actor mayor del gran juego energético mundial” (Paillard, 2006), los paí-
ses de la región, en particular los países andinos, ejercen cierta influencia
en los mercados de hidrocarburos, entre otras cosas por su proximidad
con los Estados Unidos. Además, la explotación de hidrocarburos consti-
tuye un aporte significativo para la economía de ciertos países latinoame-
ricanos, en particular aquellos de la zona andina. Las reservas probadas de
petróleo crudo de la región1 representan un 10,7% de las reservas mun-
diales, con un volumen de 135.100 millones de barriles. Las reservas pro-
badas de la zona andina representan un 8,4% de las reservas mundiales,
con un volumen de 105.700 millones de barriles. Sin embargo, estas
cifras esconden importantes disparidades entre los países andinos. En
efecto, Venezuela por sí solo concentra 99.400 millones de barriles (7,9%
de las reservas mundiales), mientras que Colombia y el Perú disponen de
reservas marginales (respectivamente 1.400 millones y 1.100 millones de
barriles). Entre estos extremos, Ecuador ocupa un lugar intermedio con
3.800 millones de barriles (0,3% de las reservas mundiales). La evolución
de las reservas entre 1998 y 2008 presenta también resultados contrasta-
dos. En efecto, el crecimiento de las reservas probadas de la zona andina
(+26,4%) es muy superior al crecimiento mundial (+17,7%) y al creci-
miento de América Latina y el Caribe (+15,3%). Ello se debe principal-
mente a los descubrimientos realizados en este período en Venezuela,
donde se han registrado 23.300 millones de barriles adicionales
(+30,6%), y en menor medida en Perú, donde se han registrado 200
millones de barriles adicionales (+22,2%). En cambio, las reservas colom-
bianas se han reducido de casi la mitad (-44%) y aquellas del Ecuador se
han reducido del 7,3% (BP, 2009: 6. Cf. Anexo I.1.).
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1 Incluido México, que se incorpora entre los países de América del Norte en los informes de
British Petroleum.

       



mientras que el consumo de energía final incrementaba de 318,9 millo-
nes a 423,64 millones de TEP. En el mismo período, la producción de
energía primaria y el consumo de energía final de la zona andina siguie-
ron una tendencia comparable, al pasar respectivamente de 112,6 millo-
nes a 124,1 millones de TEP y de 81 millones a 90,4 millones de TEP.
Sin embargo cabe resaltar que este incremento se registró principalmente
a partir de 2003, tras un período de estagnación de seis años (Cf. Gráficos
3a-3b y Anexos III.1 y V.1.).
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ción del Ecuador (+33,5%) y el Perú (+3,4%) (BP, 2009: 8. Cf. Anexo
II.1.). Entre otros factores explicativos, esta baja se debe al agotamiento
progresivo de los yacimientos maduros de Colombia y por la reducción
de la capacidad de producción de la empresa nacional venezolana PdVSA,
en particular tras el conflicto social de 2002 que se concluyó con millares
de despedidos y la imposición del control directo del directorio por el
poder ejecutivo. El incremento de la producción en el Ecuador se expli-
que principalmente por el arranque del segundo oleoducto del país, el
Oleoducto de Crudos Pesados (OCP). 

Lo mismo se puede decir del mercado de gas. La producción anual de
América Latina y el Caribe se acerca a los 214.800 millones de m3, lo que
representa cerca del 7% de la producción mundial (esta última ubicada en
3,1 billones de m3). Los países andinos realizan 1,8% del total mundial,
con 54.500 millones de m3. Entre estos últimos, Venezuela produce por
sí solo 31.500 millones de m3 (1% del mundo), es decir el doble de
Bolivia (13.900 millones de m3) y el triple de Colombia (9.100 millones
de m3). Entre 1998 y 2008, la producción regional se incrementó en pro-
porciones similares a la producción mundial (+31,6% frente a +34,9%),
pero mucho menos que la producción de América Latina y el Caribe
(+68,1%). Esta tendencia se explica por los esfuerzos consentidos por
Bolivia, cuya producción casi se quintuplicó (+396%), y Colombia, cuya
producción se incremento de 44,4%, compensando la reducción de la
producción venezolana (-2,5%). El Perú, que empezó a producir gas
natural en 2004, sigue siendo un productor marginal a escala regional
(BP, 2009: 24. Cf. Anexo II.2.).

Al igual que América Latina y el Caribe en su conjunto, los países
andinos gozan de una situación geológica privilegiada en comparación
con otras regiones, que les permite satisfacer sus necesidades a mediano
plazo y contar con una balanza energética positiva. Sin embargo, la evo-
lución de la matriz energética de estos países en los diez últimos años
muestra una creciente dependencia por los hidrocarburos, lo que implica
una mayor vulnerabilidad económica y mayores impactos ambientales
como se verá a continuación. 

Entre 1996 y 2007, la producción de energía primaria de América
Latina y el Caribe subió de 421,8 millones a 550,4 millones de TEP,
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Gráfico 3a - 3b
Balanza energética
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volumen de 846.000 a 7,8 millones de b/d) (Cf. Gráfico 4b y anexo
IV.2.).
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Una evolución llamativa de la última década es el auge del consumo
de petróleo crudo y de productos derivados en China, que se expresa por
un fuerte aumento de sus importaciones. Estas últimas multiplicaron por
11 entre 1996 y 2006. En su mayor parte, este incremento se produjo en
2004, cuando las importaciones chinas de petróleo casi duplicaron por
primera vez (de 2,2 millones a 4,2 millones de barriles diarios), luego en
2006 cuando casi duplicaron por segunda vez (de 5 millones a 8,8 millo-
nes de barriles diarios). Sin embargo, América Latina y el Caribe aun no
son el escenario de la rivalidad con los Estados Unidos. Si ocurre, la “gue-
rra” por el abastecimiento entre ambos países (Lafargue, 2006) tendrá
más bien lugar en Asia y el Pacífico (que aportan con 77% de las impor-
taciones chinas), en el Oriente Medio o en Europa (que aportan con alre-
dedor de 8%) o hasta en África (que aporta con 6,8%). Pero los países del
hemisferio occidental sólo juegan un papel marginal, ya que apenas
cumulan 0,2% de las importaciones de este país (Cf. Gráfico 4a y anexo
IV.1.).

No obstante, en el período de referencia, el origen de las importacio-
nes chinas que proceden del hemisferio occidental ha cambiado. En efec-
to, hasta 1998 el petróleo crudo y los productos derivados de los Estados
Unidos representaban la mayor parte de las importaciones chinas proce-
dentes del hemisferio occidental (25.600 b/d) con aquellos de Argentina
(20.600 b/d). Desde luego, estos países fueron poco a poco superados por
Venezuela (9.900 b/d) y otros países de Sudamérica (9.100 b/d). Este
efecto de sustitución se puede relacionar con la disminución del peso de
Venezuela en las importaciones de los Estados Unidos, debido a las limi-
taciones de la capacidad de producción venezolana. En 1996, el petróleo
crudo y los productos derivados procedentes de Venezuela representaban
un 18,3% de estas importaciones (es decir un volumen de 1,6 millón de
b/d). En 2006, aunque este volumen había aumentado para llegar a 1,8
millón de b/d), ya no representaban más de un 9% de las importaciones
de los Estados Unidos. De manera general, la participación del hemisfe-
rio occidental en las importaciones estadounidenses disminuyó notable-
mente en el transcurso de este período, al pasar de 52,21% (4,7 millones
de b/d) a 34,1% (6,9 millones de b/d), a favor de los productos europe-
os, cuya participación subió de 9,4% a 38,7% (con un incremento en
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Gráficos 4a-4b 
Importaciones de petróleo en China (1996-2006)
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Elaboración: G. Fontaine. 
Fuente: Brodie (1998-2003); Hester (2004-2007).
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La estructura de las exportaciones de Venezuela, Colombia y el Ecuador
muestra una fuerte concentración en los países del hemisferio occidental
y, entre ellos, Estados Unidos. Esto es particularmente el caso de Ve-
nezuela, cuyas exportaciones se destinan en más del 90% al continente
americano y alcanzó un nivel histórico en 2004, donde representó 98,4%
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La evolución de las exportaciones de petróleo y productos petroleros de
Venezuela, Colombia y Ecuador, entre 1996 y 2006 ha sido errática. En
Venezuela, se ubican alrededor de 2,7 millones de barriles diarios, pero
han subido hasta casi 3 millones entre 1997 y 1998, antes de declinar
hasta un mínimo de 1,7 millón de barriles diarios en 2005 y repuntar a
2,7 millones de barriles diarios en 2006. En Colombia, la caída es aún
más dramática, puesto que las exportaciones registraron un ocaso brutal
desde 2002, tras llegar a su nivel histórico de 0,99 millón de barriles dia-
rios. A partir de 2004 se estabilizaron alrededor de 130.000 b/d, es decir
menos de la mitad de su nivel de 1996. En cambio, las exportaciones del
Ecuador han crecido regularmente a lo largo del período de referencia, a
excepción de los años 2002 y 2003 subieron hasta 465.200 b/d luego
cayeron a 195.400 b/d. Se ubican actualmente alrededor de 0,5 millón de
barriles diarios, es decir casi el doble de lo que eran hasta la inauguración
del oleoducto OCP (Cf. Gráficos 5a-5c y anexo IV.3.).
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Gráficos 5a-5c
Exportaciones de petróleo crudo y productos derivados de los países andinos
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Elaboración: G. Fontaine. 
Fuente: Brodie (1998-2003); Hester (2004-2007).
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del total. Las exportaciones a Estados Unidos representan casi dos terce-
ras partes del total y tendieron a aumentar a lo largo del período de refe-
rencia, hasta llegar a un nivel histórico de 89% en 2005. Colombia está
en una situación similar, pero muestra una mayor diversificación de mer-
cados de destino. En efecto, desde el año 2000, la participación de las
exportaciones hemisféricas se ubica entre el 60 y el 80%, en beneficio de
los países de Asia y Europa. La participación de las ventas a los Estados
Unidos siguió la misma tendencia, con un máximo de 85,7% en 1999 y
un mínimo de 9,38% en 2003, para luego volver a crecer hasta 45,3% en
2006. En cambio las exportaciones del Ecuador se dirigen cada vez más
hacia el hemisferio occidental, pese a una disminución notable en 2002-
2003 (cuando llegaron a 30,7%) y alcanzaron su máximo histórico en
2006, con 94,5%. No obstante, la importancia relativa de los Estados
Unidos es menor en el total de exportaciones ecuatorianas que en aque-
llas de Venezuela y Colombia, puesto que no supera 53% (en 2005 y
2006) (Cf. Gráfico 6a-6c y anexo IV.3.).
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Gráficos 6a-6c
Exportaciones de petróleo crudo y productos derivados de los países andinos
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Elaboración: G. Fontaine. 
Fuente: Brodie (1998-2003); Hester (2004-2007).

      



Capítulo 5: La gobernanza energética andina

155

Al fin y al cabo, aunque intentan asumir un papel protagónico en el
comercio internacional de hidrocarburos, los países andinos dependen
más de los Estados Unidos que estos últimos dependen de ellos. El pri-
mer consumidor mundial de energía sigue siendo el principal destinata-
rio de sus exportaciones y no están actualmente en condición de diversi-
ficarlas hacia la China, principal país emergente interesado por esta zona.

Evolución de la producción

En la actualidad, la producción de energía primaria neta de América
Latina y el Caribe representa 550,4 millones de TEP (4,6% del total
mundial). Con 124,1 millones de TEP, los países de la zona andina con-
centran cerca de un cuarto de esta producción (22,5%). Venezuela provee
más de la mitad (51,4%) de la energía producida por la zona andina,
delante de Colombia (23,4%), Perú (11,3%), Ecuador (9,5%) y Bolivia
(4,4%) (IEA, 2009). En el período 1996-2003, la producción de energía
primaria latinoamericana y caribeña creció de manera regular de 421,8
millones a 463 millones de TEP. Este crecimiento se aceleró luego, hasta
que la producción llegara a 550,4 millones de TEP en 2007. En cambio,
los países andinos registraron un declive de producción entre 1998 y
2003 (de 115,5 millones a 107,5 millones de TEP), que no compensó el
incremento posterior (hasta 124,4 millones de TEP en 2007) (Cf. Grá-
ficos 7a-7b y anexos III.1 y V.1.).
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Gráficos 7a-7b
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Producción de los países andinos (103 TEP)

2 La producción de energía primaria neta es el saldo de la producción de energía primaria una vez
deducido el consumo de productos petroleros y electricidad necesarios a aquella producción.
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Entre estos últimos, Bolivia registró el mayor incremento en el período de
referencia (de 3,6 millones a 5,4 millones de TEP), a pesar de una reduc-
ción entre 2000 y 2002 (de 4,9 millones a 4,3 millones de TEP), debido
a los conflictos sociales que afectaron a este país y conllevaron a la renun-
cia del presidente Sánchez de Lozada, afectando la producción de gas na-
tural. Le siguió Perú, donde la producción creció de 14 millones a 17 mi-
llones de TEP, a pesar de la caída de 1998-1999 (de 14,3 millones a 12,8
millones de TEP). El Ecuador registró un crecimiento menor (de 8,5
millones a 11,8 millones de TEP), debido a las caídas de 1997 y 2005,
consecutivas de la agitación social que desembocó en la destitución de los
presidentes Abdalá Bucaram y Lucio Gutiérrez. En cambio, la producción
de energía primaria de Venezuela se mantuvo alrededor de 90 millones de
TEP, con una fuerte reducción en el período 2001-2003 (cuando la pro-
ducción bajó de 58,1 a 53,1 millones de TEP), debido al conflicto social
que paralizó la empresa estatal PdVSA durante varios meses. Por último,
la producción de energía primaria en Colombia disminuyó (de 31,4
millones a 29 millones de TEP) a un ritmo relativamente constante (Cf.
Gráficos 8a-8e y anexo V.2.).
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Gráficos 8a-8e
Producción de energía primaria por fuentes
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Ahora bien, ni América Latina y el Caribe en su conjunto y tampoco la
zona andina siguen el padrón de la matriz energética mundial. En efecto,
los hidrocarburos representan 81,6% de la producción de energía prima-
ria3 en el mundo, la cual alcanza 12.000 millones de TEP al año. El petró-
leo es la primera fuente de suministro (34,1%), delante del carbón
(26,4%) y el gas natural (21%). Las principales fuentes alternativas son la
biomasa (9,8%) y el nuclear (5,9%), seguidos por la hidroelectricidad
(2,2%) y la geotermia (0,4%) (Cf. Gráfico 9). 
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Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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Fuente: IEA, Energy Balances for Non-OECD Countries. 2009.

3 Nos referimos aquí a la producción bruta de energía primaria, estos datos no toman en cuenta
el consumo de productos petroleros y electricidad necesarios para aquella producción.

Producción de Colombia (103 TEP)

Producción mundial de energía primaria (N= 12.109 TEP
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En cambio, en América Latina y el Caribe, la participación de los hidro-
carburos en la matriz energética representa apenas entre 70% y 75% del
suministro. La primera fuente es el petróleo, que representa alrededor de
la mitad del total, delante del gas natural y los combustibles renovables y
desechos (20% cada uno). La hidroelectricidad ocupa un rango secunda-
rio pero se ubica en un 10%, delante del carbón (menos de 5%) y las otras
fuentes alternativas de energía apenas superan el 1%. Por otro lado, la
zona andina, la participación de los hidrocarburos es superior al nivel
mundial, puesto que representan alrededor de 85% del suministro. El
petróleo representa cerca de dos tercios del total. El gas natural se ubica a
un nivel comparable a la región y al mundo (20%); la hidroelectricidad
es inferior al nivel subcontinental pero aún así es muy superior al nivel
mundial (8%); en cambio los combustibles renovables y desechos ocupan
un lugar inferior al promedio mundial y aquel de la región (5,6%). Por
último, la participación del carbón es marginal, a semejanza de la región
(con 2,1%), aunque supera aquella de las energías geotérmicas y otras
fuentes alternativas (0,14%) (Cf. Gráficos 10a-10b y anexos III.1 y V.1.).

Durante el período de referencia, la importancia relativa de los hidro-
carburos en la producción de energía de Venezuela se ha mantenido alre-
dedor de 90%, principalmente porque el crecimiento del petróleo (de
65% a 70%) compensó la reducción de la importancia relativa del gas
natural (de 30% a 25%), mientras que la hidroelectricidad se mantenía a
un nivel inferior a 10%. El Ecuador se acerca al padrón venezolano, pues-
to que la participación de los hidrocarburos en el suministro energético
supera el 83% en el conjunto del período. Sin embargo, la particularidad
de este país es que su producción de gas es incipiente y no produce car-
bón. El incremento de la participación del petróleo en la producción de
energía primaria se produjo entonces a costa de la participación de los
combustibles renovables y desechos y, en menor medida, de la hidroelec-
tricidad. En Colombia, también, la participación de los combustibles
renovables y desechos se ha reducido sensiblemente (de 20% a menos de
15% del total), gracias al incremento de la hidroelectricidad y, en menor
medida, de energía geotérmica y solar. En cambio, el peso de los hidro-
carburos se mantiene estable entre 70% y 75%. En el Perú, la participa-
ción de los combustibles renovables y desechos disminuyó aún más (de

Gráficos 10a-10b
Producción de energía primaria por fuente
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*Cifras no-consolidadas. (a) La energía nuclear se produce en Brasil y Argentina.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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30% a 15%), principalmente gracias a la sustitución del gas (cuya parti-
cipación subió de 5% a 13,5%) y de la hidroelectricidad (que se acerca a
10%). Asimismo, en Bolivia la disminución de estos combustibles (de
22% a 18%) fue posible mediante el incremento de la participación del
gas natural (de 21% a 34%), mientras que la hidroelectricidad seguía ocu-
pando un rango secundario (4%) (Cf. Gráficos 11a-11e y anexo V.2.).

La producción de energía primaria de los países andinos muestra
entonces una dependencia hacia los hidrocarburos superior a los padro-
nes mundial y subcontinental. Esta dependencia se debe esencialmente a
la importancia notoria del petróleo, en la medida en que la participación
del gas natural es similar al promedio mundial y subcontinental y aquella
del carbón es marginal. 
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Gráficos 11a-11e
Producción de energía primaria por fuente
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Evolución del consumo

La evolución del consumo de energía final de los países andinos sigue la
misma tendencia que la producción de energía primaria, lo cual confirma
la creciente dependencia de estos países hacia los hidrocarburos. Entre 1996
y 2007, el consumo de América Latina y el Caribe se incrementó de 28,9%,
lo que es muy superior al crecimiento del consumo en los países andinos
(+14,5%). Esta diferencia se debe a un estancamiento del consumo en la
zona andina entre 1999 y 2002 (Cf. Gráfico 12 y anexos III.2 y V.1.). 

Bolivia conoció el mayor crecimiento (+38,1%), delante de Venezuela
(+24,1%) y el Ecuador (+19,4%), mientras el consumo en Colombia y el
Perú disminuyó (respectivamente de 11,5% y 2,8%). La baja tendencial
en Colombia se revirtió a partir de 2003, el consumo peruano aumenta
desde 2004 y el consumo ecuatoriano aumentó regularmente desde 1999.
A pesar de ello, Venezuela sigue siendo el mayor consumidor de la zona
andina, con un consumo promedio en el conjunto del período de referen-
cia de 37 millones de TEP, es decir 45% del consumo regional (82,1
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*Cifras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009).

Gráfico 12
Consumo de energía final por fuente
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Consumo de ALC (106 TEP)
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millones de TEP). Eso representa más de once veces el consumo de
Bolivia (3,2 millones de TEP), cinco veces el consumo del Ecuador (7,1
millones de TEP), tres veces aquel del Perú (11,4 millones de TEP)4 y casi
el doble de aquel de Colombia (23 millones de TEP). (Cf. Gráfico 13a-
13e y anexo V.3.).

4 Cabe recordar que la población venezolana representa sólo 22% de la población andina, com-
parado con 37% para Colombia, 22,5% para el Perú, 10,8% para el Ecuador y 7,6% para
Bolivia (calculado a partir de PNUD, 2007: 445-446).

Gráficos 13a-13e
Consumo de energía final por fuente
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En América Latina y el Caribe, la participación de los hidrocarburos en el
consumo de energía final se mantiene alrededor de dos tercios (entre 63%
y 64%) en el período de referencia. La participación de la electricidad
aumenta ligeramente (de 14% a 16% en sustitución de los combustibles
renovables y desechos (cuya participación bajó de 22% a 20%), mientras
que las demás fuentes de energía siguen siendo marginales (menos de
1%). En cambio, en los países andinos, la participación de los hidrocar-
buros ha crecido hasta representar más de tres cuartas partes del consumo
(comparado con 71,5% en 1996). Este aumento se debe principalmente
al incremento del consumo de productos petroleros (de 54% a 57%) y del
gas (de 15% a 17%), pese al estancamiento del consumo de carbón (entre
2% y 3%). Este auge, junto con el incremento de la participación de la
electricidad (de 12% a 15%) se realizó en detrimento del consumo de
biomasa y desechos (que bajó de 16% a 9%) (Cf. Gráficos 14a-14b y ane-
xos III.2 y V.1.).
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*Cifras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 

Gráficos 14a-14b
Consumo de energía final por fuente
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*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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La participación de los hidrocarburos en Venezuela ha alcanzado, al pare-
cer, su nivel máximo puesto que oscila alrededor de 85%, mientras que la
biomasa y los desechos apenas representan 1% y la electricidad se mantie-
ne por debajo de 14%. En cambio, en los demás países andinos, la impor-
tancia relativa de esta fuente de energía se incrementó notablemente a lo
largo del período de referencia. En efecto, en el Ecuador crecieron de
75% a 85%, sustituyendo la biomasa (que cayó de 18% a 4%). De mane-
ra comparable, en Bolivia, subieron de 64% a 70%, en sustitución de la
biomasa y los desechos (que pasaron de casi 30% a manos de 20%). En
estos dos últimos casos, el consumo de electricidad se mantuvo estable,
entre 9% y 11%. En cambio aumentó regularmente en el Perú (de 10%
a 19%) y en Colombia (de 12% a 16%). El resultado de esta tendencia,
acumulada con el incremento de la participación de los hidrocarburos (de
57% a 64% en el Perú y de 54% a 68% en Colombia), conlleva a una
reducción excepcional de la biomasa y de los desechos (de 33% a 18% en
el Perú y de 26% a 18% en Colombia) (Cf. Gráficos 15a-15e y anexo
V.3.).
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Gráficos 15a-15e
Consumo de energía final por fuente
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En América Latina y el Caribe, el principal sector consumidor de energía
es la industria, con unos 149 millones de TEP, delante del transporte
(128,8 millones de TEP). Le siguen el sector residencial, con 72 millones
de TEP luego la agricultura y los servicios, que suman 38,8 millones de
TEP. La participación del sector industrial alcanzó un máximo de 39% en
2002, antes de declinar y estabilizarse alrededor de 35%. Mientras tanto,
la participación del transporte se mantuvo alrededor de 30% a lo largo del
período de referencia y aquella de los otros sectores aumentó (Cf. Gráficos
16a-16b y anexo III.2.).
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*Cifras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 

Gráficos 16a-16b
Consumo de energía final por sector de actividad
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Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 

Consumo energético de ALC por sector (106 TEP)
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Venezuela es el único país andino que se acerca al padrón latinoamericano y
caribeño. En este caso, el sector industrial es el mayor consumidor de ener-
gía, con 17,7 millones de TEP, delante de los transportes (15,4 millones de
TEP). Siguen el sector residencial (4,2 millones de TEP) y la agricultura y
los servicios (2,1 millones de TEP). La evolución durante el período de refe-
rencia es similar a la evolución del consumo sectorial de la región. En efec-
to, la industria alcanzó su nivel máximo de 50% en 1998, antes de declinar
para llegar hasta 40% en la actualidad. Mientras tanto, la participación del
transporte se mantuvo alrededor de un tercio del total y aquella de los otros
sectores creció hasta alcanzar 14,7% (Cf. Gráficos 18a-18b y anexo V.4.).

Capítulo 5: La gobernanza energética andina
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Sin embargo, una vez más, la zona andina se aleja de este padrón. En efec-
to, el sector de los transportes (con 35,5 millones de TEP) está delante del
sector industrial (34,4 millones de TEP). Le siguen el sector residencial,
con 15,6 millones de TEP luego la agricultura, con 6,1 millones de TEP.
Es más, la participación de la industria en el consumo total se mantuvo
por debajo de 34% durante el período de referencia, y aquella de la indus-
trias disminuía ligeramente (de 32% a 35%), al igual aquella del sector
residencial y la agricultura (de 35% a 30%), lo que conllevó al incremen-
to del transporte (de 31% a 35%) (Cf. Gráficos 17a-17b y anexo V.4.). 

Petropolítica. Una teoría de la gobernanza energética
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Gráficos 17a-17b
Consumo de energía final por sector de actividad

*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 

Gráficos 18a-18b
Consumo de energía final por sector de actividad

*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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En Bolivia, el transporte es el primer sector consumidor de energía, con
1,6 millón de TEP, delante la industria (1,2 millón de TEP), el sector resi-
dencial (0,8 millón de TEP) y la agricultura (0,4 millón de TEP). Sin
embargo, mientras la participación del transporte se mantenía en un nivel
cercano a 40% en el período de referencia, aquellas del sector industrial y
del sector agrícola subieron sensiblemente (de 21% a 30% del total en un
caso, y de 4 a 10% en el otro). Esta evolución conllevó entonces una
reducción drástica de la importancia relativa del sector residencial en el
consumo doméstico (de 36% a 20%) (Cf. Gráficos 20a-20b y anexo V.4.).
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En el Perú, si bien es cierto el principal consumidor de energía es también
el sector industrial, con 3,9 millones de TEP, este se ubica en un nivel equi-
parable con el sector residencial (3,8 millones de TEP), delante del trans-
porte (3,6 millones de TEP). La agricultura y los servicios sólo consumen
0,6 millón de TEP. La participación de la industria ha crecido regularmen-
te entre 1996 y 2007, hasta alcanzar el 31%. En cambio, la participación
del transporte se mantuvo estable durante este período (30%), así como
aquella de la agricultura (5%), mientras aquella del sector residencial decli-
naba (de 40% a 32%) (Cf. Gráficos 19a-19b y anexo V.4.).

Petropolítica. Una teoría de la gobernanza energética

176

Gráficos 19a-19b
Consumo de energía final por sector de actividad

*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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Gráficos 20a-20b
Consumo de energía final por sector de actividad

*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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De manera comparable, en el Ecuador, el sector de los transportes es el
primer consumidor de energía, con 4,2 millones de TEP, lejos delante del
sector residencial (1,7 millón de TEP), de la industria (0,9 millón de
TEP) y de la agricultura (0,6 millón de TEP). Esta situación es aún más
preocupante si se considera que la participación de las industrias en el to-
tal decline desde el 2005 (hasta llegar a 10,7%) y la participación del
transporte subió constantemente desde 1996 (de 42% a 53%). En cam-
bio, es notoria la baja del consumo relativo del sector residencial (de 26%
a 21%), y de la agricultura y los servicios (de 12,1% a 7,4%) (Cf. Gráficos
22a-22b y anexo V.4.).
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En Colombia, el sector de los transportes se ubica en un nivel equiparable
con aquel de la industria (7,3 millones y 7,1 millones de TEP), delante del
sector residencial (5 millones de TEP), la agricultura y los servicios (2,4
millones de TEP). En el período de referencia, la participación de la indus-
tria creció de 25% a 31%, mientras aquellas del transporte y de la agricul-
tura se mantenían respectivamente alrededor de 30% y 10%. Luego de
una contracción entre 1996 y 2000, la participación del consumo residen-
cial creció hasta alcanzar 22,1% (Cf. Gráficos 21a-21b y anexo V.4.).
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Gráficos 21a-21b
Consumo de energía final por sector de actividad

*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 
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Gráficos 22a-22b
Consumo de energía final por sector de actividad
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Tras alcanzar su máximo histórico de 38,8 millones de TEP en 2000, el
consumo regional de productos petroleros en el sector industrial disminu-
yó hasta ubicarse en unos 32 millones de TEP en la región. Mientras
tanto, el consumo de los otros sectores (residencial, agrícola y de servicios)
se mantuvo alrededor de 30 millones de TEP. En cambio, el consumo de
los transportes atravesó dos fases de expansión –entre 1996 y 2000 (pa-
sando de 90,7 millones a 100,9 millones de TEP), luego entre 2003 y
2007 (pasando de 100 millones a 113,7 millones de TEP)– interrumpi-
das por un corto período de estagnación. La participación de los transpor-
tes en el consumo de productos petroleros es estable y se ubica alrededor
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En la actualidad, la estructura del consumo de energía final en Amé-
rica Latina y el Caribe es bastante diversificada en el sector industrial,
puesto que los hidrocarburos representan la mitad (8% para el carbón,
20% para los productos petroleros y 22% para el gas), frente a 29% para
la biomasa y los desechos y 21% para la electricidad. Asimismo, la estruc-
tura del consumo residencial muestra un cierto equilibrio entre combus-
tibles renovables y desechos (37%), electricidad (28%), productos petro-
leros (20%) y gas natural (15%). La participación de estos productos es
inferior a 40% en la agricultura y los servicios, que consumen 55% de
electricidad y 15% de otras fuentes. En cambio, el consumo energético de
los transportes está constituido en casi 90% de productos petroleros, 3%
de gas y 7% de combustibles renovables y desechos (Cf. Gráfico 23 y
anexo III.1.). 
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Gráfico 23
Consumo sectorial por fuente*
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Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (2009).

Gráficos 24a-24b
Evolución del consumo de productos petroleros por sector de actividad

100%

80%

60%

40%

20%

0%
Industrias Transporte Sector agrícola y

servicios
Sector

residencial
Usos no 

energéticos

90%

70%

50%

30%

10%

ElectricidadOtras fuentes ** Combustibles renovables & desechos

Gas Productos petroleros Carbón

150,00

100,00

50,00

0,00
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

200,00

250,00

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

100%

80%

60%

40%

20%

0%
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

90%

70%

50%

30%

10%

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios

Transporte Industrias

100%

80%

60%

40%

20%

0%
Industrias Transporte Sector agrícola y

servicios
Sector

residencial
Usos no 

energéticos

90%

70%

50%

30%

10%

ElectricidadOtras fuentes ** Combustibles renovables & desechos

Gas Productos petroleros Carbón

150,00

100,00

50,00

0,00
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

200,00

250,00

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

100%

80%

60%

40%

20%

0%
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

90%

70%

50%

30%

10%

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios

Transporte Industrias

*Cifras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009).

Consumo petrolero de ALC por sector (106 TEP)
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sectores creció notablemente (de 0,3 a 0,7 millón de TEP), mientras que
el consumo industrial de productos petroleros se mantenía en un nivel
incipiente (60.000 TEP en promedio anual) (Cf. Gráfico 9b y anexo
V.5.).

El volumen productos petroleros consumidos para usos no-energéti-
cos se incrementó notablemente desde 2002. En los países andinos, este
tipo de usos interesa casi exclusivamente el petróleo y los productos deri-
vados. Siguió un incremento espectacular en Venezuela (donde duplicó)
y el Ecuador (donde quintuplicó). En 2007, Venezuela detuvo el récord
de pérdidas, con 3,8 millones de TEP, seguido por Colombia y el Ecuador
(0,9 millón de TEP cada uno), lejos delante del Perú (0,1 millón de TEP)
y Bolivia (10.000 TEP) (Cf. Gráficos 25a-25e y anexo V.5.).
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del 57,4% en el período de referencia. Asimismo, la participación del sec-
tor residencial, de la agricultura y de los servicios se mantuvo relativamen-
te estable y representa en promedio un 16,4% del total. La participación
del sector industrial representa 18,5% en el período, pero tiende a decli-
nar desde el 2000, a pesar de un repunte en 2006-2007. En cambio, la
participación de los usos no energéticos de productos petroleros se incre-
mentó notablemente, al pasar de 5,8% a 11,4%. Estos usos –que expre-
san principalmente pérdidas físicas en la balanza energética– constituyen
un indicador de despilfarro, debido a accidentes o a desvíos de stocks (Cf.
Gráficos 24a-24b y anexo III.2.).

Una vez más, los países andinos presentan evoluciones contrastadas,
en comparación con la región. En Venezuela, el consumo de productos
petroleros se incrementó regularmente en los transportes (hasta llegar a 15
millones de TEP) y se mantuvo estable en la industria (alrededor de 4
millones de TEP) y los sectores residencial, agrícola y de servicios (suman-
do en promedio 1,5 millón de TEP). Asimismo, en el Ecuador, en los
transportes creció regularmente (hasta llegar a 4,3 millones de TEP) y se
mantuvo estable en la industria (entre 0,7 y 1 millón de TEP) y los otros
sectores (alrededor de 1,2 millón de TEP). En Colombia, el consumo de
los transportes siguió una evolución inversa, al declinar constantemente a
lo largo del período de referencia (de 7,9 millones a 6,8 millones de TEP),
mientras que el consumo industrial subía levemente (de 0,7 a 1,1 millón
de TEP). Por lo demás, los otros sectores se mantuvieron en un nivel
constante (entre 1,3 y 1,5 millón de TEP). En el Perú, el consumo de los
transportes fue más errático en el período de referencia, puesto que este
último se incrementó hasta 1999, luego bajó hasta 2003 y volvió a incre-
mentarse hasta alcanzar 3,5 millones de TEP (con un repunte de 3,8
millones de TEP en 2004). La particularidad de este país es que el consu-
mo industrial de productos petroleros aumentó entre 1996 y 1999, antes
de estabilizarse alrededor de 1,5 millón de TEP. En los otros sectores, el
consumo se redujo sensiblemente (de 2 millones a 1 millón de TEP). Asi-
mismo, en Bolivia, el consumo de productos petroleros en los transportes
es muy irregular, puesto que declinó entre 1997 y 2000, luego se mantu-
vo estable hasta 2002 y finalmente crecer de manera irregular hasta alcan-
zar 1,3 millón de TEP. Por otro lado, el consumo cumulado de los otros
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Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 

Gráfico 25a-25e
Evolución del consumo de productos petroleros por sector de actividad

Consumo de productos petroleros en Venezuela (103 TEP)

Consumo de productos petroleros en el Ecuador (103 TEP)

      



Los modos de gobernanza energética 

Modernización y contrachoque petrolero

Como consecuencia directa del “contrachoque petrolero” intervenido en
la segunda mitad de los años ochenta, se redujo el excedente comercial de
los pequeños y medianos productores de petróleo, en particular latinoa-
mericanos. La “crisis de le deuda” que estalló en 1982 se ahondó por el
hecho de que, en la década de los años setenta, países como México,
Venezuela, Colombia, el Ecuador y, en menor medida, el Perú se habían
beneficiado del efecto cumulado del incremento de los precios, del auge
de la explotación de importantes yacimientos de hidrocarburos y de prés-
tamos internacionales a baja tasa de interés (Fontaine, 2003a: 90-91).
Para los pequeños productores de petróleo y de gas natural, como el Perú
y Bolivia en aquella época, las medidas de ajuste estructural incluyeron la
privatización total o parcial de las actividades del upstream y del downstre-
am. Los productores medianos, como Colombia y el Ecuador, se esforza-
ron por atraer nuevas inversiones a través de una política de “apertura” a
los capitales privados, que consistía en lo esencial en reducir los impues-
tos y flexibilizar las condiciones de repatriación de los capitales de las
empresas multinacionales. Por último entre los grandes productores lati-
noamericanos, sólo en México el Estado pudo mantener un control total
sobre el sector petrolero tras la crisis de la deuda. Venezuela y Brasil (este
último era entonces importador neto de hidrocarburos) tuvieron que pro-
ceder a la “apertura” parcial de su industria, mediante contratos de asocia-
ción entre sus empresas públicas y las multinacionales. 

La modernización de la industria petrolera en América Latina y el
Caribe está asociada con la “apertura” del sector a la inversión directa ex-
tranjera. Las formas de reorganización varían de un país a otro pero, a
finales de la década de los años noventa, seguían cuatro grandes modali-
dades: el control central, la estructura integrada regulada, el comprador
único y el mercado abierto (OLADE, 1998: 44-78). En el upstream, un
primer grupo estaba integrado por países llamados “de mercado autore-
gulado” donde la apertura a la inversión directa extranjera (IDE) era total.
Así es como ya no existían empresas públicas petroleras en Argentina ni

Capítulo 5: La gobernanza energética andina

185

Petropolítica. Una teoría de la gobernanza energética

184

20.000

10.000

5.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

25.000

30.000

15.000

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

6.000

4.000

2.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

7.000

8.000

5.000

1.000

3.000

10.000

4.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

12.000

14.000

8.000

2.000

6.000

5.000

2.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

7.000
6.000

8.000

4.000

1.000

3.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

2.000

2.500

1.500

500

1.000

0 2.000.000 4.000.000 6.000.000 8.000.000 10.000.000 12.000.000 14.000.000 16.000.000

Región andina             ALC                Mundo

20
07

140.523

1.140.007

15.210.560

Colombia
40%

Ecuador
7%

Perú
18%

Bolivia
4% Venezuela

31%

45,00
40,00

30,00
25,00

15,00

5,00
10,00

0,00
Venezuela Perú Ecuador Colombia Bolivia

35,00

20,00

120.000,00

100.000,00

80.000,00

60.000,00

40.000,00

20.000,00

0,00

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

América Latina Región andina

12.000,00

10.000,00

8.000,00

6.000,00

4.000,00

2.000,00

- 2.000,00

0,00
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

12.000,00

6.000,00

4.000,00

0,00
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

14.000,00

16.000,00

8.000,00
10.000,00

2.000,00

100%

80%

60%

40%

20%

0%

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

90%

70%

50%

30%

10%

ManufacturasServicios Recursos naturales

ManufacturasServicios Recursos naturales

5.000,00

4.000,00

3.000,00

2.000,00

1.000,00

- 1.000,00

- 2.000,00

- 3.000,00

0,00

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

Participación de la deuda pública 
externa en el PIB (%)

Participación del sector público 
en el PIB (%)

Participación de los hidrocarburos en el PIB (%)

Participación los hidrocarburos 
en las exportaciones (%)

Bolivia

Perú

Ecuador

Colombia

Venezuela

0,00 20,00 40,00 60,00 80,00 100,00 120,00 140,00 160,00

100.000,00
90.000,00
80.000,00
70.000,00

50.000,00
60.000,00

30.000,00
20.000,00
10.000,00

40.000,00

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombiaEcuador Perú Venezuela

M
ill

on
es

 d
e d

ól
ar

es
 U

S

60.000.000,00 100.000,00
90.000,00
80.000,00
70.000,00
60.000,00
50.000,00
40.000,00
30.000,00
20.000,00
10.000,00
0,00

50.000.000,00

40.000.000,00

30.000.000,00

20.000.000,00

10.000.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e b

ol
ív

ar
es

 d
e 1

99
7

M
ill

on
es

 d
e U

SD

PIB en moneda local PIB en USD

30.000,00 4.500,00
4.000,00
3.500,00
3.000,00
2.500,00
2.000,00
1.500,00
1.000,00
500,00
0,00

25.000,00

20.000,00

15.000,00

10.000,00

5.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e b

ol
iv

ian
os

 d
e 1

99
0

M
ill

on
es

 d
e U

SD

120.000,00 60.000,00

50.000,00

40.000,00

30.000,00

20.000,00

10.000,00

0,00

100.000,00

80.000,00

60.000,00

40.000,00

20.000,00

0
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e p

es
os

 d
e 1

99
4

M
ill

on
es

 d
e U

SD

PIB en pesos PIB en USD

PIB en bolivianos PIB en devise internationale

200.000,00 60.000,00

50.000,00

40.000,00

30.000,00

20.000,00

10.000,00

0,00

180.000,00

140.000,00

100.000,00
80.000,00

40.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e n

ue
vo

s s
ol

es
 d

e 1
99

4

M
ill

on
es

 d
e U

SD

160.000,00

120.000,00

20.000,00

60.000,00

PIB en monnaie nationale PIB en dollars US

0,20
0,40
0,60
0,80
1,00
1,20
1,40
1,60
1,80
2,00

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombia Ecuador PerúVenezuela

0,20

0,40

0,60

0,80

1,00

1,20

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombia Ecuador PerúVenezuela

20.000

10.000

5.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

25.000

30.000

15.000

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

6.000

4.000

2.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

7.000

8.000

5.000

1.000

3.000

10.000

4.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

12.000

14.000

8.000

2.000

6.000

5.000

2.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

7.000
6.000

8.000

4.000

1.000

3.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

2.000

2.500

1.500

500

1.000

0 2.000.000 4.000.000 6.000.000 8.000.000 10.000.000 12.000.000 14.000.000 16.000.000

Región andina             ALC                Mundo

20
07

140.523

1.140.007

15.210.560

Colombia
40%

Ecuador
7%

Perú
18%

Bolivia
4% Venezuela

31%

45,00
40,00

30,00
25,00

15,00

5,00
10,00

0,00
Venezuela Perú Ecuador Colombia Bolivia

35,00

20,00

120.000,00

100.000,00

80.000,00

60.000,00

40.000,00

20.000,00

0,00

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

América Latina Región andina

12.000,00

10.000,00

8.000,00

6.000,00

4.000,00

2.000,00

- 2.000,00

0,00
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

12.000,00

6.000,00

4.000,00

0,00
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

14.000,00

16.000,00

8.000,00
10.000,00

2.000,00

100%

80%

60%

40%

20%

0%

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

90%

70%

50%

30%

10%

ManufacturasServicios Recursos naturales

ManufacturasServicios Recursos naturales

5.000,00

4.000,00

3.000,00

2.000,00

1.000,00

- 1.000,00

- 2.000,00

- 3.000,00

0,00

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

Participación de la deuda pública 
externa en el PIB (%)

Participación del sector público 
en el PIB (%)

Participación de los hidrocarburos en el PIB (%)

Participación los hidrocarburos 
en las exportaciones (%)

Bolivia

Perú

Ecuador

Colombia

Venezuela

0,00 20,00 40,00 60,00 80,00 100,00 120,00 140,00 160,00

100.000,00
90.000,00
80.000,00
70.000,00

50.000,00
60.000,00

30.000,00
20.000,00
10.000,00

40.000,00

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombiaEcuador Perú Venezuela

M
ill

on
es

 d
e d

ól
ar

es
 U

S

60.000.000,00 100.000,00
90.000,00
80.000,00
70.000,00
60.000,00
50.000,00
40.000,00
30.000,00
20.000,00
10.000,00
0,00

50.000.000,00

40.000.000,00

30.000.000,00

20.000.000,00

10.000.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e b

ol
ív

ar
es

 d
e 1

99
7

M
ill

on
es

 d
e U

SD

PIB en moneda local PIB en USD

30.000,00 4.500,00
4.000,00
3.500,00
3.000,00
2.500,00
2.000,00
1.500,00
1.000,00
500,00
0,00

25.000,00

20.000,00

15.000,00

10.000,00

5.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e b

ol
iv

ian
os

 d
e 1

99
0

M
ill

on
es

 d
e U

SD

120.000,00 60.000,00

50.000,00

40.000,00

30.000,00

20.000,00

10.000,00

0,00

100.000,00

80.000,00

60.000,00

40.000,00

20.000,00

0
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e p

es
os

 d
e 1

99
4

M
ill

on
es

 d
e U

SD

PIB en pesos PIB en USD

PIB en bolivianos PIB en devise internationale

200.000,00 60.000,00

50.000,00

40.000,00

30.000,00

20.000,00

10.000,00

0,00

180.000,00

140.000,00

100.000,00
80.000,00

40.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e n

ue
vo

s s
ol

es
 d

e 1
99

4

M
ill

on
es

 d
e U

SD

160.000,00

120.000,00

20.000,00

60.000,00

PIB en monnaie nationale PIB en dollars US

0,20
0,40
0,60
0,80
1,00
1,20
1,40
1,60
1,80
2,00

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombia Ecuador PerúVenezuela

0,20

0,40

0,60

0,80

1,00

1,20

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombia Ecuador PerúVenezuela

20.000

10.000

5.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

25.000

30.000

15.000

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

Sector residencial Usos no energéticos Sector agrícola y servicios
Transporte Industrias

6.000

4.000

2.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

7.000

8.000

5.000

1.000

3.000

10.000

4.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

12.000

14.000

8.000

2.000

6.000

5.000

2.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

7.000
6.000

8.000

4.000

1.000

3.000

0
1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

2.000

2.500

1.500

500

1.000

0 2.000.000 4.000.000 6.000.000 8.000.000 10.000.000 12.000.000 14.000.000 16.000.000

Región andina             ALC                Mundo

20
07

140.523

1.140.007

15.210.560

Colombia
40%

Ecuador
7%

Perú
18%

Bolivia
4% Venezuela

31%

45,00
40,00

30,00
25,00

15,00

5,00
10,00

0,00
Venezuela Perú Ecuador Colombia Bolivia

35,00

20,00

120.000,00

100.000,00

80.000,00

60.000,00

40.000,00

20.000,00

0,00

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

América Latina Región andina

12.000,00

10.000,00

8.000,00

6.000,00

4.000,00

2.000,00

- 2.000,00

0,00
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

12.000,00

6.000,00

4.000,00

0,00
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

14.000,00

16.000,00

8.000,00
10.000,00

2.000,00

100%

80%

60%

40%

20%

0%

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

90%

70%

50%

30%

10%

ManufacturasServicios Recursos naturales

ManufacturasServicios Recursos naturales

5.000,00

4.000,00

3.000,00

2.000,00

1.000,00

- 1.000,00

- 2.000,00

- 3.000,00

0,00

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

Participación de la deuda pública 
externa en el PIB (%)

Participación del sector público 
en el PIB (%)

Participación de los hidrocarburos en el PIB (%)

Participación los hidrocarburos 
en las exportaciones (%)

Bolivia

Perú

Ecuador

Colombia

Venezuela

0,00 20,00 40,00 60,00 80,00 100,00 120,00 140,00 160,00

100.000,00
90.000,00
80.000,00
70.000,00

50.000,00
60.000,00

30.000,00
20.000,00
10.000,00

40.000,00

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombiaEcuador Perú Venezuela

M
ill

on
es

 d
e d

ól
ar

es
 U

S

60.000.000,00 100.000,00
90.000,00
80.000,00
70.000,00
60.000,00
50.000,00
40.000,00
30.000,00
20.000,00
10.000,00
0,00

50.000.000,00

40.000.000,00

30.000.000,00

20.000.000,00

10.000.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e b

ol
ív

ar
es

 d
e 1

99
7

M
ill

on
es

 d
e U

SD

PIB en moneda local PIB en USD

30.000,00 4.500,00
4.000,00
3.500,00
3.000,00
2.500,00
2.000,00
1.500,00
1.000,00
500,00
0,00

25.000,00

20.000,00

15.000,00

10.000,00

5.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e b

ol
iv

ian
os

 d
e 1

99
0

M
ill

on
es

 d
e U

SD

120.000,00 60.000,00

50.000,00

40.000,00

30.000,00

20.000,00

10.000,00

0,00

100.000,00

80.000,00

60.000,00

40.000,00

20.000,00

0
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e p

es
os

 d
e 1

99
4

M
ill

on
es

 d
e U

SD

PIB en pesos PIB en USD

PIB en bolivianos PIB en devise internationale

200.000,00 60.000,00

50.000,00

40.000,00

30.000,00

20.000,00

10.000,00

0,00

180.000,00

140.000,00

100.000,00
80.000,00

40.000,00

0,00
19981997 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

M
ill

on
es

 d
e n

ue
vo

s s
ol

es
 d

e 1
99

4

M
ill

on
es

 d
e U

SD

160.000,00

120.000,00

20.000,00

60.000,00

PIB en monnaie nationale PIB en dollars US

0,20
0,40
0,60
0,80
1,00
1,20
1,40
1,60
1,80
2,00

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombia Ecuador PerúVenezuela

0,20

0,40

0,60

0,80

1,00

1,20

0,00
1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*

BoliviaColombia Ecuador PerúVenezuela

*Cífras no-consolidadas.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: IEA (1997-2009). 

Consumo de productos petroleros en Colombia (103 TEP)

Consumo de productos de petroleros en el Perú (103 TEP)

Consumo de productos de petroleros en Bolivia (103 TEP)

          



Capítulo 5: La gobernanza energética andina

187

en Guatemala; por otro lado, en Bolivia, Perú y Trinidad y Tobago existí-
an pero el mercado estaba abierto; en cambio en Brasil, Petrobras gozaba
de una posición hegemónica de facto, pese a una total apertura de jure. Un
segundo grupo estaba integrado por países llamados “de apertura limita-
da”, que permitía la participación de terceros. Así es como en Colombia,
Ecuador, Chile, Venezuela y Cuba, los regímenes de contratación fueron
modificados para permitir alianzas entre empresas públicas nacionales y
empresas privadas. Sólo en México la empresa nacional PEMEX conser-
vaba una posición de exclusividad en la región.

La situación del downstream era más compleja. En el transporte, la
mayor apertura se realizó en Argentina, Bolivia, Chile, Perú y Brasil. Las
reformas emprendidas luego en Colombia, Ecuador, Venezuela, Costa Ri-
ca, Cuba y México fueron más moderadas. Por otra parte, en la refina-
ción, entre los países que ya permitían la participación del capital priva-
do, se puede distinguir entre dos grupos. Por un lado, en Argentina y
Perú, la privatización de esta rama ya estaba muy avanzada; por el otro,
en el Ecuador y Brasil seguía siendo pública aunque ofrecía la posibilidad
de participación de capitales privados, mientras que en Venezuela era
mixta (con la condición que las empresas asociadas aportasen con tecno-
logías de punta). En cambio, seguía siendo un monopolio estatal en Méxi-
co, Costa Rica, Cuba, Chile, Uruguay y Paraguay. Finalmente, en cuanto
a la importación de productos derivados, el mercado estaba autoregulado
en Argentina, Chile, Perú y Brasil, estaba parcialmente abierto en Amé-
rica Central y el Caribe así como en Bolivia, Ecuador y Colombia (pese a
un sistema de tasas sobre las importaciones). En cambio, las empresas
nacionales conservaban la exclusividad de los derechos en Paraguay,
Uruguay, México, Cuba y Venezuela.

Las reformas más radicales intervinieron en el Perú y en Bolivia, don-
de la modernización del sector de hidrocarburos conllevó la reestructura-
ción de las empresas nacionales para atraer los flujos de IDE. En el Perú,
la liberalización del sector empezó en 1993 con la Ley 26.221, que auto-
rizó el acceso de las empresas privadas a las actividades de refinación y
comercialización, mientras anunciaba la apertura de las actividades del
downstream a las inversiones foráneas. Entre 1992 y 1996, la empresa
nacional Petroperú fue reestructurada y el Estado creó Perupetro.
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Mientras la primera perdía el monopolio de estas actividades y se volvía
una simple operadora asociada a las empresas multinacionales, la segun-
da se encargó de promover las ofertas para nuevas licitaciones. La apertu-
ra del sector a la IDE se aceleró en 2000 con la Ley 27.377 llamada “de
actualización de la ley de hidrocarburos”, que alargó los plazos de la fase
exploratoria. En 2002, la Ley 27.624 estableció el reembolso del impues-
to general sobre las ventas a las empresas que realizaban operaciones de
exploración. Desde luego se llevaron reformas que buscaban reducir la
renta del Estado –entonces ubicada entre 15% y 35%– a un abanico de
5% a 20%, en particular para incitar las multinacionales a explorar los
campos llamados “marginales” (Campodónico, 2007a: 69). 

En el sector del gas, se introdujo la principal reforma legal en la pers-
pectiva de la exploración y explotación del lote 88, ubicado en el Bajo
Urubamba, en 2000. Esta reforma intervino a poco tiempo de la firma
del “Memorando de políticas económicas y financieras del Perú 1999-
2002”, entre el gobierno de Alberto Fujimori y el FMI, que antecedió con
pocos meses la intensificación de la política de exploración y explotación
de petróleo y gas en este país. Por lo tanto, preparó el lanzamiento del
“proyecto Camisea”, con la creación de dos contratos distintos para las ac-
tividades del upstream y del downstream, en mayo 1999 luego en febrero
2000. En 2003 un decreto supremo reformó la obligación para las empre-
sas encargadas con la explotación del lote 88 de garantizar el abasteci-
miento del mercado interno por un período de 20 años. Esta decisión fue
ratificada por la Ley 28.552 de 2005, que no mencionaba ningún perío-
do mínimo de abastecimiento. Finalmente, en 2005, se modificó el con-
trato de explotación para autorizar la exportación del gas de Camisea.

En Bolivia, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro había aplicado un pro-
grama de estabilización financiera y económica desde 1985. Los gobiernos
sucesivos de Jaime Paz Zamora y Gonzalo Sánchez de Lozada prosiguieron
en el mismo sentido y facilitaron las condiciones de ingreso de IDE en el
sector primario por cuatro instrumentos legales: la Ley de capitalización5,
la Ley de inversión, la Ley de hidrocarburos y la reforma del sistema tribu-

5 A diferencia de la privatización, la capitalización no implica la venta de activos de una empre-
sa, sino la extensión de su capital gracias a la emisión de títulos financieros, que puede llevar a
poner en minoría al accionista principal, en este caso el Estado boliviano.

          



las actividades del upstream, aunque permitiesen una creciente participa-
ción de los capitales privados en aquellas actividades y en las del downs-
tream. Colombia es el país andino donde la presencia del sector privado
es a la vez la más antigua y la más generalizada. En 1969 con la Ley 20,
luego en 1974 con el Decreto 2310, la figura del contrato de asociación
permitió a la empresa pública nacional Ecopetrol asociarse con empresas
privadas para la exploración y la explotación de nuevos yacimientos (Pu-
yana y Dargay, 1996: 182). Este tipo de contratos coadyuvó a la valora-
ción de los campos petrolíferos Caño Limón por Occidental (en 1982),
luego Cusiana y Cupiagua por British Petroleum (en 1991 y 1993)
(MacLean, 2007: 196). Este régimen contractual sufrió varias reformas
que buscaban facilitar la participación de las empresas privadas en las ope-
raciones, en particular en 1986 con la aparición de los contratos de ries-
go, que permitieron a la empresa asociada ser remunerada en divisas en
lugar de volumen de producción; asimismo en 1994 se introdujo un fac-
tor de riesgo que permitió indexar las ganancias de un yacimiento en los
costos de distribución de la producción, en vez de la producción cumula-
da. Ambos tipos de contratos pueden articularse, según las etapas de la
actividad petrolera. En efecto, mientras la fase de exploración se rige
generalmente por los contratos de riesgo, donde la empresa asume la tota-
lidad de las inversiones, la fase de producción se rige más bien por los
contratos de asociación, donde la empresa nacional participa hasta un
50% en las inversiones. Esta combinación permite a la vez garantizar una
continuidad en el régimen fiscal y reducir el gasto público de inversión
(Puyana y Dargay, 1996: 179-189).

En el Ecuador la apertura del sector petrolero a las empresas transna-
cionales se inició en 1993, con la Ley de hidrocarburos No. 44. Esta refor-
ma permitió a las empresas privadas ser remuneradas en petróleo crudo,
siguiendo un reparto establecido a la firma del contrato de explotación, y
disponer libremente de la participación que les tocaba. En el mismo tiem-
po, se redujo el impuesto sobre las ganancias y se flexibilizó el control de
cambio sobre la repatriación de los capitales. Esta ley abrió las actividades
de exploración y explotación a la IDE y autorizó la libre importación de
productos petroleros. Desde luego, el precio de aquellos productos en el
mercado nacional se calculó en relación con los precios internacionales,
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tario. La Ley de hidrocarburos 1194 de 1990 instauró la modalidad de
contratos de operación y asociación entre las empresas privadas y el Estado,
sin poner en cuestión el dominio exclusivo del Estado sobre los recursos
del subsuelo, proclamado por la Constitución política. Bajo estas modali-
dades contractuales es que Petrobras descubrió los campos y yacimientos
de gas San Alberto y San Antonio (Villegas, 2004: 61-63).

La apertura se amplió con la Ley de capitalización 1544 y la Ley de
hidrocarburos 1689, que conllevaron a la reestructuración de la empresa
nacional pública YPFB, considerada ineficiente en la generación de la
renta para el Estado. Previo a la capitalización, el gobierno de Sánchez de
Lozada constituyó tres sociedades de economía mixta (empresa petrolera
Chaco, empresa petrolera Andina y Transredes transporte de hidrocarbu-
ros), que emitieron acciones equivalentes al valor de la empresa estatal6.
Luego, la Ley de capitalización legalizó la creación de tres sociedades anó-
nimas, cuyo capital pertenecía a las empresas privadas multinacionales
(50%), a los bolivianos a través de fondos de pensiones (48%) y a los tra-
bajadores de YPFB (2%). La nueva ley de hidrocarburos obligaba a YPFB
a firmar contratos de riesgo compartido en el upstream y la excluía de fac-
to de las actividades del downstream, al instaurar un régimen de concesión
privada en las actividades de transporte, refinación y comercialización
(Villegas, 2004: 65-70).

Entre 1993 y 2002, se firmaron 79 contratos de riesgo compartido
con grandes empresas (British Gas, BP, Total Fina Elf, Repsol-YPF, Petro-
bras, etc.), lo que permitió captar unos 2.900 millones de USD (49% de
la IDE destinada a Bolivia) y descubrir nuevas reservas de gas, en particu-
lar en el departamento de Tarija (Campodónico, 2004: 35-44). En cam-
bio, YPBF dejó de ejercer la mínima incidencia en las actividades del ups-
tream y del downstream y se encontró debilitada en el plano técnico,
financiero y humano.

En los demás países andinos, las reformas fueron más graduales que en
el Perú y Bolivia. No necesariamente indujeron la reestructuración de las
empresas públicas ni pusieron en cuestión el monopolio del Estado sobre

6 La capitalización permitió captar 834,9 millones de USD repartidos entre Chaco (36%),
Andina (31,7%) y Transredes (31,5%) (Villegas, 2004: 68).

           



pos de gas en alta mar. También permitieron la construcción del gasoduc-
to transfronterizo con Colombia (Guajira-Maracaibo), destinado a medio
plazo a exportar el gas natural extraído del delta del Orinoco
(Campodónico, 2007b: 45-55). Para la exploración de los yacimientos de
crudo pesado y extrapesado en la Faja del Orinoco se firmaron contratos
de asociación estratégica o de joint-venture. Para explorar los campos
petrolíferos marginales y los campos de gas en alta mar, se firmaron con-
tratos operativos y contratos de riesgo compartido. A finales de esta déca-
da, unas 60 empresas de 14 nacionalidades estaban presentes en este país
(Fleischer, 2007a: 171). 

Estas reformas moderadas y la reorganización de PdVSA que siguió
tan sólo fueron posibles porque esta última gozaba de un estatuto trans-
nacional desde hace veinte años. Lejos de llevar a su privatización, conlle-
varon a una reconcentración alrededor de los proyectos más rentables, la
transferencia de las actividades no-estratégicas al sector privado (como la
reparación de pozos) y la reorganización del downstream con grupos de
proveedores. Por último, más allá de la búsqueda de IDE, esta apertura
anunciaba un cambio de paradigma para la economía venezolana –de una
“economía rentista” a una “economía productiva”–, al privilegiar la renta-
bilidad de las empresas por encima del volumen de producción (Mora
Contreras, 1998). La situación se revirtió después de que Hugo Chávez
asumiera el poder, en 1999, en particular con la adopción de una nueva
ley de hidrocarburos de corte nacionalista (en 2001), y la ejecución de
una política orientada hacia la toma de control por el Estado de todas las
actividades del sector de los hidrocarburos.

El retorno del Estado

En el Perú y Colombia la apertura del sector de hidrocarburos iniciada
tras la crisis de la deuda siguieron adelante hasta la fecha. En ambos casos,
la orientación de las políticas públicas responde a las necesidades de inver-
sión y de seguridad de abastecimiento nacional en energía, frente a los
riesgos de dependencia externa. En los demás países andinos, las reformas
de la década de los años noventa se interrumpieron en la década siguien-
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aunque seguían siendo subsidiados por el Estado y las ganancias realiza-
das en el precio de la producción seguían siendo limitadas legalmente.
Tres reformas adicionales siguieron entre diciembre 1993 y agosto 1998,
con el afán de incrementar la capacidad de producción nacional, lo que
ratificó el abandono de la estrategia conservadora de las décadas de los
años setenta y el ochenta, cuando el Ecuador era miembro de la OPEP7

(Fontaine, 2003a: 101-102).
En 2000, una vez concluido el proceso de dolarización de la economía

ecuatoriana, el presidente por ínterin, Gustavo Noboa (sucesor de Jamil
Mahuad, derrocado el 21 de enero del mismo año) firmó el decreto que
ordenaba la construcción del segundo oleoducto del país, el OCP, de una
capacidad de 410.000 b/d. y 500 km de largo. Esta obra fue construida
por un consorcio privado, encabezado por la empresa argentina Techint,
en asociación con AGIP Oil (Italia), EnCana (Canadá), Occidental
Petroleum (Estados Unidos), Perenco (Francia), Petrobras (Brasil) y
Repsol YPF (España), por un costo final de 1.100 millones de USD,
financiados en parte por un préstamo del banco alemán Westdeutsche
Landesbank. Se habían creado contratos de alianzas estratégicas por el
Decreto No. 799 de 2000 y contratos de alianzas operativas en 2001,
mediante acuerdo entre el Ministerio de Energía y Minas y el Ministerio
de Finanzas (Araúz, 2004: 62). En 2004, el gobierno de Lucio Gutiérrez
presentó otro proyecto de reforma a la ley de hidrocarburos, que contem-
plaba nuevas modalidades contractuales, en particular para incrementar la
productividad o reactivación de pozos operados por Petroecuador. Sin
embargo esta propuesta no prosperó y fue descartada tras el derrocamien-
to de Lucio Gutiérrez, en abril 2005.

Venezuela inauguró su política de apertura entre 1993 y 1995. Desde
1975, la empresa pública nacional, PdVSA, tenía un monopolio sobre las
operaciones de la industria petrolera, pero aceptaba una participación
minoritaria del capital privado. Sin acabar con este monopolio en los
campos petrolíferos tradicionales, las reformas lanzadas a principios de los
años noventa buscaban atraer nueva IDE para la exploración de la Faja del
Orinoco y la explotación de los campos petrolíferos marginales y los cam-

7 Recordemos que el Ecuador salió de esta organización entre 1992 y 2007.

        



Sur) y Tecpetrol del Perú (subsidiaria de Techint, Argentina). En octubre
un segundo contrato confió por 33 años el transporte de gas natural y de
líquidos de gas entre Camisea y Lima, así como la distribución del gas en
Lima y Callao, al consorcio privado TGP (Transportadora de Gas Pe-
ruana S. A.), integrado por Tecgas N.V. (subsidiaria de Techint),
Pluspetrol, Hunt Oil, S.K. Corporation, Sonatrach (Argelia) y Graña y
Montero.

En cambio, la falta de descubrimientos comerciales en Colombia
desde mediados de los años noventa, así como la perspectiva para este país
de volver importador neto de hidrocarburos conllevó a una nueva serie de
reformas sectoriales. Esta situación se debe en particular a la dificultad de
exploración planteada por el conflicto armado que afecta a este país desde
medio siglo, en particular por la presencia del movimiento de guerrilla
Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas (FARC) en una parte
importante del territorio nacional (MacLean, 2007: 206-207). En 2000,
Ecopetrol revisó hacia abajo su participación en los futuros contratos de
asociación (de 50% a 30%). En 2002, el presidente recién electo Álvaro
Uribe inició la reforma del sector, con la Ley 756, que instauró un nuevo
sistema de regalías en el sentido de una mayor flexibilidad, fijando un
mínimo de 8% en función del tamaño de los hallazgos (frente a 20% en
1996). 

Pero el mayor cambio intervino en 2003, con el Decreto ley 1760, que
anunció la reestructuración de Ecopetrol al quitarle la responsabilidad de
regular las operaciones y de organizar las licitaciones. Desde luego, estas
funciones le competieron a la Agencia Nacional de Hidrocarburos
(ANH), que depende del Ministerio de Energía y Minas, y a la Sociedad
Promotora de Energía de Colombia S. A., que participa o invierte en las
empresas cuyo objeto social está vinculado con actividades energéticas. En
cuanto a Ecopetrol, quedó encargada de desarrollar actividades industria-
les y comerciales que son del dominio del Estado. Al respecto, compite
con las empresas privadas para la licitación de nuevas áreas de exploración
o explotación por la ANH. Finalmente, la Ley 1118 convirtió a Ecopetrol
en una sociedad de economía mixta. A pesar de que el Estado conserva el
control estratégico, con un mínimo de 80% de las participaciones con
derecho de voto, el capital restante puede ser detenido por personas pri-
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te, dejando lugar a un nuevo modo de gobernanza energética, con una
orientación nacionalista y centralizadora.

Se conocía la importancia de las reservas de gas de Camisea –229.000
millones de m3 (8,1.1012 p3), es decir más de dos tercios de las reservas
probadas del país8– desde inicios de los años 1980. Sin embargo, antes de
entrar en su fase de explotación, el “proyecto Camisea” fue postergado
durante casi 20 años. Dos tipos de problemas explican este plazo: por un
lado el conflicto que opuso la empresa Shell, entonces operadora del lote
88 y el primer gobierno de Alan García, luego aquel de Alberto Fujimori;
por el otro, los conflictos sociales que se generó entre el Estado y las orga-
nizaciones ecologistas e indigenistas. El descubrimiento de los hallazgos
de gas en la zona había dado lugar a una primera negociación entre Shell
y el gobierno de Alan García. Por no llegar a un acuerdo sobre la moda-
lidad contractual, Shell había sin embargo abandonado este proyecto y
dejado el país en 1988. 

Sólo en 1996, el gobierno de Fujimori lo reactivó al otorgar una licen-
cia de 40 años a un consorcio integrado por Shell y Mobil. El contexto
político era favorable a esta reactivación, en particular por la pérdida de
influencia del movimiento de guerrilla Sendero Luminoso. Sin embargo,
Shell renunció por segunda vez en 1998 por causa de un diferente con el
gobierno a propósito del precio del gas destinado a la producción de elec-
tricidad, del derecho de exportación hacia Brasil y de la integración verti-
cal prohibida por la ley anti-trust peruana. Entonces, la empresa neerlan-
desa perdió definitivamente los 400 millones de USD que había inverti-
do durante la fase de exploración, desde 1981 (Wise, 2007: 317-318). En
2000, en el contexto de agitación política que conllevó a la destitución de
Fujimori (en noviembre), se firmaron los dos contratos que anunciaban
el inicio de la producción. En febrero, un primer contrato encargó por 40
años la explotación de gas natural y de líquidos asociados a un consorcio
privado, encabezado por Pluspetrol Perú Corporation S. A. (Argentina) e
integrado por Hunt Oil (Estados Unidos), S. K. Corporation (Corea del

8 Hasta 2009, las reservas probadas de gas natural del complejo Camisea se estimaban en unos
335.000 millones de m3 (11,82.1012 p3) (Ministerio de Energía y Minas del Perú, 2007).
Desde ese entonces, estas cifras se han revisado a la baja (Gaffney, Cline & Asociados, citado
en: Propuesta Ciudadana, 2009a: 16). 
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vadas, entre éstas el personal de la empresa (Campodónico, 2007a:
16-19).

Venezuela fue el primer país de América Latina y del Caribe en em-
prender el camino de la nacionalización del sector petrolero, luego de diez
años de apertura a la IDE. Este cambio de orientación se dio mediante el
Decreto 1510, expedido por el presidente Hugo Chávez, y la nueva Ley
orgánica de hidrocarburos, entrada en aplicación en enero 2002. La par-
ticipación del Estado en el capital de las sociedades de economía mixta
fue elevada a un mínimo de 50% más una voz. Mientras tanto, las rega-
lías para el Estado subieron de 16,66% a 30% para los campos tradicio-
nales y a 20% para los yacimientos de crudo pesado y extrapesado de la
Faja del Orinoco, pero el impuesto sobre los ingresos bajó de 67% a 50%.
En marzo 2006, el gobierno decidió unilateralmente elevar las regalías de
30% a 33%. 

En mayo 2006 la Ley de reforma parcial al Decreto 1510 permitió al
gobierno transformar en sociedades mixtas a 32 acuerdos operativos, que
se habían firmado entre 1990 y 1997 y declarados “ilegales” en 2005. En
febrero 2007 el Decreto ley 5200 declaró la “mutación” hacia el estatuto
de sociedades mixtas, de todos los contratos de asociación de la Faja del
Orinoco y los contratos de riesgo compartido. Con estas medidas sin pre-
cedente en la política petrolera venezolana, los contratos de exploración y
explotación de crudo pesado y ultrapesado de esta zona pasaron a ser con-
trolados por el Estado, mediante PdVSA, en el momento preciso en que
Hugo Chávez pretendía certificar estas reservas e incluirlas en el inventa-
rio de reservas convencionales de petróleo. Así es como el Estado venezo-
lano administraría las mayores reservas probadas en el mundo, detrás de
Canadá, con 270.000 millones de barriles. 

Algunos consideran que se inscribe en la continuidad de la política
petrolera desde que Venezuela se volvió exportador neto, en 1917 (Mora
Contreras, 2006: 189). Según esta interpretación, la reforma lanzada con
el Decreto 1510 sería tan benéfica para el sector privado como para el
Estado. Al parecer, con el método de cálculo de las regalías establecidas en
30%, ambas partes tendrían interés en ver los precios subir para explotar
sólo los yacimientos cuya extracción sería rentable, en lugar de dejar las
empresas explotarlos a cualquier precio y pagar regalías una vez reembol-
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sado sus gastos operativos. Otros son menos optimistas y consideran que
la introducción de criterios políticos en la gestión de PdVSA y el papel
central de las sociedades de economía mixta controladas por el Estado ha
provocado una reducción de la producción y del taladro de pozos explo-
ratorios desde 1999 (Isbell, 2007a: 6). No cabe duda que la situación no
mejoró tras las huelgas de abril 2002 y de diciembre 2002 a enero 2003,
luego de las cuales 18.000 técnicos y ejecutivos fueron despedidos y cen-
tenares de pozos fueron cerrados por falta de capacidad de mantenimien-
to (Isbell, 2007b: 2). Sea lo que fuere, la reforma nacionalista del sector
de hidrocarburos venezolano no disuadió las empresas multinacionales de
seguir operando en este país, a pesar del costo marginal que implicó para
ellos en términos de impuestos y de regalías. A finales de 2005, todas las
empresas aceptaron renegociar sus contratos respectivos a excepción de la
empresa estadounidense Exxon Mobil, que prefirió vender sus activos en
Venezuela a Repsol-YPF, y de las empresas europeas Eni y Total Fina Elf,
cuyas operaciones fueron asumidas por el Estado en el transcurso de 2006
(Fleisher, 2007a: 175).

En el Ecuador un primer cambio importante tuvo lugar en el mismo
sentido que en Venezuela, con el Reglamento sustitutivo de aplicación de
la Ley 42-2006 reformando la Ley de hidrocarburos, firmado por el pre-
sidente Alfredo Palacio. Este reglamento obliga a las empresas en contra-
to de participación para la exploración o la explotación petrolera a conce-
der al Estado al menos la mitad de las ganancias “extraordinarias” realiza-
das desde 2003, que provienen del saldo entre el precio de venta del
petróleo ecuatoriano (promedio mensual ponderado FOB) y el precio
vigente a la fecha de suscripción del contrato9. La mayoría de los contra-
tos vigente en aquella época se habían firmado en la década de los años
noventa, cuando el precio de referencia del barril oscilaba alrededor de 15
USD. Ahora bien, desde ya varios años este precio aumentaba, dejando a
las empresas importantes márgenes de ganancias mientras que el Estado
percibía un monto marginal. En octubre 2007, por el Decreto ejecutivo

9 Esta medida no deja de recordar el impuesto excepcional instaurado en 1946 por el ministro
venezolano del Desarrollo, Juan Pablo Pérez Alfonzo, bajo la presidencia de Rómulo
Betancourt, que había elevado a 50% la participación del Estado en la producción petrolera
(Betancourt, 2001: 261).

    



acuerdo, en marzo 2008, fue la empresa china Petro Oriental, filial de
Sinopec, para los bloques 14 y 17 comprados a Encana. La participación
del Estado en estos bloques pasó respectivamente de 25,4% a 57,4% y de
26,2% a 56,5%. Por su lado, Repsol-YPF negoció un incremento de 17%
a 36% de la participación del Estado en la producción del bloque 16. En
cambio City Oriente decidió anular su contrato en el bloque 27, por no
llegar a un acuerdo. Asimismo Petrobras abandonó el bloque 31, limítro-
fe con los campos petrolíferos Ishpingo, Tiputini y Tambococha (ITT),
que son objeto de una moratoria desde junio 2007, y vendió sus partici-
paciones en el bloque 18 al consorcio dirigido por Ecuador TLC (con
Teikoku Oil, Cayman y Petromanabí), que negoció un incremento de
25,8% a 40% de la participación del Estado. Por otro lado, Perenco
anunció su salida de los bloques 7 y 21 en agosto 2009. Finalmente, la si-
tuación seguía incierta a finales de 2009 en lo que atañe a los bloques 23
y 24, operados por Burlington y CGC-San Jorge, donde las actividades
de exploración fueron paralizadas por “fuerza mayor”, debido a un con-
flicto entre estas empresas y las comunidades indígenas locales. 

En Bolivia los primeros cambios en el sentido del nacionalismo petro-
lero intervinieron con la Ley 3058 de mayo 2005, tras el referendo del 18
de julio 2004 sobre la nacionalización de los hidrocarburos. Esta ley dero-
gaba la Ley 1689 de 1996 por la cual se habían reducido las regalías de
50% a 18% para las “nuevas” operaciones de inversión, es decir en los
campos ya explorados pero no-explotados. Declaraba la caducidad de
todos los contratos vigentes hasta 2005 y concedía un plazo de seis meses
a las empresas privadas para renegociar con el Estado. Por otro lado, ele-
vaba el nivel de regalías a 50% del valor de la producción, a los que se
sumaba un impuesto directo sobre los hidrocarburos (IDH) de 32% del
volumen producido. La creciente oposición al gobierno de Carlos Mesa
conllevó a la renuncia de este último (el 5 de mayo 2005) y no permitió
que las condiciones de renegociación se cumplieran en el plazo contem-
plado por la ley (Andersen et al.,2006 ). 

La nacionalización de los hidrocarburos fue entonces llevada a cabo
por el presidente Evo Morales, por el Decreto supremo 28701 del 1º de
mayo 2006 (DeShazo, 2007: 357-360). De este modo declaraba “ilegales
e inconstitucionales” todos los contratos vigentes, haciendo una lectura
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662 el presidente Correa aumentó a 99% la participación del Estado en
estas ganancias extraordinarias, dejando abierta la posibilidad para las
empresas privadas de renegociar sus contratos respectivos en los siguien-
tes meses.

Entre tanto, varios conflictos legales surgieron entre Estado y varias
multinacionales presentes en el Ecuador. El más significativo es aquel que
opuso al gobierno de Palacio con Occidental Petroleum, operadora del
bloque 15 y de los campos asociados Limoncocha y El Edén Yuturi.
Occidental, que reclamaba al Estado ecuatoriano la devolución del im-
puesto sobre el valor agregado por concepto de impuestos deducibles (75
millones de USD) ante el tribunal de arbitraje internacional de Londres,
había ganado en marzo 2006. Sin embargo dos meses después, el gobier-
no ecuatoriano declaró la caducidad del contrato de esta empresa, con el
motivo de que una venta parcial de sus activos en el Ecuador (a Encana,
subsidiaria de AEC operadora del bloque vecino, el 17), sin contar con el
acuerdo previo del Ministerio de Energía y Minas. Desde luego, la totali-
dad de los activos de Occidental fueron devueltos al Estado ecuatoriano,
que creó una Comisión de política y control, integrada por representan-
tes de los ministerios de Energía y Minas, de Economía, de Defensa, del
Medio Ambiente y de Relaciones Exteriores, y dotada con una Unidad
temporaria de administración y operaciones dependiente de la empresa
pública Petroproducción. Esta comisión fue disuelta en mayo 2008 y las
operaciones fueron asumidas por Petroamazonas, una empresa pública
creada unos meses antes, con capital de Petroecuador pero con autonomía
administrativa.

La adopción de la Ley 42-2006 incitó a varias multinacionales a de-
mandar al Estado ecuatoriano ante el Centro Internacional de Arbitraje
de Diferentes de Inversiones (CIADI) en 2008. En este contexto, el
gobierno inauguró la renegociación de los contratos de estas empresas,
con el afán de revisar hacia arriba la participación del Estado en la pro-
ducción (Fleischer, 2007b). Si ellas aceptaban renegociar su contrato, el
reparto de las ganancias extraordinarias sería entonces de 70% para el
Estado y 30% para ellas. Así es como los contratos de los principales blo-
ques en explotación fueron revisados en algunos meses, bajo la modalidad
de “contratos de participación modificados”. La primera en concluir un
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firmar un acuerdo con el gobierno de Morales, poco antes de vencer el
ultimato fijado al 29 de octubre 2006. Según este acuerdo, los impuestos
fueron limitados a 50% en lugar del 82% inicialmente previstos por el
Decreto 28701 y se garantizó la producción de los principales yacimien-
tos de gas realizada por Petrobras. La empresa brasileña conservó así su
postura estratégica en Bolivia, aunque el Estado boliviano controlara 50%
de los activos de la nueva sociedad de economía mixta (Christensen,
2006).

El nacionalismo petrolero en los países andinos

Desde finales de la década de los años noventa, la zona andina es el esce-
nario de cambios políticos importantes, que se expresan a través de un
nuevo estilo de gobierno en Venezuela, Ecuador y Bolivia. Las políticas
petroleras de estos países evolucionaron últimamente en el sentido de un
fortalecimiento de la intervención del Estado en la exploración, la explo-
tación y el transporte de petróleo y de gas natural. Por lo tanto, las empre-
sas públicas nacionales tienen que asumir un papel central en las opera-
ciones, al asociarse con empresas privadas nacionales o multinacionales
desde luego relegadas al rango de socios minoritarios.

La política petrolera de Rafael Correa es sujeta a contradicciones cre-
adas por la presión de los conflictos sociales. Por un lado se inscribe en la
continuidad de la campaña de “reactivación petrolera”, lanzada a inicios
de la década del dos mil. Fue marcada en 2007 por el retorno del Ecuador
a la OPEP y por la perspectiva de nuevas rondas de licitaciones para la
cuenca amazónica, en particular para explotar los campos ITT, ubicados
en un área ecológica y socialmente sensible. Por otro lado, ha marcado el
paso con el anuncio hecho por el gobierno de su intención de declarar
una moratoria sobre las actividades petrolera en esta zona, en particular
en las áreas protegidas, a cambio de una contribución financiera de la
comunidad internacional. Estas maniobras dilatorias son una muestra de
la creciente tensión entre los intereses del Estado y del sector privado y
acompañan la retórica nacionalista del jefe del ejecutivo y de ciertos sec-
tores sociales. 
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ortodoxa de la Constitución, según la cual estos contratos habían entre-
gado la propiedad de los hidrocarburos “entre manos extranjeras”. Se or-
denó la recuperación de los campos de gas natural y de petróleo en explo-
tación y se encargó el conjunto de la producción de hidrocarburos a
YPFB. Por otro lado, además del IDH y las regalías ya contempladas por
la ley 3058, se creó un impuesto de 32% sobre el valor de la producción
para la empresa nacional estatal. Por último, el gobierno concedía seis me-
ses a las empresas privadas para renegociar sus contratos, bajo penas de
estar expulsadas del país.

Teniendo en cuenta de la gran dependencia de Argentina y Brasil ha-
cia el gas boliviano, el anuncio de la nacionalización de los hidrocarburos
afectó directamente las relaciones entre Bolivia y sus vecinos. Desde lue-
go, las negociaciones ya no podían realizarse simplemente entre YPFB y
las empresas interesadas, pese a los intentos del presidente brasileño Lula
da Silva de reducirlas a un mero problema comercial. Con el gobierno
argentino de Néstor Kirchner, en junio 2006, Evo Morales llegó a un
acuerdo por un plazo de 20 años, que preveía el incremento del precio del
gas de 3,4 USD por millón de unidades térmicas británicas (Btu) y del
volumen de exportación de 7,7 millones a 27,7 millones de m3/día
(Beltrán y Zapater, 2006; Malamud, 2006). De paso, impuso a su homó-
logo argentino una cláusula exigiendo que el gas vendido a Argentina lo
fuera por su uso interno, lo que excluía entonces que se lo reexportara
hacia Chile, con el cual Bolivia seguía en conflicto. Por último, el acuer-
do contemplaba una alianza entre YPFB y la empresa pública Energía Ar-
gentina S. A. (Enarsa) para construir varios gasoductos en el Noreste
argentino. 

La negociación con Brasil era más delicada, teniendo en cuenta la pre-
sencia de Petrobras en los campos de San Alberto. Descubiertos en 1990,
estos últimos se habían incluido a la lista de “hidrocarburos nuevos” tras
la adopción de la ley 1689, bajo el pretexto de que aún no se habían ex-
plotado en aquella época. Esta lectura obedecía a un criterio más fiscal
que técnico, puesto que las reservas de estos yacimientos ya eran conoci-
das (Campodónico, 2007b: 64). En un primer momento el gobierno bra-
sileño y Petrobras amenazaron con suspender toda inversión en Bolivia.
Sin embargo, la dependencia de Sao Paulo por el gas boliviano les llevó a
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momento (en 1974), eso conllevó a que el gobierno nacionalizara Gulf
Oil para otorgar el monopolio del mercado nacional a la Corporación
Estatal Petrolera del Ecuador (CEPE), que se volvería Petroecuador en
1989. Luego (en 1976), el Estado tomó el control del consorcio CEPE-
Texaco, entonces administrador de los campos petrolíferos amazónicos.
En Venezuela el gobierno de Rómulo Betancourt inauguró un naciona-
lismo “moderado” en 1948, con la instauración de un sistema de repar-
to equitativo de las ganancias (50-50) entre el Estado y las empresas pri-
vadas. Con la participación activa de este país en la creación de la OPEP,
apareció un nacionalismo “tercermundista” en contraposición con los
intereses de las grandes empresas originarias de los Estados Unidos y de
Europa. Más tarde, el “nacionalismo no-nacionalizado” (Philip, 1989:
316) defendido por Juan Pablo Pérez Alfonzo fue suplantado por la na-
cionalización de los hidrocarburos de 1973, que se aparenta con el nacio-
nalismo populista boliviano.

En su forma actual, el nacionalismo petrolero puede interpretarse
como una reacción de estos países a dos países de ajuste estructural y de
apertura a la IDE. Algunos autores ven en las representaciones contradic-
torias del neoliberalismo, entre los actores sociales, estatales y económi-
cos, un factor de crisis de legitimidad de la democracia (Costa Benavides,
2005: 243). En esta perspectiva, la nacionalización de los hidrocarburos
intervenida tras la “guerra del gas” de octubre 2003 sería un factor de
recomposición social y de cohesión nacional. Otros subrayan que el
renuevo del nacionalismo en ciertos países andinos intervino en el con-
texto de auge de los precios provocado por la demanda de los países emer-
gentes del BRIC, lo que parece ser una consecuencia paradójica de la glo-
balización. La nacionalización de los hidrocarburos sería entonces un
medio de financiar la política anti-estadounidense y populista de Hugo
Chávez, Evo Morales y Rafael Correa (Isbell, 2007b: 11). 

Esta política está al servicio de un proyecto revolucionario que ha atra-
vesado por dos grandes fases desde 1999: el bolivarismo y el socialismo
del siglo XX. El bolivarismo, como está impulsado desde Venezuela,
puede ser definido como una nueva forma de alianza entre civiles y mili-
tares, que surgió en el contexto de la lucha en contra del capitalismo neo-
liberal en el último cuarto del siglo XX, que adoptó ciertos rasgos del
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La política petrolera de Evo Morales se inscribe en un escenario con-
flictivo, tanto en el plano interno como en el externo, que recuerda en
varios sentidos el contexto de las nacionalizaciones de 1937 y 1969.
Cierto es que coadyuvó a reducir la tensión social, exacerbada hasta 2005
por la perspectiva de la exportación de gas natural hacia Chile, con Pacific
LNG, que llevó al presidente Sánchez de Lozada a renunciar (el 17 de
octubre 2003) y no pudo ser apaciguada por su sucesor Carlos Mesa, él
mismo obligado a renunciar (el 5 de mayo 2005). No obstante, la nacio-
nalización del 1º de mayo 2006 y la negociación con el gobierno argenti-
no despertó las veleidades autonomistas de las elites de Santa Cruz, priva-
das de una renta sustancial, sin por lo tanto resolver el problema del ais-
lamiento comercial del país.

La política petrolera de Hugo Chávez está orientada por el plan
“Sembrar el petróleo”, cuyo objetivo es elevar la producción a 5,8 millo-
nes de barriles diarios hacia 2012. En el plano nacional, la política de
Chávez ha dado una orientación social a PdVSA, con el Fondo de desa-
rrollo económico y social del país, financiado por los ingresos extraordi-
narios de la empresa pública, y las “misiones mocionales”. En el plano
externo, este gobierno promueve la integración regional a través de alian-
zas estratégicas entre empresas públicas y programas de inversión en in-
fraestructuras como el gasoducto del Sur, que vincularía Venezuela con
Brasil, Bolivia y Argentina. Sin embargo, esta política suscitó tensiones y
conflictos, como lo ilustran el intento de golpe de Estado de abril 2002
y la huelga que paralizó a PdVSA entre diciembre 2002 y febrero 2003.

Ya en el pasado, el Ecuador, Bolivia y Venezuela formaron parte de la
“reacción nacionalista” (Odell, 1970: 17) en contra del monopolio de
Shell y British Petroleum. No obstante, en cada caso el nacionalismo
petrolero adoptó características particulares. En Bolivia, desde 1937 se
impuso un nacionalismo “patriótico” con la expropiación de Standard
Oil of New Jersey, acusada de haber traicionado durante la guerra del
Chaco (Philip, 1989: 219). En 1969, la nacionalización de Gulf Oil
resultó de la presión social (Philip, 1989: 282) y retomó en este sentido
un carácter “populista”. En la misma época, en el Ecuador, los militares
en el poder impuso un nacionalismo “modernizador”, influenciado por
el ejemplo de los militares brasileños (Philip, 1989: 297). En un primer
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populismo en términos de direccionamiento, de movilización y de discur-
so político (López Maya, 2008: 56). El socialismo del siglo XX fue asu-
mido por Chávez en el 5º Foro social mundial (en Puerto Alegre, en enero
2005), influenciado por el sociólogo alemán radicado en México, Heinz
Dieterich Steffan. Hasta el momento se asemeja más con una figura retó-
rica que con un programa político, para expresar la radicalización del dis-
curso y de las prácticas del presidente venezolano tras el conflicto social
de 2002-2003 (López Maya, 2008: 65), como señal de una ruptura con
la “tercera vía” o social-democracia. Ecos de esta mezcla de capitalismo de
Estado con colectivismo y populismo (Fleischer, 2007a: 169) se encuen-
tran en la “revolución ciudadana” de Rafael Correa y el nacionalismo
panétnico de Evo Morales.

No obstante uno puede preguntarse ¿qué garantiza la viabilidad de
estos cambios en los sistemas de gobernanza energética, hoy? El problema
no radica tanto en discutir el derecho de los estados de reivindicar la pro-
piedad de recursos tan estratégicos como el petróleo y el gas natural, como
en evaluar su capacidad de transformar aquellas riquezas en capacidad de
desarrollo productivo. La legitimidad de las demandas de las poblaciones
por un mejor reparto de las ganancias generadas por los hidrocarburos no
está puesta en duda, sobre todo desde un punto de vista moral, si se con-
sidera el incremento exponencial de estas últimas desde finales de los años
noventa y la situación privilegiada de las empresas multinacionales en la
región, tras dos décadas de crisis económica y financiera. Al fin y al cabo,
como lo escribió Bernard Mommer (2002: 105), antes de volverse vice-
ministro de energía de la administración Chávez, el problema de la pro-
piedad de los recursos naturales y su relación con los precios es un pro-
blema político, más que económico.

No obstante, sería equivocado el confundir el incremento de las
ganancias con su mejor reparto. Nuestra hipótesis es que las reformas
emprendidas en estos tres países dependen no sólo de factores endógenos
como la estructura del sistema de gobernanza energética o la capacidad
productiva de las empresas públicas petroleras, sino también de factores
exógenos como la variación de los precios en los mercados internaciona-
les, el flujo de la IDE y hasta las relaciones diplomáticas entre países
exportadores e importadores del continente. Estos elementos dejan pen-
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sar que una política nacionalista a ultranza sería suicida, en un momento
cuando el incremento de la demanda mundial y los precios relativamen-
te altos (comparados con su nivel de la segunda mitad de los años noven-
ta) ofrecen oportunidades de mercado sin precedente a los países expor-
tadores. Desde luego no es de extrañarse que los gobiernos de Venezuela,
Bolivia y el Ecuador hayan abierto negociaciones con las empresas multi-
nacionales y con sus homólogas de Brasil, Argentina, Chile o Colombia,
que matizan su retórica nacionalista y anti-imperialista. Por ello el nacio-
nalismo petrolero no es tanto un proyecto nacional o un proyecto boliva-
riano, que una cortina de humo detrás de la cual lo que está de por medio
es la resolución de los problemas de gobernanza energética, ahondados
por la creciente dependencia de los países andinos hacia los hidrocar-
buros.

La dependencia como problema de gobernanza

El dilema de la inversión directa extranjera

El rol de segundo plano cumplido por los países andinos en los mercados
de hidrocarburos y en la geopolítica del petróleo se suma con una situa-
ción poco atractiva para la IDE. Los stocks de activos de América Latina
y el Caribe (que indican la presencia de empresas multinacionales en estos
países) representan 1,14 billón (1012) de USD, es decir 7,5% del total
mundial. Ahora bien, la zona andina sólo capta 140.500 millones de
USD, es decir menos de 1/8 parte de los stocks de IDE de América Latina
y el Caribe, que representan a su vez 1/15 parte de los stocks de IDE en
el mundo. Dos tercios de las IDE en los países andinos se ubican entre
Colombia (40%) y Venezuela (31%), delante del Perú (18%), Ecuador
(7%) y Bolivia (4%). Sin embargo, la participación de estas inversiones
en el PIB es mucho menor en Venezuela (19,3%) que en Colombia
(32,7%) y Bolivia (40,6%), o aún que en el Perú (22,7%) y el Ecuador
(23,2%) (Cf. Gráficos 26-28 y anexo VI.1.).

      



Aunque estos stocks no inciden sistemáticamente en el crecimiento a fu-
turo, los flujos de IDE tienen un efecto en el crecimiento contemporá-
neo, según un estudio llevado a cabo por el Banco Mundial y el FMI en
43 países en desarrollo (de los cuales 20 latinoamericanos y caribeños) en
el período 1970-1995 (citado en Hausmann y Cortés, 2001: 136). Sin
aportar la prueba de una relación mecánica entre el nivel de desarrollo de
un país y los efectos de la IDE en el crecimiento, y mientras subrayando
el importante efecto de los flujos de deuda privada en el crecimiento a
corto o mediano plazo, este estudio muestra que el incremento de los flu-
jos y stocks de IDE entre 1970 y 1995 conllevó a una aceleración del cre-
cimiento.

Algunos autores subrayan que no existe una relación decisoria entre el
tamaño y el grado de apertura económica de un país, por un lado, y la
participación de la IDE en el PIB o en los capitales entrando (Hausmann
y Fernández-Arias, 2001: 32). Esta última es proporcional al grado de
riesgo en un país, pero los países con un alto grado de riesgo tienden a
recibir menos capitales privados. Un efecto perverso de este tipo de inver-
siones se debe al hecho que una empresa multinacional puede pedir prés-
tamo en el mercado local, valorizando sus activos, y sacar los capitales a
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Gráfico 26
Stocks de inversión directa extranjera
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Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: UNCTAD (2008).

Gráfico 28
Stocks de inversión directa extranjera en el PIB andino
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Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: UNCTAD (2008).

Gráfico 27
Stocks de inversión directa extranjera en los Andes

Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: UNCTAD (2008).
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flujos en América Latina y el Caribe fue más errática, con una caída bru-
tal entre 1999 y 2003 (de 89.045 millones a 44.419 millones de USD),
seguida por dos subidas aceleradas (hasta alcanzar el récord de 102.531
millones de USD) (Cf. Gráfico 29a y anexo VI.2.).

La comparación entre la evolución de los flujos netos anuales de IDE
en América Latina y el Caribe por un lado, y aquella de los países andi-
nos por el otro, muestra entonces que estos últimos no padecieron las
consecuencias de la crisis asiática de 1997, que se tradujeron por una
caída brutal entre 1999 y 2003. Esto se debe principalmente a la ausen-
cia de grandes plazas financieras en esta zona y evitó que fuera víctima de
grandes movimientos de capitales como aquellos que afectaron a México,
Brasil y Argentina a finales de los años 1990. 

No obstante, la evolución de estos flujos al interior de la zona mues-
tra grandes disparidades entre cada país. Colombia es el principal país
destinatario, con un promedio anual de 4.200 millones de USD (5,8%
de la región), delante del Perú y Venezuela, que recibieron cada uno 2.200
millones de USD por año (sumando 6% de la región), luego por el
Ecuador y Bolivia (con 750 millones y 450 millones de USD respectiva-
mente, es decir un total de 1,6% de la región) (CEPAL, 2008). Los flu-
jos hacia Colombia y el Perú se han incrementado particularmente desde
2003: en el primer caso subieron de 1.720 millones a 9.028 millones de
USD (con un máximo histórico de 10.240 millones de USD en 2005);
en el segundo caso, subieron de 1.335 millones a 5.342 millones de USD.
En cambio, los flujos hacia los demás países andinos se han reducido sus-
tancialmente entre 1998 y 2007. Eso es particularmente el caso en
Venezuela, donde bajaron de 4.985 millones a -646 millones de USD. En
Bolivia y en el Ecuador la disminución fue menos fuerte pero más regu-
lar, pasando de 949 millones a 163 en un caso y de 870 a 678 millones
de USD en el otro (Cf. Gráfico 29b y anexo VI.2.).
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corto plazo. Las empresas acuden a la IDE para suplir las deficiencias del
mercado local, en ausencia de protección de la propiedad intelectual y
teniendo en cuenta de las dificultades de acceso a los mercados financie-
ros locales en países muy endeudados (que explican ciertas fusiones y
adquisiciones como aquella de la empresa petrolera española Repsol con
su homóloga argentina YPF, en 2000). La IDE ayuda entonces a superar
los disfuncionamientos de los mercados, sin por lo tanto expresar un me-
joramiento del entorno económico local. Así, paradójicamente, un incre-
mento de IDE puede indicar que estos mercados “no funcionan bien”,
que las instituciones no están adaptadas y que los riesgos son importan-
tes (Hausmann y Fernández-Arias, 2001: 47).

El estudio de los flujos de IDE en la zona andina confirma este argu-
mento en varios sentidos. En el período 1998-2007, esta zona captó un
promedio anual de 9.785 millones de USD, es decir 13,4% de los flujos
netos de América Latina y el Caribe (estimados en 72.832 millones de
USD) (CEPAL, 2008: 78). A pesar de que las IDE bajaron regularmente
entre 1998 y 2003 (de 11.277 millones a 6.161 millones de USD) y fluc-
tuaron luego entre 7.000 y 15.000 millones de USD, la evolución de los
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Gráfico 29a
Flujos regionales de inversión directa extranjera

Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: CEPAL (2008).
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países. Se considera que la participación de la IDE en los capitales priva-
dos asociados con las riquezas mineras y energéticas es estadísticamente
poco significativa a escala mundial (Hausmann y Fernández-Arias 2001:
32). Estas últimas no atraen necesariamente los capitales foráneos, aunque
tienden a incidir fuertemente en su composición, a favor de la IDE. No
obstante, una vez más la zona andina hace excepción a la regla, al parecer,
puesto que la atracción de la IDE por los recursos naturales ahí es notoria.
En el período 1998-2007 este sector ha conocido una evolución menos

Capítulo 5: La gobernanza energética andina
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En vez de asimilar estas tendencias a señales de crecimiento o de desarro-
llo, e incluso a cambios en la eficiencia de la gobernanza energética, se
puede ver ahí una consecuencia de un doble fenómeno. Por un lado, la
inestabilidad política puede haber desviado aquellos flujos temporalmen-
te, como es el caso de Venezuela, Bolivia y el Ecuador. Por otro lado, esta
evolución puede haberse acentuado con el efecto de las nacionalizaciones
intervenidas en estos tres países. En cambio, el efecto de las políticas de
apertura en las IDE es menos seguro, como lo indican, al parecer, las evo-
luciones contrarias del Perú y de Colombia. Al fin y al cabo, todo lleva a
pensar que el impacto –positivo o negativo– de la IDE depende de las
potencialidades y de las presiones que afectan el país receptor. Si este últi-
mo adopta una estrategia de desarrollo basada en sus esfuerzos endógenos
de acumulación y ahorro y en el mejoramiento de sus recursos humanos,
la IDE tendrá efectos positivos; caso contrario no se podrá evitar las cri-
sis económicas y sociales que no faltan en la historia reciente de América
Latina y el Caribe (Cordonnier y Santiso, 2004: 20).

El análisis de los flujos netos de IDE en recursos naturales permite
interpretar con mayor precisión la evolución de los flujos globales en estos

Gráfico 29b
Flujos de inversión directa extranjera por país
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Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: CEPAL (2008).

Gráficos 30a-30b
Flujos de inversión directa extranjera por sector

Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: CEPAL (2008).
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Los límites de la tesis de la “maldición de los recursos”

Desde un punto de vista económico, la dependencia de los países andinos
hacia los hidrocarburos se mide ante todo por la importancia de los ingre-
sos que generan para el PIB, a través de la producción (valor agregado) y
las exportaciones, y para el fisco, a través de la renta, y por estas vías afec-
tan la demanda agregada. Al respecto, tres países están particularmente
involucrados (Venezuela, el Ecuador y Bolivia), para los demás (Colom-
bia y el Perú) la participación del petróleo en la producción de riqueza
nacional es relativamente secundaria. Los ingresos de los hidrocarburos
generan más de 12,2% del PIB venezolano, 10,7% del PIB ecuatoriano y
6,8% del PIB boliviano. Esta situación contrasta con aquellas de Colom-
bia (donde los hidrocarburos generan apenas 3% del PIB) y del Perú
(donde generan menos de 0,5% del PIB). La participación de los hidro-
carburos en las exportaciones en valor es aún más significativa. En efecto,
los hidrocarburos superan 90,4% de los ingresos por exportaciones en
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regular que la industria pero más que los servicios, con repuntes hasta
4.830 millones de USD (en 2001) y 5.082 millones (en 2005) y un míni-
mo histórico de 1.435 millones de USD (en 2003). Su participación en el
total regional alcanzó un promedio de 36,8%, entre los servicios (42,6%)
y la industria (20,6%) (Cf. Gráfico 30a-30b y anexo VI.3.).

Su participación en la IDE es particularmente alta en Bolivia (59,5%)
y el Ecuador (58,7%), pero también es dominante en Colombia (38,4%)
mientras que en el Perú y en Venezuela es inferior a la participación de los
servicios (con 25,4% y 24,5% respectivamente). En el período de referen-
cia, sólo Colombia registra un incremento regular en este sector, con una
aceleración a partir de 2003-2004, año en el que se inició la reestructura-
ción de la Empresa Colombiana de Petróleos (Ecopetrol). Desde luego,
los flujos netos anuales se multiplicaron por cinco en cuatro años (de 905
millones a 4.476 millones de USD). Por lo contrario, en Venezuela aque-
llos flujos siguieron un decrecimiento tendencial a partir de 2002, tras la
aplicación de la nueva ley de hidrocarburos (pasando de 2.016 millones a
-180 millones de USD) en seis años y a pesar de un repunte a 1.007 mi-
llones de USD en 2005. En menores proporciones, se observa un movi-
miento similar en el Ecuador a partir de 2001, año marcado por un flujo
récord de 1.100 millones de USD, en particular gracias a la construcción
del oleoducto OCP, con una aceleración a partir de 2005 (año de la rever-
sión de los activos de Occidental Petroleum al Estado ecuatoriano, hasta
registrar flujos negativos como en Venezuela (-69 millones y -396 millo-
nes de USD en 2006-2007). En Bolivia el declive de los flujos netos de
IDE en recursos naturales sí siguió la tendencia de flujos globales en
2003-2004, años de conflictos políticos ya mencionados (pasando de 721
millones a 168 millones de USD). En cambio, el decreto de nacionaliza-
ción del sector de hidrocarburos en 2006 no conllevó a un reflujo inme-
diato de la IDE, puesto que ésta siguió aumentando, hasta volver a su
nivel del 2000 (431 millones de USD). Finalmente, en el Perú estos flu-
jos siguieron estables en el conjunto del período, pese a un fuerte incre-
mento en 2006 (de 283 a 735 millones de USD), relacionado con el pro-
yecto de gas Camisea (Cf. Gráfico 31 y Anexo VI.3.).
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Gráfico 31
Flujos de inversión directa extranjera en recursos naturales
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Elaboración: G. Fontaine.
Fuente: CEPAL (2008).

Fluos de IDE andinos en recursos naturales (106 USD)

        



La primera conclusión a la cual llevan estas cifras es que no existe una
relación directa entre la abundancia de hidrocarburos y la dependencia
externa. En efecto, a pesar de ser un pequeño productor, Bolivia muestra
una gran dependencia hacia los ingresos por exportación de estos produc-
tos. En cambio, un productor mediano como Colombia no depende
tanto de estos ingresos. La segunda conclusión es que no existe una rela-
ción directa entre la abundancia de hidrocarburos y el gasto público. En
efecto, el mayor nivel de gasto público se puede observar en Venezuela,
mayor productor andino, y en Bolivia, pequeño productor. En cambio,
los productores medianos como Colombia y el Ecuador registran niveles
inferiores de gasto público, comparables con aquel del Perú. La compara-
ción entre los patrones de crecimiento de estos países entre 1997 y 2007
y el análisis de la evolución de la intensidad energética completarán estas
observaciones para invalidar la tesis de una “maldición de los recursos” en
el caso de los países andinos.

Un problema de gobernanza energética

Tomando en cuenta el auge de los precios petroleros en el período 1998-
2008 y la importancia relativa de los ingresos petroleros en las exportacio-
nes de los tres exportadores de crudo andinos (Venezuela, Ecuador y
Colombia), la evolución de los PIB debería ser equiparable en los tres paí-
ses si se sigue la tesis de la “maldición de los recursos”. Ahora bien, estos
países siguieron evoluciones muy contrastadas en el período de referencia.
En efecto, el PIB de Venezuela declinó notablemente entre 1997 y 2003
y creció levemente luego, hasta llegar, en 2007, a 25.948 millones de
USD (un nivel 3,3 veces inferior al del 1997). En cambio, el PIB del
Ecuador creció regularmente (de 16.198 millones a 22.126 millones de
USD) y aquel de Colombia subió de 40.015 a 48.594 millones de USD
(a pesar de una baja registrada entre 1997 y 2003). Por otro lado, el PIB
del Perú registró un crecimiento constante a partir de 1999 (hasta alcan-
zar 55.714 millones de USD), mientras aquel de Bolivia declinaba entre
1997 y 2004 para luego subir levemente hasta 3.610 millones de USD
(Cf. Gráfico 33a y anexo VII.2.).
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Venezuela, 56% en el Ecuador y 50,7% en Bolivia. En cambio, represen-
tan menos de 25% de los ingresos por exportaciones en Colombia y 8,3%
en el Perú. 

Por otro lado, la importancia relativa de los ingresos generados por los
hidrocarburos en el PIB y las exportaciones no conlleva necesariamente a
un alto nivel de gasto público, ni al mismo nivel de endeudamiento exter-
no. En efecto, la participación del sector público en el PIB representa ape-
nas 11% en Venezuela, menos de 9% en Bolivia y menos de 5% en el
Ecuador, frente a 6,6% en Colombia y 6% en el Perú. Tampoco la rela-
ción entre la abundancia de hidrocarburos y el peso del endeudamiento
público externo parece consistente.10 El nivel relativo de endeudamiento
puede ser particularmente elevado como en Venezuela (143,3% del PIB),
moderado como en Bolivia (59,8% del PIB), el Ecuador (48,1% del PIB)
y el Perú (36% del PIB) o bajo como en Colombia (17,4% del PIB) (Cf.
Gráfico 32 y anexo VII.1.).

10 Coincidimos con Alicia Puyana (comunicación personal) en que, en los países andinos que no
son particularmente ricos ni competitivos en petróleo, aunque estos países se manejaran como si
lo fueron en tiempos de bonanzas, no se puede aplicar la teoría de la maldición de los recursos.

Gráfico 32
Indicadores macroeconómicos básicos (2007)
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Elaboración: G. Fontaine. 
Fuentes: Bancos Centrales de los países mencionados, 2009.
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El mal resultado de Venezuela y Bolivia se explica principalmente por la
depreciación del bolívar y del boliviano en términos reales y la fuerte ines-
tabilidad política en ambos países. En efecto, en ambos casos el PIB a pre-
cios constantes en moneda local subió, pero su valor en dólares estadou-
nidenses disminuyó en el conjunto del período. En cambio, en los demás
países, el incremento del PIB real en el conjunto del período siguió la
misma tendencia que el PIB en nuevos soles en el Perú y en pesos en
Colombia (siendo el dólar estadounidense la moneda oficial del Ecuador
desde 2000) (Cf. Gráficos 34a-33e y anexo VII.2.).
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Gráfico 33a
Producto interno bruto de los países andinos
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Elaboración: G. Fontaine. 
Fuentes: Bancos Centrales de los países mencionados, 2009.

Gráficos 34a-34e
Producto interno bruto de los países andinos
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La relación entre el PIB y el consumo de energía final es un indicador
clave de los resultados de cada país en términos de eficiencia energética.
Entre 1997 y 2007, este indicador mejoró continuamente en el Perú,
hasta acercarse al promedio mundial11 con 0,28 TEP por 1.000 USD de
PIB. También siguió una evolución positiva en el Ecuador (donde dismi-
nuyó de 0,41 a 0,38) y en Colombia (donde pasó de 0,62 a 0,47). En
cambio, la devaluación de facto del PIB en Venezuela tuvo un efecto
excepcionalmente negativo para la intensidad energética, que subió de
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En Venezuela, esta baja fue particularmente espectacular entre 2002 y
2003, años de los conflictos sociales que afectaron la producción de
PdVSA durante varios meses, y la recuperación que siguió no fue suficien-
te como para compensar esta caída. En menor medida, el auge de los pre-
cios petroleros no compensó la crisis económica que afectó Bolivia, entre
1996 y 2005, años de fuerte inestabilidad política que conllevaron a la
caída de dos gobiernos. En cambio, la inestabilidad política parece haber
afectado a la economía en los años 1997-1999 pero sus efectos fueron
compensados por el auge de los precios petroleros y la dolarización de la
economía a partir del 2000. 

Elaboración: G. Fontaine. 
Fuentes: Bancos Centrales de los países mencionados, 2009.

Gráficos 35a-35b
Intensidad energética del PIB

*Cifras no-consolidadas. 
Elaboración: G. Fontaine. 
Fuente: Bancos Centrales de los países citados, 2009; IEA (1997-2009).

11 La intensidad energética del PIB mundial es de 0,2 TEP/1.000 USD (Rojey, 2008: 87).
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efectos–, puesto que afecta también a Colombia y el Perú, países donde
el modo de gobernanza energética sigue orientado hacia la apertura a la
IDE privada. El hecho más significativo es que es contraria a la evolución
de la matriz energética mundial y aquella de América Latina y el Caribe. 

Al fin y al cabo, pese a que la economía de Venezuela siga padeciendo
los efectos de la “paradoja de la abundancia”, en particular con la excesi-
va dependencia del PIB y de las exportaciones hacia el petróleo, el alto
nivel de endeudamiento público externo y la prosecución de la recesión
económica que ya se observaba en las décadas de los años ochenta y
noventa, en los demás países andinos estos indicadores no siguen un
padrón común. La principal explicación radica, por supuesto, en la esca-
la de la abundancia: mientras Venezuela es un actor de primer rango en
el mercado mundial y en la geopolítica del petróleo, Ecuador y Colombia
son exportadores medianos al nivel regional (y marginales al nivel mun-
dial); por otro lado, la abundancia de las reservas de gas en el Perú y en
Bolivia no bastan para dar a estos países un lugar estratégico en la geopo-
lítica y la economía mundial de los hidrocarburos, más allá de las inter-
conexiones con los países del Cono sur y del comercio de GNL con los
países de la zona del tratado de libre comercio de América del Norte. Pero
una explicación complementaria radica en la escala de impacto de los fac-
tores exógenos y endógenos que afectan el modelo de desarrollo económi-
co y condicionan las políticas públicas en cada país. Entre los factores exó-
genos, hemos visto que la integración a los mercados internacionales de
bienes transables, la importancia relativa de las IDE en el PIB y su con-
centración en el sector de los recursos naturales, o aún las relaciones
diplomáticas (en particular con los Estados Unidos) ejercen tanta inci-
dencia que la mera abundancia de recursos. Entre los factores endógenos,
hemos mostrado que la dependencia externa o la autosuficiencia energé-
tica, la concentración de la matriz energética en los hidrocarburos y la
importancia relativa del sector de los transportes en el consumo de pro-
ductos petroleros varían de un país al otro, independientemente del volu-
men de sus reservas y de su producción petrolera. 

Ni las reservas, ni la producción de hidrocarburos en los países andi-
nos –a excepción de Venezuela– alcanzan niveles suficientes como para
que se aplique la tesis de la maldición de los recursos. En este sentido,
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0,41 a 1,66 (incluso con un repunte hasta 1,88 en 2005). En menor
medida, Bolivia siguió una tendencia similar, puesto que la intensidad
energética de su PIB creció de 0,77 a 1,1. En otros términos, en 2007, la
producción de 1.000 USD del PIB venezolano requería cuatro veces más
de energía y la de 1.000 USD de PIB boliviano requería 40% más de
energía que diez años antes. Por último, la evolución de la intensidad
petrolera del PIB siguió la misma tendencia que la intensidad energética,
a excepción del Ecuador, donde se estabilizó alrededor de 0,31. Sin em-
bargo, el incremento de la intensidad petrolera observado en Venezuela,
en el conjunto del período, es aún más marcado (x4,4) que el incremen-
to de la intensidad energética (Cf. Gráficos 35a-35b y anexo VII.3.).

Las reformas llevadas a cabo en la zona andina siguen padrones espe-
cíficos de un país al otro, que determinan su naturaleza y su alcance.
Hemos visto que, más allá de la retórica bolivariana y de ciertos rasgos
comunes entre los estilos de gobierno de los presidentes de Venezuela, el
Ecuador y Bolivia, el nacionalismo petrolero sigue modalidades particu-
lares en cada uno de estos países y no debería, por lo tanto, confundirse
con una sola ola de nacionalizaciones como en los años setenta. Antaño,
las modalidades del nacionalismo estaban determinadas por variables
internas, más que por factores exógenos. Ahora bien, las reformas actua-
les difieren de las anteriores, porque intervienen en un contexto económi-
co y geopolítico distinto –marcado por la globalización– y porque su via-
bilidad depende de variables exógenas difícilmente controlables al
momento.

El punto común entre estos tres países se ubica en la voluntad de sus
gobiernos respectivos de retomar el control de la industria para captar una
renta más equitativa, frente a las empresas multinacionales, y responder
así a las demandas sociales sin comprometer el nivel de endeudamiento
del Estado. Sin embargo pudimos constatar que esta voluntad trae consi-
go altos costos debido a la creciente dependencia hacia los hidrocarburos.
Este fenómeno se mide tanto por la evolución de la producción de ener-
gía primaria cuanto por aquella del consumo de energía final, en particu-
lar debido al incremento de los transportes en la zona y de una creciente
propensión al despilfarro en Venezuela y Ecuador. Esta evolución no es el
resultado del nacionalismo petrolero –aunque este último ahonde sus
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La importancia de la renta generada por el petróleo y el gas natural en la
zona andina es a la vez una apuesta del desarrollo y una fuente de conflic-
tos sociales e internacionales, que puede convertirse en factor de crisis de
gobernabilidad. Recordaremos en primer lugar que la dependencia hacia
los hidrocarburos se inscribe en un contexto de crisis de gobernabilidad.
Luego analizaremos en qué medida la política petrolera puede convertir-
se en un factor de crisis en la zona andina, en particular por la politiza-
ción de la integración regional. Finalmente veremos que la incidencia de
los actores sociales en la gobernanza energética tiene efectos positivos,
aunque distintos de un país al otro, lo que confirma la hipótesis del apor-
te de la institucionalización de arreglos a la democracia.

La mutación del Estado

Crisis del Estado de bienestar y crisis del Estado-nación

Algunos autores ha mostrado que la viabilidad del Estado de bienestar (es
decir de un sistema de gobernanza orientado hacia la redistribución de
riquezas para sustentar el crecimiento económico) había sido cuestionado
por la crisis de los años setenta, consecutiva del primer choque petrolero
(Crozier et al., 1975). Según otros, es la viabilidad del Estado-nación (es
decir de un sistema de gobernanza orientado hacia el ejercicio del poder
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para estos países la administración de los ciclos de bonanza de cantidad o
de precios constituyen un problema de gobernanza, es decir un problema
de regulación de las interacciones entre el Estado, la sociedad y el merca-
do. Por un lado, estas relaciones condicionan el diseño y la ejecución de
las políticas energéticas, en particular en el sector de los hidrocarburos;
por el otro, están condicionadas por los procesos políticos que imperan en
cada sociedad y orientan las preferencias de los gobernantes. En este sen-
tido, la política energética –y específicamente la política petrolera– es un
determinante de la gobernabilidad democrática en los países exportadores
de hidrocarburos, como veremos a continuación.
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Con todo, la noción de Estado “fuerte” evolucionó para designar, ya
no el centralismo de las decisiones y la capacidad de imponer una volun-
tad, sino más bien una capacidad de adaptación y de acción, una manera
de interactuar con la sociedad de manera dinámica. La fortaleza del
Estado se vuelve una variable contextual y tecnocrática, más que el pro-
ducto de dispositivos constitucionales y legales, sustituyendo los poderes
formales por unas capacidades políticas (Pierre y Peters, 2000: 194). En
ciertos países, como en Francia, Alemania y Japón, el Estado sigue siendo
“fuerte” porque supo evolucionar de una tradición centralista a un siste-
ma político descentralizado. En otros, como los países escandinavos y el
Reino Unido, el Estado se debilitó por causa del declive del corporativis-
mo y de la privatización de la administración, a nombre de la “nueva
administración pública”. En otros más, como los Estados Unidos, Corea
del Sur o Malasia, el Estado salió fortalecido pues la globalización incre-
mentó su poder sobre las fuerzas domésticas, sea porque asumió un papel
desarrollista para orientar las inversiones directas extranjeras y nacionales,
sea porque asumió un papel de superpotencia militar, o sea porque creó
mecanismos de coordinación y de negociación que mejoran la eficacidad
de las políticas y de la gestión. 

Por último, en ciertos países, el Estado sigue siendo débil. Tal es el caso
de los países andinos, donde la evolución de la economía global conllevó
al debilitamiento del Estado en los años ochenta y noventa. Empero este
debilitamiento se debe menos a un hipotético “vaciamiento” que a una
incapacidad de adaptación, producto del herencia colonial de estructuras
de poder, de un modelo de desarrollo depredador que ya existía y de unas
relaciones clientelares que caracterizan la vida social en general. Final-
mente, no cabe menospreciar la influencia de los organismos financieros
internacionales y la cooperación bilateral, que contribuyeron sin lugar a
duda a agravar la situación.

Crisis de gobernabilidad y gobernanza en los países andinos

La crisis de gobernabilidad intervenida en el transcurso de la década de
los años noventa en la zona andina se debe a tres tipos de problemas –la
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para garantizar la soberanía) que está cuestionada por la globalización
consecutiva del fracaso de los regímenes socialistas (Rosenau, 1992). No
obstante, las políticas públicas keynesianas aplicadas tras la crisis de los
años treinta, y luego en el periodo del entre-dos-guerras mundiales, para
atender las necesidades de la reconstrucción europea, no habían afectado
la gobernabilidad de la democracia sino también la mera estructura del
poder. En este sentido, el sistema institucional que prevalía desde el siglo
XIX ya había sido objeto de profundas transformaciones antes de finali-
zar la guerra fría y, sobre todo, ya había preparado la desregulación de los
mercados que hizo posible la globalización económica y financiera en la
década de los años ochenta.

En realidad, la crisis del Estado de bienestar y aquella del Estado-
nación son dos momentos de una misma evolución histórica, que afecta
a las relaciones entre los actores sociales, económicos y políticos, así como
a las relaciones entre los estados o entre estos últimos y los actores trans-
nacionales (empresas, ONG y agencias de cooperación). En un primer
momento, el modelo de gobernanza entró en crisis por falta de medios
para financiar las políticas públicas que lo amparaban y cuya iniciativa
dependía del Estado. En un segundo momento, esta crisis se ahondó por
falta de estructuras para solucionar los problemas de la globalización.
Entonces, la crisis del Estado de bienestar es la de un sistema que se con-
fundía con las modalidades de la acción institucional. En cuanto a la cri-
sis del Estado-nación, también es la de un sistema de gobernanza que
estructuraba las relaciones internacionales desde el advenimiento del or-
den westfaliano, en el siglo XVII. Después de la crisis de gobernabilidad
intervenida en los años setenta, en los países industrializados con econo-
mía de mercado, sucedió una crisis de gobernabilidad global en los años
noventa. La una y la otra son crisis sistémicas –y por lo tanto, de gober-
nanza– pero no responden al mismo tipo de contingencias. En el primer
caso, se trata de una crisis de adaptación a las nuevas condiciones econó-
micas y sociales, impuestas por la inflación y el desempleo en los países
importadores de petróleo; en el segundo, se trata de una crisis de adapta-
ción a las nuevas modalidades del orden político mundial, impuesto por
la globalización de los mercados y la hegemonía de la ideología neolibe-
ral en el sistema de las Naciones Unidas.
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da como la “década perdida”. En efecto, entre 1950 y 1996, unas 39 cri-
sis presidenciales habían surgido, de las cuales 13 en los países andinos
(Pérez Liñán, 2001). Estas crisis abarcan modalidades diversas, que van de
los procedimientos judiciales en contra del jefe del ejecutivo (impeach-
ment) a los golpes de Estado, pasando por los levantamientos populares.

Tal es la inestabilidad que caracteriza a la zona andina (comparable
con la inestabilidad que afecta a América Latina y el Caribe en su conjun-
to) que regularmente los gobiernos resultan incapaces de tratar y aplicar
institucionalmente decisiones políticas sin violentar el derecho. Al respec-
to, podemos identificar tres tipos de situaciones (Altman, 2001): aquellas
donde las coaliciones de gobierno finalizaron por causa de eventos impre-
decibles, como los escándalos políticos o crisis económicas y financieras;
aquellas que resultaron de la imposibilidad de establecer coaliciones de
gobierno, debido a la coexistencia de múltiples partidos con una polari-
zación ideológica y una gran volatilidad electoral; y aquellas que combi-
nan la ausencia de coalición estable con el surgimiento de acontecimien-
tos impredecibles. Es difícil, entonces, determinar si se trata de crisis polí-
ticas, de crisis de regímenes o de crisis de gobernanza (Altman y Casti-
glioni, 2000).

El punto común entre las crisis de las décadas de los años setenta y
ochenta en Europa, Estados Unidos y Japón, y aquellas de las décadas de
los años ochenta y noventa en América Latina y el Caribe, es que combi-
nan procesos políticos inadaptados a las condiciones económicas y la evo-
lución de las sociedades con bloqueos institucionales. En este sentido, los
efectos de una crisis de gobernabilidad democrática y aquellos de una cri-
sis de gobernanza son cumulativos.

Una integración cada vez más politizada

El grado de integración energética de América Latina y el Caribe sigue
siendo bajo. De hecho, el modelo de integración hemisférica, promovido
por los Estados Unidos a través de la “Iniciativa de las Américas” lanzada
en 1989, luego el proyecto de Asociación de libre cambio de las Américas
(ALCA), no dio lugar a un esquema de integración regional ni tampoco

Capítulo 6: La petropolítica como factor de crisis de gobernabilidad en los Andes

225

eficacia del sistema institucional, la legitimidad del ejercicio del poder y
la estabilidad de las instituciones– que hicieron conflictivas las interaccio-
nes, por un lado entre la sociedad y el Estado, y por el otro, entre la socie-
dad y los actores económicos. Ésta fue acelerada por factores externos
como la crisis económica y financiera de los años ochenta y los programas
de ajuste estructural impuestos por el FMI a países muy endeudados. Se
tradujo por una creciente limitación de la capacidad de respuesta del Es-
tado, frente a demandas sociales cada vez más apremiantes, entre otras
cosas para enfrentar los efectos de la crisis económica sobre el empleo y,
de manera general, el nivel de vida de las poblaciones menos favorecidas
(por ejemplo en áreas rurales y periurbanas) y de las clases medias
(Camou, 2001a).

Se trata entonces, en primer lugar, de una crisis social, la democratiza-
ción de los regímenes políticos en la región no dejó que se estabilizaran
las relaciones entre democracia y mercado (Saldomando, 2000b). Sea en
los países involucrados en la transición o la consolidación democrática,
como el Ecuador, Bolivia y el Perú, o en aquellos que enfrentaban proble-
mas de reproducción, agotamiento o crisis del sistema político, como
Colombia y Venezuela, en todos los casos se observó una tensión entre la
modernización de las instituciones políticas y la desregulación, que susci-
tó conflictos y acentuó el dualismo económico y social. En efecto, entre
1996 y 1999, no sólo el coeficiente Gini evolucionó desfavorablemente
en toda la zona, excepto en Colombia, sino que la pobreza aumentó en
tres de los cinco países de referencia (Colombia, Perú y Venezuela) mien-
tras seguía siendo superior al 61% en Bolivia y cercana al 48% en el
Ecuador (BID, 1999 citado por Saldomando, 2000b).

No obstante, más allá de las condiciones de gobierno, lo que se cues-
tionó era la manera de gobernar. La reducida capacidad de los gobiernos
a atender las demandas sociales en la zona andina conllevó a un cuestio-
namiento más profundo, sobre la manera en que se tomaban las decisio-
nes en el aparato estatal. Se pasó entonces de una aproximación en térmi-
nos de eficacidad del Estado a otra en términos de efectividad del poder y
de legitimidad de la autoridad (Coppedge, 2001). En realidad, los oríge-
nes de la crisis de gobernabilidad son anteriores a la década de los ajustes
procedentes del “consenso de Washington” y a la década anterior, conoci-
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privado en las actividades de hidrocarburos. Ejecutan políticas públicas
diferentes, especialmente para captar la IDE, según si son pequeños pro-
ductores (como el Perú y Bolivia) y productores medianos en retroceso en
los mercados internacionales (como Colombia), grandes productores
(como Venezuela) y productores que disponen de un excedente de pro-
ducción a mediano plazo (como el Ecuador). Por consiguiente, no es sa-
tisfactoria la explicación según cual el grado de integración regional es
proporcional al grado de liberalización de la economía (Faucher y Martin-
Brûlé, 2006: 74). En realidad, el factor determinante es, sin lugar a duda,
el hecho que la “Iniciativa de las Américas” haya podido ser percibida
como una imposición por parte de los Estados Unidos, con el afán de so-
lucionar sus problemas de abastecimiento en energía, en detrimento de
los países exportadores e importadores latinoamericanos y caribeños. 

Por una parte, en el esquema de integración hemisférica, América
Latina y el Caribe aparecían más como un yacimiento de hidrocarburos
para los Estados Unidos, que absorben 80% de sus exportaciones en este
ámbito, que como una zona de intercambios intraregionales. Por otra
parte, al desregular el comercio y al privatizar las industrias nacionales, es-
te esquema facilitaba la penetración de los mercados locales por las em-
presas estadounidenses, que gozan de una superioridad en comparación
con las empresas locales, tanto por su capacidad de inversión como por
sus avances tecnológicos, para responder a una creciente demanda de pro-
ductos petroleros. Desde luego, no es de extrañarse que el retorno del na-
cionalismo petrolero en Venezuela, Bolivia y el Ecuador, financiado en
parte por las ganancias extraordinarias generadas por el incremento regu-
lar de los precios petroleros desde 1999, haya desembocado en una rede-
finición de los principios de integración energética regional, aún si esta
nueva orientación ha producido resultados tan limitados como el esque-
ma anterior, hasta la fecha.

En una primera etapa, la “diplomacia petrolera” de Hugo Chávez
(Arriagada Herrera, 2006b) conllevó a una política de acuerdos de abas-
tecimiento subsidiado de los países importadores (especialmente de
Centroamérica y el Caribe), propuestas de alianzas estratégicas entre
PdVSA y otras empresas públicas de la región (como YPFB, Petrobras,
Enarsa o ANCAP) y proyectos de construcción de infraestructuras (refi-
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a una verdadera interconexión energética. Ninguna política energética
común está a la orden del día en la región ni en sus conjuntos políticos.
No obstante los intercambios intraregionales incrementaron sensiblemen-
te. En efecto, en 1996, los países andinos exportaban tres veces más petró-
leo crudo y productos derivados que en 1988 hacia otros países de
América Latina y el Caribe (OLADE, 1998: 206). Además, la ola de
reformas que promovían la apertura del sector de hidrocarburos en los
años noventa facilitó la colaboración entre las empresas, en particular en
las fases de exploración y explotación en los países de la CAN y del Mer-
cado Común del Sur (Mercosur). Por otra parte, los acuerdos bilaterales
desembocaron en la construcción de infraestructuras (gasoductos, oleo-
ductos, redes eléctricas) para facilitar los intercambios y el comercio, entre
Brasil, Venezuela, Colombia, el Ecuador, Bolivia y Argentina. En algunos
casos, incluso, la energía se volvió un vector de integración entre los paí-
ses de la CAN y del Mercosur, como Venezuela y Brasil, gracias a la inter-
conexión de redes eléctricas (Alegrett, 1999). Por último, intercambios de
capacidad tecnológica y de gestión sí ocurren en el seno de ARPEL, mien-
tras que la OLADE consiente esfuerzos de formación.

No obstante, el balance de los años ochenta y noventa en términos de
integración energética es globalmente negativo. En efecto, el plan de ac-
ción para modernizar el sector energético, aprobado en la cumbre de jefes
de los Estados Americanos en diciembre 1994 (en Miami) nunca fue
aceptado por Venezuela, México ni Brasil. Además, las reformas legales
facilitando la IDE, la liberalización del comercio y las privatizaciones que
ya mencionaron conocieron suertes diversas según los países, de tal modo
que la integración energética no había avanzado notablemente en el mo-
mento de la cumbre de Santiago de Chile (en 1998). Por último, en el
contexto de la crisis económica y financiera que afectó a la región a fina-
les de los años noventa, la integración se volvió un tema relativamente
secundario en las reuniones de jefes de Estados en Quebec (en abril 2001)
y Mar del Plata (noviembre 2005) (Ruiz-Caro, 2006).

Este fracaso se debe evidentemente al hecho que los países de la región
tienen su propia agenda de gobernanza energética, particularmente en
materia de financiamiento del gasto público por la renta petrolera y, por
lo tanto, en materia de régimen contractual y de participación del sector
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Por último, la suerte de Petroandina está más vinculada a la adhesión
del Ecuador y de Bolivia al ALBA que a una auténtica política de coope-
ración regional. Prueba de ello son el conflicto diplomático entre el
Ecuador y Colombia tras la incursión de las fuerzas armadas colombianas
en territorio ecuatoriano en contra de una base de repliegue de las FARC
(en marzo 2009), la hostilidad declarada de los presidentes Chávez,
Morales y Correa hacia la colaboración entre Colombia y los Estados Uni-
dos promovida por Álvaro Uribe, así como los ataques de Evo Morales en
contra de su homólogo peruano Alan García, por el rechazo de este últi-
mo de extraditar a varios ex altos funcionarios de la administración Sán-
chez de Lozada refugiados en el Perú.

Las relaciones entre Venezuela, Ecuador y Bolivia son más armoniosas,
teniendo en cuenta de evidentes afinidades ideológicas entre sus presiden-
tes, que se reivindican del “socialismo del siglo XX”. Ya hemos visto que
sus políticas petroleras llevaban a un creciente control estatal, que busca
entre otras cosas coadyuvar al financiamiento del gasto público por la
renta de hidrocarburos. Sin embargo, esta convergencia de criterios se ins-
cribe en el marco más amplio de la política bolivariana a través del ALBA.
Por otro lado, el retorno del Ecuador a la OPEP, en 2007, fue apoyado
con mucha insistencia por Venezuela, así como su acercamiento con Irán,
otro miembro de la OPEP que defiende con Venezuela, Irak y Libia una
estrategia de control de precios por la restricción de la producción, a dife-
rencia de Arabia Saudita y sus aliados árabes (Kuwait, los Emiratos Ára-
bes Unidos y Qatar), más bien partidarios de una estrategia de conquista
de mercados gracias a precios moderados. La perspectiva de una alianza
estratégica entre Petroecuador y PdVSA para la construcción de una refi-
nería en el Ecuador y la explotación conjunta de varios campos petrolífe-
ros (entre los cuales los ITT) depende en parte de esta cercanía, así como
los acuerdos de asistencia técnica entre PdVSA y YPFB, o aún la ayuda
militar facilitada a Bolivia por Venezuela.

Al fin y al cabo, la “Iniciativa Petroamérica” de Hugo Chávez presen-
ta ante todo ventajas para Venezuela. Además de permitirle contrarrestar
el modelo de integración energética hemisférica impulsado en particular
por los Estados Unidos, fortalece la postura de Venezuela en el mercado
regional a largo plazo, con el motivo de garantizar la seguridad de abaste-
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nerías, en un primer momento, luego un gasoducto de 9.000 km hacia el
Sur) (Ruiz-Caro, 2006). En un segundo momento esta política se volvió
un verdadero proyecto de integración, más política que económica. Esto
llevó al lanzamiento de la “Iniciativa Petroamérica” en 2005 y de tres pro-
yectos subregionales (Petrocaribe, Petroandina y Petrosur) para promover
el papel de los estados y de las empresas públicas en el proceso de integra-
ción. Finalmente, estos proyectos fueron incorporados al proyecto de Al-
ternativa bolivariana para las Américas (ALBA), donde Cuba, Bolivia,
Nicaragua y Honduras fueron alcanzadas por el Ecuador en 2009.

Una de las iniciativas más completas en el ámbito de la cooperación
multilateral es el Acuerdo de San José (firmado en 1994), que prevé el
intercambio de una parte de la factura petrolera en los países importado-
res de Centroamérica y del Caribe, en deuda externa contratada hacia Ve-
nezuela y México. Con base en este acuerdo, Venezuela creó Petrocaribe,
una organización cuyo objeto es garantizar el abastecimiento directo en
productos petroleros a los países importadores del Caribe y ofrecerles faci-
lidades de crédito gracias a un sistema de financiamiento diferido a tasa
variable.1 No obstante, la integración bolivariana impulsada por Venezuela
a través de la energía ha quedado al nivel de discusiones o no ha superado
el nivel de acuerdos bilaterales con este país. Así es como la construcción
de refinerías ha sido postergada bajo el pretexto que los precios en los mer-
cados petroleros, a finales de 2008 e inicios de 2009. Por otro lado, el pro-
yecto faraónico de gasoducto del Sur suscita dudas en cuanto a su viabili-
dad técnica y a su rentabilidad económica (Isbell, 2007c). Además, la coo-
peración entre Petrobras y PdVSA depende de las relaciones entre Hugo
Chávez y Lula da Silva. Pese a una común desconfianza hacia los Estados
Unidos, ambos dirigentes mantienen relaciones no-exentas de rivalidad
por el liderazgo regional, en particular por el control de las relaciones
comerciales con los países del Mercosur, al cual Venezuela debería integrar-
se en 2010. De hecho, la política energética de Brasil tomó un nuevo rum-
bo luego de importantes descubrimientos de gas y de petróleo en alta mar
desde diez años, que reducen la dependencia de este país hacia sus prove-
edores regionales tradicionales (Venezuela y Bolivia).

1 Esta organización agrupaba a 14 países en 2009.

     



bitantes del norte de la Amazonía y la empresa estadounidense Texaco
(desde 2002 Chevron Texaco), responsable de las operaciones en esta zona
de 1967 a 1992 (Fontaine, 2003a: 283-288). Este conflicto implica unas
30.000 personas representadas desde 1994 por el Frente de Defensa de la
Amazonía (FDA), una organización paraguas que coordina las acciones
de las organizaciones sociales locales. En un primer momento las partes se
enfrentaron ante los tribunales en los Estados Unidos pero en 2002 el ca-
so fue devuelto ante la justicia ecuatoriana tras su apelación. Desde lue-
go se prosiguió ante el tribunal de Lago Agrio (capital provincial de Su-
cumbíos). 

Además del “caso Texaco”, muchos conflictos locales oponen por mo-
tivos similares (contaminación e impactos negativos a la salud de los
moradores) a cientos de habitantes del Nororiente con la empresa nacio-
nal Petroecuador. Esta última no sólo heredó en 1992 de las instalaciones
y de los campos explotados por Texaco, sino también administra la mayo-
ría de los campos petrolíferos del país. En la mayoría de los casos, los con-
flictos que enfrenta con las comunidades campesinas e indígenas locales
se resuelven de manera puntual, sea mediante acuerdos de indemnizacio-
nes o con medidas compensatorias (obras de infraestructuras, servicios a
la comunidad, etc.).

Desde la construcción del oleoducto OCP, entre 2000 y 2003, un
segundo tipo de conflictos apareció en la misma área, con movilizaciones
de organizaciones sociales y electos locales para pedir una mayor partici-
pación en la renta petrolera. Cierto es que las provincias amazónicas ya
percibían una parte de esta renta, en particular tras la adopción de la Ley
No. 10 de 1992, que creó el Instituto de desarrollo sostenible de la región
amazónica ecuatoriana (Ecorae); pero este reconocimiento era considera-
do insuficiente por los actores locales, organizados en el seno de una
asamblea biprovincial (Sucumbíos y Orellana) que estuvo al origen de
varios paros cívicos y ocupó ciertas instalaciones petroleras en varias opor-
tunidades desde 2001. En particular, tras el derrocamiento de Lucio Gu-
tiérrez, esta organización llevó a cabo un largo conflicto con las empresas
multinacionales y el gobierno de Alfredo Palacio (entre abril y agosto de
2005), para conseguir la construcción de un eje vial prometido por el pre-
sidente caído, además del respeto de varios compromisos por parte del
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cimiento energético de los países importadores de la región (por ejemplo
al extender los beneficios del Acuerdo de San José a Cuba, que estaba ex-
cluido de este acuerdo). No obstante esta política no deja de crear o de
exacerbar las tensiones entre los países andinos, lo que obstaculiza la inte-
gración regional. Así es como la salida de Venezuela de la CAN, en mayo
2006, originó una crisis diplomática regional, más allá de la zona andina,
que deja pensar que la “diplomacia petrolera” de Chávez es “un factor ob-
jetivo de desintegración” (Malamud, 2006). Oficialmente, esta decisión
pretendía sancionar la intención del Perú de firmar un tratado de libre
cambio con los Estados Unidos. Sin embargo se puede ver ahí, también,
un revés para la política comercial venezolana, en la medida en que el Pe-
rú da la prioridad al abastecimiento del mercado interno y a las exporta-
ciones de gas líquido hacia el mercado norteamericano (Arriagada
Herrera, 2006b). Por ello, el Perú nunca mostró un gran interés por el
proyecto de “anillo energético”, a diferencia de Bolivia.

Los actores sociales en la gobernanza energética

Los conflictos ambientales en el Ecuador y el Perú

El Ecuador y el Perú son los países andinos donde la extracción de petró-
leo y de gas natural ha generado el mayor número de conflictos ambien-
tales. Estos conflictos encuentran vías de resolución distintas según el caso
y según la causa que los desató.

Las actividades petroleras en el Ecuador están al origen de un sinnú-
mero de conflictos sociales, en particular en la Amazonía, donde se con-
centra la mayor parte de la producción y donde los bloques petrolíferos
se superponen a menudo con territorios indígenas (legalizados o no) y
áreas naturales protegidas. Podemos agrupar estos conflictos en cuatro
grandes categorías según sus causas: por contaminación, por demandas de
compensaciones, por la administración del espacio y por la conservación
de la naturaleza.

Entre los conflictos vinculados con la contaminación que generan las
actividades petroleras, el más antiguo y mediatizado es aquel entre los ha-

       



Para marcar su oposición a la presencia de empresas en sus respectivos
territorios, acuden a tácticas de movilización, de “judicialización” y de
internacionalización de sus demandas. De esta manera, los shuar ganaron
una acción de amparo constitucional en 2000 con el motivo de que la
empresa argentina CGC San Jorge no les había consultado de forma idó-
nea antes de proceder a explorar el bloque 24. Desde luego se suspendie-
ron las actividades en este bloque y la empresa presentó un recurso de
suspensión del contrato por “fuerza mayor” ante el Estado ecuatoriano.
Más al norte de este conflicto, los quichuas de la comuna de Sarayaku
perdieron su acción de amparo constitucional pero lograron, hasta el
momento, a oponerse a las obras de exploración de la empresa estadou-
nidense Burlington en el bloque 23. Para eso acudieron entre otras cosas
a la Comisión interamericana de derechos humanos de la OEA (CID-
HOEA), que recomendó al Estado ecuatoriano tomar medidas precaute-
larias para evitar enfrentamientos violentos entre la población local, el
ejército y los empleados de la empresa o sus socios. El punto común entre
estos conflictos es que asocian a organizaciones indígenas con grupos eco-
logistas más o menos radicales y organizaciones de defensa de los dere-
chos humanos. Están marcados por una fuerte polarización y han conlle-
vado a profundas divisiones en el movimiento indígena nacional, encar-
nado por la Confederación de nacionalidades indígenas del Ecuador
(CONAIE).

Los conflictos territoriales coinciden en parte con un cuarto tipo de
conflictos, vinculados a la defensa de áreas protegidas en la Amazonía. Los
instrumentos legales que regulan la conservación de medio ambiente en
el Ecuador prohíben cualquier tipo de actividades extractivas en aquellos
espacios. Sin embargo, el artículo 6 de la Ley de gestión ambiental de
1999 prevé una excepción para las actividades de hidrocarburos, si éstas
están consideradas de interés nacional por el Estado, siempre y cuando la
autoridad de tutela presente los debidos planes de gestión ambiental espe-
cial. Esta ambigüedad legal es, entre otras cosas, al origen de conflictos en
contra de la explotación petrolera en el parque nacional Yasuní y la reser-
va fáunica Cuyabeno. La creación, en 1999, de un estatus de “áreas intan-
gibles” para una parte de ambas áreas resolvió parcialmente el problema,
puesto que, hasta la fecha, siguen expuestas a riesgos de contaminación y
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Estado (prioridad a la contratación de mano de obra local por el sector
petrolero, electrificación y conexión de las comunas rurales a la red de
agua entubada, etc.). 

Este movimiento asocia tácticas de movilización clásica con la presión
política y la acción directa. A veces fue reprimido con severidad, como por
ejemplo en agosto 2005, cuando el presidente Palacio decretó el estado de
emergencia luego de la ocupación y de una serie de actos de sabotaje en
contra de las instalaciones de Petroecuador. Un nuevo conflicto surgió en
noviembre 2007, donde los habitantes de la comuna de Dayuma (en la
provincia Orellana) bloquearon durante varios días la principal vía de acce-
so al área desde Quito. También culminó con la intervención del ejército
y la encarcelación de Guadalupe Llori, prefecta de Orellana electa en la
lista del movimiento indigenista Pachakutik-Nuevo País.

A la vez más antiguos y más profundos son los conflictos que oponen
a las comunidades y las organizaciones indígenas con las empresas petro-
leras se dan por la defensa de los territorios ancestrales. Desde medianos
de los años ochenta, dos grupos étnicos –los huaorani y los quichuas– se
opusieron a la irrupción de estas empresas en las provincias amazónicas de
Orellana, Napo y Pastaza. Más tarde, en la senda de la demanda contra
Texaco, se juntaron las organizaciones cofanes, sionas y secoyas, así como
grupos shuar procedentes de las provincias del Norte y del Sur (Sucum-
bíos y Morona Santiago). En este caso particular, los motivos de conflic-
tos son dobles, puesto que los interesados protestan a la vez en contra de
la invasión de sus territorios respectivos y en contra de la contaminación
de los ríos y de los suelos, debido a los numerosos accidentes vinculados
al transporte de petróleo crudo o a la presencia de estanques de residuos
de petróleo o de aguas salinas descargadas en las estaciones de bombeo. A
finales de los años noventa, este tipo de conflictos retomó una forma más
radical que en el pasado, con la oposición de los quichuas a la exploración
del bloque 23 (Pastaza) y de los shuar y achuar a la exploración del blo-
que 24 (Morona Santiago). En ambos casos, estas comunidades invocan
su derecho a la consulta previa y a la participación en los procesos de desa-
rrollo susceptibles de afectarlas, física o culturalmente, inscritos en la
Constitución de 1998 luego desarrollados en la Constitución de 2008.
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la protección de los derechos humanos, en particular en lo que atañía a las
actividades de hidrocarburos y la administración de territorios indígenas.

El conflicto retomó una modalidad más constructiva en 2000, tras la
firma de los contratos del proyecto Camisea, con el papel activo del BID.
Desde 1998 el Programa de asistencia a la gestión del sector energético del
Banco Mundial (ESMAP, por sus siglas en inglés) recomendaba a las
agencias multilaterales involucrarse en el seguimiento del proyecto (Wise,
2007 : 325). El BID, que ya estaba particularmente interesado, otorgó
entonces un préstamo condicional de 5 millones de USD en 2002 para
complementar el proceso de legalización de las tierras ubicadas alrededor
de los campos de gas de Camisea y financiar un programa de ingeniería
institucional. En 2004, este organismo otorgó un préstamo adicional de
75 millones de USD por 14 años al consorcio asociado en las actividades
del upstream, bajo dos condiciones: por un lado, creó una responsabilidad
compartida entre ambos consorcios, para el manejo ambiental y la res-
ponsabilidad social; por el otro, solicitó la creación de un fondo de inver-
sión para el desarrollo, llamado “Fondo Camisea”, alimentado por 7,5%
de las regalías generadas por el proyecto de gas. 

El fondo de inversión nunca se creó bajo esta modalidad, pero en di-
ciembre 2004 el Congreso peruano retomó parcialmente este concepto, a
través de la Ley 28451 que creó el Fondo de desarrollo socioeconómico
de Camisea (Focam). La principal diferencia con el concepto defendido
anteriormente por el BID es que el Focam estaría administrado por el
gobierno en vez de una institución financiera independiente. Además, el
involucramiento de las comunidades indígenas en el proyecto Camisea
era conforme a los principios expuestos por el BID, en su “Estrategia para
el desarrollo indígena”2. Por esta razón, más allá de los dos préstamos con-
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de impactos a la diversidad biológica, que contradicen los principios ele-
mentales de la conservación al nivel internacional.

En la Amazonía peruana, hasta los años noventa, los conflictos vincu-
lados con la explotación de hidrocarburos se concentraban más que todo
en los departamentos de Loreto, Amazonas y Madre de Dios, aunque la
perspectiva del “proyecto Camisea” y los impactos sociales y ambientales
que este podría generar no dejaban de inquietar a las organizaciones indí-
genas y ecologistas. Involucrada en conflictos comparables en Nigeria
(con los ogoni) y en el mar del Norte (con Greenpeace), Shell tuvo que
enfrentar la creciente oposición de ONG internacionales como Oxfam
America, Friends of the Earth y Amazon Watch, y de la principal organiza-
ción indígena del país, la Asociación interétnica de desarrollo de la selva
amazónica peruana (AIDESEP). Cierto es que el primer contacto de esta
empresa con las comunidades del valle de Urubamba había resultado fatal
para los indígenas aislados, al causar una epidemia de gripe mortal (Zar-
zar, 1987; Cloudsey, 1988). Esta tragedia había incluso provocado una
campaña de protestas que llevaría, en particular, a la creación de la reser-
va territorial kugapakori y nahua, en 1990. 

Hasta su primera ruptura, en 1988, las negociaciones entre la empre-
sa y el gobierno peruano sólo involucraron de manera marginal a los acto-
res locales y a las ONG. No obstante, estos últimos reclamaban un acce-
so a la información contenida en los estudios de impacto y el plan de
manejo ambiental. Los más radicales, que organizaron una campaña in-
ternacional de presión cuyo blanco eran los inversionistas privados, consi-
guieron el retiro de Exim Bank del proyecto, en agosto 2003. Los más
pragmáticos negociaron con el Estado el derecho a estar interesados en las
ganancias y de opinar para reducir los efectos potencialmente negativos
del proyecto. En un segundo momento, el gobierno y la empresa se abrie-
ron más a este sector. La estrategia de acción social de Shell se basaba
entonces en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) y pretendía hacer del proyecto Camisea un caso ejemplar de
consulta a las comunidades autóctonas y las organizaciones ecologistas.
Por ello aplicó nuevos procedimientos de manejo ambiental y de restric-
ción de los contactos con las poblaciones locales. Por su lado, bajo la pre-
sión de los actores sociales, el Estado fortalecía la legislación ambiental y
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2 Este documento de política proclama el compromiso del BID para “[…] Fortalecer la goberna-
bilidad económica de los pueblos indígenas en términos del manejo de recursos públicos y del
manejo administrativo y técnico de empresas y emprendimientos indígenas en forma transpa-
rente, incluyendo reinversión y distribución de las utilidades de esas actividades, así como el
monitoreo y la sostenibilidad de estos proyectos […] Promover y fortalecer la capacidad insti-
tucional de los pueblos indígenas (particularmente sus organizaciones propias con base comu-
nitaria), estados y otros actores relevantes para responder a las demandas indígenas, con énfasis
en potenciar las capacidades locales e indígenas de planificación, gestión y articulación así como

        



La institucionalización del ecologismo en el Ecuador

Dos décadas de conflictos por las actividades petroleras han influenciado
el movimiento ecologista ecuatoriano en proporciones no igualadas en
otros países. La importancia de estas actividades para la economía nacio-
nal y la excepcional diversidad biológica y cultural que caracteriza la Ama-
zonía se conjugan tradicionalmente con el déficit de democracia que afec-
ta el país y coadyuvan a hacer de la contaminación, la deforestación y la
colonización agrícola de territorios ancestrales un detonante de conflictos.
Los problemas de política energética se vuelven, desde luego, problemas
de gobernabilidad democrática, ante los cuales el movimiento ecologista
asumió un papel histórico al menos por dos razones. Por una parte, aler-
tó la opinión pública nacional e internacional sobre los riesgos ambienta-
les y sociales asociados que conllevan las actividades petroleras. Hasta
medianos de la década de los años ochenta, estos efectos eran conocidos
solamente por los especialistas en gestión ambiental. Las poblaciones afec-
tadas tenían sólo un conocimiento aproximado de los riesgos de acciden-
tes industriales o de los efectos secundarios de la contaminación en la
salud y el medio ambiente. Por otra parte, fue al origen de las reformas
institucionales y legales impulsadas desde finales de la década de los años
noventa, en particular tras la reforma constitucional de 1998. 

Esta doble incidencia en la gobernanza energética es el producto de la
institucionalización del ecologismo en tres niveles. En primer lugar, el
núcleo duro de este movimiento está integrado por ONG profesionaliza-
das, expertas en tácticas de presión, de generación de opinión pública y
en asesoría técnica. Al nivel del ejecutivo, la creación del Ministerio del
Ambiente por el presidente Abdalá Bucaram, luego el hecho que este
heredara de gran parte de las asignaciones del Ministerio de Agricultura y
Ganadería (especialmente para la política forestal) en la administración
Mahuad, permitieron a los ecologistas participar en la elaboración de las
políticas públicas, ejerciendo responsabilidades directas en la administra-
ción pública. Finalmente, en el nivel legislativo, este movimiento se afir-
mó como un actor clave de los dos últimos procesos de reformas consti-
tucionales (1997-1998 y 2007-2008), lo que coadyuvó a colocar las pre-
ocupaciones ambientales al máximo nivel de la jerarquía jurídica.
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dicionados, el papel del BID se afianzó a través de una participación cons-
tante en las grandes fases de la negociación entre el gobierno peruano, las
empresas y la sociedad civil. El banco se volvió a la vez el blanco de la pre-
sión de las ONG y el mediador de las tensiones entre los distintos minis-
terios involucrados en aquel proyecto. También cuidaba por la ejecución
de reformas institucionales y la participación de comunidades locales en
el diálogo, así como el seguimiento de las operaciones de ambos consor-
cios en el ámbito ambiental.

Entre tanto, se operó una división de tareas entre las ONG nacionales
e internacionales, las organizaciones indígenas y los poderes locales. Poco
a poco se impuso una lógica de negociación, entrenada por los sectores
más pragmáticos de la sociedad civil. Por el lado de las organizaciones
indígenas, la Confederación de nacionalidades amazónicas del Perú
(CONAP) se esforzó por negociar con el Estado y las empresas algunas
contrapartes financieras y sociales para las comunidades del área de in-
fluencia directa del proyecto Camisea. Representaba al nivel nacional las
organizaciones locales como la Central de comunidades nativas matsi-
güengas Juan Santos Atahualpa (Ceconama) y la Federación de comuni-
dades nativas yine yami (Feconayy). De paso apoyaba a las comunidades
afiliadas a la organización rival, AIDESEP, y agrupadas al nivel local en el
Consejo matsigüenga del río Urubamba (Comaru). Por las ONG ecolo-
gistas, la Sociedad peruana de derecho ambiental (SPDA) asumió un
doble papel de experto y de facilitador de los debates. Esta ONG anima-
ba entonces un grupo de la sociedad civil que se esforzaba por ejercer una
incidencia política en la planificación del proyecto Camisea, en particular
a través del diálogo con el BID. Mientras otras ONG más activistas pre-
sionaban en vano para anular este proyecto, este grupo asumió una pos-
tura de “socio rival” con el gobierno y las empresas.
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en buscar apoyo externo adicional (ONG, fundaciones, empresas privadas, otros grupos indí-
genas y otros) cuando sean necesarios y socioculturalmente pertinentes […] Fortalecer la capa-
cidad de los pueblos indígenas para el diálogo y la negociación con los estados, empresas priva-
das y otros intermediarios (ONG, agentes financieros y otros). Para estos efectos, es necesario
fortalecer la capacidad de los pueblos indígenas para planificar su propio desarrollo y diseñar,
presentar y ejecutar proyectos” (BID, 2006b: 37).

     



crática, a finales de la década de los años setenta, todos persiguieron maxi-
mizar la renta petrolera para financiar el gasto público. 

La iniciativa de una moratoria a las actividades petroleras en la
Amazonía oriental, conocida como “Iniciativa Yasuní-ITT” constituyó
una excepción al respecto (Fontaine, 2008b). En efecto, en junio de 2007
el presidente Correa anunció en la ONU que su gobierno estaba dispues-
to a renunciar a la explotación del mayor hallazgo de petróleo del país
(con 860 millones de barriles de reservas probadas), a cambio de una con-
tribución financiera de la comunidad internacional de 3.500 millones de
USD, es decir la mitad de los ingresos netos esperados de la explotación
del complejo ITT, con base en un precio por barril inferior a 100 USD.
Esta contribución representaría una compensación por la no extracción
del petróleo y un pago por “servicios ambientales” dos tipos. Por un lado
se trataría de preservar la diversidad biológica y cultural que caracterizaba
el área de influencia directa de los campos ITT, ubicados bajo el parque
nacional Yasuní; por el otro, se trataría de sustraer un volumen sustancial
de petróleo crudo al mercado mundial y evitar así la emisión de gases con
efecto invernadero que serían asociados a su consumo. 

Esta iniciativa encontró un eco favorable entre la opinión pública
nacional e internacional. Mediante una fuerte presión –tanto en el gobier-
no como en la sociedad civil– el movimiento ecologista supo aprovechar
la ventana de oportunidad abierta por la consolidación del movimiento
Alianza País (tras la victoria electoral de Rafael Correa en 2006, el proce-
so de reforma constitucional y de las elecciones nacionales que siguieron),
la atribución del premio Nobel de la paz al IPCC y Al Gore y los apoyos
internacionales del movimiento ecologista ecuatoriano. No obstante, en
dos años y medio no consiguió el compromiso financiero esperado (350
millones de USD en el primer año), a pesar de las declaraciones de inten-
ción hechas por varios países industrializados (especialmente, Alemania,
primer emisor de CO2 de la Unión Europea y, desde luego, muy intere-
sada en participar de esta iniciativa). Tras haber postergado en dos opor-
tunidades el plazo para tomar una decisión, Rafael Correa había decreta-
do la prórroga indefinida de esta moratoria, el 5 de febrero 2009, adu-
ciendo que la baja de los precios del petróleo en 2008-2009 restaba en
parte su atractivo a la explotación del crudo pesado de ITT. Con el apoyo
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Sin embargo, a pesar de importantes avances en términos de organiza-
ción y de generación de opinión pública, la institucionalización del movi-
miento ecologista encuentra dos tipos de limitaciones (Fontaine, 2008a).
Por un lado este movimiento está atravesado por líneas de fractura que
marcan el límite entre tres sectores de la sociedad ecuatoriana: indígenas,
campesinos y ONG. Cierto es que las preocupaciones de los sectores so-
ciales por los efectos negativos de las actividades petroleras están compar-
tidas y dan lugar a coaliciones de interés que pueden resultar eficaces en
el momento de publicitar los problemas y de obligar al Estado a inscribir-
los en la agenda política. No obstante, la lógica de acción de estos actores
no siempre coincide, en particular cuando se trata de promover reformas
estructurales. Además, estos sectores no siempre tienen la misma percep-
ción de los riesgos sociales y ambientales, lo que obstaculiza la formula-
ción de propuestas concretas frente a las empresas petroleras. 

Por otro lado, el núcleo duro del movimiento está conformado por
dos grandes tipos de organizaciones ecologistas: activistas y tecnócratas.
Esta línea divisoria remite a dos concepciones distintas del conflicto
ambiental. Mientras las primeras tienden a radicalizarlo y a darle una di-
mensión mediática para incrementar su capacidad de incidencia política,
las otras privilegian la experticia científica, y tácticas de presión o de cabil-
deo, en particular en el ámbito internacional. A pesar de que estas moda-
lidades de acción son a menudo complementarias, pueden dar lugar a
divisiones y hasta rupturas al interior del movimiento, como lo atestiguan
los debates de la última Asamblea constituyente, marcados por la influen-
cia del sector activista y de las organizaciones indígenas anti-petroleras, a
costa de una participación más amplia de los sectores interesados en la go-
bernanza energética. 

Estas limitaciones afectan la incidencia real del movimiento en la go-
bernanza energética, en particular en lo que atañe la regulación ambien-
tal de las actividades de hidrocarburos. A pesar de haber sido el objeto de
ajustes en el sentido de una mayor protección del medio ambiente y de
los derechos humanos, estas actividades siguen al servicio del financia-
miento de las políticas sociales y económicas, lo que algunos economistas
llaman la “reprimarización” de la economía. En realidad, cualquiera sea la
orientación política de los gobiernos de turno desde la transición demo-
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las finanzas públicas de su país más allá del año fiscal en ejercicio. Ahora
bien, la mayor promesa que se había hecho pública fue de 50 millones de
euros (aunque nunca fuera avalada oficialmente por el gobierno alemán).
Por último, los términos de referencia del fondo de fideicomiso contem-
plaban implícitamente la cesación de las actividades petroleras en el par-
que nacional Yasuní, de donde provenía una tercera parte del petróleo
nacional, con el motivo de “conservar effectivamente y prevenir la defo-
restación de 40 áreas protegidas”3, una disposición difícilmente sostenible
para un país tan dependiente de la renta petrolera como es el Ecuador.
Así, en 2006, el nivel de la renta alcanzó 4.280 millones de USD, más de
la mitad de los cuales se destinaban al presupuesto del Estado (53%), un
tercio a tres fondos de inversión, 10% a Petroecuador y unos veinte orga-
nismos públicos (como las fuerzas armadas, el Ecorae y las universidades)
y 5% a los organismos seccionales (consejos provinciales y municipios)
(5%) (Fontaine, 2007a). 

Es aún temprano para evaluar las consecuencias de esta convergencia
de lógicas de acción racional –la del Estado y la del movimiento ecologis-
ta– pero en los términos actuales la decisión del presidente Correa está
más atada, al parecer, a un nuevo tipo de factores externos –el funciona-
miento de los mercados financieros y, entre ellos, del mercado de bonos
de carbono– que a la voluntad de asumir el riesgo político de no explotar
estas reservas. Tampoco resulta de la formulación de una política de desa-
rrollo alternativa a aquella que ha dependido, desde casi cuatro décadas,
de los ciclos de bonanza y escasez del mercado petrolero (Fontaine,
2008b). Lo que sí deja claro el episodio del fondo de fideicomiso es que
el sector de ecologistas radicales presente en el aparato estatal planeaba
una reforma mucho más profunda que lo que aparentaba ser la no explo-
tación de los campos ITT. Bajo el concepto de crear una economía “post-
petrolera”, a corto plazo, se pretendía simple y llanamente poner fin a la
explotación de hidrocarburos en la mitad del país. 
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del PNUD, el grupo de negociadores de la propuesta de moratoria, enca-
bezado por el ministro de Relaciones Exteriores, preparó los términos de
referencia para la constitución de un fondo de fideicomiso para recibir los
fondos comprometidos, que se podría firmar al margen de la Cumbre de
Copenhagen sobre el cambio climático (diciembre de 2009). Para evitar
la posible ruptura del contrato de fideicomiso por los gobiernos de turno,
el proyecto preveía además la emisión de “certificados de garantía Yasuní”,
es decir una suerte de bonos de deuda que podrían ser cobrados por los
donantes en caso de que se explotaran el ITT. Sin embargo, el presidente
de la República se rehusó firmar este documento y criticó severamente los
términos de la negociación, provocando la renuncia del equipo y del
ministro en enero de 2010.

La negativa de parte de Rafael Correa de crear el fondo de fideicomi-
so Yasuní-ITT se explica en parte por razones políticas. El motivo aduci-
do fue que la modalidad de este fondo hubiese restado soberanía al
Ecuador. De hecho, por un lado, la administración del fondo estaría bajo
la responsabilidad del PNUD, y no del gobierno ecuatoriano; por el otro,
los intereses del fondo estarían principalmente destinados a fines de con-
servación y reforestación y, en menor medida, a inversiones para la tran-
sición energética hacia fuentes alternativas a los hidrocarburos. El total
del área supervisada por el comité de gestión del fideicomiso alcanzaría
entonces 110.000 km2 (es decir, alrededor de la mitad del territorio
nacional), por concepto de áreas naturales protegidas (que alcanzaban
entonces 4,8 millones de has), territorios indígenas y afroecuatorianos (de
unos 5 millones de has) o áreas privadas de reforestación (1 millón de
has). Al fin y al cabo, en lugar de financiar el desarrollo económico o de
sustituir la renta petrolera para financiar el gasto público, lo que financia-
ría esencialmente este fondo era una política ambiental basada en la con-
servación y en el cambio de matriz energética. 

Más allá de los argumentos políticos, el jefe del Ejecutivo invocó
implícitamente razones económicas, calificando de “vergonzoso” el resul-
tado de la negociación y de “limosna” los fondos comprometidos. Según
el equipo negociador, estos últimos alcanzaban unos 1.500 millones de
USD para los próximos años, un efecto de anuncio muy poco realista, ya
que ningún gobierno democrático estaría en capacidad de comprometer
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Finalmente, una tercera innovación institucional vino complementan-
do estos instrumentos, con el Programa de monitoreo ambiental comuni-
tario (PMAC), que involucraba a miembros de las comunidades, asesores
de ONG ecologistas y equipos técnicos de las empresas operadoras de
varios lotes en explotación del complejo Camisea. Incentivada por el
BID, este programa arrancó con dificultad, por el hecho de estar finan-
ciado por la empresa Pluspetrol. Algunos temían, de hecho, que esta últi-
ma alterara los resultados de las experticias o restringirá el acceso a las zo-
nas de actividad, de tal modo que el PMAC se hubiera vuelto una suerte
de mecanismo de legitimación de actos a priori incontrolables. Ahora
bien, no fue el caso puesto que el personal técnico formado por la ONG
encargada con su coordinación, Pro Naturaleza, se reclutaban entre todas
las comunidades afectadas por el proyecto y ganaron en credibilidad con
el pasar de los años. El PMAC produjo muchos estudios sociales y am-
bientales, que complementaron unos instrumentos más clásicos como los
estudios de impacto ambiental y los informes de monitoreo y de control
elaborados por las empresas especializadas en gestión ambiental. De he-
cho, se extendió luego a las áreas de transporte del gas, lo que muestra a
fortiori la credibilidad de sus métodos.

Si bien es cierto que los riesgos de accidentes provocados por las acti-
vidades de hidrocarburos no pueden eliminarse del todo, es sobre este
punto que las redes de incidencia política cumplen con un papel clave,
tanto para limitar el alcance –al ejercer una vigilancia constante en los
sitios de explotación y de transporte– como para informar la opinión
pública y obligar las partes involucradas a asumir las responsabilidades.
En la fase que precedió el arranque del proyecto Camisea, se conforma-
ron redes alrededor de las dos organizaciones indígenas nacionales,
AIDESEP y CONAP, algunas ONG ecologistas y de desarrollo naciona-
les (como la SPDA), locales (como el Centro de investigación y de pro-
moción de la Amazonía) e internacionales (como Oxfam América). Estas
redes permitieron a los actores tener acceso a una información hasta este
entonces de acceso restringido, y hasta de debatir con el Estado y las em-
presas con base a informes independientes. Por ejemplo, en abril 2002,
una ex responsable de WWF en Bolivia, Patricia Caffrey, entregó un in-
forme en el cual emitía reservas en cuanto al rigor de las normas ambien-
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Los actores sociales y la cogobernanza en el Perú

Para que el interés general de la sociedad peruana se tomara en cuenta por
el sector de hidrocarburos, era necesario proceder a una serie de reformas,
de las cuales el proyecto Camisea sólo marcó el inicio. La primera inno-
vación institucional operada tras la firma de los contratos para la explota-
ción de este yacimiento de gas es la creación simultánea del Grupo técni-
co de cooperación institucional (GTCI) y del organismo de mediación de
conflictos, Defensa Camisea, en 2002. La misión del GTCI, que funcio-
na bajo la responsabilidad del Ministerio de Energía y Minas, era de coor-
dinar la acción de 12 instituciones públicas4. Esta plataforma organizó,
entre otras cosas, la consulta previa a los actores locales y difundió la in-
formación necesaria respecto del proyecto. De esta manera, entre 2002 y
2006, el GTCI organizó un centenar de reuniones locales en el área de
influencia del proyecto Camisea. También puso a disposición del público
todos los documentos técnicos producidos por las empresas y el Estado
–incluso los estudios de impacto ambiental, los informes de experticia y
los proyectos de inversión– gracias a un sitio web con acceso libre5.

Por su lado, la Defensa Camisea estaba encargada de resolver los conflic-
tos vinculados con este proyecto y reportar los abusos o las faltas en la eje-
cución de las obras, sea en el upstream o en el downstream. Se encargó esta
misión al Centro de resolución de conflictos de la Pontificia Universidad
Católica del Perú (PUCP). Pese a su vocación eminentemente funcional,
este instrumento de política constituyó una innovación interesante para la
prevención de conflictos ambientales y coadyuvó al tratamiento de nume-
rosas demandas sociales o de quejas relacionadas con el medio ambiente,
antes que los efectos perversos de las actividades de hidrocarburos retoma-
ran una dimensión dramática y generaran conflictos más polarizados como
en otras partes de la cuenca amazónica (incluso en el Perú). 

4 En 2008, estas instituciones eran: el Organismo supervisor de la inversión para la energía y las
minas, la Comisión nacional de los pueblos andinos, amazónicos y afroperuanos, el Consejo
nacional del medio ambiente, la Defensoría del pueblo, el Instituto nacional de desarrollo, la
Dirección general de capitanías y guardacostas de la marina, el Instituto nacional de cultura y
los ministerios de Agricultura, de Salud y de Transportes.

5 http://www.gtci-camisea.com.pe/ Disponible en 01/201.

          



fortalecimiento del comité y de las organizaciones de base, la promoción
de la producción y de la gestión de recursos naturales, las infraestructuras
y el mejoramiento de los servicios sociales. Estos ejes estructuraron a su
vez el plan de desarrollo regional para el período 2002-2006, por un pre-
supuesto previsional estimado en 8,16 millones de USD.

Los ingresos fiscales del Perú, generados por el sector de los hidrocar-
buros, empezaron a crecer de manera significativa en 2003. Pasaron de 35
millones a 296 millones de USD, entre 2000 y 2006, y representan ac-
tualmente 5% a 7% de los ingresos del Estado. Podemos comparar estos
ingresos con aquellos del sector minero, que incrementaron de 70 millo-
nes a 1.800 millones de USD en el mismo período (UNCTAD, 2007:
137). A ello se suman las regalías, en fuerte aumento desde el inicio de la
explotación de los lotes adyacentes del lote 88. Entre 2007 y 2008, las
regalías nacionales subieron de 855 millones a 1.220 millones de USD,
de los cuales 531,8 millones (43%) fueron asignados a las regiones de la
zona de influencia directa de extracción de gas y petróleo bajo concepto
de “canon” (Propuesta Ciudadana, 2009b: 35). En el mero distrito de
Echarate, que agrupa a unos 18.000 habitantes, la participación a la renta
en 2007 alcanzó 44 millones de USD (Propuesta Ciudadana, 2008). La
ley del “canon de gas” estipula que 30% de estos ingresos deben dedicar-
se al financiamiento de proyectos productivos de las comunidades de la
zona de extracción de gas. Ahora bien, la capacidad de gasto de aquellos
ingresos enfrenta dos tipos de problemas. Por un lado, la definición de los
límites de la zona de extracción depende del municipio de Echarate, lo
que puede llevar a marginalizar las comunidades locales al momento de
planificar el gasto público financiado a este título. Por otro lado, la capa-
cidad de gasto de estas comunidades sigue siendo limitada por factores
culturales y técnicos. En efecto, hasta la irrupción de la industria de
hidrocarburos en el área, ellas vivían relativamente al margen de la econo-
mía de mercado, y hasta de la economía monetizada. Además, carecen de
personales calificados y de expertos en desarrollo, lo cual limita su capa-
cidad de propuesta (en beneficio de los actores exógenos y de los organis-
mos seccionales).

Las tensiones entre la sociedad, el Estado y la economía, que desem-
bocaron en una crisis de gobernabilidad democrática en la zona andina en
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tales y sociales usadas en el estudio de impacto del proyecto Camisea. Un
año después, un ex asesor del Banco Mundial para el medio ambiente,
Robert Goodland, sugería realizar una evaluación independiente antes de
proceder al financiamiento público del proyecto. Del mismo experto vino
la recomendación de crear un fondo de inversión para la conservación de
la biodiversidad y el mejoramiento de la calidad de vida de las poblacio-
nes locales. Luego de la publicación por el BID de un informe sobre los
impactos sociales y ambientales del proyecto Camisea, el grupo coordena-
do por la SPDA consiguió aplazar la decisión de aquel organismo finan-
ciero, en espera de un complemento de información. Esta profusión de
experticias, de la cual sólo se libra aquí algunos ejemplos, indica que la
relación entre los actores sociales, las empresas y el Estado participan de
una forma de cogobernanza.

No obstante las comunidades indígenas enfrentan actualmente riesgos
sociales particularmente preocupantes, en contra de los cuales las redes y
los grupos de presión política no son de mucha ayuda. Se trata en parti-
cular de la penetración de la colonización agraria, que podría encontrar
un vector a través de la construcción de una vía asfaltada deseada por una
parte de la población de Echarate (el distrito que alberga los principales
yacimientos de gas del complejo Camisea). Al respecto, ni las comunida-
des, ni las organizaciones sociales, ni las ONG han llegado a un consen-
so, a favor o en contra de este proyecto de ordenamiento territorial, ya
considerado desde hace varios años por los poderes locales. 

Otra amenaza que afecta a los matsigüengas es la del cambio social
acelerado y de los efectos asociados con el desarrollo no-controlado: con-
sumismo dependiente del mercado, alcoholismo y desarticulación fami-
liar, etc. Frente a estos riesgos, el primer actor susceptible de aportar a
corto plazo con soluciones viables es el Comité de gestión para el desarro-
llo sostenible del Bajo Urubamba. Este agrupa actualmente a los miem-
bros de 22 comunidades autóctonas, seis asentamientos de colonos, tres
organizaciones profesionales, dos ONG y cinco organismos gubernamen-
tales. Está presidido en alternancia por las tres organizaciones indígenas
locales ya mencionadas (Comaru, Ceconama y Feconayy). En su plan es-
tratégico para el período 2001-2005 ya se mencionaban estas preocupa-
ciones, a través de los cuatro programas que estructuraban su acción: el

Petropolítica. Una teoría de la gobernanza energética

244

     



ecuatoriano y del peruano, hemos visto que la dinámica de los conflictos
ambientales por la extracción de hidrocarburos en la Amazonía sigue un
triple proceso de convergencia entre los actores, de profesionalización de
las ONG y de institucionalización del ecologismo, que afectan la gober-
nabilidad de los países andinos. 

La experiencia de estos dos países muestra entonces que la gobernan-
za energética evoluciona en el sentido de una creciente participación de
las poblaciones y de la sociedad civil en el control de las actividades de
hidrocarburos. En el ámbito local, este creciente involucramiento se apa-
renta con una segunda forma de cogobernanza, que implica una nueva
manera de aplicar las políticas públicas, dejando lugar a mecanismos de
rendición de cuentas y de seguimiento, que hacen corresponsables los ac-
tores estatales, sociales y económicos. 
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la década de los años noventa, plantean un problema estructural que inte-
resa tanto por las respuestas estatales a las demandas sociales, como por
las modalidades de los conflictos sociales y la institucionalización de sus
arreglos. La “buena gobernanza” puede responder a una “lógica de lo ade-
cuado” (justicia), cuyos fundamentos son la legitimidad, la eficacia y la
eficiencia (March y Olsen, 2006). Plantea entonces un problema axioló-
gico (en el sentido maquiavélico): ¿qué criterios permiten definir lo ade-
cuado? El entorno, la duración, la heterogeneidad de las demandas, la di-
versidad de los actores, la complejidad institucional y la reflexividad del
sistema político son tantos factores que determinarán la respuesta, en fun-
ción del contexto geográfico e histórico. 

A semejanza de América Latina y el Caribe, la gobernanza energética en
la zona andina sigue dos modos divergentes: aquel de la gobernanza jerár-
quica, característico del neonacionalismo petrolero y del centralismo buro-
crático de Venezuela, Bolivia y el Ecuador; y aquel de la cogobernanza, más
propio de la apertura del sector de hidrocarburos y de la necesidad de cap-
tar inversión directa extranjera que caracteriza a Colombia y el Perú. No
obstante, para lo mejor o para lo peor, la diplomacia venezolana tendrá una
creciente incidencia en las políticas petroleras de los países andinos, inclu-
so para los países donde impera la cogobernanza. De confirmarse la orien-
tación nacionalista, populista y colectivista del gobierno de turno, lo más
probable es que los acuerdos bilaterales –y más aún los acuerdos de integra-
ción regional– estén cada vez más condicionados por el juego de los acto-
res externos y una ideologización de las políticas públicas.

En este contexto, hemos mostrado que los conflictos ambientales
plantean un problema de gobernabilidad para el Estado, en la medida en
que son productos de –e inciden en– las condiciones y los procesos demo-
cráticos como la oposición, la participación, la consulta previa, el moni-
toreo, etc. Por otro lado, ellos le plantean un problema de gobernanza, al
incidir en la reforma del sistema institucional, sea con la creación de ins-
trumentos de políticas públicas o a través de campañas que conllevan a su
modificación. En este sentido, la sociedad civil cumple con un papel cada
vez más protagónico en el ajuste (framing) de las políticas energéticas, gra-
cias a la acción convergente –aunque no necesariamente coordinada– de
los movimientos ecologistas e indígenas. En efecto, a partir del ejemplo
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Aportes teóricos

El Estado en el centro de la gobernanza energética

La comparación de los cinco países andinos nos ha ayudado a mostrar que
el Estado sigue ocupando un lugar estratégico en la gobernanza energéti-
ca, aunque pueda privilegiar los mecanismos del mercado o el centralismo
burocrático, según la orientación del gobierno de turno. En este ámbito
como en otros, lo que distingue un modo de gobernanza de otro depende
del grado de concentración del poder acumulado por el Estado. En algu-
nos casos –como en Venezuela, Bolivia y el Ecuador– el nacionalismo pe-
trolero opera como un catalizador de las fuerzas sociales y políticas, en par-
ticular en contra de la influencia de los organismos financieros internacio-
nales y para mostrar cierta autonomía frente a la política exterior de los
Estados Unidos y a su doctrina de seguridad energética. En otros casos
–como en Colombia y el Perú– la necesidad de preservar o lograr la auto-
suficiencia energética lleva a los gobiernos a “abrir” el sector de los hidro-
carburos, tanto para financiar la exploración y la explotación de nuevos ya-
cimientos, como para acceder a las tecnologías que las vuelven rentables.

Desde la década de los años setenta, la vulnerabilidad de los países
importadores de petróleo frente a la petropolítica de la OPEP ha dado lu-
gar a importantes reformas de políticas públicas en los países industriali-
zados. Para diversificar sus fuentes de abastecimiento en energía primaria,
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te estructural basados en un modelo monetarista de equilibrio macro-eco-
nómico. Para los pequeños productores de petróleo y de gas natural, co-
mo el Perú y Bolivia en ese entonces, estos planes contemplaron la priva-
tización total o parcial (vía la capitalización) de las actividades del upstre-
am y del downstream. En cuanto a los productores medianos, como el
Ecuador y Colombia, se esforzaron por atraer nuevas inversiones a través
de una política de “apertura” a los capitales privados, que consistió en lo
esencial en reducir los impuestos y flexibilizar las condiciones de repatria-
ción de los capitales de las empresas multinacionales. Por último, entre los
grandes productores regionales, Venezuela (como Brasil, entonces impor-
tador neto de hidrocarburos) tuvo que proceder también a la “apertura”
parcial de su industria, a través de contratos de asociación entre la empre-
sa pública PdVSA y las multinacionales.

Los modos de gobernanza energética

De manera general, las reformas estructurales de las décadas de los años
ochenta y noventa promovieron entonces la apertura a la inversión direc-
ta extranjera, la flexibilidad de los regímenes de contratación para la ex-
ploración y la explotación de petróleo y de gas natural, la privatización de
las actividades del downstream y, a veces, el desmembramiento completo
de empresas públicas. En algunos casos, como en Colombia y en el Perú,
las políticas petroleras actuales se inscriben en una cierta continuidad con
aquellas reformas. En Colombia, el modo de gobernanza promovido por
Álvaro Uribe desde 2002 es un modelo negociado entre “socios rivales”,
donde la política de descentralización por abajo permite al gobierno cen-
tral acordarse con los actores políticos locales (organismos sectoriales y
autoridades de los territorios indígenas) en la consecución de objetivos
políticos relacionados con la resolución del conflicto armado interno. En
el Perú, el modo de gobernanza impulsado por Alan García desde 2007
se basa en la autonomía de los organismos públicos y la descentralización
por afuera (con las empresas multinacionales y diversos sectores de la
sociedad civil), para incrementar la eficacia del aparato administrativo y
atraer inversiones extranjeras. 
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estos últimos han incrementado sus inversiones en la exploración de nue-
vos yacimientos, en particular en la Amaznía y en alta mar. Han inverti-
do también en el desarrollo de tecnologías necesarias para el uso de fuen-
tes alternativas de energía, renovables (como la hidroelectricidad) o no
(como el nuclear). Por último se han apoyado en agencias internacionales
como la AIE, ARPEL y la OLADE, para coordinar sus políticas energéti-
cas y facilitar los intercambios de información. Por su lado, los exporta-
dores se han esforzado por sacar el mayor provecho posible del control
que ellos ejercen sobre las reservas mundiales más accesibles y rentables.
Dos productores andinos –Venezuela y el Ecuador– han integrado la
OPEP y dado un fuerte impulso a la nacionalización del sector petrolero,
lo que tuvo un efecto demostrativo en varios países del mundo. Entre
tanto, la cooperación entre las empresas públicas –a las cuales se juntaron
muy pronto las principales multinacionales privadas presentes en América
Latina y el Caribe– se amparó en la ARPEL. Así, además de volverse un
arma política al servicio de los países árabes, en particular en relación con
el conflicto israelí-árabe, el petróleo ha proveído una renta sustancial a
estos países, que gozaban de una capacidad de producción excedentaria a
su demanda doméstica.

Sin embargo, el fracaso de la política de oligopolio de la OPEP se ha
vuelto patente en 1984, cuando Arabia Saudita decidió unilateralmente
aumentar su producción y abandonar la política de cuotas aplicada desde
diez años por la organización. Esta decisión ha tenido por efecto acelerar
el declive de los precios del petróleo crudo, que ya se vislumbraba como
consecuencia de las nuevas políticas energéticas de los países importado-
res. Desde luego, en unos pocos meses los precios volvieron a un nivel
inferior a los de 1978 (antes del segundo choque petrolero).

Consecuencia directa de este fenómeno, se redujo el excedente comer-
cial de los pequeños y medianos productores, especialmente en los países
andinos. La crisis de la deuda que estalló en 1982 se ahondó porque cier-
tos países –como el Ecuador y Venezuela– habían aprovechado a la vez de
una bonanza de precios, de la explotación de nuevos yacimientos y de
préstamos internacionales con baja tasa de interés. Esta crisis desembocó
finalmente en la renegociación de los términos del reembolso de la deuda
y la emisión de los “bonos Brady”, luego a la adopción de planes de ajus-
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mercados, el fortalecimiento de las normas de calidad de carburantes o
aún los impuestos.

Aportes empíricos

Los riesgos de la dependencia externa

Tres fenómenos vuelven a la gobernanza energética particularmente com-
pleja en los países andinos. En primer lugar, la renta petrolera o minera es
una fuente de ingresos indispensable para financiar la política social, las
grandes obras de infraestructura y los gastos de seguridad. En segundo
lugar, estos países pueden estar tentados de intensificar la explotación de
nuevos yacimientos en zonas ambiental y culturalmente sensibles, como
las estribaciones de la cordillera andina y la cuenca amazónica, lo que trae
consigo la intensificación de los riesgos de conflictos ambientales. En ter-
cer lugar, estos países padecen una dependencia externa hacia las transfe-
rencias de tecnologías y los capitales, que no redujeron ni las reformas
neoliberales de los años ochenta y noventa, ni tampoco las reformas neo-
nacionalistas de los años dos mil. 

Aunque la zona andina ocupe sólo un lugar marginal en la geopolítica
de la energía, es un actor de primer plano desde el punto de vista econó-
mico, teniendo en cuenta el excedente de producción sobre sus necesida-
des, que se exporta en mayor parte hacia los Estados Unidos. Esta ventaja
comparativa tiene que ser matizada, sin embargo, por la creciente depen-
dencia de estos países hacia los hidrocarburos, como lo muestran la impor-
tancia relativa de la renta petrolera o de gas en los PIB, la evolución de la
estructura de consumo interno, así como la atracción de la IDE por los
recursos naturales, particularmente alta en la zona. Una dependencia que
puede, a su vez, originar conflictos sociales y de crisis diplomáticas, como
consecuencias de la creciente politización de la integración regional, pro-
ducto de la diplomacia venezolana a través de la integración energética. 

El nuevo ciclo de alza de los precios petroleros, que se inició en 1999
(tras haber llegado al mínimo histórico de 8,5 USD/barril en 1998),
constituye un nuevo desafío para los actores de la gobernanza energética,
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En otros casos, como en Venezuela, Bolivia y el Ecuador, las políticas
contemporáneas rompieron con las reformas neoliberales de la década de
los años noventa. En Venezuela, el modo de gobernanza impulsado por
Hugo Chávez desde 1999 se aparenta con la concepción clásica del Esta-
do de bienestar social, puesto que lleva a cabo una política centralista para
tratar en prioridad problemas de redistribución y de lucha contra la extre-
ma pobreza, a nombre del “socialismo del siglo XXI”. En Bolivia, el modo
de gobernanza asumido por Evo Morales desde 2005 está marcado por el
intervencionismo estatal, puesto que la política centralista está al servicio
de la recuperación del control del sector de hidrocarburos, tras las priva-
tizaciones llevadas a cabo en los años noventa. Finalmente, en el Ecuador,
desde 2007 Rafael Correa impulsa un modo de gobernanza cercano a la
concepción tradicional del gobierno, puesto que lleva a cabo una política
centralista para tratar en prioridad algunos problemas de reformas insti-
tucionales, bajo el lema de la “revolución ciudadana”.

No obstante, hoy más que nunca, el funcionamiento de los mercados
escapa al control de los estados, pese a los esfuerzos de coordinación des-
plegados por la OPEP y la AIE. En efecto, es decisiva la incidencia de la
geopolítica, en los flujos comerciales y la formación de los precios del
petróleo, en los ciclos de políticas energéticas, tanto en los países exporta-
dores como en los importadores. La regulación de la demanda está some-
tida a múltiples factores, entre los cuales el crecimiento demográfico y
económico, la intensidad energética del PIB y la eficiencia energética de
los distintos usos de energía final. Según la naturaleza de estos factores
–estructural o coyuntural– el efecto en el nivel de la demanda no es el
mismo. En efecto, la estructura del consumo de energía primaria y la in-
tensidad energética del PIB son variables que evolucionan lentamente y
cuyo efecto, por lo tanto, es más predecible que los eventos temporales
(aunque estos últimos sean cíclicos), los conflictos internacionales y las
políticas fiscales de los países importadores. Por otra parte, los mecanis-
mos de formación de los precios involucran un creciente número de varia-
bles, que ahondan la complejidad del sistema. En efecto, a los “factores
fundamentales” se suman ahora otros factores como la capacidad de refi-
nación de los países o de las empresas, la especulación en los mercados
financieros, la diversidad de los tipos de contratos, la segmentación de los
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países cuyos gobiernos abogan por un “socialismo del siglo XXI”, la dis-
tribución de la renta es inequitativa y no permite llegar a un consenso en
torno a las prioridades de inversión y a las reformas nacionalistas.

En este contexto, la politización del problema de la conservación per-
mite a los actores no-estatales ejercer una incidencia nueva en la elabora-
ción de la agenda de políticas energéticas. Sin lugar a duda, el ejemplo del
Ecuador es el más significativo, aunque observamos la misma tendencia
en el Perú y en Colombia. No obstante, esta participación del ecologismo
en la gobernanza energética tiende a generar cierta confusión en varios
ámbitos de la acción pública. Un primer tipo de confusión atañe a los re-
gistros de acción del movimiento ambientalista, entre activismo y buro-
cracia estatal, entre procesos políticos y conflictos sociales, entre reformas
nacionales (institucionales, constitucionales, etc.) y cabildeo internacio-
nal. En segundo lugar puede ocasionar una confusión entre los objetivos
o las prioridades de la acción pública, entre la política redistributiva, la
planificación del desarrollo, la transición energética y la lucha contra el
cambio climático, según el efecto de caja de resonancia que produce la
existencia de un nuevo referencial global (el desarrollo sostenible). En ter-
cer lugar, observamos una creciente confusión de los discursos en los
foros, entre comunicación política, experticia científica y tecnocracia, que
facilita la emergencia de coaliciones de actores sin necesariamente coad-
yuvar a la ejecución de nuevas políticas públicas.

La propuesta de moratoria a los campos ITT, en el Ecuador, ofrece un
ejemplo extremo de incidencia política del ecologismo. ¿Cómo explicar, en
efecto, que un problema relativamente secundario, como la conservación
de un área de 20 km2 (que corresponde con la superficie directamente
afectada por aquellos campos) en la Amazonía ecuatoriana, se haya vuelto
el referencial sectorial de las políticas ambiental, energética y hasta exte-
rior? Sin menoscabar los ya mencionados efectos de ventana de oportuni-
dad y de institucionalización del ecologismo en este país, es menester seña-
lar que esta propuesta de moratoria conoció múltiples vicisitudes, produc-
to de la tensión entre nacionalismo petrolero y ecologismo radical que
atravesaba el gobierno en este país, de 2007 a 2009. Asimismo, el éxito
mediático de aquella propuesta se explica por un alto nivel de distorsión
de la información, ampliado por los medios masivos de comunicación,
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tanto en los países exportadores como en los importadores. Hemos visto
que el principal factor era el incremento de la demanda mundial de ener-
gía, en particular debido al crecimiento de los países emergentes y de la
duplicación del consumo chino de energía entre 2004 y 2006. Un segun-
do factor estructural es el acercamiento –cierto, aunque la fecha siga sien-
do hipotética– del “pico” de producción mundial de hidrocarburos, que
anuncia el agotamiento de las reservas mundiales a mediano o largo plazo
(es decir entre 25 y 50 años). La estagnación, luego la baja de los precios
en 2000 y 2001 no revirtieron la tendencia al alza a mediano plazo, ni
tampoco la caída de los precios entre el segundo semestre 2008 y el pri-
mer trimestre 2009, vinculada con la recesión económica mundial y el fin
de la especulación que había llevado al barril a un costo sin común medi-
da con los datos del mercado.

Las políticas energéticas y la acción pública

Hemos visto que en los países andinos, la superposición de bloques petro-
líferos con áreas protegidas, territorios indígenas y otros espacios cultural
y ambientalmente frágiles conllevaba una crisis de gobernabilidad. Los
regímenes de excepción, como las zonas intangibles, el principio precau-
telar y la acción de amparo constitucional esconden mal la ausencia de
una política de protección del medio ambiente definidos y suelen susti-
tuir el conflicto al diálogo, a la par que conllevan a una “judicialización”
de los procesos, más que a su institucionalización. La administración te-
rritorial descentralizada no permite compensar los efectos negativos de la
explotación petrolera en el plano ambiental (contaminación) y social
(urbanización mal controlada). Por otra parte, en estos países la creciente
dependencia al petróleo se explica a la vez por la evolución de la deman-
da interna y por la importancia relativa de los ingresos petroleros en la
economía nacional (exportaciones, gasto público, PIB). Desde luego, la
política energética se confunde a menudo con la política petrolera, debi-
do a la importancia secundaria de las fuentes de energía alternativas en las
matrices energéticas nacionales (una situación atípica, comparada con el
conjunto de América Latina y el Caribe). A pesar de eso, e incluso en los
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territorial y de distribución de la renta petrolera. Por otro lado, la transi-
ción energética tendrá un alto costo económico. 

Para reducir la dependencia al petróleo, será necesario invertir masiva-
mente en el sector energético no-petrolero (hidroelectricidad, biomasa,
solar y gas natural). Para financiar estas inversiones, será necesario redu-
cir la dependencia externa por los productos derivados e incrementar el
valor agregado de la producción. Desde luego, la relativa abundancia de
las reservas petroleras no es una maldición, mas presenta diversos retos pa-
ra el desarrollo (económicos, ambientales y sociales). En efecto, hemos
visto que los cinco países andinos no presentan un padrón que permita
extrapolar al conjunto de la zona, conclusiones que se sacaron del estudio
de Venezuela en los años noventa, al amparo de la tesis de la paradoja de
la abundancia. Lejos de responder a una relación determinista, como lo
postulan la economía estructuralista y la ecología política, el manejo de la
abundancia de hidrocarburos y de los efectos generados por las fluctua-
ciones de la renta constituye un problema de gobernanza energética.
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que atestiguan de una ignorancia de los factores exógenos (como el fun-
cionamiento de los mercados petroleros mundiales). Las premisas no-
demostrables en un escenario de alta complejidad –determinado por la
evolución del precio del petróleo a 15 años o más, el costo real de explo-
tación de los campos ITT o la evolución de las condiciones políticas e ins-
titucionales a mediano plazo– dieron lugar a escenarios inciertos y argu-
mentos demagógicos, con base en la reducción de emisiones de CO2 o a
la conservación del planeta. Finalmente, minimizaron los problemas de
escala a corto y mediano plazo, como el aporte de las inversiones compa-
rado con los ingresos financieros de un fondo de fideicomiso, basado en el
compromiso imposible de desembolso a futuro por estados democráticos.

Este caso ilustra también las contradicciones que surgen en el campo
del poder, cuando se trata de arbitrar entre la explotación de recursos no-
renovables como los hidrocarburos y conservar la naturaleza. A nivel na-
cional, estas contradicciones tienen que ver con la “esquizofrenia estatal”
entre conservación y desarrollo y con la desarticulación entre la acción del
gobierno y las comunidades locales. A nivel regional, ilustran las contra-
dicciones entre las relaciones con Venezuela (y desde luego la implicación
del Ecuador en la iniciativa Petroamérica y el ALBA) y el papel de la
comunidad internacional (PNUD, cooperación alemana), con su agenda
propia. Por último, a nivel sectorial, el sector ecologista presente en el
aparato estatal se aprovechó y ahondó la inestabilidad política y la incer-
tidumbre en el sector petrolero (ministerio, empresa nacional de petróleo)
generados por la reforma de los contratos con las empresas multinaciona-
les y la reforma institucional.

Al fin y al cabo, el hecho que el medio ambiente sea un nuevo referen-
cial global no constituye una garantía de mayor democratización de los
procesos políticos. La conservación del medio ambiente no constituye en
sí una apuesta electoral, en países donde la satisfacción de las necesidades
vitales de la población predomina por encima de los valores post-materia-
listas de algunos sectores sociales. Desde luego, la gestión de los sistemas
nacionales de áreas protegidas seguirá siendo ineficaz mientras los estados
no consentirán a desarrollar instrumentos financieros, administrativos y
jurídicos efectivos, a veces a un alto costo político y electoral. El remedio
a la esquizofrenia estatal radica en un nuevo esquema de ordenamiento
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Anexos estadísticas

Tabla. Reservas de petróleo

*Incluido México.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: BP, Statistical Review of World Energy. 2009. 

1998 2008
Evolution

Volúmen Participación Volúmen  Participación
2008/1998

(109 barriles) en el total (109 barriles) en el total 
(%)

mundial (%) mundial (%)
Total mundial 1.068,50 100,00 1.258,00 100,00 17,74
Total ALC* 117,20 10,97 135,10 10,74 15,27
Total zona 83,60 7,82 105,70 8,40 26,44
andina

Venezuela 76,10 7,12 99,40 7,90 30,62
Colombia 2,50 0,23 1,40 0,11 -44,00
Ecuador 4,10 0,38 3,80 0,30 -7,32
Perú 0,90 0,08 1,10 0,09 22,22
Bolivia nd nd

Reservas de gas natural

*Incluido México.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: BP, Statistical Review of World Energy. 2009. 

1998 2008
Evolution

Volúmen Participación Volúmen  Participación
2008/1998

(1012 m3) en el total (1012 m3) en el total 
(%)

mundial (%) mundial (%)
Total mundial 148,01 100,00 185,02 100,00 25,01
Total ALC* 7,20 4,86 7,81 4,22 8,47
Total zona 4,75 3,21 5,99 3,24 26,11
andina

Venezuela 4,15 2,80 4,84 2,62 16,63
Colombia 0,20 0,14 0,11 0,06 -45,00
Ecuador nd nd nd nd nd
Perú 0,25 0,17 0,33 0,18 32,00
Bolivia 0,15 2,08 0,71 0,38 373,33

I.2. Reservas de gas de los países andinos

I.1. Reservas de petróleo de los países andinos
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Producción de petróleo

*Incluido México.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: BP, Statistical Review of World Energy. 2009. 

1998 2008
Evolution

Volúmen Participación Volúmen  Participación
2008/1998

(103 barriles/dia) en el total (103 barriles/dia) en el total 
(%)

mundial (%) mundial (%)
Total mundial 75.538,00 100,00 81.820,00 100,00 108,32
Total ALC* 10.402,00 13,77 9.842,00 12,03 94,62
Total zona 4.756,00 6,30 3.818,00 4,67 80,28
andina

Venezuela 3.480,00 4,61 2.566,00 3,14 -26,26
Colombia 775,00 1,03 618,00 0,76 -20,26
Ecuador 385,00 0,51 514,00 0,63 33,51
Perú 116,00 0,15 120,00 0,15 3,45
Bolivia nd nd

II.2. Producción de gas de los países andinos

II.1. Producción de petróleo de los países andinos

Producción de gas natural

*Incluido México.
Elaboración: G. Fontaine. Fuente: BP, Statistical Review of World Energy. 2009. 

1998 2008
Evolución

Volúmen Participación Volúmen  Participación
2008/1998

(109 m3) en el total (109 m3) en el total 
(%)

mundial (%) mundial (%)
Total mundial 2.273,00 100,00 3.065,60 100,00 34,87
Total ALC* 127,20 5,60 213,80 6,97 68,08
Total zona 
andina 41,40 1,82 54,50 1,78 31,64

Venezuela 32,30 1,42 31,50 1,03 -2,48
Colombia 6,30 0,28 9,10 0,30 44,44
Ecuador nd nd nd nd nd
Perú nd nd nd nd nd
Bolivia 2,80 0,12 13,90 0,45 396,43
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Tabla VI.1. Stocks de inversión directa extranjera (activos) 

Elaboración: G. Fontaine. 
Fuente: UNCTAD, World Investment Report 2008. Transnational Corporations and 
the Infrastructure Challenge. 2008.

2006 2007
Volúmen Participación Participación en Volúmen Participación Participación en 
(106 USD) en el PIB (%) el total ALC (%) (106 USD) en el PIB (%) el total ALC (%)

Mundo 12.470.085 25,50 15.210.560 27,90
ALC 945.029 30,30 1.140.007 32,40
Zona andina 125.059 13,23 140.523 12,33
Venezuela 45.445 24,60 4,81 43.957 19,30 3,86
Perú 19.356 20,80 2,05 24.744 22,70 2,17
Ecuador 10.132 24,50 1,07 10.310 23,20 0,90
Colombia 45.007 33,20 4,76 56.189 32,70 4,93
Bolivia 5.119 44,70 0,54 5.323 40,60 0,47

Tabla VI.2. Flujos netos de inversión directa extranjera (1998-2007) (106 USD) 

*Cifras no-consolidadas. 
Fuente: CEPAL, La inversión extranjera en América latina y el Caribe. 2008.

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*
América Latina 74.503 89.045 80.964 73.346 53.692 44.420 65.894 72.449 71.476 102.531
Zona andina 11.277 7.996 9.401 9.402 6.529 6.162 7.017 15.611 9.889 14.567
Bolivia 949 1.011 734 703 674 195 83 -291 278 164
Colombia 2.829 1.508 2.437 2.542 2.134 1.721 3.016 10.240 6.464 9.028
Ecuador 870 648 720 1.330 783 872 837 493 271 679
Perú 1.644 1.940 810 1.144 2.156 1.335 1.599 2.579 3.467 5.343
Venezuela 4.985 2.890 4.701 3.683 782 2.040 1.483 2.589 -590 -646

Tabla VI.3. Flujos netos de inversiones directas extranjeras por sector 
en los países andinos (106 USD) 

*Cifras no-consolidadas. 
Fuente: CEPAL, La inversión extranjera en América latina y el Caribe. 2008.

1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007*
Zona andina 10.562 7.457 11.362 9.216 5.709 5.853 5.636 14.118 7.669 11.000
Recursos naturales 3.419 3.285 2.489 4.830 2.724 1.435 2.082 5.082 2.683 4.593
Manufacturas 1.567 836 1.319 972 1.705 633 646 6.077 1.775 2.677
Servicios 5.576 3.336 7.554 3.414 1.280 3.785 2.908 2.959 3.211 3.730
Bolivia 1.025 1.010 833 877 999 567 384 404 582 739
Recursos naturales 582 472 441 566 721 356 168 288 390 431
Manufacturas 16 152 93 87 91 62 90 58 52 89
Servicios 427 386 299 224 187 149 126 58 140 219
Colombia 2.829 1.507 2.437 2.541 2.133 1.720 3.015 10.241 6.463 9.028
Recursos naturales 85 -47 123 1.044 915 905 1.741 3.282 3.585 4.476
Manufacturas 785 505 556 261 308 289 188 5.518 803 1.516
Servicios 1.959 1.049 1.758 1.236 910 526 1.086 1.441 2.075 3.036
Ecuador 870 649 721 1.330 784 871 837 493 271 179
Recursos naturales 769 605 682 1.139 503 198 458 222 -69 -396
Manufacturas 30 8 10 59 67 79 115 75 90 369
Servicios 71 36 29 132 214 594 264 196 250 206
Perú 853 1.401 2.670 785 1.011 52 -118 23 1.493 520
Recursos naturales 193 336 37 65 53 1 244 283 735 262
Manufacturas 132 130 70 162 713 22 -82 13 429 30
Servicios 528 935 2.563 558 245 29 -280 -273 329 228
Venezuela 4.985 2.890 4.701 3.683 782 2.643 1.518 2.957 -1.140 534
Recursos naturales 1.790 1.919 1.206 2.016 532 -25 -529 1.007 -1.958 -180
Manufacturas 604 41 590 403 526 181 335 413 401 673
Servicios 2.591 930 2.905 1.264 -276 2.487 1.712 1.537 417 41
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Lista de los acrónimos

AIDESEP Asociación interétnica de desarrollo de la selva peruana
AIE Agencia internacional de energía
ALBA Alternativa bolivariana para los pueblos de las Américas
ALCA Asociación de libre cambio de las Américas
ANCAP Administración nacional de combustibles, alcohol y

Portland (Uruguay)
ANH Agencia nacional de hidrocarburos (Colombia)
API American Petroleum Institute (Estados Unidos)
ARPEL Asociación regional para la energía latinoamericana
ASPO Asociación para el estudio del pico petrolero
BID Banco Interamericano de Desarrollo
CAN Comunidad Andina de Naciones
CECONAMA Central de comunidades nativas matsigüengas (Perú)
CEPAL Comisión Económica para América Latina y el Caribe
CEPE Corporación Estatal Petrolera del Ecuador
CIADI Centro Internacional de arbitraje de diferentes relativos

a las inversiones
CIDHOEA Comisión interamericana de derechos humanos de la

OEA
CITES Convención sobre el comercio internacional de especies

amenazadas
COICA Coordinación de organizaciones indígenas de la cuenca

amazónica
COMARU Consejo matsigüenga del río Urubamba (Pérou)
CONAIE Confederación de nacionalidades indígenas del Ecuador
CONAP Confederación de nacionalidades amazónicas del Perú
Ecopetrol Empresa Colombiana de Petróleos
ECORAE Instituto de ecodesarrollo de la región amazónica ecua-

toriana
ELN Ejército de liberación nacional (Colombia)
ENARSA Energía Argentina Sociedad Anónima
FARC Fuerzas armadas revolucionarias de Colombia
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US-AID Agencia de ayuda internacional de desarrollo de los
Estados Unidos

USD Dólar de los Estados Unidos
WTI West Texas Intermediate
YPF Yacimientos Petrolíferos Fiscales (Argentina)
YPFB Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia
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FDA Frente de defensa de la Amazonía (Ecuador)
FECONAYY Federación de comunidades nativas yine yami (Perú)
FEIREP Fondo de estabilización, inversión social y productiva y

de reducción de la deuda (Ecuador)
FLACSO Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales
FOB Free on board
FOCAM Fondo de desarrollo socioeconómico de Camisea (Perú)
GEF Fondo mundial para el medio ambiente
GTCI Grupo técnico de cooperación interinstitucional (Perú)
IDE Inversión directa extranjera
IDH Impuesto directo sobre los hidrocarburos (Bolivia)
IIG Instituto Internacional de Gobernabilidad (España)
IPCC Panel intergubernamental sobre el cambio climático
ITT Ishpingo, Tiputini y Tambococha (Ecuador)
Mercosur Mercado común del Sur
NYMEX New York Mercantile Exchange
OCDE Organización de cooperación económica y de desarrollo
OCP Oleoducto de crudo pesado (Ecuador)
OEA Organización de los Estados Americanos
OLADE Organización latinoamericana de energía
ONG Organización no-gubernamental
ONU Organización de las Naciones Unidas
OPEP Organización de los países exportadores de petróleo
OTC Over the counter
PdVSA Petróleos de Venezuela Sociedad Anónima 
PEMEX Petróleos Mexicanos
Petroecuador Petróleos del Ecuador
PIB Producto interno bruto
PMAC Programa de monitoreo ambiental comunitario (Perú)
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo
PNUMA Programa de las Naciones Unidas para el medio ambiente 
SINOPEC China Petroleum and Chemical Corporation
SPDA Sociedad peruana de derecho ambiental
TEP Tonelada de equivalente de petróleo
UICN Unión mundial de conservación de la naturaleza
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